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CAVSA 



El Procurador fiscal contra don Emilio Leclerc, sobre cobro 
ejecutivo de multa; por infracción de la ley de sellos 



Sumario. — £1 auto de solvendo no es apelable; y las excep- 
ciones contra el titulo ejecutÍTo deben oponerse después de la 
citación de remate. 



Caso. — L^ explica la 
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PETICIÓN FISCAL 



Buenos Aires, Mayo 8 de 1894. 

SefwrJuez: 

El procurador fiscal, amerito del decreto que precede, en la 
denuncia hecha contra don Emilio Leclerc, sobre defraudación 
de rentas fiscales, á V. S., como mejor proceda, digo: 

Que según aparece de las constancias que acompaño, la casa 
Leclerc, llamada cLa Pizarra», se ocupa entre otras cosas de la 
venta de oro amonedado, otorgando documentos que hacen cons- 
tar esas rentas en la forma que denuncian los documentos 
acompañados de foja 1. 

Esos documentos, por su objeto y por la forma en que están 
concebidos, son verdaderos boletos de venta, los que están ver- 
daderamente comprendidos dentro de la disposición del artículo 
20 inciso 6^ de la ley de papel sellado para 1893, dictada en 26 
de Diciembre de 1892, y promulgada en 30 del mismo. 

Según esa disposición cada uno délos boletos que se acompa- 
ñan han debido llevar una estampilla de 0.50 en la forma que 
lo establece el citado inciso. 

Ahora bien, como el artículo i8 de la misma ley castiga á 
los que infrinjan sus disposiciones, con una multa igual al dé- 
cuplo del valor del sello ó estampilla que debieron usar, corres- 
ponde se aplique al mencionado Leclerc, la dicha pena tomando 
como base la estampilla de 0.50 que debió usar en los boletos 
de foja 1 . 

Así, pues, siendo esos boletos acompañados en número de 
ciento cuarenta y uno y estableciendo el décuplo de la estampilla, 
que cada uno debió de llevar, la multa que debe pagar el señor 
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Emilio Leclerc asciende á la sama de setecientos cinco pesos 
moneda nacional. 

En consecuencia y á efecto de hacer efectivas las disposicio* 
nes citadas, vengo á pedir á Y. S. se sirva librar mandamiento 
contra don Emilio Leclerc para que dentro del tercero día dé y 
pague la mencionada cantidad bajo apercibimiento de ejecución 
y embargo. 

Otrosí digo: Que para satisfacción de lo ordenado por el artí- 
culo 50 de la ley de Procedimiento Nacional, informo & Y. S. 
qae el domicilio del expresado Leclerc, don Emilio, es en la calle 
de Rivadavia al lado de la Bolsa, en el escritorio denominado 
cLa Pizarra». 

Julio Botet. 



Fallo del Jluez Federal 



Buenos Aires, Mayo 38 de 1894. 

De acuerdo con lo pedido por el señor Procurador Fiscal en el 
presente escrito, intímese ádon Emilio Leclerc dé y pague den*- 
tro de tercero día la suma que se le reclama, bajo apercibimien- 
to de ejecución y embargo. 

Juan del Campillo. 



Falla de la luprema Carie 



fiuenos Aires, Agosto 10 de 1895. 



Yistos en el acuerdo y considerando: Que según lo expresa 
elrecurrentCy la apelación interpuesta no se dirige contra el 
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auto de solvendo dictado por el inferior, sino que tiene por ob- 
jeto contestarla existencia j habilidad del título en que se basa 
el procedimiento ejecutivo. 

Que en el estado de la causa j según resulta de los autos re- 
mitidos, el Juez no ha dictado aún sino el auto de solvendo, lo 
que no puede dar lugar al recurso de apelación, de conformidad 
á lo dispuesto en los artículos doscientos cincuenta y dos, dos- 
cientos cincuenta y cuatro y trescientos de la ley de procedi- 
mientos. 

Que esa misma ley fija la oportunidad para oponer excepcio- 
nes, entre las que figura la de inhabilidad de título, oportuni- 
dad que aún no ha llegado. 

Por esto, se declara bien denegado el recurso. Devuélvanse, 
debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 



€.'AIJ0iA €i YII 



Criminal contra don Jacinto Oliver.por violación de una carta 

certificada 

Sumario. — Debe ser absuelto el acusado, contra quifin no 
resultan pruebas de ser autor del delito. 
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Ca50.— Resulta del 



Fallo del JTues Pedeml 



Paraná, Junio 28 de 1893. 

T vistos: la causa iniciada por la Dirección General de Ce- 
rreos, 7 seguida ante este Tribunal á instancia Fiscal, sobre ex- 
travío y violación de correspondencia, resulta: 

Que don Bamon Canto, no encontrando otro n^edio de enviar 
dinero desde la Esperanza^ provincia de Santa Fé, al Rosario 
Tala de esta provincia, lo hizo en una carta que puso en el co- 
rreo con fecha 20 de Enero de 1892. 

Como la carta no llegase al destinatario^ don Andrés Santa 
María, en 10 de Febrero dirigió otra sin poner dinero dentro de 
ella, la que fué entregada á su titular; 

En 20 del mismo mes puso en el Correo una tercera conte- 
niendo 10 pesos, y esa no llegú tampoco á su destino. Resol- 
vióse entonces certificar otra, conteniendo 10 pesos, lo que ve- 
rificó el día 28 de Febrero bajo el número 430, dirigida al mis- 
mo señor Santa María, de Rosario Tala. 

Pasados algunos días, Santa María escribe á Canto, dicién- 
dolé que se había negado á recibir la carta de los empleados del 
Correo, porque presentaba signos manifiestos de violación. 
Canto reclama a la oficina de Esperanza, y ésta á la de Rosario 
Tala, haciendo además un despacho telegráfico sin tener con- 
testación hasta el 15 de Marzo, fecha en que devolvió el certifi- 
cado violado á la oficina de origen. 

Del sumario y ratificaciones durante el pienario aparece ple- 
namente probado : 
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remitente señor Canto en su denuncia, como no se ha probado 
tampoco el extravío de cartas dirigidas anteriormente por las 
mismas oficinas, conteniendo dinero. 

Que la pena que corresponde al autor de este delito, dadas las 
condiciones en que se ba cometido, es la que inflige la ley espe- 
cial de 14 de Setiembre de 1863, en su artículo 32. 

Por estas consideraciones^ declaro á Jacinto Oliver, autor 
del crimen de violación de correspondencia privada; y atenta 
la frecuencia con que se cometen en el país delitos de este gé- 
nero, lo condeno á sufrir la pena de trabajos forzudos pur 6 me- 
sesy además á pagar una multa de 100 pesos oro^ con costas. 
Notifíquese en el original y repónganse los sellos. 

M. de Tezanos Pinto. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GE?1£RAL 



Buenos Aires, Enero 13 de 1894. 
Suprema Corte: 

Las numerosas aotuaciones en este proceso, no ban alcanzado 
á comprobar la culpabilidad que, por violación de correspon- 
dencia, se atribuye al encausado Jacinto Olivir. 

No se ba comprobado las repetidas sustracciones de cartas 
con dinero, que podrían constituir un antecedente sospecboso 
contra el procesado; tampoco, que en la cerbifícada que se dice 
violada se contuviera dinero que biciera presumir un interés 
inductivo de la perpetración del delito. 

Sólo resulta que la carta en cuestión fué certificada en la 
oficina de cEsperanza», en Febrero del ano pasado; que al día 
siguiente, fué colocada en la mala de correspondencia, en per- 
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fecto estado, mala qne se cerró y se selló en presencia de los 
empleados Castro y Rigoli, según diligencia de foja 29 ade- 
lante. 

Qne los sellos no fueron quebrantados antes de la llegada do 
la mala á su destino, <G1 Tahu, y allí fué abierta la mala y de 
ella tomada la carta por el auxiliar de correos Oliver sin hacer 
presenciar el acto, como es de reglamento, por otro empleado ó 
testigo. 

Reconozco ante estos hechos, que no habiendo mediado inter- 
vención de otros empleados, las sospechas recaen sobre el em- 
pleado que abrió la malade correspondenci$\ en «Rosario Tala>, 
y qne esas sospechas se agravan por la infracción al Reglamen- 
to, al abrirla sin constatar su estado en presencia de otro em- 
pleado. 

Pero estas sospechas no reúnen las condiciones requeridas 
por el artículo 358 del Código de Procedimientos^ para consti- 
tuir plena prueba. 

» 

Carecen de conexión, de expresión directa, de tendencias ine- 
quívocas, mucho más cuando el procesado explica la falta de la 
presencia de otro empleado, por enfermedad del jefe; y está 
probado que al apercibirse de la violación una media hora des- 
pués de la apertura de la correspondencia, Aió cuenta de ello, 
llevando la carta al mismo jefe de la repartición, que se encon- 
traba en cama. 

Por ello, no encontrando probada en las constancias reuni- 
das, la culpabilidad del encausado, creo deber pedir á Y. £. la 
revocación de la sentencia recurrida, de foja 128, y laconsi- 
gnieute absolución del encausado, como corresponde, con su- 
jeción á lo prescrito en el artículo 497 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal. 

Sabiniano Kier . 
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en el conocimiento de la causa, debiendo ante él reponerse los 
sellos, sin perjuicio de ulterioridades á que hubiere lugar. 

benjamín PAZ. — LUIS V, VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO fiUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAVSA CCI^lL 



La Empresa del Ferrocarril del Oeste de la provincia de Bue- 
nos Aires, contra don Ramón Pérez, por expropiación; sobre 
aplicación de leyes provinciales. 



Sumario. — En las causas de expropiación traídas á la Jus- 
ticia Federal por razón de las personas, debe observarse el pro- 
cedimiento establecido por las leyes nacionales y no el fijado por 
las leyes provinciales. 



Caso. — Resulta del 
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Falle del Jlues Federal 



La Plata, Setiembre 33 de 1893. 

Considerando : Primero : Que ambas partes se muestran de 
acuerdo en un punto capital, cual es el de que el terreno de don 
Eamon Pérez fué ocupado por el Ferrocrril del Oeste á virtud 
de una ley provincial que á ello le autorizaba. 

Segundo : Que no es dado sostener, pueda reputarse aquella 
ley de fondo, como lo pretende el representante del demanda- 
do, pues que precisamente fué en mérito y en virtud de sus 
prescripciones que Pérez quedó desapropiado y el Ferrocarril 
convertido en dueño del inmueble en la parte reclamada. 

Tercero: Que el procedimiento de la justicia federal, ha de 
aplicarse aquí, tan sólo por lo que respecta á- la manera de con- 
ducir el juicio hasta su solución en definitiva, pues que ese es 
su objeto y no otro: el procedimiento 6 ley de forma prima 
desde luego en el sub-judice. 

Cuarto: Que sobre la materia no cabe discusión y tanto más, 
cuando la Suprema Corte ha resuelto el ca^o declarando debe 
aplicarse la ley de forma, cuando el terreno materia de la lilis 
fué expropiado en virtud de una ley de provincia y siendo éstas 
constitucionalmente, las que legislan sobre el punto„ prima el 
procedimiento marcado por ella, en todo aquello que no pugne 
con la ley de fondo, pues entonces en tal emergencia sería ésta 
y no aquella la á aplicarse. 

Por estos fundamentos fallo: no haciendo lugar á la articu- 
lación promovida á foja. . . , por la parte demandada, y una 
vez ejecutoriada la presente sentencia, comparezcan las partes 
á juicio verbal á objeto de proceder á la designación de peritos, 
preceptuada por la ley de 21 de Octubre de 1881 de la provin* 

T. XI 
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« 

cia de Baenos Aires. Notifíquese coa el original^ regístrese en 
el libro de sentencias y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea, 



IPallo de la Suprema Carta 

Buenos Aires, Agosto 18 de 1895. 

Vistos: Por ios fundamentos de la resolución que se registra 
en los Fallos, serie cuarta, tomo cuarto, página doscientas 
cincuenta y cinco, y la d^. fecha Mayo treinta del corriente año, 
recaida en la causa seguida por el Ferrocarril del Oeste con Ar- 
nolfo Mignaqny y otros, se revoca el auto apelado de foja vein- 
tiuna, con declaración de que el nombramiento de peritos debe 
hacerse con el carácter que á éstos atribuyen las leyes de proce- 
dimientos en materia federal. Devuélvanse, debiendo reponerse 
los sellos ante el inferior. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO PUNGE. — 

JUAN E. TORRENT (cfi disidencia). 



DISIDENCIA 



En disidencia por los fundamentos expuestos por el infrans- 
cripto, en la causa seguida por don Alejandro Dillon contra 
el Ferrocarril del Oeste, que se registra en los Fallos, serie 
cuarta, tomo cuarto, página doscientas cincuenta y cinco. 



JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA 



i^l 



Don José María Segovia, contra la provincia de Buenos Aires; 

por cobro ejecutivo de pesos 



Sumario, — Las provincias pueden ser ejecutadas para el 
cumplimiento de sus obligaciones. 



Fallo <le ia Siuprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 13 de 1895. 

Vistos y considerando : Primero: Que el presente juicio se 
sigue por el señor don José María Segovia, extranjero, en ca- 
lidad de demandante, contra la provincia de Buenos Aires, de- 
mandada, por cobro de pesos procedente de las letras de cam- 
bio de fojas una y tres. 

Segundo : Que en consecuencia la competencia originaria de 
esta Suprema Corte se halla debidamente acreditada de confor- 
midad á lo dispuesto por el artículo ciento uno de la Consti- 
tución nacional y en el inciso primero del artículo primero de la 
ley sobre jurisdicción y competencia. 

Tercero : Que se demanda cantidad de moneda líquida ha- 



.* 
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liándose comprobada la deuda por instrumento que trae apa- 
rejada ejecución, según el inciso quinto, artículo doscientos 
cuarenta j nueve de la ley de la materia, en cuyo caso el proce- 
dimiento ejecutiyo está prescrito por el artículo doscientos 
cuarenta y ocho de la citada ley. 

Cuarto : Que citado de remate el ejecutado, se opone á la eje- 
cución^ basándose en que las provincias no pueden ser ejecu- 
tadas. 

Quinto: Que las personas jurídicas se equiparan en general, 
á los simples particulares para adquirir derechos y contraer 
obligaciones (artículo cuarenta y uno del Código Civil) pudien- 
do ser demandadas y hacerse ejecución en sus bienes (artículo 
cuarenta y dos). 

Sexto: Que en conformidad con esos principios la jurispru- 
dencia de esta Suprema Corte tiene invariablemente estable- 
cido en repetidos fallos que las provincias pueden ser ejecuta- 
das para el cumplimiento de sus obligaciones. 

Por estos fundamentos: no se hace lugar á la excepción opues- 
ta en el escrito de foja sesenta y dos, y llévese adelante la eje- 
cución hasta hacerse pago al acreedor ejecutante del capital, 
intereses y costas. Notifíquese original y repóngase el papel. 

benjamín paz. — LUIS V. VARÉL4.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGB. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCXI 



Crtminal contra la Destilería c La Estrella*, por defrauda' 

cion de impuestos internos 



Sumario. —No resultando pruebas del delito, procede el so- 
breseimiento definitivo. 



Caso. — Resulta del 



Falle del «luee Vederal 



La Plata, Junio 3 de 1895. 

Y vistos: los seguidos por denuncia de don Augusto Yan- 
dersando, sobre defraudación de impuestos internos verificada 
por la destilería La Estrella, ubicada en San Pedro. 

Y resultando: Primero : Que el 9 de Febrero de 1893, á mé- 
rito de la denuncia referida, hecha al Administrador General de 
Impuestos Internos, se inició la presente investigación sumaria 
á fin de averiguar la verdad de los AecAo$ consignados por Augus- 
to Yandersande, en su escrito de denuncia (véase foja i). 
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5^ Que si la disposición del artícalo 699 debiera entenderse 
aplicable á los juicios abiertos á plenario, con sentencias de pri- 
mera 7 de última instancia^ con mucha mayor razón debe regir 
para el caso presente^ iniciado en 3 de Febrero de 1893 y tO' 
davia en sumaría, máxime si se considera que el artículo 442 
establece qne ésta no debe durar más de treinta- días en la Ca- 
pital y sesenta en las demás secciones. 

G'* Que en 13 de Julio de 1894, el representante de la Em- 
presa de la Destilería La Estrella solicitó el sobreseimiento de- 
finitivo (véase foja 241), á mérito de los informes que habían 
presentado los peritos doctor don Pedro J. Pando y don Emi- 
lio Peltet y la Oficina química nacional, suscrito este último, 
por el doctor don Pedro N. Arata, 

1° Que nombrados de oficio (véase foja 151) los pt^ritos doc- 
tor en ciencias don Pedro J. Pando y el práctico especialista 
doctor Emilio Pellet, una vez vencida la oposición que á ello 
hizo el Procurador Fiscal, estos presentaron el informe que 
corre de foja 162 á foja 209. 

8^ Que en el mencionado informe, los peritos citados presen- 
tan las cuestiones que se les ha sometido á su estudio, resueltas 
con entera claridad y firmeza d^ convicciones, sin que las conclu- 
siones á que arriban se presten á dudas, ni cavilaciones ; en 
ellos se ve, ha pesado puramente el criterio científico y las prue- 
bas materiales que han recogido y precisan en su laborioso 
trabajo. 

9^ Que ahí, donde habla la ciencia y no el cálculo inconscien- 
te ó intencionado, la justiciaba de sujetarse á esas operaciones, 
ajustando el criterio jurídico á la voz de las ciencias exactas, y 
no á otras apreciaciones extrañas á toda verdad, á todo derecho, 
á toda justicia. 

10<» Que el ya referido informe fué hecho previa compulsa 
de los libros y demás documentos de la Destilería La Estrella^ 
y previa traslación del doctor Pando á San Pedro, sitio del es- 
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tablecitniento, donde hizo experimentos relativos á la contrac- 
ción y dilatación de) a!coliol á diferentes temperaturas, para 
conocer el espacio libre que debe dejarse en las tercerolas. 

1i^ Que del estadio presentado por los peritos doctor Pando 
y señor Pellet, resultan claro como la luz d^^l día los graves 
errores en que ha incurrido el contador Tarantel, en sus apre- 
ciaciones acerca del grado del alcohol; errores sustanciales, 
clasificados de lamentables por no haber comprendido la signi" 
ficamon científica de los datos que presenta el informe leí se- 
ñor don Valerio F. Chaves, de foja \\ i foja 15. 

12° Que las explicaciones, científicas suministradas en los pá- 
rrafos 25, 26 y 27 del informe de foja 162, evidencian de una 
manera irrefutable la calificación de lamentables dado en el con- 
siderando anterior, estimando el Juzgado innecesario insistir 
mayormente al respecto. 

13° Que la falta de concordancia, en cuanto á los resultados 
á que arrib^m, el contador Tarantel y el tenedor de libros señor 
Valerio F. Chaves, en sus respectivos informes, estriba no tan 
sólo en la causa fundamental de yerro, producido por cálculos 
basados en la existencia de un alcohol de cien grados (absoluto), 
que no se fabrica para el consumo diario en ninguna destilería 
del mundo, sino también en errores de sumas y de datos toma- 
dos de los libros de la casa denunciada como defraudadora, des- 
tilería La Estrella. Notándose que el alcohol de cien grados, 
que se elabora, todo es destinado para uso de laboratorios quí- 
micos y vale cuatro veces más que el usado en las industrias y 
economía doméstica. 

14° Que el alcohol elaborado y remitido por la destilería La 
Estrella^ fué de tres clases, como aparece demostrado claramente 
de las notas de remisión de los libros del establecimiento y del 
estudio hacho por el perito doctor Pando, el que demuestra 
igualmente fué de tres graduaciones. Documentos y datos «¿ue, 
contra toda prueba, se sobreponen á la tergiversación que de ello 
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ha querido hacerse, introduciéDdose la más lamentable confu- 
sioD^ donde la verdad se impone^ oomola justicia misma. 

i 5^ Que desde luego, si el alcohol elaborado se había clasifi- 
cado en tres clases y graduaciones, para la facilidad del expen- 
dio y elaboración misma, no sucedía otro tanto al producírsela 
declaración jurada de la cantidad envasada é introducida en el 
comercio, sin que esto permita, al ser reducido todo á un tipo 
único de graduación (cuarenta grados) adulterar la cantidad 
real de alcohol producido por la fábrica. 

i6® Que á demostrar la afirmación anterior bastará un ejem- 
plo, dándose más acabada cuenta de las afirmaciones produci- 
das en el considerando anterior; ellas se basan en una verdad 
científica y desde luego no admiten otra refutación que la de 
los números, lo que no sucede en el sub-judice, desde el momen- 
to que, hasta en las sumas más insignificantes y simples, los 
peritos contadores se han lamentablemente equivocado. 

17* Que si tomamos 1000 litros de alcohol á 38 grados Car- 
tier, se ve que esta cantidad equivale á 950 litros de alcohol á 
40 grados; que si tomamos 1000 litros de alcohol á 39 grados 
ésta equivale á 9R5 litros de alcohol á 40 grados, y así tendre- 
m«»:5 que 1000 litros de alcohol á 38 grados, 1000 litros de al- 
cohol Á h9 grados y 1000 litros de alcohol á 40 grados, equiva- 
len á 2925 de alcohol á 40 grados. 

18** Que la Destilería La Estrella^ al hacer la declaración 
jurada de elaboración y expendio de un alcohol á 40 grados 
Cartier, reduciendo por consiguiente la cantidad obtenida \ 38 
y 39 grados, ha pagado por error, impuesto de más al Fisco» 
pues por la ley de Impuestos internos de 1892, el alcohol de 38 
grados pagaba 0.085 moneda nacional por litro y el alcohol de 
40 grados pagaba 0.09 moneda nacional por litro; luego 1000 
litros de alcohol á 38 grados, pagaba80 pesos moneda nacional; 
mil litros de alcohol á 39 grados pagaba 85 pesos moneda na- 
cional; de lo que resulta que los 3000 litros de alcohol á 38**, 
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39° y 40** Gartíer, pagaban 255 pesos mooeda nacional y como 
estos 3000 litros de esas tres graduaciones equivalen á 2925 
litros de 40 grados, tendremos que la destilería La Estrella, 
por haber hecho la declaración jurada á40 grados, ha pagado 
263,25 pesos moneda necional^ abonando al Fisco 8,25 pesos 
moneda nacional de más, por cada 3000 11 tros de alcohol, aun- 
que declaraba 75 litros de menos, por reducir el de 38° y 39^ 
á 40^, creyendo en ello, era lo mismo para el pago del im- 
puesto. 

19° Que si tratáramos de consignar en la presente sentencia, 
todas las contradicciones, como yerros de cálculo á que se ba 
hecho referencia, todas las deficiencias de estudio de la conta- 
bilidad y papeles de la empresa, todos los errores técaicos y 
científicos en que se apoyan las conclusiones á que arriban el 
contador Tarañtel y tenedor de libros Chaves, fuera necesario 
transcribir la casi totalidad del informe de los peritos doctcr 
Pando y í^eñor Pellet : lo que no es posible en los estrechos lí- 
mites de una sentencia. 

20° Que desde luego, el Juzg&do se limita á remitirse á dicho 
informe^ el que asertivamente declara cque la Destilería La Es- 
¿re//a no ha defraudado al fisco», aún más^ que más bien ha 
entregarlo al fisco exceso de impuesto, como se demuestra en el 
considerando i8; lo que demuestra, en derecho, la más com- 
pleta buena fé en el productor, y que si ha habido errores en 
el modo y forma de hacer las declaraciones juradas, ha sido en 
contra de los intereses de la empresa, favoreciendo al Fisco. 

21° Que á pesar de lo terminantemente asertivo, como se ha 
dicho, de la pericia practicada por los señores doctor P. j. Pan- 
do v señor E. Pellet, el Procurador Fiscal, reconociendo, no 
obstante, la competencia de dichos peritos, solicitó nuevamente 
de oficio que elJuzgado encomendara cal jefe de la oficina quí- 
mica nacional, un estudio prolijo de la materia que motiva 
esta sumaria», cosa á que accedió el Juzgado, por cuanto era 
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teadente á dejar ampliamente comprobada laexactitud ó inexac- 
titad de los informes ya producidos, según todo ello consta de 
autos (véase foja 210). 

22° Que informando el doctor don Pedro N. Arata (véase foja 
256), j'ef^ de la Oñcina química nacional, maniñesta que la con- 
ducta de la empresa «hace presumir una ingenuidad de proce- 
der que aleja la idea de fraude por parte de los encausados». 

23° Que continuando en esta hilacion de conceptos, más ade- 
lante agrega el mismo doctor Arata que: «la manera de decla- 
rar el alcohol, demuestra una gran buena fé en la empresa» , 
hechos son estos que precisamente interpretados por el criterio 
racional, fuera del criterio jurídico, tienen necesariamente que 
pesar en el ánimo del Juez, de tal manera, que forma en sí un 
correcto juicio. 

24° Que por fín, resulta: «que durante el período denuncia- 
do, la destilería La Estrella^ ha pagado al fisco nacional la 
enorme suma de 281.986 pesos moneda nacional, mientras que 
los derechos que se dicen defraudados por la misma, alcanzarían 
á una cifra insignificante, si se compara con la oblada, y que 
una empresa de la magnitud que revelan esas cifras, no hubie- 
se dejado de abonar, pues la complicidad del silencio de todos 
los empleados de la casa^ le hubiesen exigido una erogación 
mucho mayor». 

25^ Que esa misma buena fé, notada por el señor jefe de la 
Oficina química nacional, doctor don Pedro N. Arata, igual- 
mente fué reconocida en los comienzos de esta sumaria, pues el 
empleado nombrado por el señor administrador de impuestos 
internos dijo (véase foja 2) : que la empresa « no había tenido 
ninguna clase de inconvenientes en suministrarle los datos que 
él había pedido». 

26° Que es de toda evidencia que el contador Tarante!, no 
encontró tampoco obstáculo alguno, de parte de la empresa, 
para hacer el estudio, que de oficio le había encomendado el 
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Juzgado y así se desprendo de la introducción de su informe 
(véase foja 85). 

27° Que ahí se ve que el dueño del establecimiento no opuso 
dificultades para que llevara á cabo su cometido, facilitándole 
todos los elementos de que allí se podían disponer y esto ¿qué 
demuestra? una completa tranquilidad, en la empresa, de sus 
procederes; tranquilidad que no la produce sin duda alguna el 
dolo malo, sino el correcto proceder en su marcha comercial y 
en sus operaciones de elaboración. 

28^ Que la empresa denunciada ha presentado molu propio, 
hasta libros de orden puramente interno^ que no estaba en la 
obligación de ofrecer á la consideración y examen del contador, 
cuya existencia podía hasta negarse, por no ser conocida; teve- 
lando esto también una rectitud de proceder que todos le reco- 
nocen. 

29° Qne el método de reducir á ^40 grados Cartier, el alcohol 
de 1 grado menor empleado por la destilería La Esírellay faci- 
lita indudablemente el control de lo que debe aboparse al fisco, 
según se desprende del estudio de la cuestión sometida ala pe- 
ricia de los doctores Pando, Arata y señor Pellet, por el Juzga- 
do; resultando por otra parte del cálculo hecho (véase foja 391), 
que la destilería La Estrella^ ha abonado un poco más de 5000 
pesos moneda nacional de impuestos en vez de defraudar al fisco, 
según se denunció falsamente por Augusto Yandersande (véase 
foja \), como también se ha demostrado en los considerandos 
17 y 18 que antecede. 

30'' Que posteriormente al dictamen de los informes presen- 
tados por los peritos señor Pedro J. Pando y don Emilio Pellet 
y por la oficina química nacional, de la petición (véase foja 
241) de sobreseimiento definitivo^ de acuerdo con el artículo 
441 del Código de Procedimientos en lo Criminal, ^e dio vista 
al Procurador Fiscal. 

SI"" Que sustanciado debidamente el punto y teniendu en 
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cuenta que el artículo 346 del Código citado establece que la 
fuerza probatoria del dictamen pericial será estimada por el 
Juez, teniendo en consideración la competencia de los peritos, 
la conformidad ó disconformidad de sus opiniones^ los principios 
cientíOcos en que se fundan, la con-^.ordancia de sin üplicacion 
con las reglas de la sana lógica y demás pruebas y elementos de 
convicción que el proceso ofrezca. 

32® Que estos principios aplicados fríamente á esta denuncia 
producen la plena convicción de que la destilería La Estrella, 
no es culpable de la denuncia que contra ella formuló Augusto 
Yandersande, opinión que han compartido categóricamente los 
peritos doctor Pedro J. Pando y don Emilio Pf^llet. 

33® Que otro tanto puede decirse en el sentido apuntado en 
el considerando anterior, del jefe de la Oficina química na- 
cional, pues se ha inclinado á pensar sobre la negación abso- 
luta de un delito, en la forma como han procedido d hacer la 
denuncia jurada á la oficina de impuestos internos los propie- 
tarios de la destilería La Estrella. 

34^ Que hay más, la autoridad que inviste la palabra del doc- 
tor don Pedro N. Arata, como jefe de una oficina nacional, no 
puede ser desconocida, aumentando esta convicción el hecho de 
que se tratado un hombre de ciencia é insospechable de parcia- 
lidad como empleado de la Nación, hasta cierto punto inclinado 
á favorecer los intereses del fisco que representa ; pero cuya 
también insospechable autoridad moral, le pone al abrigo de 
toda duda al respecto, dada la personalidad del caballero que 
la dirige. 

35® Que aún existiendo alguna duda^ respecto á la interpre- 
tación moral, legal ó material de los hechos, cosa que el Juz- 
gado no tiene, debiera estarse siempre á lo favorable, de acuer- 
do con la prescripción del artículo 13 del Código de I'rocedi- 
mientos en lo Criminal. 

36® Que finalmente, si en los primeros momentos de la de- 
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noncia de uü extraño, fué deber de lá justicia, proseguir por 
torios los medios que estabaa á su alcance la investigación de un 
delito y más cuando se apuntaba por el representante de la ac- 
ción pública en él, la defraudación de impuestos fiscales; hoy 
que las ]>ruebas acumuladas, muestran en ello, la más absoluta 
inocencia de los acusados, con más razón se encuentra en el san- 
grado deber de suspender todo procedimiento, imponiéndose la 
declaración de que la formación de esta intraccion sumaria, no 
alcanza á destruir la buena fama y reputación de que siempre 
ha gozado la destiler(:i La Estrella. 

Por esto, y consideraciones aducidas en los escritos de la de- 
fensa (véase foja 357 y foja 403), que el Juzgado estima en lo 
pertinente, fallo : sobreseyendo definitivamente, de conformi- 
dad con lo preceptuado por el artículo 434, inciso 1^, del Código 
de Procedimientos en lo Criminal, la presente instrucción suma- 
ria formada contra la destilería La Estrella^ por supuesta de- 
fraudación de impuestos internos; con especial declaración de 
que la formación de esta sumaria no perjudica la buena fama 
y reputación de la ya mencionada destilería. Notifíquese con 
el original; regístrese en el libro de sentencias y una vez ejecu- 
toriada la presente sentencia, archívese el expediente, expi- 
diéndose á los interesados los testimonios que solicitaren. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEAOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Julio 12 de 1895. 

Suprema Corte : 

Todo el esfuerzo posible para llegar al conocimiento de los he- 
chos denunciados como defraudación de los impuestos fiscales, 
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se ba puesto en práctica, como lo demuestra este voluminoso 
sumario. Sus resultados, no pienso, sin embargo, que bayan 
correspondido á los propósitos de la acción fiscal . 

Si bien es cierto que de los conformes puestos por el director 
técnico de la fábrica al pié de los apuntes extractados por el em- 
pleado Valerio Chaves, rebulturia mayor cantidad producida 
por la destilería La Estrella, que la manifestada para el pago 
de impuestos, es preciso reconocer que esos extractos no tienen 
en sí mismos, la fuerza de la confesión judicial, ya que no 
emanan de los libros necesarios que requiere la ley, ni han si- 
do ratificados ante Juez ni siquiera ha podido comprobarse su 
exactitud en el confronto con las constanrias de los* libros, de 
que debieron resultar. 

El contador don Julio Tarantel, en su informe corriente á foja 
85, ba establecido sus cálculos sobre la base de 40 grados Caí - 
tier para determinadas cantidades de alcohol expindido, y la de 
95 grados centesimales Gay Lussac, para los otros, deduciendo 
de ello la existencia de mayor cantidad de litros que la ma- 
nifestada. 

La cuestión así colocada, fué apreciada bajo la faz de una 
cuestión técnica, por el auto de foja 151, y sometida, en conse- 
cuencia al examen de peritos en materia química. 

De ios análisis producidos por los señores doctor Pando y 
Emilio A. Peliet, á foja 172, resulta la contradicción y errores 
manifiestos de las anteriores exposiciones, demostrándose que 
el error de las conclui^iones del contador Tarantel, procede de 
no haber tenido presente ni la diversidad de grados en las tres 
calidades de alcoholes espendidos ni la expansión y dilatación 
por causa de las variaciones utmosf ericas. 

No creo necesario analizar detallamenteel método observado 
por los peritos, que es materia de competencia técnica; Y. E. 
lo encontrará consignado en su voluminoso informe. 

Aceptando como exactas sus operaciones, debo aceptar sus 
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consecuencias, con sujeción á la doctrina del articulo 346 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Estas conclusiones son: que la diferencia de 154.198 litros 
que aparecen entre las cantidades anotadas en los libros y do- 
cumentos particulares de la Destilería y las declaraciones ju- 
radas, es debido : 

1^ Al espacio libre dejado en las tercerolas por la dilatación 
que experimenta el alcohol, á diferentes temperaturas; 

2° A la reducción de grado, puesto que todas las declaracio- 
nes juradas se han hecho á 40'' Cartier y la destilería ha elabo- 
rado y expendido una parte de su alcohol á menor graduación; 
por lo que los peritos declaran que es su convicción, que la 
destilería La Estrella no ha defraudado al fisco. 

El Procurador Fiscal pidió á foja 20 vuelta, no obstante el 
respeto que merecían los peritos autores de aquel informe, el 
estudio prolijo de la materia é informe del jefe déla Oficina 
química nacional que funciona en la Capital de la República; y 
ese informe fué producido á foja 236. 

Ninguna conclusión ha podido afirmar ese informe, ante las 
contradicciones, deficiencias y errores de que adolecen los ante- 
cedentes que debieron servirle de base, llegando á comprobar, 
no obstante, por la transcripción de la Tabla de Becknagel, la 
dilatación real de los alcoholes, al variar la temperatura. 

Esa dilatación se ha acreditado, además, por los informes de 
respetables destilerías nacionales, por el informe de la Cámara 
de Coméelo, de foja 170, y aun por las prescripciones de la ley 
de impuestos número 3057, que la reconocen al conceder en su 
artículo 18, una disminución del 2 al 4 por ciento sobre la can- 
tidad declarada. 

A través de las disposiciones é informes, y agotados todos los 
medios de comprobación, no ha podido sin embargo llegarse & 
la demostración de la existencia del delito denunciado. 

Teniendo entonces en cuenta la decisión pericial, la natura- 

T. XI 3 
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riano, podrán reciprocamente pedir la entrega de los crimina- 
les que se hubieran evadido del territorio de esas provincias y 
departamentos. 

Posteriormente á ese tratado, se creó el departamento de Bio- 
Ncgro con territorio segregado del de Faysandú : con tal motivo 
los gobiernos argentino y oriental convinieron en hacer exten— 
sivo á este nuevo departamento lo dispuesto en el artículo que 
dejo citado, como puede verse X fojas 1 y 2 de estos autos. 

Ahora el Jefe Político de Río-Negro solicita del señor Gober- 
nador de la Provincia la extradición del prófugo Pedro Russi, 
acusado de homicida. El P. É., después de oir al Fiscal de 
Estado, resuelve remitir estos antecedentes á V. S. á virtud de 
que el asunto corresponde ála justicia nacional, conforme á la 
jurisprudencia establecida por la Suprema Corte en la senten- 
cia que corre en el tomo 2, página 261 , de la 2' serie de los Fa- 
llos. En vista de estos antecedentes, debo ocuparme previamente 
de la competencia de Y. S. para entender en este pedido de ex- 
tradición. En ninguno de los tratados de extradición celebra- 
dos entre la Argentina y las demás potencias amigas, se encuen- 
tra una disposición parecida á la que contiene el artículo 2° ya 
recordado, lo que hace, por lo menos, presumir que se trata de 
nna excepción que las altas partes contratantes han querido 
establecer, para facilitar la extradición de criminales, en los 
casos expresamente determinados en ese artículo, el que, de lo 
contrario, estaría perfectamente demás en el tratado, porque 
su presencia sólo se explica con el propósito de evitar que I03 
pedidos de extradición, hechos perlas autoridades en él especi- 
ficadas, sigan la tramitación establecida para los demás casos 
ordinarios, y cuyo procedimiento debe ajustarse á lo estatuido 
en los artículos 6° y 7^ del mismo tratado. Y convence aún más 
de que se trata de una excepción la interpretación dada al ar- 
tículo 2^ ya recordado por las autoridades orientales, la que se 
desprende de la manera de tramitar este pedido. 
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Es asnal que el Juez que entiende en la causa que se sigue al 
prófugo se dirija al de igual clase de la nación en que se encuen- 
tra, solicitando su extradición, y en nuestro caso se ha procedi- 
do de distinto modo. El Juez Letrado solicitó del Jefe Político 
del departamento de Río-Negro que se dirigiese al señor G-o- 
bernador de esta Provincia pidiendo la extradición de Russi^ á 
virtud de estar acusado de delito de homicidio, perpretrado den- 
tro del territorio de ese departamento. 

Además^ no se han remitido los recacdos exigidos en el artí- 
culo 6"" del tratado, lo que hace suponer que las autoridades 
orientales opinan que no debe seguirse, en este caso, el procedi- 
miento establecido en el artículo 7^ del mismo tratado, lo que 
importa excluir la intervención judicial. 

La sentencia de la Suprema Corte, citada por el señor Fiscal 
de Estado, recayó en asunto distinlo del que nos ocupa, como 
convence su simple lectura. En esa sentencia se resuelve un 
conflicto suscitado entre jueces y á virtud de un pedido emanado 
de un Juez, y tn nuestro caso, se trata de averiguar si el cono- 
cimiento del asunto corresponde á la autoridad administrativa ó 
á la judicial y la solicitud de extradición es dirigida por un Je- 
fe Político de departamento. No puede, pues, invocarse esa sen- 
tencia-para revolver el caso sub-judice. Los mismos documen- 
tos de fojas una y dos están indicando que este asunto debe ser 
resuelto administrativamente por el P. E. de la Provincia, pues 
de otra manera no tendrían objeto práctico alguno. Fundado en 
lo que dejó expuesto, boy de opinión que V. S. debe declararse 
incompetente para entender en este pedido de extradición, por 
corresponder su conocimiento al señor Gobernador de la Pro- 
vincia^ de acuerdo con lo establecido en el artículo 2° del tratado 
en la República Oriental ya mencionado. 

JuanJ. Lubary. 
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Fallo del Jues Federal 



CorrieDtes, Mayo 10 de 1895. 

Vistos y considerando : Que segnn ios artíoalos 2 y 12 de la 
ley sobie jurisdicción y competencia de los Tribunales naciona- 
les, los jueces de sección deben conocer en primera instancia de 
la causas especialmente regidas por los tratados públicos con 
las naciones extranjeras, siendo sn jurisdicción, en tal caso, 
privativa y excluyente de la de los Juzgados de Provincia. 

Que estas prescripciones, en manera alguna, pueden conside- 
rarse derogadas por el artículo 2 del tratado de extradición ce- 
lebrado con la República Oriental del TJrujjuay en 14 de Junio 
de 1865, en el sentido de atribuir á la justicia provincial el co- 
nocimiento de los pedidos de extradición, no sólo porque esta 
materia es de aquellas que pueden comprometer la paz pública 
de la nación, sino porque es un acto de soberanía nacional. El 
artículo 2 del tratado no tiene otro objeto ni otro alcance que 
permitir la introducciun de ios pedidos de extradición por inter- 
medio de las autoridades allí expresadas, en atención á la mayor 
brevedad en su expedición, en vez de hacerse como es de prácti- 
ca internacional, por los agentes diplomáticos ó consulares res- 
pectivos y, en defecto de estos, directamente de gobierno á go- 
bierno, lo que causaría en muchos casos retardos perjudiciales 
y frustratorios de los pedidos ; pero de ningún modo conceder á 
los gobiernos de las provincias de Corrientes y Entre-Rios, po- 
der, autoridad y jurisdicción para expedirla orden formal de 
arresto de la persona reclamada y tomar en consideración las 
pruebas de su criminalidad, invistiéndolas así de un carácter 
judicial peligroso y violatorio de nuestra ley fundamental. Se- 
gún esto, la interpretación lógica y racional del artículo 3 cita- 
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do, no paede ser otra que considerar al gobierno de la provincia 
autorizado sólo á recibir los pedidos de extradición qne hagan 
los Jefes Políticos de los departamentos de SaIto,Fay6andúy 
Soriano^ j pasar^ para sa conocimiento, al Juez de Sección, 
quien previo examen de los documeütos exhibidos por la parte 
requirente y demás formalidades establecidas en las estipula- 
ciones del tratado público, resolverá, y si resulta procedente, lo 
hará saber así para que libre la orden formal de entrega. 

En consecuencia se declara que este Juzgado es competente 
para entender en el pedido de extradición hecho por el Jefe 
Político de Rio-Negro (R. O.); y considerando que diqho funcio- 
nario no acompaña ásu pedido los documentos deque habla el 
artículo 6 del tratado recordado, se resuelve, de conformidad al 
mismo, no hacer lugar á la extradición solicitada. 

Hágase saber así al señor Gobernador de la Provincia para 
que lo ponga en conocimiento del Jefe Político de Rio-Negro. 

E. A. Lujambio. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 10 de 1895. 

Suprema Corle : 

Creo ajustada á la ley sobre competencia de la justicia nacio- 
nal y al espíritu del tratado sobre extradición con la República 
delUruguayde 1865, lo dispuesto en el auto del Juez Federal 
de Corrientes, que corre á foja 10. Además del tratado de dere- 
cho penal internacional sancionado en el congreso internacional 
de 1889, y aprobado por la ley del Congreso Argentino de 11 
de Noviembre de 1894, en su título 4, relativo á los cprocedi« 
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mientos para la extradición » corrobora la doctrina de aquel 
fallo. No creo, por ello, poder sustentar el recurso interpuesto 
por el Procurador Fiscal á foja 12, inclinándome en consecuen- 
cia, á pedir á Y. E. la confirmación del auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 



Vallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 17 de 1895. 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos se confirma el auto 
apelado de foja diez. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. ^ ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAIJÜA CCXIIl 



Criminal contra José Ferrúa y José Micelli^ por circulación 
y espendio de billetes falsos de curso legal 

Sumario, — Es justa la pena de cinco afios de presidio im- 
puesta por el delito de circulación y espendio de moneda falsa 
de curso legal. 
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Caso. — Resulta del 



Fallo del Juex Federal 



Mendoza, Agosto 27 de 1894. 

Vistos : estos autos seguidos á instancia fiscal contra José 
Ferrúa, italiano, de cincuenta y tres años de edad, casado, agri- 
cultor y domiciliado en Mendoza, calle Perú esquina < Las He- 
ras», y contra José Micelli, italiano, de cuarenta y tres años de 
edad, casado, silletero, domiciliado también en Mendoza, calle 
Perú esquina € Las Heras», fonda Cita de Trento, sobre cir- 
culación de moneda nacional falsa. 

Producida la denuncia, instruido el sumario, secuestrado el 
dinero de ambos procesados y detenidos estos, y terminado el 
sumario judicial, formula su acusación el señor Fiscal (foja 45) 
y dice : 

Que según consta de las declaraciones de los procesados y de 
los testigos, Forrúa y Micelli han hecho circular moneda falsa 
del Banco Nacional^ con completo conocimiento de causa; que 
el delito se encuentra lisa y llanamente confesado por los delin- 
cuentes; que no obstante tratarse de una pequeña suma, el de- 
lito no por eso es menos grave; que de conformidad al artículo 
62 de la ley nacional de 1863, corresponde que en oportunidad 
se condene á José Ferráa y José Micelli á la pena de cinco años 
de trabajos forzados y multa de cinco mil pesos m/n. 

Corrido traslado, contesta á foja 47 el doctor Luis Silveti, 
defensor del procesado Micelli^ manifestando que éste debe ser 
puesto inmediatamente en libertad no haciéndose lugar á la 
acusación Fiscal ; que es inexacto que el delito resulte probado 
de las declaraciones de los testigos, pues no se refiere á Micelli 
sino á Ferrúa, que es quien hizo las compras ; que tampoco es 
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exacto que se haya confesado delincaente, porque sólo ha dicho 
que Saladini le entregó un paquete de billetes falsos para que 
los entregara á José Ferrúa,añadiendo que no era interesado en 
el negocio ni ganaba un centavo de comisión; que Micelli ha 
sido Tíctima de Ferrúa ó un instrumento inconsciente de él ; que 
Micelli es hombre de trabajo y ha obseryado siempre una con- 
ducta intachable, que debe conpurgarse su culpa con el tiempo 
sufrido de prisión y ponérsele en libertad. 

A foja 57 contesta la acusación el procesado Ferráa soste- 
niendo: que debe absolvérsele, porque no hay antecedente alguno 
en los autos que pruebe el delito porque se le persigue; que 
no puede aplicársele la ley de 1863 sino el artículo 285 
del Código Penal, eximiéndole de la multa, porque no conocía 
la falsedad délos billetes al tratar de circurlarlos y entonces no 
hay intención criminal ; que su vida fué siempre la de un honra- 
do trabajador del campo, que hasta el 1° de Setiembre de 1893 
trabajó en la finca del señor Joaquín Villanueva y tratando de 
volver á su casa en Buenos Aires, se alojó en la fonda donde 
conoció á Micelli, con quien hizo amistad ; que poniendo igual 
capital convinieron en comprar vino; que el dinero que tenía 
era 490 pesos m/n y 130 pesos á cobrar, ó sean, 570 pesos, que le 
fueron cambiados por Micelli en billetes falsos que con toda 
buena fé empleó en la compra de vino ; que su declaración en la 
Comisaría no ha sido libre, sino impuesto á golpes por el Comi- 
sario; que Saladini era amigo de Micelli y no de él; que la ac- 
ción no ha producido daño alguno á nadie y que el Código Pe- 
nal atribuye criminalidad el que á sabiendas pone en circula- 
ción billetes de Banco falsos; quede todas maneras nunca podría 
aplicársele el máximun de la pena ; que puede probar la proce- 
dencia de su dinero y que en tres días que estuvo con Micelli 
después de conocerlo no es concebible que le confiara el secreto 
de su falsificación, pues se trata de un abuso de su ignorancia, y 
concluye pidiendo se estime las circunstancias del proceso para 
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rechazar como maniñestamente exagerada la penalidad recla- 
mada por el señor Fiscal. 

Abierta la caasa á prueba, se produce la que corre de foja 72 
á foja 119. A foja 122 vuelta se llaman los autos para senten- 
cia y se produce el informe iu ?ooe á que se reñere el artículo 
492 del Código de Procedimientos Criminales, agregándose el 
escrito de foja 131. 

Y considerando : 1° Que el procesado José Ferrúa ha hecho 
circular billetes falsos del Banco Nacional, verificando con ellos 
la compra de vino á los señores Eugenio Frandina y .Tose Cos- 
teUa« en cantidad de diez bordalesas al primero y tres al segundo, 
por los días cinco y seis de Setiembre de 1893, cuando fué des- 
cubierto, conducido á la comisaría y se secuestraron en su po- 
der los billetes que expresan los números uno, dos y tres de la 
lista de foja 15, conteniendo sesenta y nueve billetes falsos de 
diez pesos, uno de cien pesos, uno de cincuenta y. uno de veinte 
pesos, designación que corresponde exactamente á las declara- 
ciones del mismo procesado («ieclaraciones de los mismos testi* 
gos José Miguel Cunto, fojas 1 y 26, José Castella, fojas 2 á 26 
vuelta, Eugenio Frandina, fojas 4 y 25 vuelta^ y de los procesa- 
dos Ferrúa, fojas 6, 22 vuelta y 35, y Micelli, fojas 11 á 24 vuel- 
ta, foja 28 vuelta y constancias de fojas 14 á 17). 

2^ Que José Micelli ha proporcionado los billetes puestos en 
circulación por Ferrúa y los encontrados en su poder, vendién- 
doselos al precio de tres pesos cincuenta centavos cada billete 
de diez pesos, en número de sesenta, y ios demás, uno de cien 
pesos, uno de cincuenta y otro de veinte, proporcionalmente, 
hasta formar en total el precio de 291 pesos, encontrándoseltí 
además, en su habitación, dentro de una canasta, los nuevos bi- 
lletes falsos, cada uno de diez pesos, que expresa el número seis 
de la lista de foja 15, reconocida como la de foja 15 por el mis- 
mo Micelli (declaración de ambos procesados, concordante con 
las demás constancias de la causa). 
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3^ Que tanto Micellí como Eerrúa han tenido perfecto cono- 
cimiento de que se trataba de billetes falsos, siendo de notar que 
si bien la procedencia de dichos billetes resulta explicada reh,- 
pecto de Ferrúa, no sucede otro tanto respecto de Mioelli, que 
no ha explicado en forma alguna satisfactoria el origen de los 
mismos, pues sus declaraciones sobre oí particular son vagas, in- 
decisas y hasta contradictorias. 

4° Que la prueba producida por ambos procesados, durante 
elplenario, tendente á acreditar su honradez j buena conducta, 
además de reducirse al corto tiempo de su permanencia en Men- 
doza no es de ningún modo excluyente del hecho criminoso que. 
origináoste proceso, y no altera en nádalas condiciones de la 
imputabilidad del hecho por ellos cometido. 

5" Que ninguno de los procesados ha probado ni siquiera ha 
intentado probar, que sus declaraciones primeras fueron arran- 
cadas por la fuerza, y además no sólo se han reproducido en la 
misma forma en el sumario judicial, sino que hasta el último, 
á pesar de las modificaciones que han agregado con divagaciones 
ó evasivas, resultan en el fondo completamente concordantes 
sóbrelos hechos principales. 

6"^ Que no obstante lo dispuesto por el artículo 285 del Códi- 
go Penal, los delitos de circulación ó falsificación ó expendio de 
billetes falsos de bancos autorizados en la República deben ser 
juzgados con arreglo á las prescripciones de la ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863, sobre crímenes contra la Nación, según lo es- 
blecido en la ley nacional de3 de Noviembre de 1887, sancio- 
nando la penalidad del título diez de !a ley del 63 antes citada, 
y lo ha declarado recientemente la Suprema Corte nacional en 
el caso de Faustino Sánchez, expediente número 2562 de este 
Juzgado (véase además Fallos de la Suprema Corte nacional, 
serie 2% tomo 17, página 352). 

7° Que contra lo sostenido por Ferrúa y Micelli en sus defen- 
sas, no hay en el proceso circunstancia alguna que pueda auto- 
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rizar la presunción de qne el hecho se haya cometido inocente- 
mente contra la presunción general de la ley que supone la 
voluntad criminal en la ejecución de los hechos clasificados de 
delitos. 

8"^ Que no existen tampoco circunstancias agravantes ni ate- 
nuantes que puedan modificar la penalidad fijada por la ley en 
casos ordinarios. 

9^ Que sobre los procesados pesa igual responsabilidad co- 
mo codelincuentes, y les corresponde en consecuencia el térmi- 
no medio de la pena fijada di delito por el artículo 62 de la ley 
de 14 de Setiembre de 1863. 

Por estos fundamentos, fallo : condenando á los procesados 
José Ferrúa y José Micelli á sufrir la pena de cinco años de 
presidio y á satisfacer cada uno la multa de 2750 pesos m/n, 
con costas; computándose, con arreglo al artículo 49, Código Pe- 
nal, el tiempo de prisión sufrida y dejando en salvo las acciones 
áque hubiere lugar por daños y perjuicios. Juzgando en defini- 
tiva así lo declaro y ordeno en Mendoza á 27 de Agosto de 1894. 

Notifíquese original y en oportunidad archívese. 

• Severo G. del Castillo. 



VISTA DEIi SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Mayo 27 de 1895. 

Suprema Corte: 

La circulación de billetes falsos del Banco Nacional es un 
hecho constante en autos y confesado además por los mismos 
encausados. 

Perrúa, á foja 23^ declara que Micelli le vendió cuarenta bille- 
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tes de diez pesos, á tres pesos y medio cada uno, treinta más de 
los mismos al mismo tiempo, y posteriormente uno de cien en 
29 pesos. 

Micelli reconoce haber intervenido directamente en osa yen- 
ta por sus declaraciones de foja 11, ratificadas y ampliadas á 
fojas 24 y 25. 

La venta de billetes falsos, sabiendo su origen, y cualquiera 
que fuera la procedencia de que le vinieran, es una forma de cir- 
culación más caracterizada aun en el caso en que el comprador 
Ferrúa consta los adquiriera para darlos en pago á su vez de los 
Tinos comprados al efecto. 

Micelli circulaba billetes falsos vendiéndolos por vil precio y 
Ferráa los circulaba también entregándolos á su vez en pago, 
uno y otro son igualmente autores del hecho criminal clasifica- 
do y penado por el artículo 62 de ley sobre crímenes contra la 
Nación. 

Aún cuando ambos hechos se relacionen, es distinta la venta 
ejecutada por el uno de la docion en pago ejecutada por el otro. 

Esos hechos diversos no constituyen entonces la simple ayu- 
da para la consumación del delito, que es lo qu« esencialmente 
constituye la complicidad. No es de aplicarse entonces la dispo- 
sición del artículo 34 del Código Penal, á Micelli, que es reo del 
delito de circulación y responsable directamente, según el artí- 
culo 62 de la ley del 63. 

En cuanto á la penalidad impuesta á ambos reos en la sen- 
tencia, no mediando circunstancias atenuantes de las que el 
Código califica como eficaces para la disminución de pena, el 
Juzgado ha procedido rectamente aplicando el término medio 
entre el máximun prescrito por la ley. En su mérito, pido & 
Y. E. la comfirmacion, por sus fundamentos, de la sentencia re- 
currida corriente de fojas 198 á 213. 

Sabiniano Kier, 
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Fallo de la Suprema Corte 

Baenos Aires, Agosto 17 de 1895. 

Tistes : De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procnrador General, yfandamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja ciento noventa y ocho, se confirma con cos- 
tas. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JOAN 
E. TORRENT. 



CAIJíiA cc?.i:iT 



Roger Gallet contra Pedro Zambrano, por falsificación de 
marca defrábrica; sobre reconocimiento de pei^itos 



Sumario. — El reconocimiento de peritos sobre facturas ú 
objetos no puede considerarse como una nuera declaración tes- 
tifical, y puede ser pedido después de los primeros diez días del 
término probatorio. 
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Caso. — Lo indica el 



Fallo del Jíuez Federal 



fiaenos Aires, Julio 26 de 1894. 

Autos y vistos : la preseute solicitud de revocatoria, interpues* 
tá por la parte de Borré, del auto que ordenaba el reconoci- 
miento de unas facturas y jabones, ptedidopor Zambrano. 

Y considerando : Que el reclamante funda su solicitud en que 
ese reconocimiento importa una prueba testifical^ la cual, según 
él artículo 483 del Código de Procedimientos en lo criminal, 
debe ser presentada necesariamente dentro délos diez días si- 
guientes á el de la recepción de la causa á prueba, y que ese 
término ha vencido. 

Que, sin embargo, el carácter de prueba testifical atribuida 
por Borré á la pedida por Zambrano, es contrario á la letra y 
espíritu del artículo citado, el cual al establecer preceptivamen- 
te que con la lista de testigos se acompañará los interrogato- 
rios á que éstos deberán responder, le atribuye un alcance y 
sentido bien limitado y circunscripto, que no podría por analo- 
gía hacerse extensivo á cualquier otro acto, como el reconoci- 
miento de facturas ú objetos, que si bien importan una afirma- 
ción personal sobre un hecho, reviste otra importancia y signi- 
ficado jurídicos que el de una mera declaración. 

Que en todo caso, suponiendo que las medidas de prueba 
pedidas por Zambrano, no tuvieron carácter claramente distin- 
to que el de una declaración de testigos, en la duda se debe 
adoptar la interpretación más favorable á la amplitud de la 
controversia judicial, máxime teniendo en cuenta que se trata 
de un juicio criminal y que las medidas (|e prueba solicitadas 



DE JUSTICIA NACIONAL 49 

por el acusado, al cual toda interpretación debe serle fayo- 
rable. 

Que el término de diez días establecido por el artículo 483 
del Código de Procedimientos en lo Criminal^ tiene únicamente 
por objeto reglamentar, y de esta manera facilitar la prueba. 
Por tanto, sería contrario á su espíritu darle una aplicación 
tan extensa como la que quiere el recurrente, con la que se lle- 
garía tal ¥ez hasta á hacer imposible la discusión, judicial de 
los hechos, ó por lo menos, la restringiría considerablemente, 
restringiendo al mismo tiempo el derecho de la defensa, decla- 
rado inviolable por la Constitución . 

Por estos fundamentos, no ha lugar á la revocatoria pedida 
y concédese en relación el recurso de apelación interpuesto sub- 
sidiariamente, debiendo elevarse con oficio los autos ante la 
Suprema Corte. Notifíquese original y repóngase el papel. 

J. V.Lalanne, 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto SO de 1895. 

Yistos : Por los fundamentos del auto de foja ciento cuaren- 
ta, se confirma, con costas, el apelado de foja cien. Devuélvanse, 
debiendo reponérselos sellos ante el Inferior. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BDNGE.— JUAN E. TO- 
RRENT. 



T. XI 
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La ley de Aduana de 2 de Enero de 1895^ modificó en parte 
aquella legislación, estableciendo por su articulo 33 : «Que los 
empleados de Aduana denunciantes de contrabando, sean consi- 
derados independientemente de la acción fiscal, como parte en 
los juicios de contrabando, cuando lo solicitem . 

«Denunciantes de contrabando... parte en el juicio de con- 
trabando», repite esa prescripción; lo que significa que, es res- 
pecto de esa especialidad de denuncias y juicio, que el artículo 
citado crea una excepción de las reglas generales preexistentes. 

El juicio actual no persigue propiamente el contrabando, que 
define claramente el artículo 1036 de las ordenanzas, sino la 
sostitucion de mercaderías^ ya existentes en los depósitos de 
aduana, delito áque se ha referido la resolución de su adminis- 
trador general de foja 106. 

Por ello, de conformidad con los fundamentos de la resolución 
apelada, pidoá Y. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Vallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 22 de 1895. 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador General y por sus fundamentos se confirma 
el auto apelado de foja doscientos cuarenta y nueve vuelta. De- 
vuélvanse^ dtbiendo reponerse los sellos ante el Inferior. 

LOIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCXTI 



El Banco de la ^ ación contra Don Víctor Saenz Losa, por co- 
bro ejecutivo de pesos ; sobre pago de honorarios al perito 
tasador. 



Sumario. — £1 perito tasador no paede cobrar sos honorarios 
al ejecutante antes de venderse los bienes embargados y depo- 
sitado 80 precio : es ^obre éste que debe ser pagado con ia debi- 
da preferencia que corresponde á las costas de la ejecución^ 
salvo la existencia de motivos especiales que fnnden la respon- 
sabilidad del ejecutante. 



Caso. — El perito tasador Don Oronte Valerga ejecutó al 
Banco de la Nación por la suma de 250 pesos, que le fueron re- 
gulados por la tasación hecha en la ejecución del Banco contra 
Saenz Loza. 

El Banco opuso la excepción de inhabilidad del título. 

Evacuando el traslado de la excepción, Valerga dijo: Quesn 
nomliramiento se ha hecho de oficio por el Juez, sin oposición 
del Banco; que éste observó sus honorarios, los que fueron fija- 
dos en S50 pesos, con su intervención, lo cual demuestra que se 
reconocían sus trabajos y el título para cobrar su importe ; que 
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el hecho de haber resultado no ser del deudor la propiedad em- 
bargada, no le priva de su derecho para reclamar el pago de sus 
honorarios, pues el Banco debe soportar su propia culpa de ha- 
ber verificado una falsa denuncia ; que los servicios han sido 
prestados al Banco, pues nada importa que el bien tasado no 
sea del deudor; que el artículo 285 de la ley de Procedimientos 
no es de aplicación, por referirse á los defensores, cargo que él 
no ha desempeñado ; que al citarse por el Banco el artículo 298 
de la misma ley, se le reconoce el título para exigir el pago de 
sus honorarios, pues si de su parte no ha recibido servicio algu- 
no, tampoco los habrá recibido del perito Clerice; que en la hi-^ 
pótesia de haber trabajado para el deudor, él tiene derecho para 
reclamar al Banco sus honorarios, por tratarse de un juicio se- 
guido en rebeldía y no está obligado á esperar la terminación 
del juicio; que la tasación ha sido practicada á beneficio del 
Banco, y éste debe pagarle sus honorarios, pudiendo repetirlos 
á su vez de Sa jdz Loza ; que si se declarara que el Banco no es- 
tá obligado al pago que le exige, lo mismo podría oponer el de- 
mandado, diciendo que la propiedad tasada no le pertenecía. 



Fallo del Jiieas Federal 

Buenos Aires, Diciembre 22 de 1894. 

Y vistos: Por los fundamentos aducidos por el ingeniero 
Valerga en el precedente escrito, que el Juzgado encuentra ajus- 
tados á derecho, no ha lugar á la excepción de inhabilidad de 
título opuesta por el Banco de la Nación Argentina, á foja 47. 

En consecuencia mando se Heve la ejecución adelante hasta 
hacerse efectivo pago al ingeniero Valerga de los honorarios 
que se le adeudan, sus intereses y las costas del juicio. Repón- 
gase el sello. 

Juan del Campillo, 
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Vallo de la Suprema Co^te 

Buenos Aires, Agosto 24 de 1895. 

Vistos y considerando : Qae el honorario pericial cayo pago 
86 demanda, forma parte de las costas de la ejecución. 

Qne conforme al artículo doscientos noventa y tres de la ley 
de Procedimientos, es después de hecha la venta de los liienes 
embargados y depositado su precio, que llega la oportunidad de 
hacerse la liquidación del capital^ intereses, costas y costos que 
se adeuden. 

Que según el artículo doscientos noventa y ocho de la misma 
ley, las costas de la ejecución son de preferente pago en rela- 
ción al crédito. 

Que esas disposiciones demuestran que el pago de las mencio- 
nadas costas debe hacerse con el producto de los bienes ejecu- 
tados, y aunque con la debida preferencia, á la vez que se paga 
la deuda que motiva la ejecución, lo que se desprende también 
del artículo doscientos noventa y cuatro de la citada ley. 

Que esos principios son de aplicación mientras no se demues- 
tre, como no se ha demostrado en el presente caso, la existencia 
de motivos especiales que funden la responsabilidad del ejecu- 
tante. 

Por estos fundamentos se revoca el auto apelado de foja se- 
senta vuelta. Devuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante 
el Inferior. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUANE. TORRENT. 
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CAUSA CCXYII 



El Banco Nacional en liquidación, contra don Antonio F. Ha" 
mayon, por cobro ejecutivo de pesos; sobre excepción de 
espera. 



Sumario. — El deador del Banco Nacional ejecutado con arre- 
glo á la ley número 2841, puede invocar la ley número 3037 
dictada antes de ser citado de remate, y fundar en ella la ex- 
cepción de espera. 



Caso. — Beconocida por Bamayon la deuda de 23.755 pesos, 
á favor del Banco Nacional, el representante de éste solicitó en 
18 de Setiembre de 1893 el auto de solvendo por 3967 pesos 
6 centavos, según la siguiente planilla formulada con arre- 
glo al artículo 42 de la ley número 2841 de 16 de Octubre de 
1891: 

Intereses correspondientes al primer año de inte- 
reses hasta el 16 de Octubre de 1892, contado desde 
Enero 4 de 1892, fecha del vencimiento de la letra, 
282 días á 6 por ciento anual $ 1.116 48 

Intereses de 3 trimestres vencidos durante el pri- 
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mer año de TÍgencía de la ley, ó sea desde el 16 de 

Octubre hasta el 16 de Julio do 1893 $ 1 .068 97 

Amortización correspondieate á3 trimestres á ra- 
zón del 10 ^lo anual desde Octubre 16 de 1892, en 
que empieza el segundo año de la vigencia, hasta el 
16 de Julio de 1893 9 1.781 61 

Suma total... $ 3.967 06 

£1 Juez dictó auto de solvendo, y no habiéndose veriñcado el 
pago, se libró mandamiento de ejecución y embargo. 

Trabado éste se citó de remate al deudor, quien expuso : que 
la ley número 2841 , primera que ordenó la liquidación del Ban- 
co, estableció la forma y plazos en que debían exigirle las deu- 
das; que posteriormente la ley número 3037, modificándola an- 
terior, en su artículo 11 dispnso que la cobranza de todos los 
valores que se adeudan al Banco Nacional sería efectuada en la 
forma que ella prescribe; que la expresión ctodos los valores 
que se adeudan»^ no admite distinciones y por consiguiente lo 
adeudado por capital, intereses y costas debió acumularse en la 
fecha de la promulgación de la ley, precediéndose á exigir el in- 
terés y amortización total que resulte en la forma que ella de- 
termina; que el Banco le exige más que eso, y es por tanto, 
legítima su oposición, deduciendo la excepción legis que 
resultado lo expuesto; que además, en virtud de un llamado 
que ha hecho el Banco á sus deudores, ha presentado y tiene 
pendientes proposiciones de arreglo que debieron suspender la 
ejecución. Pidió que no se haga lugar á ésta, con costas. 

El representante del Banco, evacuando el traslado conferido, 
dijo: Que tratándose de una letra de cambio, no son admisibles 
otras excepciones que las determinadas en el artículo 676 del 
Código de Comercio, entre las que no se halla la de legis, que 
se opone, por lo cual debe ser rechazada. 

Que es indudable que si se. hubiese procedido como lo sostie- 
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ne el demandado, capitalizando los intereses adeudados y las 
costas hasta la fecha de la promulgación de la 2*^ ley (número 
S037) para cobrar así acrecentados los intereses y las costas, se 
habría cobrado más á Eamayon, que cobrándole simplemente 
el capital primitivo con los intereses corrientes; que si el de- 
mandado reconoce que el Banco tiene derecho de cobrarle más, 
en la forma que él pretende^ no se explica cómo pueda negársele 
la facultad de cobrar menor cantidad; que el Banco acogiéndose 
á lo dispuesto por el artículo 19 de la citada ley número 3037, 
y aceptando la decisión del demandado, que prefiere abonar el 
total de lo adeudado, pide se amplíe la ejecución por el total 
del capital, intereses y costas, y que se pronucie sentencia de 
remate mandando llevar adelante la ejecución hasta el íntegro 
pago déla deuda, sin que obste á ello las proposiciones de arre- 
glo que alega el ejecutado haber hecho, rechazando la excep- 
ción opuesta, con costas. 



Pallo del JTiiez Federal 

Corrientes, Setiembre 28 de 1894. 

Vistos y considerando: Que la demanda de foja 10 por cobro 
de intereses y amortizaciones vencidas de la obligación de foja 
% se halla ajustada á la ley número 2841, bajo cuyo imperio se 
interpuso aquella, y á la jurisprudencia de la Suprema Corte, 
establecida en varios casos sometidos á su decisión; que si bien, 
con posterioridad á dicha demanda, se dictó laley número 3037, 
modificándola anterior en cuanto á los intereses y amortizacio- 
nes que el Banco puede cobrar, debe entenderse, sin embargo^ 
que estas modificaciones son de aplicación solamente á los inte- 
reses devengados desdóla fecha de la ley y alas amortizaciones 
vencidas después de su vigencia. 
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Que bajo este concepto, la excepción opuesta por el ejecutado 
aun cuando se considerase procedente, atenta la naturaleza del 
juicio, sería infundada, con tanto mayor razón, en presencia de 
la ampliación de la demanda, hecha á foja 20, por el total de 
la deuda, con arreglo á lo dispuesto por el artículo 19 de la ley 
número 3037 fundada en el protesto de la obligación menciona- 
da de foja 2. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar á la excepción opues- 
ta, y se declara que esta ejecución debe seguir adelante, por el 
total de la deuda, á la que deben acumularse los intereses de- 
vengidos del 6 por ciento anual hasta la fecha de la ley número 
3037 y sóbrela cantidad que resulte cobrarse los del 3 por cien- 
to anual desde dicha fecha, con arreglo á lo dispuesto por el 
artículo 11 de la ley citada número 3037, y lo resuelto por la 
Suprema Corte en los casos expresados, que son análogos al 
presente, con costas al ejecutado, de conformidad al artículo 
277 de la ley nacional de procedimientos. Hágase saber, y re- 
pónganse. 

E. Á. Luj amblo. 



Pallo de la Suprema Torte 



Buenos Aires, Agosto 21 de 1895. 

Vistos y considerando : Primero : Que la acción ejecutiva de- 
ducida por el Banco Nacional en liquidación se hallaba expre- 
samente autorizada por los artículos doscientos cuarenta y 
ocho y doscientos cuarenta y nueve de la ley de procedimientos, 
así como por las disposiciones concordantes del Código de Co- 
mercio, pues que el actor demandaba el pago de suma de dinero 
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por razón de un crédito qae, reuniendo las condiciones del cita- 
do artículo doscientos cuarenta y ocho, estaba comprobado por 
instrumento que trae aparejada ejecución. 
. Segundo: Que, en consecuencia, el mencionado Banco ha po- 
dido promover el juicio y requerir las diligencias ulteriores del 
procedimiento hasta poner la causa en estado de solicitar la ci- 
tación de remate del deudor ejecutado. 

Tercero: Que, ese estado de cosas, en relación á los derechos 
del ejecutante^ ha venido á ser modificado por las disposiciones 
de la ley número tres mil treinta y siete, dictada después del 
embargo, y antes de la citación de remate, que acuerda esperas 
álos deudores del Banco^ y que refiriéndose, según se ve en su 
artículo once^ á todos los valores que se adeuden al estableci- 
miento no consiente dar á la prescripción legal ana interpreta- 
ción que excluya al crédito demandado en esta causa. 

Cuarto: Que la excepción de espera opuesta por el ejecutado 
en cuanto emana de una ley, está auténticamente acreditada y 
forma entre las admisibles en el juicio ejecutivo, con arreglo 
al artículo doscientos setenta de la ley de procedimientos, sién- 
dolo aun en tratándose de letras de cambio ó papeles de comer- 
cio que se le asimilan (artículo seiscientos setenta y seis del 
Código de Comercio). 

Quinto: Que no habiéndose protestado las letras del deudor 
con posterioridad ala vigencia de la recordada ley número tres 
mil treinta y siete, ó lo que es lo mismo, no habiéndose reque- 
rido infructuosamente, el pago en las condiciones de esa ley, 
no puede invocarse el artículo diez y nueve de la misma para li- 
mitar los beneficios aordados al deudor, pues que esa limita- 
ción debe tener como antecedente el protesto mencionado. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia apelada de foja 
veintidós, declarándose admisible la excepción opuesta por el 
ejecutado, sin especial condenación en costas, por reputarse 
compensadas las que han debido ser recíprocamente á cargo del 
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ejecutante j ejecutado. Devuélvanse, debiendo reponerse los 
sellos ante el inferior. Notifíquese con el original. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN . — OCTAVIO BUNGE . — 
JUAN E. TORRENT. 



CASA CtJXVllI 



Doña María G. de Fertinese contra la Empresa * La Bemol'- 
cadora »; sobre indemnización de darlos y perjuicios 

Sumario. — El buque declarado responsable de un choque 
por laudo dictado en juicio de arbitraje forzoso, tiene que res- 
ponder de todos los daños producidos á consecuencia del cho- 
que. El laudo arbitral hace cosa juzgada á ese respecto. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Juez Federal 

Buenos Aires, Octubre 31 de 1894. 

Y Tistos : estos autos seguidos por doña María Guida de Fer- 
tinese, contra la compañía de vapores c La Bemolcadora > , 
sobre indemnización de daños y perjuicios^ resulta: 
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I"" Doña María Guida expone : qae el dia seis de Diciembre 
del año de mil ochooieatos noveata sucedió en este puerto un 
choque entre los vapores c Paraguay » y c Cardiff 1® >, del 
cual resultó la muerte de su esposo, que ib:ien el segundo de los 
vapores, del que era maquinista, hallándose en ese momento 
cumpliendo su deber en el punto de costumbre, cuando su bu- 
que iba en marcha, debajo de la cubierta, en la máquina. Que 
con motivo de ese choque se siguió un juicio arbitral entre los 
representantes de ambos y sustanciado se declaró inocente al 
€ Paraguay i, y por tanto culpable al c Cardiff 1<» », que fué 
quien debió cargar con sus averías y daños, según las determi- 
naciones del lando, cuyo juicio tramitaba por la Secretaría del 
actuario. Que la responsabilidad civil que nace de dicho cho- 
que y á favor de la actora, aun cuando en el caso no ha habido 
intención de efectuarlo, obliga á la reparación del mal ó perjui- 
cio causado, según así lo dispone el artículo 1109 del Código 
Civil. Que esta responsabilidad sería ilusoria si fuera á exigir- 
se contra el patrón del vapor c Cardiff»; pero procede legíti- 
mamente contra los dueños de éste, de conformidad al artícu- 
lo 1122 deleitado código. Que la Compañía i La Remolcadora », 
propietaria de este buque responderá entonces de la indemni- 
zación del perjuicio que se ha ocasionado por la muerte de su 
esposo Fertinese, perjuicio que se aprecia en la suma de cuaren- 
ta mil pesos moneda nacional, la que es por demás equitativa, 
si se tiene presente que la pérdida de un esposo es irreparable 
en la generalidad de los casos y máxime si se tiene presente que 
el fallecido era un hombre joven, de excelentes condiciones, y 
que ejercía upa profesión por demás respetable y productiva con 
la cual contribuía á llenar con holgura todas sus necesidades 
de la vida, así como también las de su familia. Que en virtud de 
todo lo expuesto, deduce esta demanda contra la compañía 
< La Kemolcadora », dueña del < Cardiff 1° >, cuyo gerente es 
don Salvador Botey, y pide que en su oportunidad se le conde- 
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ne á pagar & la demandante, la cantidad de cuarenta mil pesos 
moneda nacional, con más las costas del presente juicio. Que 
la jarisdiccion procede, porque el hecho se ha producido en el 
puerto de esta Capital ; finalmente, que no habiendo podido 
conseguir la partida de matrimonio de la actora con el fallecido, 
pide al Juzgado se le admita la reserva de que oportunamente 
la presentará. 

2° Que corrido traslado de la demanda^ el Gerente de la 
sociedad anónima c Li Bemolcadora », opuso la excepción de 
falta de personería en la demandante, fundada en que no 
se habla acreditado en forma el carácter de viuda que ésta 
ioTOca. 

3° Que cumplido este requisito por la presentación de la 
partida que obra á foja 10 de estos autos, como igualmente la 
de defunción de Fertinese, corriente á foja 14, el Juzgado, á 
foja 21 vuelta, rechazó la excepción opuesta, y ordenó se con- 
testara la demanda en el término legal, resolución que fué con- 
firmada por la Suprema Corte á foja 33 vuelta. 

i^ Que al evacuar el traslado de foja 40, la Compañía de- 
mandada expone: Que debe ser rechazada oportunamente^ con 
costas, la acción deducida, por las siguientes razones : Que el he- 
cho que ha causado la muerte del esposo demandante no es impu* 
table á la Compañía, j en consecuencia, no es ésta la responsable 
de los daños y perjuicios ocasionados. Que la muerte de aquel se 
debe al naufragio del vapor remolcador cCardiff 1** >,qae perte. 
tenecía á « La Eemolcadora » y en el cual desempeñaba las 
funciones. Que ese remolcador fué echado á pique en la mañana 
del seis de Diciembre próximo pasado (1890) por el vapor fran- 
cés < Paraguay > en la canal del Riachuelo en momentos en 
que se preparaba á tomarlo á remolque para entrarlo á los di- 
ques del Puerto Madero. Que fué tan manifiesta la culpabilidad 
del < Paraguay *, que momentos después de producirse el cho- 
que, en el que salvó milagrosamente el patrón del c Cardiff », 
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á qaien la demanda pretende hacer responsable del siniestro, 
se p'-esentaba éste á la autoridad marítima para levantar la 
correspondiente protesta, resolviendo á los pocos dias c La Be- 
molcadora >, demandar los daños y perjuicios contra los repre- 
sentantes en esta del vapor a Paraguay », en el correspondiente 
juicio arbitral. Que á pesar de las pruebas irrecusables que se 
hicieron valer contra el vapor causante de la pérdida del c Car- 
diff 1** » y del luminoso laudo pericial presentado por el arbi- 
tro señor capitán de navio don Rafael Blanco, el Juez Federal 
doctor Tedin, como arbitro tercero nombrado por común acuerdo 
de las partes, no consideró comprobados los cargos formulados 
contra el t Paraguay » y lo absolvió de la demanda deducida 
por ia Compañía. Que es basándose en el resultado desgraciado 
obtenido por cLa Eemolcadora» en ese juicio, que se intenta aho- 
ra una aventura judicial, pretendiendo que el fallo oon que ter- 
minó, por el hecho de absolver a) c Paraguay » declara culpa- 
ble al € Cardiff 1** », Que aun^jue en el caso que tal cosa fuere 
cierta^ el Juzgado no podría menos que considerar que se trata 
ahora de un juicio esencialmente distinto al arbitral entre el 
cParaguay» y «L)bi Remolcadora», de tal manera que no se pue- 
den aplicar á la cuestión sub-judice las condiciones de aquel, 
que no hacen cosa juzgada aplicadas en este caso, por cuanto 
faltarían las condiciones indispensables de las res judicaía. 
Que fuera de esto, es necesario recordar la circunstancia de 
haber desempeñado el esposo de la actora funciones profesio- 
nales de suyo peligrosas á bordo de un remolcador, expuesto 
siempre á perdese, en razón de la navegación y del género de 
servicios que estaba encargado de hacer en un punto, como el 
canal de entrada del Riachuelo, donde son frecuentes los abor- 
dajes entre los buques que entran 6 salen del Puerto. Des- 
pués de otras consideraciones y doctrinas en que apoya su de- 
fensa, la Compañía demandada termina manifestando que la 
avaluación del perjuicio sufrido por la actora es totalmente 
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desproporcionado, comparado con el sueldo de ochenta pesos 
que ganaba su esposo como maquinista del « Cardiff 1^ >. 

5° Que á foja 72 el Juzgado recibió la causa á prueba para 
que se justifique la responsabilidad déla Compañía demandada 
en el hecho que funda la demanda, habiéndose producido úni- 
camente la ofrecida por la actora, á que se refiere el certificado 
del actuario, corriente á foja 124 vuelta. 

Y considerando : 1^ Que está plenamente comprobado en au- 
tos no sólo por la prueba producida, sino también por la propia 
declaración de la Compañía demandada, que don Francisco 
Fertinese falleció á consecuencia del choque entre los vapo- 
res € Paraguay» y < Cardiff 1° >, y de consiguiente, justifi- 
cada la acción de daños y perjuicios para establecer la responsa- 
bilidad que el hecho generador de la demanda ha creado para 
€ La Bemolcadora ». 

2^ Que á fin de apreciar la naturaleza de los hechos que la 
han causado y la responsabilidad de sus autores, conviene exa- 
minar detenidamente la prueba producida en autos y que co- 
rresponde exclusivamente á la parte actora. 

£1 testigo Fiannaca al contestar las preguntas del interro- 
gatorio de foja 80, dice : < Que Francisco Fertinese era en él año 
1890, maquinista del vaporcito c Cardiff 1** >, de propiedad de 
« La Remolcadora », que ganaba cien pesos mensuales; que fa- 
lleció el 6 de Diciembre de ese año á causa del choque entre los 
vapores antes nombrados; que la máquina del c Cardiff 1^ > 
estaba bajo cubierta de éste y que Fertinese, estando en su 
puesto, no podía ver lo que ocurría fuera de él, ni sobre cubier- 
ta del buque, ni en el río ; que Fertinese era un hombre fuerte, 
sano y tenía, más ó menos, treinta años. 

£1 testigo Fasuia, á foja 82, declara lo mismo que el ante- 
rior. 

£ii seguida se encuentra un testimonio en forma de las pie- 
zas del juicio arbitral promovido para establecer cuál de loa 

T. XI 5 
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buques antes nombrados era el causante del abordaje, la indem- 
zaoion que debía pagarse al inocente y á cargo de quién debían 
ser los gastos del juicio. 

Del proceso seguido con ese motivo ha surgido el fallo del 
Tribunal arbitral, que condena al capitán ó encargados del 
remolcador c Cardiff 1^ » á soportar sus aTerías, siendo impu- 
tables á ellos exclusivamente, por sci descuido ó impericia, el 
hecho de la colisión con el vapor c Paraguay ». 

Basta penetrarse de los fundamentos de la sentencia pro- 
nunciada por el arbitro tercero doctor Virgilio M. Tedin, para 
establecer indiscutiblemente la responsabilidad del patrón del 
remolcador. 

La muerte de Fertinese. ocurrida en el momento quedempe- 
ñaba sus funciones en la máquina, es un hecho derivado de la 
impericia y negligencia con que efectuó la maniobra el patrón 
del € Cardiff I"" > y sus consecuencias deben ser imputadas á las 
personas sobre las cuales la ley ha fijado la responsabilidad. 

El artículo 1122 del Código Civil establece que las personas 
damnificadas por los dependientes ó domésticos pueden perse- 
guir directamente ante los Tribunales Civiles á los que son 
civilmente responsables del daño, sin estar obligados á llevar 
ajuicio á los autores del hecho. El artículo 1109 dice: € Todo 
el que ejecuta un hecho que por su culpa ó negligencia, ocasio- 
na un daño áotro, está obligado d la reparación del perjuicio»; 
y el artículo 1113 del mismo código, agrega : c que la obligación 
del que ha causado un daño, se extiende á los daños que causaran 
los que están bajo su dependencia ó perlas cosas de que se sirve 
6 tiene á su cuidado». 

La indemnización civil del perjuicio no exige la intervención 
de la voluntad; basta la culpa ó negligencia que caracteriza el 
cuasi-delito. Así, pues, en el presente caso, es inexcusable la 
conducta del patrón del vapor c Cardiff 1^ >, cuya culpabilidad 
en el accidente que produjo la muerte del maquinista Fertinese 
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ha sido demostrada evidentemente en el laborioso j concienzu- 
do laudo del arbitro doctor Tedin. 

Establecida la existencia real de los daños y perjuicios recla- 
mados y la naturaleza de los hechos que la causaron, como 
igualmente la responsabilidad de sas autores, corresponde fijar 
el monto de la indemnización. 

Y considerando á este respecto : 3<^ Que la demandante re- 
clama por indemnización del daño y perjuicios causados la suma 
de cuarenta mil pesos moneda nacional legal y en consecuencia 
procede averiguar si es procedente y arreglada la cantidad re- 
clamada. 

Los testigos Fiannaca y Fasula afirman que Fertinese ganaba 
cien pesos mensuales. 

Además, éste tenía una profesión que fácilmente podía pro- 
porcionarle las comodidadesdeun hogar modesto. Su esposa no 
reclama desagravios á sus angustias, sólo reclama los medios 
que le proporcionen la subsistencia en su desamparo y á los 
cuales tiene derecho por la ley, la cual ha librado al criterio 
del magistrado el quantum de la indemnización pecuniaria. 

4^ Que haciendo uso de esta facultad contenida en los ar- 
tículos 1083 y 1084 del código citado, en presencia de los ante- 
cedentes del proceso, las consideraciones expuestas y la juris- 
prudencia de nuestros Tribunales, el Juzgado aprecia el daño 
causado, en la suma de veinte mil pesos moneda nacional. 

Por estos fundamentos y concordantes del alegato de foja... 
fallo: condenando á la compañía de vapores cLaBemolcado- 
ra >, á satisfacer á la demanlante, doña María Guida de Ferti- 
nese, por toda indemnización, y en el término de diez días, la 
suma de veinte mil pesos moneda nacional legal y las costas del 
juicio. Notifíquese con el original y repónganse las fojas. 

Juan del Campillo, 
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i'*«llo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 24 de 1895. 

Vistos y considerando : Primero, Que e) presente recurso 
de apelación traido á esta Suprema Corte por la parte de la 
compañía « La Remolcadora » se limita á pedir la revocación 
de la sentencia definitiva del Juez de Sección de foja ciento 
treinta y dos, que condena á dicha Empresa al pago de veinte 
mil pesos nacionales y las costas del juicio, por indemnización 
de daños y perjuicios causados á doña María G. de Fertinese^ 
viuda del maquinista del vapor € Cardiff primero », de propie- 
dad de aquella, muerto á bordo de este buque, á causa del 
choque entre él y el vapor c Paraguay », á su entrada en el 
puerto de la Boca el día seis de Diciembre de mil ochocientos 
noventa. 

Segundo. Que resuelto definitivamente por decisión del Tri- 
bunal arbitral, constituido al efecto, que el vapor « Paraguay » 
no fuá culpable del referido choque, el cual debe atribuirse á 
negligencia ó impericia del capitán del c Cardiff primero >, la 
parte demandante entabló su acción de indemnización de ¡os 
daños y perjuicios ante el Juzgado de la Sección apoyándose en 
los artículos mil ciento nueve y mil ciento veintidós del Códi- 
go Civil. 

Tercero. Que la parte demandada^ al contestar la demanda, ae 
redujo á impugnarla en cuanto ella pretendía establecer la 
obligación de la Empresa á responder de los referidos daños y 
perjuicios, sin oponer ninguna excepción al respecto. 

Cuarto. Que trabado el pleiteen estos términos precisos, el 
caso sub'jiidice se reduce á decidir sobre la responsabilidad 
de dicha Empresa por la muerte de su propio empleado el ma- 
quinista del vapor < Cardiff primero >, Francisco Fertinese, y 
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estimar el moato de la indemnización que debe abonar á la viu- 
da de éste. 

Quinto. Que el arbitraje forzoso á que debió someterse el 
choque entre el vapor t Paraguay > y el remolcador « Cardíff 
primero >, á fin de precisar de quién era la responsabilidad de 
los daños por él causados (artículos mil doscientos sesenta y 
dos y mil doscientos sesenta y nueve del Código de Comercio) 
tuvo lugar, en su oportunidad, según consta del laudo que 
corre á foja ciento doce de estos autos. 

Sexto. Que habiéndose establecido en ese laudo que la res- 
ponsabilidad del daño causado por el choque, corresponde al 
vapor c Cardíff primero >, ese fallo arbitral hace cosa juzgada 
al respecto para todos los casos de daños causados por él, sin 
que deba constituirse nuevo arbitraje en cada caso, pues como 
lo dijo la Suprema Corte en el que se registra en el tomo nueve, 
página doscientos sesenta y nueve, serie primera : « Aidmitir 
la división de causa, ya se trate del daño sobrevenido al buque, 
ya se trate del daño sobrevenido á la carga, es exponerse á que 
rdcaigan dos resoluciones contrarias en el fondo del mismo ne- 
gocio, puesto que en uno de los juicios podría declararse que el 
choque habría provenido de culpa de uno de los buques, mien- 
tras en el otro juicio, que la culpa era á cirgo del otro buque ». 

Séptimo. Que. dudas las condiciones personales del muerto, 
su profesión de maquinista, el sueldo que ganaba y demás cir- 
cunstancias de los autos que le son referentes, no aparece ine- 
quitativa la suma fijada por indemnización en el fallo apelado. 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada, de foja 
ciento treinta y dos: se confirma ésta con costas. Repuestos 
los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el original. 

LUIS V. VÁRELA. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. — ABEL BAZAN (OU 

disidencia). 
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CAUSA CCXIX 



El Banco Nacional en liquidación, contra donjuán Síorni, por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre pago de los honorarios de ta- 
sador. 



Sumario. — Los tasadores enjuicio ejecutivo, no pueden co- 
brar sus honorarios al ejecutante, salvo moti/os especiales que 
funden su responsabilidad; deben aguardarla venta de los¡bie- 
nes embargados, y cobrarlos sobre su producto con la preferen- 
cia acordada á )as costas judiciales. 



Caso. — El Banco Nacional siguió ejecución contra don Juan 
Storni, 7 una vez consentida la sentencia de remate, el ejecu- 
tante pidió que se tasaran los bienes que oportunamente se ha- 
bían embargado, y que consistían en dos terrenos: uno en la 
parroquia de San Cristóbal, sobre el ramal al Riachuelo, del 
Ferrocarril del Oeste; y otro, en la calle Tucuman entre las de 
Passo y Norte América. 

Parala tasación, nombró el Banco por su parte, al ingeniero 
don Ángel Silva, para que procediera en unión del que propu- 
siera el ejecutado^ ó en su defecto, del que el Juez nombrara 
en su rebeldía. 

El Juez hubo por nombrado al ingeniero Silva y dispuso que 
se hiciera saber al ejecutado á fin de qne nombrara otro dentro 
de tercero día, bajo apercibimiento de ser nombrado de oficio. 
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Gomo el ejecutado no hiciera el nombramiento, el Juez nom^ 
bró de oficio ádon Jaan C. Massaro. 

Los dos peritos se expidieron de acuerdo. Avaluaron el pri- 
mero de los terrenos antes mencionados, en 15.155 pesos, y el 
segundo, en 7350 pesos. Al pié de la primera tasación fijaron 
los mismos peritos su honorario, en 300 peses para cada ano, y 
al pié de la seguuda; en 150 pesos para cada uno. 

Hechas saber las tasaciones, la parte del Banco manifestó 
que no tenía observación alguna que hacer ni respecto de la ta- 
sación, ni respecto de los honorarios que se cobran; y pidió que 
se proveyera lo que correspondiere. Por un otrosí, hizo presente 
que el Banco no está obligado á pagar más honorarios de tasa- 
ción que los que corresponden al perito propuesto por el mismo 
Baneo. 

El Juez aprobó la tasación, y en cuanto á lo expuesto en el 
otrosí, mandó que se previniera á la parte que podía hacer uso 
de su derecho en la estación oportuna. 

Después de esto, pidió Massaro que se intimara al Banco el 
pago de sus honorarios, bajo apercibimiento; y el Juez mandó 
hacer la intimación pedida, en término de tercero día. 

£1 Banco depositó en calidad de embargo, en el Banco de la 
Nación, los 450 pesos importe de los honorarios de Massaro; y 
como éste manifestara no estar dispuesto á esperar la realiza- 
ción de los bienes embargados, fué citado de remate, y en esta 
oportunidad, expuso: que no habría hecho oposición alguna, si 
Massaro se hubiera allanado á cobrar del producto de los bie- 
nes embargados; pero no puede consentir en el procedimiento 
que pretende seguir. 

Que Storni debió designar un perito para que procediera en 
anión del designado por el Banco ; pero no lo hizo, y el Juez 
nombró en su rebeldía á Massaro. Si Storni lo hubiera nombra- 
do, como debió hacerlo, sólo á Storni habría podido cobrar aquel 
8u honorario: y esta situación no se modifica porque el nombra- 
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miento de Massaro haya emanado del Jazgado, en vista de los 
antecedentes ya citados. 

Que de otra suerte, se estimularía la falta de cumplimiento 
de la ley por parte de los deudores ejecutados premiándolos con 
la liberación del pago de los honorarios de sus peritos. 

Que por lo expuesto, opone la excepción de inhabilidad del 
títnlo con que Massaro ejecuta al Banco, y pedía se declarase no 
haber lugar á la ejecución, con costas. 

Corrido traslado, contestó Massaro, exponiendo : que su nom- 
bramiento fué de oficio, no se debió al ejecutado y no tenía in- 
terés en que se produjera, y aprovechó al Banco, siendo éste por 
tanto, quien debe pagarlo, en primer término. Que en definitiva 
el ejecutado cargará con todos los gastos ocasionados, sin que el 
adelanto que haga el Banco sustraiga á su deudor de la obliga- 
ción de pagar el gasto. Que los gastos de toda ejecución de- 
ben ser pagados por el ejecutante, sin perjuicio de que oportu- 
namente se incluyan en la liquidación á cargo del ejecutado. 
Que la eiccepcion de inhabilidad, s61o puede fundarse en vicios 
deforma, en defectos extrínsecos del título que se ejecuta; lo 
que afecta al fondo, debe dilatarse para el juicio ordinario (Gá- 
mará de Apelaciones en lo Civil, tomo 3^, serie 2*, página 
397). 



Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Abril 17 de 1895. 

Y vistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente es- 
crito: no ha lugar, con costas, á la excepción opuesta por el re- 
presentante del Banco. 

Juan del Campillo . 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 24 de 1895. 

Vistos y coasiderando: Qae el honoraria perioial. cayo pago 
se demanda, forma parte de las oostas de la ejecacion. 

Que conforme al artículo doscientos noventa y tres de la ley 
de procedimientos, es después de hecha la venta de los bienes 
embargados y depositado su precio que llega la oportunidad de 
hacerse la liquidación del capital, intereses, costas^ y costos 
que se adeuden. 

Que según el artículo doscientos noventa y ocho de la misma 
ley, las costas de la ejecución son de preferente pago en relación 
al crédito. 

Que esas disposiciones demuestran que el pago de las men- 
cionadas costas* debe hacerse con el producto délos bienes eje* 
cutados, y aunque con la debida preferencia á la vez que se pa- 
ga la deuda que motiva la ejecución, lo que se desprende 
también del artículo doscientos noventa y cuatro de la ley ci- 
tada. 

Que esos principios son de aplicación mientras no se demues- 
tre, como no se ha demostrado en el presente caso, la existencia 
de motivos especiales que funden la responsabilidad del ejecu- 
tante. 

For estos fundamentos, se revoca el auto apelado de foja cin- 
cuenta y cuatro. Devuélvanse. 

BEN/AMIN PAZ.— LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. —OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCXX 



El Banco Nacional en liquidación, contra don Lorenzo Quei- 
rolo , por cobro ejecutivo; sobre levantamiento de inhibición 



Sumario. — La inhibición posterior á la hipoteca debe levan- 
tarse, si se vende el inmueble para satisfacer el crédito hipote- 
cario. Si el acreedor favorecido por la inhibición cree qne la 
hipoteca es nula ó fraudulenta, debe hacer valer su oposición 
ante el Juez que conoce de la ejecución hipotecaria. 



Caso. — En 5 de Diciembre de 1893, el representante del 
Banco^ acompañando una letra por valor de 1203 pesos moneda 
nacional, á cargo de don Lorenzo Queirolo, protestada en per- 
sona por falta de pago, en 7 de Octubre de 1893, solicitó contra 
aquel inhibición general, de acuerdo con la ley de 29 de No- 
viembre del citado año. 

El Juez ordenó la inhibición y que se tomara razón en la Ofi- 
cina del Paraná. 

Posteriormente, el Banco pidió que se dictara auto de solven- 
do contra Queirolo, por 48 pesos 12 centavos moneda nacional, 
importe de amortización é intereses. 

El Juez dictó auto de solvendo, y requerido el deudor, en 28 
de Diciembre de 1893, verificó éste el pago de la cantidad recla- 
mada. 
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En este estado y con fecha 13 de Junio de 1894, el Juez de 
1** Instancia en lo Civil y Comercial del Paraná dirijió oficio al 
Juez de Sección, haciéndole saber: que en juicio seguido por 
don Manuel Devoto contra don Lorenzo Queirolo, por cubro de 
un crédito valor de 67.070 pesos moneda nacional, garantido 
con hipoteca sobre 10 propiedades situadas en la ciudad de La 
Faz, se han vendido en remate dos de dichas propiedades, y se 
ha mandado extender la escritura correspondiente, lo que no ha 
podido hacerse por la inhibición decretada contra Queirolo, á 
pedido del Banco; que siendo la escritura hipotecaria de fecha 7 
de Abiil de 1891^ de la que se tomó razón en el Registro de Hi- 
potecas en 31 de Mayo del mismo año, anterior á la inhibición 
decretada, la parte de Devoto ha solicitado que se pida el le- 
vantamiento de aquella á efecto de llevar adelante la escritura- 
ción, alo que se ha proveído de conformidad, solicitando, en 
consecuencia, se acceda á dicha medida. 

El Banco, á quien se dio vista del precedente oficio, pidió que 
no se haga lugar á lo solicitado. 

Dijo: Que la hipoteca otorgada á favor de Devoto, es nula por 
haber sido realizada en fraude de los acreedores de Queirolo; 

Que el Banco es acreedor de Queirolo desde 1883, en cuya 
fecha le acordó un crédito en cuenta corriente, la que pusterior- 
mente se convirtió en letras á 90 días; 

Que ha revisado prolijamente la escritura hipotecaria á que 
se refiere el oficio anterior^ y encuentra que es evidente el frau- 
de cometido, pues figura un señor XJrreti como acreedor de 
Queirolo, según documento privado, cayo origen ó causa no se 
expresa, y para garantir el pago Queirolo otorga la hipoteca de 
varias propiedades, dando TJrreti, por chancelado, un pagaré de 
14.670 pesos oro sellado del 1^ de Febrero de 1887, que Quei- 
rolo debía á Devoto; 

Que esta operación se hizo en 7 de Abril del 91, cuando el pa- 
garé estaba ya proscripto; 
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Qae más tarde TJrreti declara que la hipoteca era á favor de 
Deyoto, propietario del citado pagaré. 



Fallo del Smmm rederal 



Paraná, Julio S de 1894. 

Vistos : El exhorto del señor Juez de 1" Instancia de esta ca- 
pital pidiendo el leTantamiento de la inhibición de los bienes 
de don Lorenzo Queirolo que se detallan en la escritura hipote- 
caria acompañada, otorgada en La Faz á 7 de Abril de 1894, con 
lo expuesto por el representante del Banco NacionaK 

T considerando: Que el gravamen impuesto por dicha tscri- 
tura á los bienes en ella detallados es de fecha anterior á la in- 
hibición de los muebles de Queirolo decretada por este Juzgado, 
á pedido del Banco Nacional, laque tuvo lugar recien en Diciem- 
bre 5 de 1893. 

Que por consiguiente este Jozgado no puede negarse á levan- 
tar la inhibición de los bienes que se encontraban afectados con 
anterioridad al pago de otras obligaciones, como son las que se 
relacionan en la escritura citada, con excepción dt;l inmueble 
situado en la ciudad de La Plata, cuyo gravamen no ha sido re- 
gistrado, mucho más cuando el Banco tiene la posibilidad si- 
quiera de reembolsarse con su crédito del valor de esta propie- 
dad, j cuando el Banco si cree tener derecho ha debido y puede 
deducir tercería ante el Juez de la ejecución ó las acciones re- 
vocatorias que crea competirle. 

Por esto, el Juzgado resuelve mandar se levante la inhibición 
de los bienes de don Lorenzo Queirolo, que se relacionan en el 
despacho del señor Juez de 1* Instancia de esta capital, de foja 
. . . , y se contienen en la escritura hipotecaria de foja . . . , con 
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excepción de aquellos qae estuviesen ubicados fuera de ia cir- 
cunscripción judicial de esta capital, j líbrese el mandamiento 
correspondiente, contestándose al Juez exhortante. 

r. Pinto. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 27 de 1895. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja treinta y dos. Devuélvanse. 

B£NJAM1N PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE.— 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCAMI 



Don Luis Pr ando, contra don Manuel S. Várela; sobre falsifi- 
cación de marca de fábrica 



Sumario. — La locución pasada al uso general para designar 
cierta clase de cigarros, no puede considerarse por sí sola, como 
marca de fábrica; y el que la emplea en el expendio de cigarros 
de esa clase^ no comete falsifícasion de marca. 



Caso. — Lo indica el 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Setiembre 19 de 1894. 

T vistos : estos autos seguidos por don Luis Prando contra 
don Manuel S. Várela, por falsificación de marca de fábrica, re- 
sulta: 

Que á foja 5 se presenta Luis Labastié, en representación de 
Luis Prando, entablando formal querella contra Manuel S. Vá- 
rela, por falsificación de marca de fábrica de cigarros de hoja. 
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«Rivadavia» 6 venta de esa falsificación, exponiendo qne la men- 
cionada marca es de propiedad de su representado, por haberle 
sido acordada por la oficina respectiva, en Noviembre 5 de 
1891. 

Qne el fraude que comete el demandado contra los derechos 
de su representado es evidente, porque expende al público, in- 
duciéndolo dolosamente en error, bajo el nombre de cigarros 
cRivadavia^ un producto que no procede de la fábrica de su 
mandante, j porque con intención fraudulenta lo vende bajo un 
envase que imita al del producto legítimo de su representado* 
Que ese poderdante ha tratado de evitar la fabricación ó ex- 
pendió del articulo falsificado avisando al comercio en general 
la propiedad de la marca por avisos publicados durante 15 días 
en los diarios cLa Frensa^ j cLa Nación», y particularmente 
al demandado, por medio de la circular de foja 1. 

Que el artículo 4^ de la ley de marca de fábrica protejo sus 
derechos y que en la misma ley está prevista la responsabilidad 
de Várela, el cual ya sea que fabrique ó no el producto falsifica- 
do, disde que lo venda como lo hace con enunciaciones falsas, 
ha incurrido en la penalidad prescrita por los incisos 4^ y S^ 
del artículo 28 de dicha ley. 

Que puede desde luego adelantarse que muchos de los que 
expenden esta marca de cigarros indebidamente, se acogen al 
hecho de que ella se introduce desde hace muchos afios del ex- 
tranjero; pero que esto, aun siendo cierto, en nada perjudica los 
derechos de su mandante, al cumplir con la ley de la materia. 

Que pide, en consecuencia, se condene al demandado al má- 
ximum de la multa fijada por el artículo 28 de la ley de marcas, 
y &I pago de las costas, dejándose á sulvo las acciones que hu- 
biere lugar por los daños y perjuicios. 

Que trabado el embargo solicitado bajo la responsabilidad de 
la parte, y de que instruye la diligencia del Oficial de justicia 
corriente á foja 13 y notificado el traslado de la acusación á fo- 

T. XI 6 
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ja 17, se presenta don José Bedriñama, en representación del aco- 
sado, pidiendo que no se haga lugar á la querella instaurada 
contra su poderdante, condenando al actor en las costas que se 
originen, como asimismo á indemnizar los daños y perjuicios 
cansados por su arbitrario proceder. Manifiesta que Piando ca- 
rece de personería, por no ser propietario de la marca cRivada- 
Yia>; pues si bien en Noviembre de 1891 la oficina de patentes 
le concedió tal marca, conseguida, pidieron revocatoria de esa 
resolución los cigarreros y comerciantes introductores de la 
capital^ y luego apelaron al Ministerio del Interior, que por 
tanto, no era definitiva la concesión de la marca «Rivadavia» 
hecha á Prando por la oficina respectiva. 

Que en la hipótesis de que estuviera definitivamente conce- 
dida al actor la marca «Rivadavia» por resolución administra- 
tiva, tal concesión tendría que anularse^ por ser contraria á la 
disposición legal que estatuye que no podrán ser consideradas 
como marcas de fábrica ó de comercio los términos ó locuciones 
que hayan pasado al uso general, ni las designaciones usual- 
mente empleadas para indicar la naturaleza de los productos á 
la clase á que pertenecen, pues la locución cigarros «Rivadavia» 
ha pasado al uso general, sirviendo para designar una clase de 
cigarros de hoja sumamente conocida y popular entre la gente 
trabajadora por la baratura de su precio, cigarros que hace más 
de 40 años se fabrican en el país y se introducen del extranjero . 

Que su representado, al vender en su establecimiento ciga- 
rros «Rivadavia» ha procedido con la más perfecta buena fé, 
sin que pueda atribuírsele el dolo que es indispensable aún en 
el caso de tratarse del expendio de artículos con marca falsifi- 
cada y sin que, por tanto, puedan invocarse contra él las dispo- 
siciones penales de la ley de marcas de fábrica y de comercio. 

Recibida la causa á prueba, la parte acusada ha producido la 
testimonial que corre en los autos de foja 44 á foja 55 inclusive^ 
estando todos los testigos contestes en sus declaraciones en que 
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la locación cRivadavia» era ya conocida antes del registro de la 
marca de Prando, y después de llenados los demás trámites le- 
gales, quedó la causa conclusa para sentencia. 

Y considerando: 1^ Que la personería del querellante está 
suficientemente establecida con el certificado de la Oficina de 
patentes, marcas de. fábrica y de comercio, que acredita ha- 
bérsele acordado la propiedad de la marca sobre la cual versa el 
presente litigio, no estando ese certificado suspenso de la reso- 
lución que pudiere dictar el ministerio ante el cual se ha lleva- 
do un recurso que no se encuentra autorizado en la ley de la 
materia, sino para el caso de denegación del registro soli- 
citado. ^ 

21° Que no habiendo ei querellante producido prueba ninguna 
para justificar sus asertos, hay que considerar tan sólo el punto 
relativo al uso que el demandado ha reconocido hacer de la lo- 
cución «Rivadavia», para designar .cigarros de hoja, locución 
reclamada por aquel como de su propiedad por haberla registra- 
do en la oficina de marcas. 

3° Que los demandados aducen en su defensa la circunstancia 
de que la voz «Rivadavia» habla sido empleadla en la misma in- 
dustria durante varios años con anterioridad al registro de su 
marea hecho por el querellante y esto se encuentra plenamente 
justifica do en las declaraciones que corren de foja 44 á foja 55. 

it^ Que en tal concepto, la mencionada locución, por sí sola, 
no es suceptible de constituir una marca de fábrica y ba podido 
ser aplicada por ei demandado á los artículos de su comercio, 
puesto que la referida locución, habiendo pasado al uso general, 
según los términos del artículo S'*, inciso 4** de la ley de marcas, 
no puede ser reclamada aisladamente, como propiedad exclusi- 
va de nnap ersona. 

5° Que no invalida la precedente conclusión el argumento que 
se deduce del hecho de que la designación cRivadavia» se apli- 
caba á cigarros de diversa forma y clase de tabacos. Una marca 
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de fábrica es una designación arbitraria de fantasía, que un in- 
dustrial adopta para caracterizar su producto y hacer que no 
se confunda con los productos similares. Es evidente que esta 
designación la puede aplicar el fabricante á todos los cigarros 
que elabora, de tamaños y clases diversas ó bien puede cir- 
cunscribirla á una cierta categoría de cigarros, cujos límites se 
establecieran por la clase superior ó inferior del tabaco ó por el 
mayor ó menor precio del artículo. 

Mas la razón de lu designación especial como marca puede 
.educirse sólo á la manera de elaboración^ y aun puede no exis- 
tir esa razon^ puede no fundarse la designación ni en tamaño, 
ni en calidad^ ni en forma de elaboración del producto, y apli- 
carse simplemente para distinguir ese producto de los demás 
artículos similares é idénticos elaborados por otros productos. 

6^ Que «si el registro de una marca de fábrica hace nacer 
en provecho del registrante un presunción de propiedad, ésta 
cede ante la prueba de que la marca había caído en el dominio 
público antes de aquel registro», como lo ha establecido la ju- 
risprudencia de los tribunales franceses, que aplican una ley de 
la que en gran parte ha sido tomada la muestra (ver Annales de 
la propriélé industrielle, etc., tomo 32, página 205, y Pouillet, 
párrafo 100 y siguientes). 

Por estos fundamentos, y de conformidad con las disposicio- 
nes legales antes citadas, fallo absolviendo de culpa y cargo á 
Manuel S. Várela, y condenando al demandante Luis Fraudo al 
pago de los daños y perjuicios y á )as costas del presente liti* 
gin. Notifíquese con el original, y repónganse los sellos. 

J. V. Lalanne. 
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Fallo de la Suprema Certe 

Buenos Aires, Agosto 27 de 1895. 

Vistos: Por siís fundamentos y de conformidad con io resael- 
to por esta Suprema Corte, con fecha dos de Agosto de mil ocho- 
cientos noventa y cuatro, en causa seguida por el mismo deman- 
dante Prando contra don Pedro S. Somay, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja ciento diez y seis. Devuél- 
vanse, debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 



CJAUIIA C€X\II 



Don Juan Bossio contra don Máximo Paz^ por convenio 
de compra-venta; sobre escrituración 



Sumario. — Ningún comprador de inmuebles puede ser oom< 
pelido á escriturar sin la previa exhibición de los instrumen- 
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tos que acrediten el derecho de propiedad del. Tendedor. Aunque 
nada se haya dicho en el boleto, la exhibición previa á la es- 
crituración de dichos instrumentos, debe considerarse compren- 
dida en la estipulación. 



Caso.-- Lo explica el 



Wm%^m del Jíues Federal 



Buenos Aires, Febrero 19 de 1894. 

Vistos : estos autos iniciados por Don JuanBossio contra Don 
Máximo Paz, sobre escrituración de un bien raíz. 

Besulta: I"" Qae con fecha 27 de Setiembre de 1889, Bossio 
y Faz celebraron el contrato áque be refiere el boleto presenta- 
do á foja i en virtud del ouaI éste compró al primero un campo 
de su propiedad ubicado en el cuartel 5^ del partido de Las 
Heras, compuesto de una superficie de 290 cuadras cuadradas, á 
razón de 500 pesos m/n la cuadra, incluyendo poblaciones, 
plantaciones y cercos existentes en el campo, siendo convenido 
que el precio se pagaría en la forma siguiente : 50.000 ^ en el 
acto de otorgarse la correspondiente escritura pública de venta, 
50.000 $ al año de otorgada ésta, abonando además por dicha 
suma el interés de 10 % 7 los 45.000 ^ m/n restantes á los 18 
meses, abonando el mismo interés, y finalmente que el vendedor 
conservaría la posesión y usufructo del expresado campo hasta 
el 30 de Abril de 1890, sin cargo alguno por ello. 

S"* Que con fecha 23 de Octubre del mismo año se presentó 
Bossio al Juzgado manifestando que en los primeros días de 
Abril estendió el escribano Don Sinforoso Ganaveri la escritura 
correspondiente, y á efecto de cumplir lo estipulado en el boletc 
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de foja i desalojaba el campo, y requerido Faz para que firmase 
la escritura contestó al escribauo, que no lo haría porque el tí- 
tulo tenía deficiencias^ que sin embargo no había especificado, 
quedando así redactada en el registro con la nota de no haber 
pasado. Que habiendo agotado todos los medios conciliatorios, 
haciendo cuanto es posible para evitar una cuestión judicial sin 
resultado, entablaba demanda contra Paz para que se le condene 
á la escrituración inmediata áque está obligado y al pago de los 
intereses del precio convenido desde el 30 de Abril de 1890, fa- 
cha en que el^comprador debió recibirse del campo, y en caso de 
que se niegue ó resista á ello se saque el campo & remate por 
cuenta del demandado, quien debía pagar la diferencia de pre- 
cio si la hubiere, los gastos que ocasionase y los intereses con- 
venidos hasta el momento del pago, costas, etc. 

3** Que sin desconocer Faz la autenticidad del boleto de foja 
i* en que se funda la demanda, ni negar ninguno de los hechos 
y antecedentes alegados en apoyo de ella, aduce como única de- 
fensa para eludir el cumplimiento de lo pactado, foja 33, que los 
títulos con que el actor pretende vender son deficientes y de todo 
punto inadmisibles, señalando el defecto^ que entre las varias 
trasmisiones de que ha sido objeto la propiedad deque se trata 
existe una hecha por una señora que se dice esposa de la per- 
sona á quien la propiedad pertenecía en esa época, sin que exista 
ningún comprobante de su carácter hereditario ni siquiera del 
de esposa, no habiendo sido hecha la trasmisión en la forma es- 
tablecida perlas leyes. 

Y considerando: 1** Que según el artículo 1197 del Código 
Civil, las convenciones hechas en los contratos forman para las 
partes una regla á la cual deben someterse como á la ley mis- 
ma, de donde se sigue que la extensión de los derechos y obliga- 
ciones del comprador y vendedor en el caso sub-judice deben 
juzgarse principalmente por los términos del boleto de foja 1*, 
cuya autenticidad, como se ha dicho, no ha sido puesta en duda. 
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2** Que dioho boleto contiene un contrato perfecto de oompra- 
venta de un bien raíz no sujeto á modalidad ni condición alga* 
na, que imponga al vendedor otras obligaciones que las que 
prescriben las leyes comunes en este género de transacciones^ 
ni autorice al comprador á desligarse de lo pactado ó retardar 
temporaria ó indefinidamente su ejecución. 

3^^ Que según el artículo 1409 del Código Civil la obligación 
del vendedor consiste en entregar la cosa vendida libre de toda 
otra posesión y con todos sus accesorios en el día convenido, ó 
en el que el comprador lo exija sí nada se hubiere estipulado al 
respecto, pndiendo agregarse que la tradición traslativa de la 
posesión debe ser hecha por el propihtario que tenga capacidad 
para enajenar y por título suficiente para transferir el dominio, 
conforme á los artículos 2601 y 2602 del Código citado. 

4° Que además de que del mismo documento que con la firma 
del demandado se ha presentado á foja 1*, se infiere que éste 
tenía conocimiento perfecto de que el vendedor Bossio estaba en 
posesión del campo, objeto de la convención, á título de propie- 
tario^ no se ha negado en la contestecion el hecho de que éste 
desalojó el campo para ponerlo á disposición de aquel, haciéndo- 
le tradición de él en la época convenida en el referido docu- 
mento, y al prescribir la ley (artículo 2602 del Código Civil) que 
la tradición debe ser por título suficiente para trasmitir el domi- 
nio no ha entendido en manera alguna referirse ala bondad in- 
trínseca ó extrínseca del instrumento material que contiene el 
contrato sino á la naturaleza misma del derecho ó del acto jnrí* 
dico en virtud del cual se hace la trasmisión, es decir, que la 
transferencia del dominio debe hacerse en virtud de acto ó con- 
trato capaz de hacer adquirir la propiedad, cuyo requisito, sin 
duda alguna, rennen las diversas adquisiciones hechas por 
Bossio, que en conjunto forman el título del bien vendido, según 
resulta de las escrituras acompañadas, hallándose por lo tanto 
en aptitud de trasmitir al comprador Paz. 
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5® Que no habiéndose estipulado en el referido boleto que el 
vendedor había de presentar títulos á satisfacción del compra- 
dor, no puede éste pretender ni poner ex post fado una nneva 
condición, pues no otra cosa importa su resistencia á cumplir el 
contrato, fundado en una supuesta deficiencia dé los títulos; de- 
biendo observarse que la calidad del título, no es un requisito 
esencial para la existencia y validez del contrato de compra- 
venta^ atento lo dispuesto en los artículos 1323 y 1409 del Có- 
digo Civil. 

6^ Que admitiendo por vía de hipótesis, que los títulos de 
Bossio adolezcan de algún defecto, no se sigue de allí que éste 
se encuentre en la imposibilidad de entregar la cosa vendida en 
las condiciones que determina el artículo 1409 antes citado, ha- 
biéndose demostrado lo contrario, con el boleto de foja 1* y la 
contestación á la demanda. 

7^ Que el único derecho que puede reclamar el comprador, si 
tuviere motivos fundados de ser molestado por una acción de 
reivindicación, es el de suspender el pago del precio si el vende- 
dor no se conforma á afianzar su restitución, lo que no es ma- 
teria de cuestión en el caso sub-judice, pues el comprador Faz no 
ha insinuado siquiera semejante temor ni señalado hecho alguno 
que 1q haga presumir para el futuro, pues no basta para ello 
decir que no está comprobado el título de uno de los trasmiso- 
res anteriores déla propiedad, sino que es preciso negarle ter- 
minantemente, porque contra la presunción resultante de la 
ausencia de ese comprobante, se levanta la más eficaz de la po- 
sesión pacífica é indisputada. 

Por estos fundamentos, y en virtud de lo dispuesto en los ar- 
tículos 1185 y 1187 del Código Civil, fallo : condenando á Don 
Máximo Paz á cumplir el boleto de foja 1, firmando la corres- 
pondiente escritura pública en las condiciones estipuladas en 
dicho boleto, al pago de los intereses convenidos sobre el precio 
desde la fecha de la interpelación judicial, señalándosele al 
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efecto el térmíao de diez días desde qae quede ejecutoriado este 
auto, con costas. 
Hágase saber original y repónganse las fojas. 

Juan del Campillo . 



Fall« de la ftupreiua Corte 

Buenos Aires, Agosto 27 de 1895. 

a 

Vistos y considerando: Prtmero; Que el vendedor se obliga 
á transferir al comprador la propiedad de la cosa convenida en 
el contrata de compra-venta (artículo mil trecientos veintitrés 
del Código Civil). 

Segundo. Que en confirmación de ese principio, el artículo 
mil trescientos veintinueve del citado Código, declara que las 
cosas ajenas no pueden venderse, y acuerda, en sus respectivos 
casos, la acción correspondiente de nulidad cuando se hubiese 
violado la mencionada prohibición. 

Tercero. Que, en consecuencia, el vendedor no cumple su 
obligación con la simple entrega de la cosa libre de toda otra 
posesión, sino que es necesario que esa entrega tenga por efecto 
transferir la propiedad en cumplimiento de la obligación con- 
tratada. 

Cuarto. Que la tradición, aunque sea hecha por título por 
su naturaleza traslativa, no transfiere el dominio sino cuando es 
verificada por el propietario (artículo dos mil seiscientos uno 
del Código citado). 

Quinto. Que si el comprador tiene el derecho de decir de 
nulidad déla venta de cosa ajena después de celebrado el con- 
trato de compra -venta, no puede dudarse que lo tiene coando 
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sólo existe la promesa de celebrarlo j se trata de su formali- 
zacion. 

Sexto. Que el conocimiento de los instrumentos demostra- 
tivos del derecho del enajenante sirve para llevar al adquirente 
la convicción de la legitimidad 6 ilegitimidad del contrato, en 
lo que se refiere á la cosa, ó siquiera los peligros que entrañe la 
aquisicion, si los hubiere. 

Séptimo. Que las convenciones en los contratos, no sólo 
obligan á lo que está formalmente expresado en ellos, sino á 
todo Ib que deba reputarse virtualmente comprendido en los 
mismos (artículo mil ciento noventa y ocho del Código Civil), 
de modo que, aunque nada se haya dicho en el documento de 
foja primera sobre exhibición previa á la escrituración^ de los 
instrumentos que acrediten el derecho del enajenante, la facul- 
tad de pedir esa exhibición, existiendo los instrumentos, debe 
considerarse comprendida en la estipulación, desde que, como 
ya se ha sentado, la entrega á que está obligado al vendedor es 
traslativa de dominio. 

Octavo. Que, por otra parte, mientras que al comprador le 
interesa ciertamente conocer los títulos del vendedor, éste no 
tiene interés legítimo en sustraerlos al examen de aquel. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja ciento cuarenta y nueve, y se declara que el demandado 
tiene derecho ai examen de los títulos de propiedad, antes de la 
escrituración; no haciéndose lugar al recurso de nulidad, por 
no haberse aducido causales de ley que produzcan ese efecto. 

Notifíquese con el original ; y repuestos los sellos, devuél- 
vanse . 

benjamín paz. — LUIS V. VAKELA. — 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. — 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAUHA CCXXIII 



Doña Genara Ramírez contra don Grisancio Marchi ; sobre 

interdictos de retener y obra nueva 



Sumario. — Comprobada la posesión j los actos perturbato- 
ríos, procede la acción posesoria de retener y el interdicto de 
obra nueva. 



Caso. — Resolta del 



Vall« del JíuesE Federal 



Corrientes, Abril 20 de 1891. 

Vistos : estos autos iniciados por doña Genara Ramírez, un los 
que se deducen los interdictos de retener y obra nueva contra 
D. Grisancio Marchi, y resultando: que la demandante en su 
escrito de demanda expone lo siguiente, para fundar dichos inter- 
dictos: que hace más de 1 5 años que posee el terreno en el que está 
edificada su casa, ubicadojen la calle de Salta de esta ciudad, [en- 
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tre lasde Jalio é Independencia, extendiéndose esa posesión á 
todo el terreno comprendido entre los cercos y muros que los sepa- 
ran de las propiedades linderas ; que esa posesión, unida á la de 
sus Cdusantes, data de más 40 años, pacíficamente, sin contra- 
dicción ni oposición de nadie; que el demandado, fundado en un 
título de propiedad del mismo terreno, expedido á su favor por 
la Municipalidad de esta ciudad, ba venido á ejercer actos 
posesorios en él, consistentes en la ocupación con maderas^ 
fierros y rodados, y en la construcción de una pared que divide 
en dos partes el terreno que posee ; que en esta virtud enta- 
blaba los interdictos de retener y de obra nueva, á fin de 
que sea amparada y respetada en esa posesión, pidiendo al mis- 
mo tiempo, se suspenda provisoriamente las obras hasta la so- 
lución definitiva de este juicio. Que decretada la suspensión 
pedida y convocadas las partes á juicio verbal, el abogado del 
demandado expuso : que la afirmación hecha por la demandan- 
te en su escrito de demanda, de que hace más de 15 años que 
posee el terreno comprado por el demandante á la Municipali- 
dad y que esa posesión la tenía á título de dueña, está en con- 
tradicción con las manifestaciones y reconocimiento expreso 
que ha hecho ante la misma Municipalidad^ de qne el menciona- 
do terreno es de propiedad municipal, por cuanto ella se ha 
presentado á denunciarlo en compra en dos ocasiones, trami- 
ta ndose esas denuncias hasta que se verificó la mensura por 
el agrimensor Cabral; que en vista de esta contradicción, re- 
sulta que nunca la demandante ha poseído á título de propie- 
taria el terreno de referencia ; que, por consecuencia, pide que 
'a demanda sea desechada, con costas, y con la responsabilidad 
de pagar los daños y perjuicios que le ha irrogado la suspen- 
sión de los trabajos que ha emprendido en el terreno. 

Las pruebas producidas por ambas partes para justificar los 
extremos alegados corren de fojas 15 á 142. 

T considerando: 1® Que el terreno sobre que versa este litigio 
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comprendido en la parte Oeste y Sad déla casa habitación de la 
demandante y el terreno que se dice propiedad de ésta, se encuen- 
tra comprendido 7 cercado el conjunto, por el Oeste con un cer- 
co de palo á pique, como se ha hecho constar en el acta de inspec- 
ción ocular de foja 111 , por el Sur con un cerco de ramas, como 
lo confiesa el demandado (absolución de posiciones, foja 108). 

2® Que la demandante ha probado con los^ testigos Miguel 
de los Santos Esquive!, foja 94, y Pedro José González, foja 101 , 
que el cerco que limita la parte Oeste, construido y pagado 
por ella y las González, linderas por ese costado con el terreno 
cuestionado, y que ella componía sus desperfectos, así como 
también que disponía de la fruta délos naranjos que se encuen- 
tran en dicho terreno^ como igualmente lo afirman los otros 
testigos Nazar Parola, foja 105, y José Bucí, foja 98 vuelta. 

3*^ Que la posesión alegada por la demandante de todo el te- 
rreno comprendido entre los cercos expresados y los de Lagra- 
ña y Pesoa, para fundar ios interdictos deducidos, está plena- 
mente comprobada con las deposiciones de los testigos nombra- 
dos en el anterior considerando y la confesión del demandado, 
foja 108, que dice la conoció á la demandante ocupando el 
terreno desde hace 5 6 6 años (constestacion á las preguntas 

4- y 6^. 

4° Que cualquiera que sea la naturaleza de esa posesión^ no 
podría ser turbada por el demandado arbitrariamente (artículo 
2469 del Código), aun invocando su carácter de propietario, en 
virtud del título de compra-venta que corre á foja 68, pues 
ese título no le da sino un derecho á la posesión del terreno, y 
no la posesión misma, y por lo tanto no podía tomarla^ desde 
luego que había oposición por parte de la demandante : debió 
demandarla por las vías legales, como lo prescribe terminante- 
mente el artículo 2468 del Código Civil citado. 

5^ Que la denuncia en compra, hecha por la demandante 
ante la Municipalidad, de los patriolengos que resulten dentro 
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de los limites expresados en su solicitud de foja 116, qae son 
los mismos dentro de los cuales se encuentran los terrenos ma- 
teria de estos interdictos, no cambia la resolución de los artícu- 
los citados, pues que no hay que confundir la posesión que sir<re 
para la prescripción y la que da acciones posesorias adversus 
omnes, 6 sea, la que comunmente se llama posesión civil, con 
la posesión que sólo sirve para los interdictos 6 acciones pose- 
sorias, 6 sea, la posesión de hecho, sin perjuicio de los derechos 
de los interesados, en cuanto á la propiedad del terreno, pues 
cualquiera que ellos sean, no pueden tomarse en consideración 
por el momento, desde que sólo se trata de la posesión. 

6^ Que no habiendo sido negados por el demandado los actos 
de perturbación expresados por la demandante, en su escrito 
de demanda, los cuales fueron también observados por el prove- 
yente en el acto de la inspección ocular, deben tenerse por sufi- 
cientemente comprobados. 

7"^ Que, por consiguiente, la demandante ha justificado ple- 
namente los extremos legales que hacen procedentes los inter- 
dictos que deduce contra el demandado. 

Por estos fundamentos, fallo: amparando á doña Genara Ra- 
mírez en la posesión del referido terreno, sin perjuicio de las 
acciones que pueda corresponder á donGrisancioMarchi, quien 
hará demoler en el término de diezdías, las construcciones man- 
^ dadas suspender por auto de foja 4, con especial condenación 
en las costas de este juicio. Hágase saber con el original, y re- 
pónganse las fojas. 

E. A. Lujartíbio, 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 27 de 1895. 

Yistos y considerando : Que en ¡a denuncia en compra hecha 
por la demandante de terrenos que resultaren pertenecientes á 
la Municipalidad, no se contiene el reconocimiento de que esos 
terrenos estuvieren comprendidos dentro de los que bajo de 
cerco ha poseído aquella á titulo de propietaria, según lo com^ 
prueban las constancias de autos, en cuyo caso las disposicio- 
nes legales que reglan la materia amparan la acción posesoria 
deducida por su parte. 

Por esto y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ciento cincuenta y ocho : se confirma ésta con costas. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín PAZ .— LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCXA1¥ 



El Juez letrado del territorio nacional de la Pampa Cenl'^al 
en la cama criminal contra Carlos Hogler; sobre con- 
sulta. 



Sumario. — La Suprema Corte no está encargada de eva- 
cuar consultas. 



Caso, — Besulta de las siguientes piezas : 



VISTA DEL SENOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 23 de 1895. 
Suprema Corte : 

Si la acefalia del Juzgado Territorial del Nenquen ea un he- 
cho, 7 no hay medio de sustituir prontamente alJuez impedido 
ó ausente, necesario sería autorizar, con arreglo á derecho, al 
Juez del Territorio más inmediato, para conocer en las cuestio- 
nes de urgencia manifiesta. 

Sabiniano Kier, 

T. XI 7 
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Fallo de 1» Suprema Corte 

Buenos AireSi Agosto 27 de 1895. 

Contéstese al Juez Letrado que prodaciéndose la vacantei 
del Juzgado del Neuqnen, las leyes determinan la manera de 
reemplazarlo; que es en ellas que ha de buscar los elementos de 
juicio, y no en consalta, que esta Suprema Corte no está encar- 
gada de evacuar . 

BENJAMÍN PAZ. ~ LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCXXY 



Don Juan M. Roce o y contra la Empresa constructora del Ferro^ 
carril de Dean Funes á Chilecito ; sobre cobro de pesos 



Sumario. — £1 uso del agua de una fuente hecho contra la 
voluntad de su propietario, importa la violación de un derecho. 
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7 somete á su autor á la responsabilidad por los daños y perjui- 
cios que fije el Juez, señalando una cantidad dentro de la 
cual deba jurar el interesado. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Suem Federal 



Córdoba, Marzo 19 de 1892. 

Y Tistes : estos autos seguidos por don Juan M. Boceo, contra 
la Empresa del Ferrocarril de Dean Funes á Ghilecito, por uso 
indebido del agua de los < Colorados >, de los que resulta: 

1^ Que Boceo funda su acción en que dicba Empresa ha to- 
mado el agua de dicho arroyo, que es de su propiedad, para 
dar de beber á los peones y animales de servicio que han tra- 
bajado la línea del Ferrocarril antedicho, extrayendo el agua 
en bordalesas con ese objeto. Que el agua en aquellos lugares, 
provincia de la Bioja, es sumamente escasa habiendo hasta 
cuarenta leguas de distancia sin agua. Que por esta razón lo 
menos quo p.uede pedirse es un peso cincuenta centavos por 
bordalesa de agua. Que así apreciado dicho elemento, el de- 
mandante cobra la suma de cuatro mil ochocientos pesos por 
el agua usada y perjuicios. 

2® La Empresa, contestando, dice : Que no es cierto que se 
haya usado el agua en cuestión, pues ella conducía el agua para 
el uso de los trabajadores desde Tuclame. Que no podían servirse 
de esa agua, porque es salada. Que suponiendo la hubieran 
usado, tenían facultad para ello, porque dicha agua pertenece 
en propiedad al Gobierno de la Nación, por adquisición que de 
ella hizo en años anteriores ; y por último, que aún suponiendo 
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todavía que fuera del demandante, ellos podían usarla porque 
derrama en camino nacional y en los campos donde puede to- 
marla cualquiera para usos análogos al de que se trata, no cau- 
sando perjuicio al dueño, á semejanza del derecho que el pro- 
pietario del fundo sirviente tiene en las servidumbres de acue- 
ducto. Que el agua allí no tiene precio alguno, etc. 

3° Recibida la causa á prueba, se produce la instrumental de 
foja... á foja..., la testimonial de foja. . . de la que se hará mé- 
rito en los considerandos de esta sentencia. Ambas partes piden 
costas. 

Y considerando: 1^ Que de toda la prueba acumulada en au- 
tos resultan evidenciados los siguientes hechos: 1^ que la estan- 
cia el < Canasto > y sus- aguadas los c Colorados >, son de pro- 
piedad de los señores Rocco y firnestu Cordeiro (documentos 
públicos citados); 2° que el agua esa es salada (declaraciones 
de Pinto, foja 124; Luna, foja 127 ; Molina, foja 126); 3' que 
ella se derrama ó pasa por el camino público (declaraciones ci- 
tadas) ; 4® que la Empresa Juckson ha usado de esa agua para 
dar de beber á los peones y animales que trabajaban la línea 
(foja 134 y siguientes) ; 5^ que es también cierto que la Empre- 
sa conducía agua desde Tuclume (foja...); 6^ que la aguada 
está fuera del terreno de la línea en construcción. 

2° No habiendo probado la Empresa que tomaba dicha agua 
en el camino público 6 fuera de la propiedad de BoccOy cuya 
prueba le correspondía á la Empresa y aunque resulta compro- 
bado que el agua es salada ; no es menos cierto que dicha em- 
presa la usaba .)in el consentimiento del dueño y que la usaba 
dentro de la propiedad del mismo ; y tratándose de una agua 
privada, este uso 6 aprovechamiento creemos que constituye 
un despojo en el derecho civil, pues el agua, en este caso, es 
considerada como un inmueble por la ley (artículos 2314 y 2480 
del Código Civil). 

3^ Que los remedios legales que el derecho civil ha creado 
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para hacer cesar el h(^oho del depojo soq los interdictos ó acoio-^ 
nes posesorias, tuiya sanción reparadora son los daños é intere- 
ses (artícalo 2494 del Código Civil; artículo 328 del Código de 
Procedimientos nacionales). Pero pasado el hecho de la usur- 
pación, quedan subsistentes durantes ciertos términos la acción 
de reparación del daño, y que con el nombre de < acción de da- 
ños 7 perjuicios i, se ejercita ahora. En mérito de esta acción 
las cosas de que el propietario ha sido despojado, deben ser 
abonadas según su precio, fijado y susceptible de fijarse por los 
usos de logar ó pueblo, ó sobre las bases de la fijación de todo 
precio, á falta de precio, ó en su caso de valor en las cosas sobre 
que ha versado el despojo, procede el pago del daño sufrido ó 
lucram cesans, como decíanlos n manos. ¿Ha justificado el se- 
ñor Boceo alguno de estos extremos? Véamoslo. 

4^ Pero antes conviene tener presente dos circunstancias de 
este juicio y que miran á su resolución final, y son : i* que no 
está probado que el agua usada sea del Gobierno Nacional ; 
9f^ que no habiéndose tomaio ella fuera de la propiedad de 
Boceo, son inútiles las consideraciones legales sobre derecho 
de usarlas en esos puntos . 

En cuanto á esto último debe tenerse presente que Boceo ha 
probado que se tomaba el agua de su propiedad en los Colora- 
dos jfnevsL del terreno de la línea, ante cuya afirmación y prue- 
ba correspondía á la Empresa la comprobación de que este uso 
se hacía en el camino ó en campos ajenos, lo que no ha hecho. 
Carece entonces de objeto el estudio sobre el derecho de los 
propietarios inferiores á tomar el agua que pasa por sus fundos 
para sus necesidades inmediatas de la vida y aunque sea de 
propiedad privada el terreno superior donde nace dicha aguada. 

Bespecto del primer punto, no hay prueba suficiente que la 
aguada en cuestión sea del Gobierno de la Nacion.*fEl agua, 
inmueble por su naturaleza, no puede transferirse en dominio, 
sino por medio de un título público que es el mismo que debe 
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servir exclasivamente de medio probatorio de ese dominio. De 
que la oficina de Ingenieros Nacionales crea y afirme que esa 
aguada es del G-obierno Nacional no se signe que con sólo ello 
esté probado que lo sea . Esto es obvio y no necesita demostra- 
ción; pero, sobre todo, creemos que la oficina de Ingenieros no 
ha querido decir en el informe de foja. .. que el agua es de pro- 
piedad de la Nación^ sino la casa, que también se ha incluido 
en la pregunta que se hiciera, cuyo período gramatical cambia 
de sentido por una coma que lleva en él. 

Establecidas estas conclusiones sobre los dos puntos indica- 
dos, continuemos con el estudio de los puntos principales. 

B"* ¿El agua tiene precio en nuestro país? Puede afirmarse que 
sobre las que se usan para el regadío ó las industrias y cuyo 
precio lo fija el convenio previo ó las que se expenden á domici- 
lio en los pueblos^ con el trabajo del hombre, en nuestro país 
no tiene precio el agua que se usa para las necesidades in- 
mediatas de la vida y por más escasa que ella sea. 

Pero como el agua no es cosa que esté fuera del comercio por 
la ley, como su precio no es legalmente imposible (se entiende 
cuando se trata de aguas privadas), y como en aquella creen- 
cia nuestra pudiera haber error, debemos ve.r si de los autos 
consta que el agua en cuestión tuviera precio ; pero de los 
mismos consta lo contrarío, según el resultado de la prueba 
de Boceo : los testigos todos afirman que no saben qué precio 
tenga una bordalesa de agua; luego siendo ellos del lugar j 
siendo tan escasa el agua allí, cuando ignoran cuánto vale 
el agua^ es porque nada vale, porque no acostumbra vender- 
se. Tal es lo que resulta déla prueba testimonial producida. 

La apreciación pericial de que se habla en el alegato de bien 
probad Oy este Tribunal no se oree autorizado á decretarla, 
porque el perito tendría que basarse, para buscar el precio^ 
en las costumbres del lugar, según las que aparece que no 
existe, y sobre todo, porque ello debió ser una medida pro- 
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batoria solicitada ea sa oportanídad y practicada coa audiea- 
cia de parte. 

6^ No siendo procedente el cobro del precio del agua asa- 
da ¿paede mandarse abonar algana sama á títalo de daños 
safridos ? 

Caando los [daños y perjuicios no pueden determinarse por 
el precio de las cosas nsurpadas, deben estimarse por la pér- 
dida sufrida ó por la utilidad que el acreedor haya dejado 
de percibir (artículos 519 y 520 del Código (üvil), porque 
aun caando la cosa no tuviese un precio en el comercio 6 
en el lugar, pudo haber sido destruida, agotada ó menoscabada y 
entonces procedería la indemnización, según el valor de la cosa 
destruida ó gastada . 

¿ Ha probado el señor Boceo este daño ? ¿ Ha probado que el 
agua se disminuyera en cantidad susceptible de dañar sus in- 
tereses^ que se agotara 6 llegase á ser impropia en todo ó en 
parte para el uso & que está destinada ? Evidentemente no. Ha 
probado que se tomaba gran cantidad de agua, pero no los ex- 
tremos que constituyen el daño, y del hecho de tomarla no se 
signe el daño, pues esa cantidad usada puede haber sido ina- 
preciable dada la cantidad dé agua que tiene la vertiente 6 
aguada, ó ya por ser ésta inagotable, etc. La prueba de Boceo 
se dirige á fijar un precio que no existe, y se dirige allí se- 
guramente porque no tenía cómo probar daño ó pérdida alguna, 
por no haberse experimentado. 

Pero los daños é intereses no consisten sólo, como hemos di- 
cho en la pérdida sufrida^ sino también en la utilidad que 
haya dejado de percibir , lucrum cesans ó menoscabo, como de- 
cían las Leyes de Partida. 

¿Ha dejado el señor Boceo de realizar algana ganancia por 
el hecho de la Empresa ? ¿ Ha perdido de dar de beber á sus 
haciendas de modo que ellas hayan sufrido perjaicios ? ¿ Ha 
dejado durante el tiempo de la extracción que hacia la Em- 
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presa de negociar el agüa?No hay tampoco prueba algana al 
respecto, loego no hay lucrum cesans sufrido. 

7® ¿Es entonces lícito, porqne no se haya prodacido perjaieio 
en una faente, porqae ella sea inagotable, ó por cualquier cau- 
sa análoga apoderarse de ella y usarla en propiedad ajena con- 
tra la voluntad de su dueño? So. Las leyes que rigen el orden 
jurídico no podrían permitir tal abuso y da contra estos actos 
remedios eficaces : en lo civil los interdictos para hacer cesar el 
hecho^ y en lo criminal, para el autor de una usurpación la 
pena, y todo ello aunque no se haya experimentado perjuicio 
alguno . 

En resumen: aunque resulta probado que la empresa usó 
indebidamente de una agua de propiedad de Boceo, éste no tie- 
ne, después del hecho, derecho de cobrar nada á la misma por 
no haber probado ni daños ni menoscabo alguno. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten, definitiva- 
mente juzgando, fallo : no haciendo lugar al cobro que don 
Juan M. Boceo hace por el presente á la Empresa del Ferro- 
carril de Dean Funes á Chilecito por el uso indebido del agua 
de su propiedad con motivo de los trabajos de la línea, con 
costas. Hágase saber, y si no fuese apelada, archívese. 

C. Moyana Gacitúa. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Agosto 29 de 1895. 

Vistos y considerando: Primero, Que, como lo demuestra 
la sentencia apelada, está plenamente averiguado que la fuen- 
te de los c Colorados », nace en terreno de la propiedad del 
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demandante y qne es dentro de ese terreno que la empresa 
demandada ha usado del agua de la mencionada fuente. 

Segundo: Que la misma sentencia reconoce la propiedad del 
actor sobre la fuente, de conformidad eon las disposiciones le- 
gales que reglan la materia, y establece, con arreglo al mérito 
de autos, que el demandado ha carecido de derecho para usar 
del agua. 

Tercero : Que, según se expresa en el escrito de demanda, 
ja empresa ha hecho uso del agua, no obstante las protestas, 
prohibiciones y reclamos del demandante ; hecho qne puede 
darse por asentido en virtud de lo dispuesto en el artículo 
ochenta y seis de la ley de procedimientos. 

Ciuirto : Que ese antecedente que excluye motivos derivados 
de la tolerancia del propietario, pone fuera de duda la falta de 
derecho en la Empresa para usar del agua en cuestión, pues 
que entre las facultades- del propietario está la de excluir á 
terceros del uso ó goce de la cosa (artículo dos mil quinientos 
del Código Civil), y desde que no se ha probado que la citada 
empresa hubiera, por servidumbre (artículo tres mil ciento cua- 
tro y siguientes, y ley seis, título treinta y uno, partida ter- 
cera) ú otro título, adquirido el referido derecho, y cuando el del 
propietario tiene á su favor la presunción de ser exclusivo é 
ilimitado (artículo dos mil quinientos veintitrés). 

Quinto : Que la violación de un derecho entraña responsabi- 
lidades para el autor del hecho que io produce (artículos mil 
setenta y cinco y mil setenta y siete). 

Sexto : Que no puede decirse que el agua usada por la em- 
presa no tenga valor, en cuanto el propietario no la hubiese 
hecho, con anterioridad, el objeto de contrato á título oneroso 
6 exigido el pago de su uso, pues basta para llegar á ana con- 
clusión contraria tener en consideración que pudo ser la ma- 
teria de una convención con la empresa misma; y que así debió 
ser si dicha empresa quería utilizarla y el propietario no esta- 
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ba dispaesto á hacer actos de tolerancia, que aún relizados con 
una ó muchas personas^ no modifican las facultades inherentes 
al dominio. 

Séptimo : Que dada la naturaleza de los hechos y las prue- 
bas producidas, corresponde al Juez fijar la indemnización pe- 
cuniaria que debe pagar el demandado, con arreglo al artículo 
mil ochentay tres del Código Civil, siendo de oportuna aplica- 
ción, en el caso, lo dispuesto en la ley cinco, título once, partida 
tercera (serie tercera, tomo catorce, página noventa y siete). 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja ciento setenta y dos vuelta ; y se condena al demandado 
á pagar la suma que resulte del juramento estimatorio que 
prestará el demandante Boceo en persona, dentro de la can- 
tidad de mil pesos moneda nacional que se fija á ese objeto, 
como indemnización por el uso del agua á que se refiere la do- 
mada. Bepoesto los sellos, devuélvase. 

benjamín paz. —LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN . — OCTAVIO BUNGE. 
— JÜANB.TORRENT. 



CAUSA CCXXTI 



Criminal contra Basilio FleitaSy por violación de correspon^ 
dencia con valor declarado; sobre competencia 

Sumario. — La remisión del preso y de la causa al Juez, que 
en su mérito procede á dictar providencia, importa la prevención 
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qae, en el caso del artículo 36 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal, determina la jarisdiccion. 



Caso. — Resalta del 



Fallo del «fues Federal 



Rioja, Mayo 7 de 1895, 

Autos y vistos: La presente sumaria mandada instruir admi- 
uistrativamente, por el Jefe de Correos y Telégrafos de Córdo- 
ba, D. A. Linder, por intermedio del telegrafista de 1* de esa 
oficina, don Julio J. Caballero, al estafetero Basilio Fleitas^ 
de la linea del Ferrocarril de Dean Funes á Chilecito, por su- 
ponérsele autor de la Tiolacion de un paquete certificado va- 
lor declarado, que conducía en dicho tren, dentro de nn saco ó 
bolsa, bajo el número 4227 B, del que resulta: 

1^ Que con fecha 21 de Abril del corriente año, en la noche, 
llegó el tren que conducía la correspondencia á Patquia, ha- 
biéndose quedado el estafetero Fleitas, encargado de ella, en 
la estación Chamical, por no haber alcanzado á tiempo su sali- 
da (declaración del procesado, de fojas devuelta á 7). 

2^ Que la correspondencia llegó sola á Patquia, donde fué 
abierto el coche ó furgón donde se encontraba, en presencia de 
las personas que suscriben el acta de foja 15, habiéndose ob- 
servado que el saco B, número 4227, se hallaba en mal estado^ 
siendo su procedencia de Córdoba á Chilecito; agregándose en 
el acta de foja 16, que el saco B estaba descosido en un lado 
7 faltando un paquete valor declarado número 172; mas el 
estafetero Fernández, de Patquia, dice en telegrama de foja 16 
de fecha 22 de Abril, haber encontrado posteriormente en me. 
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dio dedos papeles particulares en el furgón del estafetero, un 
paquete valor declarado, completamente violado. 

3^ Qae por las declaraciones del condactor del tren, don Ni- 
canor Fuentes, á foja 10; don Francisco David, guardaenco- 
miendasy foja 11 ; don Bamon Flores^ gaardafreno, foja 12, y 
don Juan Aguirre, engrasador del tren, foja 12 vuelta, están 
contestes en afirmar que en el trayecto de Dean Funes áPatqoia, 
á nadie vieron penetrar en el furgón del Estafetero ; agregan- 
do que el Correo queda completamente incomunicado con los 
demás coches. 

4^ Que por la declaración, corriente á foja 21^ del estafetero 
don Francisco Fernández, de la estación Patquia, recibió él 
mismo un telegrama del Chamical^ en que Fleitas le encargaba 
no abrir el furgón eú que iba la correspondencia j que fuese 
con el dicho furgón, bajo su responsabilidad, depositando la 
correspondencia en donde pueda ; esta declaración está corro- 
borada con el telegrama de foja 22. 

5^ Que según lo expuesto en el resultando anterior, el encar- 
go hecho al estafetero Fernández, de no abrir el furgón, envuel- 
ve la creencia que se confirma con el telegrama de fojas 41 y 42, 
suscrito por P. E. Peralta, y declaraciones de Antonio Bami- 
chelliniy foja 43; de Nicolás Fiadanide, fojas 43 vuelta á44; 
y ampliación de Machellini á foja 44, de que el paquete valoi 
declaradoqne aparece violado, no ha tenido lagar en el Ghamical, 
sino en el punto á que se refiere en su declaración el procesado 
Fleitas^ al final de la de fojas 6 vuelta á 7, corroborada con la 
que hace á foja 39, que es el trayecto comprendido entre los 
lugares « Paso Viejo » y villa de < Soto >. 

6"^ Que según consta del acta de foja 8, el Sub-comisario de 
de la estación Dean Funes, don Bafael López, procedió á la 
captura y arresto del estüfetero Fleitas, en cumplimiento de 
orden del Jefe Político de Patquia, don Francisco Lujan, con 
fecha 22 de Abril antepasado, como igualmente por orden te- 
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legráfica de la misma fecha del Jefe del 6° distrito de Co- 
rreos j Telégrafos de Córdoba, don A. Linder, procediéndose 
en seguida al secuestro del dinero que llevaba Fleitas^ decla- 
rando éste, que en nna de las casillas del furgón^ se encontraba 
la cantidad de 340 pesos, cuya acta ha sido también snscrita 
por aquel por ante el Sabcomisario j testigos. 

7® Que en este estado del sumario, el Jefe de la Administra- 
ción de Correos y Telégrafos de esta ciudad, don M. García Cas- 
taño, en nota pasada á este Juzgado con fecha 3 del corriente, 
remitiendo todos los antecedentes del mismo, da cruenta de 
encontrarse constituido en detención y á disposición de este 
Juzgado el procesado don Basilio Fleitas, en el Departamento 
de Policía de ésta. 

Y considerando : 1^ Que la cuestión préria á resolver por el 
Juzgado, es la de saber si en el caso ju6-;t¿dtce, tiene 6 no juris- 
dicción para conocer del hecho criminal que lo motiva ; en cuyo 
concepto, se encierran dos proposiciones, á saber: 1" ¿Dónde ha 
sido cometido el delito? 2** ¿Dónde tiene su domicilio ó bajo 
cuya dependencia presta sus servicios el procesado ? 

2® Que el delito en sí es por su naturaleza del fuero nacio- 
nal, es fuera de duda. 

En cuanto á la primera proposición, el hecho, objeto del su- 
mario, relacionado con lo que se consigna en los artículos 2^, 
3"* y 4°, hace comprender, sin duda alguna, que no ha tenido 
lugar en la estación del Chamicai, jurisdicción de esta Provin- 
cia, siendo esta creencia tunto más verosímil, cuanto que el 
procesado, por repetidas veces, confirma su aseveración de que 
el dinero del paquete valor declarado lo encontró en una de las 
casillas del furgón de la correspondencia entre los puntos 
€ Paso Viejo » y « Soto >, de la provincia de Córdoba. 

S"" Que en cuanto á la segunda proposición, el estafetero Flei- 
tas, tiene su domicilio como empleado dependiente del Jefe 
del 6^ distrito de Coríeos y telégrafos de Córdoba (art. 90, in- 
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ciso 1^ del Cód. Civil), por cuanto aqael, en nota de fojas 38 á 
39, le da cuenta de todo lo ocurrido en el trayecto que reco- 
rrió hasta la estación Chamical, como de los pormenores que 
motivaron su estadía en dicho punto para justificarla, dándole 
el carácter de voluntaria. 

4t* Que en los términos de los artículos 35 y 36 del Código de 
Procedimientos Criminal, si el lugar en que se ha cometido el 
delito fuere desconocido, elJuez del lugar en que se huhiese 
procedido al arresto será preferido al de la residencia del cul- 
pable ; ó cuando hubiere duda, dice el artículo 36 citado, 
c respecto á la jurisdicción en que se hubiera cometido el de- 
lito, será el Juez que prevenga en la causa >. 

5® Que en los distintos casos en que se colocan los dos artícu- 
los, es fuera de duda, que el conocimiento de esta corresponde 
al seilor Juez de Sección de Córdoba, tanto más^ si se tiene en 
cuenta que la autoridad policial de Dean Funes procedió pri- 
mero al arresto del procesado, con fecha 22 de Abril último y 
por orden del Jefe de Correos y Telégrafos de aquella Provin- 
cia, como lo demuestra el acta de foja 8 del sumario. 

Por estas consideraciones y de conformidad al dictamen fiscal 
precedente y artículo 200 de la ley de Procedimiento Criminal, 
declárase incompetente este Juzgado para entender en la pre* 
senté causa por razón de la jurisdicción que determina el lugar 
de la comisión del delito; en su consecuencia, remítanse origi- 
nales estos autos, con los demás antecedentes del sumario, por 
el próximo correo y bajo certificado, al señor Juez de Sección 
de la provincia de Córdoba, dándole cuenta en la nota corres- 
pondiente, de encontrarse constituido en detención, en el De- 
partamento de Policía de esta ciudad, el procesado don Basilio 
Fleitas, según lo expresa la nota de foja 51, del Jefe de Co- 
rreos j Telégrafos de esta ciudad. Hágase saber al procesado. 

Gaspar N, Gómez. 
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VISTA DELSBflOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 

BueDOS Aires, Janio 3 de 1895. 

G onsta que la violación de correspondencia que motiva este 
proceso^ tuvo lugar en un tren salido de Córdoba, con direc- 
ción á Chilecito, sin que pueda establecerse en qué punto del 
trayecto el hecho fué consumado. 

Pero el estafetero procesado dependía de la Administración 
de Correos de Córdoba y quedó en Dean Funes ; y allí fué su- 
mariado y preso. Estas circunstancias y las demás que detalla- 
damente consigna la resolución recurrida de foja 53, determinan 
la jurisdicción del Juez de Sección de Córdoba allí declarada, 
por lo que pido á Y. E. la confirmación del auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Agosto 29 de 1895. 

Tistes y consideraddo : Que la causa con el procesado han 
sido puestos á disposición del Juez de Sección de la Bioja, ha- 
biendo éste dictado^ en su mérito, la correspondiente providen- 
cia, según se ve á foja cincuenta y una vuelta. 

Qu e como lo establece el Procurador General, no es posible, 
en el estado de la causa, determinar con precisión la jurisdic- 
oion en que se ha cometido el delito que la motiva, siendo, sin 
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embargo, cierto, que la correspondencia violada, debió ser en- 
tregada en la provincia de la Bioja, en donde también se tuvo 
la primera noticia de la violación. 

Foresto, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
treinta y seis del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
se revoca el auto apelado de foja cincuenta y dos vuelta; y se 
declara que eljuez de Sección de la Bioja debe continuaren 
el conocimiento de esta causa; y devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS y. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUANE. TORRENT. 



CAUSA CC.i[j:%^II 



Criminal contra Feliciano Novas y Enrique Foques, por abuso 
de autoridad y otros delitos contra la persona de Celedonio 
Silva. 



Sumario. — 1^ La Justicia Nacional no es competente para 
juzgar el delito de abuso y usurpación de autoridad atribuido 
á empleados provinciales. 

2^ Cuando el mismo hecho puede constituir el delito de coac- 
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cioD, injaria y lesiones corporales, debe juzgarse j penarse 
este último, como más grave. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Jueas Federal 



Corrientes» Diciembre 24 de 1894. 

Vistos y resultando : Que el señor Celedonio Silva se pre- 
sentó con el escrito de foja í" entablando formal querella con- 
tra Feliciano Novas, Eugenio Foques, un tal capitán Piris, y 
contra todos los que resultaren culpables, en razón de los si*- 
guientes hechos : Que el 23 de Agosto de 1893, encontrándose 
el vapor < Lucero », procedente del Alto Paraná, con el vapor 
c Posadas » que remontaba el rio, más ó menos á la altura de 
Sahapé, lleno de gente armada á las órdenes de Manuel Echa- 
varría y Juan R. Vidal, y que después de atraer al Lucero 
por medio de señales, lo apresaron, pasando á su bordo una 
gruesa partida de soldados al mando directo de los expre- 
sados Novas, Foques y Piris; que el querellante venía como 
pasajero en este último vapor y que cuando de ello tuvieron 
conocimiento los acusados, lo hicieron comparecer ante ellos 
en el saloncito del vapor donde lo azotaron ferozmente con 
facones y espadas, y que no contentos con estropearlo le ro- 
baron el dinero que llevaba en el bolsillo y le tuvieron de 
rodillas tres horas, obligándolo á fuerza de golpes á gritar 
¡ vivas ! al partido Nacional, al doctor Vidad y al General Boca; 
que al cabo de tres horas de estar arrodillado, llegó el Posadas 
al puerto de Itá-Ibaté, trasbordándose del Lucero al Posadas, 

T. 3U ' 8 
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por órdea del titulado coronel José Nuñez, quien le hizo dar un 
camarote, manteniéndole, sin embargo, incomunicado y con un 
centinela de vista ; que de Itá*Ibaté marchó para Ituzaingó 
en un batallón^ en calidad de preso, haciéndole andar á pié, 
como unas catorce leguas, hasta que lo embarcaron en Ituzaingó, 
siempre como preso^ y así, lo trajeron hasta Itatí, y luego á 
Corrientes, en cuyo puerto llegaron el primero de Setiembre 
desprendiéndose de las filas el día siguiente, yendo á su casa. 
Que en consecuencia de los hechos expuestos, pedía que se prac- 
ticasen las siguientes diligencias : 1* Quo los individuos Novas 
y Foques prestasen declaración indagatoria ; 2*^ Que Feliciano 
Novas sea detenido y vigilado por la Policía, á fin de que no 
fugase en cuanto tuviese noticia de la querella ; 3*^ Que opor- 
tunamente se proceda á la prisión de los presuntos culpables y 
embargo de bienes bastantes para cubrir las responsabilidades 
respectivas; y 4^ Que se tome declaración á los siguientes tes- 
tigos : David Brown, maquinista; Bamon Ramírez, mozo de 
cámara; Agustín Marini, idem , y Pedro N. Antunowieh, ca- 
pitán, todos ellos de la tripulación dei vapor Posadas. Que 
admitida la querella, se ordenó la detención de Feliciano Novas, 
así como la práctica de las otras diligencias pedidas, y toma- 
das que fueron las declaraciones indagatorias de los acusados 
Novas y Foques, se dictó, á foja H, auto de prisión preventiva 
contra éstos; y á foja 17 vuelta contra el capitán Faris, ha- 
biéndose cumplido solamente con respecto á los dos primeros, 
por no haber sido posible la captura del último, según consta 
á foja 25; que después de esto, se elevó el proceso á plenarlo, 
por auto de foja 32, corriéndose traslado al querellante y al 
Fiscal, para que formularan la acusación, los que fueron pre- 
sentados y corren de foja 32 vuelta á foja 35; exponiendo el 
Fiscal que, con motivo de haber tomado las fuerzas del Gobierno 
-de Ict Provincia, en el útimo movimiento revolucionarlo, el 
vapor Lucero, cerca del puerto de Ituzaingó, se trasladó una 
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parte de esas fuerzas á dicho boque, á las órdenes de Felicia- 
no Novas, Eugenio Foques; capitán Firis, los que una vez á 
bordo, estropearon en la forma que consta en autos^á Celedonio 
Silva, que venia como pasajero en dicho vapor: que el delito per* 
petrado por los procesados es el de lesiones corporales, pues el 
hecho delictuoso de que se trata, reúne todos los elementos que 
lo constituyen (art. 119, Gód. Penal); que fundado en esas 
consideraciones pide que en la estación oportuna se condene á 
los procesados Novas y Foques, á la pena á que se hubiesen 
hecho acreedores con arreglo á la gravedad de las lesiones que 
hayan cansado al querellante. 

El acusador particular expone : que los procesados Eugenio 
Foques y Feliciano Novas, son. responsables como autores prin- 
cipales en la perpetración de los delitos siguientes : 1^ lesiones 
corporales ; 2^ detención privada; 3^ amenazas y coacciones; 
4®, injurias; 5° robo; 6^ daños ; 7^ usurpación de autoridad; 
y 8"^ abuso de autoridad. Que los hechos expuestos en la que- 
rella, que da por reproducida, han quedado totalmente compro- 
bados con las declaraciones que obran en los autos, revelando 
la cobarde ferocidad con que se ejercieron las violaciones per- 
sonales y se cometieron ios atentados mencionados; que se ha 
establecido también que su instituyente fué azotado con gran- 
des facones ó machetes, estropeándolo y causándole multitud 
de heridas corporales contusas, estando este delito legislado y 
penado por el artículo 120 del Código Penal, cuyo máximo debe 
aplicarse en el casj presente ; que se ha comprobado igualmen- 
te que le obligaron á arrodillarse mediante la fuerza y que 
por la fuerza le hicieron gritar ¡vivas! golpeándolo y ultraján- 
dolo, lo cual constituye el delito de injurias, cuya pena mayor 
6 máxima debe aplicarse á los procesados; que está justificado 
también el delito de robo cou la circunstancia de ser en banda, 
complot y con armas, por lo que pide para los culpables la 
pena máxima de los artículos 187^ 188 y 190 del Código Penal; 
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corporales, dado que no se ha establecido en autos que esas 
lesiones estén comprendidas en alguno de los incisos del ar- 
tículo 119 del Código Penal, ni que hubiese producido al que- 
rellante incapacidad para el trab&jo por más de un mes, habría 
que estarse á lo que sea más favorable para los reos, de confor- 
midad á lo dispuesto por el artículo 13 del Código de procedi- 
mientos en lo Criminal, y por lo tanto pasibles del término 
medio de la pena establecida én el inciso 2^ del artículo 120 
del Código Penal, ya que no existen en autos circunstancias 
atenuantes ó agravantes que lo disminuyan ó aumenten. 

Por estas consideraciones, fallo: condenando á Feliciano Novas 
y Eugenio Foques á la pena de seis y medio meses de arresto, por 
delito de lesiones corporales perpetrados en la persona del que- 
rellante Celedonio Silva, la que queda compurgada con el tiem- 
po de prisión preventiva que han sufrido desde el once de Se- 
tiembre de mil ochocientos noventa y tres hasta la fecha. En 
consecuencia, ejecutoriada que fuese esta sentencia, póngase 
en libertad á los procesados á cuyo cargo serán las costas del 
juicio. Hágase saber con el original oportunamente, archívese, 
reponiéndose los sellos. 

E. A, Lujambio. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 17 de 1895. 
Suprema Corte : 

Los fundamentos de la sentencia recurrida, apoyados en 
constancias inequívocas del sumario, demuestran la criminali- 
dad délos acusados Novas y Foques. La pena impuesta de seis 
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meses j medio de prisión, ha sido camplida con exceso, siendo 
exactas, al respecto, las observaciones del procesado Foques, en 
su último escrito, mandado agregar por V. E, Por ello no creo 
deber solicitar aumeato de pena, y pido á Y. E. la corfírmacioa 
de la sentencia recurrida de foja 48. 

Sabiniano Kier. 



VmUo de ím Supremii Corte 



Buenos Aires, Agosto 29 de 1895. 

Vistos : De conformidad con lo pedido por el señor Procura- 
dor General, y no habiendo mérito para modificar la sentencia 
apelada de foja cuarenta y ocho en un sentido desfavorable al 
acusado : se confirma, con costas* dicha sentencia, en la parte 
recurrida, y devuélvanse. 

benjamín paz.— luis y. várela.— 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE.— 
JUAN B. TORRENT. 
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CAUSA CCXXTIII 



El Ferrocarril Noreste Argentino contra los herederos de 
don Cayetano Virasoro; sobre expropiación. 



Sumario. — Debe asigaarseel mismo preoio á terrenos que se 
hallan inmediatos y en análogas condiciones, sin diferencia nota- 
ble entre ellos. 



Co^o. -^Resalta del 



Fallo del #ues Federal 



Corrientes, Setiembre 20 de 1894. 

Vistos: Este juicio seguido por la Empresa del Ferrocarril 
Noreste Argentino, demandando la expropiación de 19. 706 metros 
con 47 centímetros de los terrenos pertenecientes á los suce- 
sores deD. Cayetano Yirasoro, situados alsudde esta Capital, 
sobre la Avenida cS de Abril», con destino á estación y vía 
de dicho ferrocarril; y resultando: 

Que la Empresa expropiante, apoyada en la ley general de 
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expropiación de I3de Setiembre de 1866, y en la ley y contratos 
respectivos celebrados por el Gobierno Nacional con los señores 
Clark y C*^ parala construcción de la via de esta ciudad á Monte 
Caseros, demanda la snperficie expresada, ofreciendo pagar á 
razón de 6 centavos el metro cuadrado; y considerando: 

Que en la audiencia de que instruye el acta de foja... el repre- 
sentante de la parte expropiada no aceptó el precio ofrecido y 
en consecuencia se nombraron los peritos que debían estimar la 
fracción de tierra demandada y la indemnización á que diere 
lugar, los cuales se expidieron, como consta de autos, en la 
siguiente forma : el señor Domingo Bianchetti, perito del expro- 
piante, bvalúa la superficie, expropiada, á razón de 10 centavos 
moneda nacional el metro cuadrado, lo que hace un total de un mil 
novecientos sesenta pesos con sesenta y cuatro centavos moneda 
nacional ; el nombrado por lapar te expropiada, señor Lindor Del- 
fino, lo estima á razón deun peso nacional, el metro cuadrado, que 
importa la suma de 19.706 pesos con 77 centavos moneda na- 
cional, más el 30 ^/o sobre esta suma, por indemnización, que 
hacen 5910 pesos con 94 centavos, sumando ambas cantidades 
un total de 25.618 pesos con 41 centavos moneda nacional; y 
el perito tercero nombrado por el juzgado, D. JuanP. Gandulfo, 
lo avalúa á razón de 30 centavos el metro cuadrado, que im- 
porta la cantidad de 5911 pesos con 94 centavos moneda nacional, 
más el 30^ ^o sobre esta suma^ por indemnización, haciendo 
un total de 7685 pesos con 52 centavos. Que desde luego para 
resolver la cuestión pendiente, hay que eliminar de toda dis- 
cusión las tasaciones practicadas por los peritos de las partes 
interesadas, y considerar sólo la practicada por el perito tercero. 
Que este perito, en su informe de foja 13, adopta como regla 
do criterio* la Ordenanasa Municipal, que fija á las tierras ubi- 
cadas en la> zona que ocupa la fracción demandada, el precio 
de 10 centavos el metro cuadrado y agrega, que las tierras que 
pasan del dominio del Estado al particular adquieren un valor 
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macho mayor, motÍTo por el que aprecia la fracción demandada, 
en el triple del precio asignado por la Ordenanza Municipal, 
6 sea, á razón de 30 centavos el metro cuadrado. Que si bien 
es de tenerse en cuenta el argumento expresado, no es Hin 
embargo justo ni equitativo aceptar el precio propuesto como 
justo valor de la tierra expropinda, teniendo en consideración 
especialmente, que sólo en la época de la especulación podía 
ofrecerse y pagarse ese precio, dado que en la épooa de la de- 
manda, y ahora mismo, las tierras de esa zona, no tienen el 
precio que el perito tercero les atribuye. 

Por estos fundamentos, fallo: asignando al terreno expropiado, 
el precio de 20 centavos el metro cuadrado, que sobre la super- 
ficie de i 9.706 metros con 47 centímetros^ importan la cantidad 
de 3941 pesos con 30 centavos, y fijando en 500 pesos la 
indemnización debida; y, por lo tanto, condenando á la empresa 
expropiante á pagar, dentro de diez dias la suma de ambas 
cantidades y el interés á estilo del Banco, sobre la diferencia 
entre dicha suma y la consignada á foja 22, desde la fecha 
de la posesión, de que instruye el acta de foja 11 hasta 
el día del pago, debiendo la parte expropiada otorgar á favor 
del expropiante la escritura correspondiente de traspaso, en 
el acto del pago. Hágase saber y repóngase. 

JB. A. Lujambio 

Vallo de ln Suprenm C^orie 

fiuenos Aires, Setiembre 3 de 1895. 

Yistos y considerando: Que el perito D. Juan P. Gandalfo, 
nombrado de oficio, después de haberse producido en discor- 
dancia los peritos nombrados por las partes, asigna al metro 
cuadrado del terreno de que se trata el precio de treinta cen- 
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t avos haciendo Taler antecedentes y razones que fundan su cri- 
terio, como se vé á foja Sf senta y tres . 

Que el citado precio de treinta centavos es aproximadamente 
igual al mandado pagar por sentencia de esta Suprema Curte 
al Dr. Juan fi. Vidal en el juicio de expropiación seguido contrtí 
él por la misma empresa demandante en el presente. 

Que inmediatos los terrenos cuya expropiación se ventila á 
loa expropiados al citado Dr. Vidal y en condiciones análogas, 
nada hay que, dentro de las constancias de autos, sirva á 
justificar una notable diferencia en el precio relativo á los mis- 
mos. Que hay, al contrario, justicia y equidad en medir igual ó 
aproximadamente situaciones iguales ó aproximadas. 

Que la adquisición hecha por la empresa de terrenos situados 
en los suburbios de la ciudad de Corrientes por precios que no 
pasan de diez centavos por metro, no son suficientes para des- 
truir el mérito del precedente referido^ puesque^ especialmente 
en las ciudades, la diferencia de ubicación, aun en el caso 
de que las cosas so bailen separadas por cortas distancias rela- 
tivas^ traen notables diferenciasen los precios, loque se demuestra 
en estos autos y en los de referencia^ relativos al Dr. Vidal, 
observándose que esos precios varían en considerables propor- 
ciones. 

Por estos fundamentos: se reforma la sentencia apelada de foja 
ochenta y cinco y se fija el precio de treinta centavos moneda 
nacional el metro cuadrado de terreno, y en mil pesos mo- 
neda nacional la indemnización, confirmándose la misma en 
lo demás que contiene. 

Repuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el 
original. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
OCTAVIO BONGE. — ABEL BAZAN 

(en disidencia). 
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DISIDENCIA 



Vistos: Considerando que el terreno de cnya expropiación se 
trata, está destinado para estación del Ferrocarril Noreste 
Argentino, en la ciudad de Corrientes^ y es parte del que, en 
mayor extensión corresponde ala testamentaría de Don Cayetano 
Virasoro. 

Que es un hecho reconocido por ambas partes, que se han 
enajenado en Tenias particulares, por sus respectivos dueños 
á favor de la Empresa del mismo ferrocarril, siete diferentes 
lotes de terreno» ubicados á inmediaciones del déla testamenta- 
ría, abonándose desde siete á diez centavos moneda nacional por 
metro cuadrado, según se ve por la relación que se ha hecho del 
precio de esas ventas á foja 79 de estos autos. 

Que dado este antecedente, es indudable que el precio que 
equitativamente corresponde fijar al terreno en cuestión, nodebe 
ser mayor que el de diez centavos moneda nacional por metro 
cuadrado, por ser éste el precio máximo que se ha atribuido, 
en varias convenciones libremente celebradas, según se acaba 
de decir, al metro cuadrado de terreno en iguales ó próximas 
condiciones á las del que forma la materia do este juicio^ y 
por ser ello conforme con el procedimiento reconocido por esta 
Suprema Corte como el único equitativo en casos análogos do 
expropiación, según resulta de la declaración consignada en el 
segundo considerando de la sentencia que^ cuníirmada por sus 
fundamentos por esta Suprema Corte, se registra en el tomo 
veinte y seis, página cuatrocientos veinte y dos de su fallos, y en 
que se dice: que «dada la gran distancia que separa las pre- 
tenciones de ambas partes, y aun sin esta circunstancia, el pro- 
cedimiento que la equidad aconseja como d único y más seguio 
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medio de conocer lo más aproximatiyamente posible el verda- 
dero yalor actual de un biea dado, en su relación con el ?alor 
corriente atribuido en convenciones libremente celebradas á 
otros bienes en iguales ó próximas condiciones, aparte de los 
demás factores concurrentes que deben tenerse presente al mis- 
mo objeto». 

Que aun cuando el precio de diez centavos no sea^ en rigor, el 
precio corriente del metro cuadrado del terreno en la zona donde 
está ubicado el de la testamentaría de Yirasoro, por cuanto 
muchas de las ventas de que instruye la relación de foja setenta j 
nueve se han realizado á precios inferiores, como ser de siete 
7 ocho centavos por metro cuadrado, debe sin embargo estarse 
por el de diez centavos, en razón de haber sido éste el mayor 
precio atribuido al metro de terreno, en las ventas libremente 
estipuladas de terrenos próximos al que se trata de expropiar y 
porque en caso de duda debe estarse por lo que sea más favora- 
ble al expropiado, según lo ha declarado otras veces esta Supre- 
ma Corte. 

Que el hecho de haberse pagado un precio mucho más eleva- 
do que el de diez centavos el metro cuadrado, por un terreno 
situado en la misma estación del Ferrocarril, y que se expropió 
al Br. D. Juan B. Vidal, no es unacircunstancia que deba in- 
fluir para la fijación del precio que corresponde al del caso sub 
judice, porque esa venta forzada y qiie se llevó á cabo enjui- 
cio de expropiación, como antecedente único y singular, no 
puede prevalecer contra el resultado de las muchas ventas rea- 
lizadas particularmente en libre convención, de cuyo género 
son tan solamente las que pueden invocarse, como el único 
y más seguro medio de conocer lo más aproximativamente po- 
sible el verdadero valor actual de un bien dado, según la decla- 
ración confirmada por la autoridad de esta Suprema Corte que 
se acaba de recordar, y porque no sería justo atribuir al terre- 
no de que se trata mayor valor que el de diez centavos por 
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metro cuadrado, rompiendo para ello el procedimiento que la 
equidad aconseja adoptar, como sucedería si se alterase, con 
respecto á dicho terreno, la relación del precio que se ha fija- 
do á otros de análoga situación, en condiciones librement e 
celebradas, sin que se demuestre, como no se ha demostrado, 
que concurran on el presente caso otros factores que justifiquen 
esa alteración, factores que existirían, sin duda, para elevar el 
precio del terreno expropiado en el caso del Dr. Juan B. 
Vidal. 

Que debiendo tomarse en cuenta los perjuicios que sufren los 
demandados por la pérdida de los naranjos existentes en la par- 
ttí de terreno que se les expropia, así como por el costo del cerco 
que resguarda las porciones del terreno en que queda fracciona- 
da la quinta de su propiedad, por causa de la expropiación, 
justóos que se les abone dicho perjuicio, para lo cual, por no 
haber elementos en autos que habiliten áesta Suprema Corte pa- 
ra fijar su valor, corresponde que lo sea por peritos que nom- 
bren las partes, si no prefieren éstas hacerlo por sí direc- 
tamente. 

Que la indemnización que ordena la sentencia apelada se 
pague á los herederos Yirasoro, por el fraccionamiento de su 
propiedad, no procede en ^1 presente caso, por cuanto el ^per- 
juicio de ese fraocionamento queda abundantemente compen- 
sado por el aumento de población, negocios y otras mejoras 
que trae á la localidad el establecimiento de la Estación Cen- 
tral del Ferrocarril y que acrecienta considerablemente el va- 
lor de las tierras contiguas, como lo ha declarado ya esta 
Suprema Corte en un caso análogo, confirmando por sus funda- 
mentos la sentencia que se registra en el tomo tercero, página 
cuarenta y siete de sus fallos. 

Por estos fundamentos : se declara que la Empresa del 
Ferrocarril Noreste Argentino dele pagar y pague á los 
herederos de la testamentaría Virasoro el precio de diez cen. 
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taTos moneda nacional por metro cuadrado del terreno qne se 
les expropia, más el valor del perjuicio á que se refiere elpe- 
núltimo considerando de esta resolución, en la forma que en 
el mismo se establece, con los intereses á estilo de Banco, 
correspondientes al monto de ambas partidas, la del precio 
del terreno y del perjuicio ya referido, como lo establece la 
sentencia apelada y las costas del juicio, quedando así modi- 
ficada la sentencia de foja ochenta y cinco y revocada en las 
demás declaraciones que contiene. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 
■ 

ABEL BAZAN. 



CACíSA CC.i^XlX 



Criminal contra And/rés Alamiro Blot; sobre ecotradidon 



Sumario. — 1° Los recaudos necesarios para que proceda la 
extradición son : el mandato de prisión expedido por juez com* 
pétente, la designación y fecha del delito, los datos precisos 
para establecer la identidad del requerido, y la copia de las 
disposiciones aplicables según las leyes del país requirente. 

i^ Una vez presentados dichos recaudos, y no resultando que 

T. XI 9 
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el delito es de los exceptuados por la ley de la materia^ no 
puede impedirse la extradición poniendo en cuestión el delito 
mismo, su extensión, y las probabilidades ó justificación de su 
existencia. 



Caso,— Lo explica el 



Fallo del #ues Federal 



Buenos AireS; Julio 2 de 1895. 

Y vistos : estos autos sobre extradición de Andrés A. Blot, 
procesado ante los Tribunales de Chile por los delitos de hurto 

y estafa. 

Y considerando: Que en virtud del convenio celebrado con 
Chile en Marzo de 1894, son de aplicación al presente caso las 
disposiciciones de la la ley argentina do extradición de Agosto 
25 de 1885. 

Que de conformidad con lo preceptuado en el artículo 12 de 
esta ley, á la solicitud de extradición, se han acompañado los re- 
caudos necesarios, esto es, mandato de prisión expedido por 
tribunal competente, con la designación del delito y de la fecha 
de su perpetración, los datos y antecedentes precisos para es- 
tablecer la identidad del requerido y copia de las disposiciones 
legales aplicables, según la legislación del país requirente. 

Que se encuentra debidamente justificada la identidad del 
requerido, y los delitos por los cuales se le procesa se hallan 
en las condiciones prescriptasporel artículo 2^dela ley citada y 
QO están comprendidos en las excepciones del artículo 3°. 

Que no siendo permitido poner en cuestión, como lo dispone 



DE JUSTICIA NACIONAL 131 

el articula 18 de laley^ la yalidez estrínseoa de los documentos 
producidos por el Gobierno requirente^ resultan ineficaces las 
distintas defensas opuestas á la solicitud de extradición por 
el letrado del requerido, y es portante inoficiosa la admisión 
de probanzas que no tienden á establecer los extremos á que el 
citado artículo 18 se refiere. 

No puede discutirse en este juicio la calificación que del de- 
lito imputado haya hecho el Juez del proceso 6 si éste ha po- 
dido dictar el auto de prisión atenta la naturaleza de los he- 
chos, porque ello importaría infringir la disposición legal de 
discutir las formas intrínsecas délos recaudos, y porque el Juez 
de la extradición llegaría en tal manera á instituirse en Juez 
d« la causa misma. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo pedido por el 
Procurador Fiscal, resuelvo acordar la extradición de Andrés 
A. Blot. solicitada por la Leg&cion de Chile. 

En oportunidad, póngase al detenido á la disposision del Mi- 
nisterio respectivo, junto con el dinero y objetos que se le ha- 
yan secuestrado . 

/. V. Lalanne. 



\ISTA DEL SEAOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 2 de 1895. 

Suprema Corte: 

No se denuncia vicio alguno de procedimiento, ni la falta de 
aquellos recaudos requeridos por la ley, como esenciales á los 
efectos de la extradición. 

Se discute el delito en sí mismo y su extensión y las probabi- 
lidades ó justificativos de su existencia. 
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Pero tales observaciones no son de tomarse en cuenta en el 
incidente sobre extradición : ellas se refieren á la validez in- 
trínseca de los documentos producidos por el Gobierno requi- 
rente^ cuya Yulidez no es procedente poner en tela de juicio, 
con sujeción á lo dispuesto en la ley de mil ochocientos setenta 
y cinco y en la de Procedimientos en lo Criminal, cuyo artí- 
culo seiscientos cincuenta y cinco determina los puntos preci- 
sos á que este juicio debe concretarse. 

No siendo por ello procedente la prueba ofrecida, pido á V. E. 
la confirmación, por sus fundamentos, del auto recurrido de 
foja 45. 

Sahiniano Kier, 



Fiíllo de I» Suprem» Corto 

Buenos Aires, Setiembre 5 de 1895. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, entendiéndose que la ley por él invo- 
cada, es la de mil ochocientos ochenta y cinco, sobre extradi- 
ción, se confirma, con costas, la sentencia apelada de foja cua- 
renta y cinco y devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN . — OCTAVIO BUNGE . — 

JUAN E. TORRENT. 
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CArSA ccxxx 



El Banco de la provincia de Buenos A ir es contra los señores 
OcampOn Saekman y compañía y don José MarcelinQ Lagos, 
sobre preferencia en el pago de un crédito; recurso de senten- 
cias de los Tribunales de la Capital á la Suprema Corte. 



Sumario, — 1** La ley de federalizacion del territorio déla Ca- 
pital en su artícnlo tercero, importa qae la provincia de Bue- 
nos Aires en su capacidad política tendrá las facultades que le 
acuerda la Constitución; no ha creado á su favor un derecho es- 
pecial referente á la legislación y gobierno de su Banco. 

2^ La parte final del artículo 31 y el 104 de la Constitución 
Nacional, no pueden interpretarse hasta extender los poderes 
de Provincia más allá de sus límites territoriales. 

3"" La provincia de Buenos Aires se halla^ por consiguiente, 
en el territoriode la Capital, en condiciones de igualdad con las 
demás provincias que gestionaren en dicho territorio el pago 
de un crédito á su favor. 

4" La cuestión referente á la aplicación de las leyes sobre 
privilegios con relación á los actos anteriores á la sanción de 
esaley^ es regida por el dercho común, y no es suceptible del 
recurso autorizado por el artículo 14 de la ley sobre competen- 
cia de los Tribunales Nacionales. 
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Caso. — Resulta de los signientes anteoedentes: 



SENTENCIA DE i*" INSTANCIA 



Y vistos los presentes aatos de los cuales aparece y resulta : 

Que siendo el Banco de la Provincia y los señores Ocampo, 
Sackman y compañía acreedores quirografarios de don José M. 
Lagos, en persecución de sus respectivos créditos, entabla- 
ron los correspondientes juicios ejecutivos ante los Tribunales 
de esta ciudad de Buenos-Aires. 

Que el Banco de la Provincia obtuvo el embargo de una pro- 
piedad en esta misma ciudad, único bien que le conocía á su 
deudor y con cuyo valor 6 precio, á juzgar por su tas:icion, es 
evidente que no alcanza á ser pagado en el importe íntegro de su 
crédito. 

Que Ocampo, Sa^kman y compañía obtuvieron el embargo de 
un campo que el deudor poseía en la provincia de Córdoba y 
que ese campo, llevándose adelante los procedimientos del jui- 
cio ejecutivo, ha sidojudicialmente vendido y su precio deposi- 
tado á la orden del Juzgado. 

Que en ese estado, el Banco de la Provincia, con la noticia 
de que ol deudor poseía ese bien raíz embargado y vendido en 
juicio ejecutivo seguido por Ocampo, Sackman y compañía, pidió 
que el embargo de su parte solicitado se ampliara sobre esos 
bienes de su deudor, invocando para ello los privilegios que le 
han sido acordados por las leyes de su fundación. 

Que ante esa solicitud y en mérito de ella, se ordenó por el 
Juzgado que el Banco de la Provincia dedujera en forma la co- 
rrespondiente tercería, bajo los apercibimientos de limitar la 
ampliación del embargo á sólo el excedente que resultara des- 
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pues de serOoampo, Sackman y compañía íntegrameate pagad os 
en el importe de su crédito. 

Qae en cumplimiento de ese mandato ha sido que por el Ban- 
co de larProYincia se ha promovido el presente juicio de tercería 
sobre mejor derecho^ invocando sus privilegios y en razón de 
ellos, alegando que el hecho de la federalizaoion de esta Ciudad, 
en nada ha alterado esos privilegios que le fueron acordados por 
las leyes de su fundación y que en conformidad coo ellas le han 
sido siempre reconocidos; quo esos privilegios le corresponden 
así en los casos de concurso, como en aquellos en que los bie- 
nes de algún deudor que fuese á la vez por otro ejecutado, no 
bastan para cubrir el importe de la cantidad adeudada, como lo 
han ya declarado la Suprema Corte Nacional y la Cámara de 
Apelaciones en lo comercial; que á esos privilegios en nada obs- 
ta la circunstancia de que el campo embargado y vendido á 
instancia de Ocampo, Sackman y compañía se halle en la pro- 
vincia de Córdoba, cuando lo» Tribunales de la misma no son 
los que conocen de la causa en que se ha ordenado el embargo y 
la venta de esa propiedad del deudor ejecutado; que es deber de 
los jueces hacer en las causas aplicación de las leyes vigentes en 
el lugar en que desempeñan sus funciones y no de las que rijan 
en el lugar donde se hallen situados los bienes embargados; que, 
por último, el hecho del embargo no constituye lo embargado 
en propiedad del ejecutante, ni le da sobre ello derecho espe- 
cial alguno, ni más que la seguridad de que ya el deudor no 
podrá disponer de esos bienes. 

Que en oposición á esa demanda y contestándola, Ocampo, 
Sackman y compañía, textualmente, dicen (foja 9 á foja 17): que 
las letras del Banco de la Provincia fueron protestadas en el 
año de mil ochocientos setenta y seis ; que por esa misma épo- 
ca, poco despueSy fué embargada la propiedad que el deudor 
posee en esta ciudad y que la ampliación del embargo ha veni- 
do recién á pedirse en el año de mil ochocientos ochenta y tres. 
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cuando ellos, Ocampo, Saokman y compañía, habían descubierto 
7 embargado el campo de la referencia y del cual el Banco de 
la Provincia no tenia el más remoto conocimiento', que no es 
exacto que ellos hayan embargado el precio de ese campo, sino 
el campo mismo, y que después de vendido es que el Banco de 
la Provincia ha pretendido embargar su precio; que en las eje- 
cuciones, desde el momento de la venta de los bienes embarga- 
dos, el precio de ellas pasa á ser propiedad del ejecutante y que 
así el Banco de la Provincia no puede pretender derechos algu- 
nos sobre el precio del campo vendido; que no es tampoco exac- 
to que de su parte se le deniegue los privilegios tan sólo por el 
hecho de que el bien raíz embargado y vendido se halle en la 
jurisdicción de la provincia de Córdoba^ en la cual no puedea 
regir las leyes que al Banco de la Provincia acordara esos pri- 
vilegios que invoca; que la oposición de su parte consiste en que 
por el hecho de la federalizacion de esta ciudad de Buenos Aires 
quedó ella desde el momento fuera del imperio de las leyes 
especiales de la Provincia, de la cual había hecho parte, y en 
que t;imbien siendo los privilegios una concesión ó derecho ex- 
cepcional acordado por la ley á favor de una persona determinada, 
ellos no pueden resultar sino de una expresa disposición de la 
ley; disposición que á favor del Banco de la Provincia no apa- 
rece consignada en la del 21 de Noviembre de 1880, por la cual 
fué esta ciudad declarada Capital de la República, ni en la del 6 
de Noviembre de 1881, sobre la organización de los Tribunales, 
ni en el pacto de 11 de Noviembre de 1859, ni en el artículo 
104 de la Constitución Nacional, ni tampoco en el Código Civil, 
que es al respecto la única ley vigente. 

Que la causa se ha sustanciado en rebeldía del ejecutado y 
que declarada la cuestión de puro derecho, el tercer opositor y 
el ejecutante, insistiendo en sus respectivas exposiciones, las 
amplían en sus escritos de foja 32 y foja 42. Tal es. en extracto, 
lo que resulta de esos autos, en cuyo mérito, dados los térmi- 
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nos de la demanía y los de sn contestación, las cuestiones á 
revolver son las siguientes: 

1* Sí el Banco de la Provincia goza ó no de los privilegios 
que invoca parafundar la tercería de mejor derecho que por ra- 
zón de ellos se ha deducido, y si en el primer caso^ puede 6 no 
hacer hoy valer esos privilegios ante los Tribunales de esta Ca- 
pital de la Repáblica. 

2* Si el acreedor privilegiado, y en su caso el Banco de la 
Provincia, puede hacer valer esos sus privilegios, sobre elpreeio 
de un inmueble vendido á consecnencia de una ejecución segui- 
da por otro acreedor. 

Y teniéndose en consideración : 1® Que los privilegios que in- 
voca el Banco de la Provincia le han sido únicamente acordados 
por las leyes que la misma, en su propio interés, dictara, para la 
fundación, fomento y conservación de ese establecimiento de 
crédito. 

2° Que esas leyes, por razón de su origen, no pueden 
en su imperio ir más allá de los límites del territorio para el 
cual fueron dictadas por sus legítimas autoridades, puesto que 
la facultad de legislar, inherente á la soberanía de las nació-* 
nes, como á la relativa de los estados ó provincias confedera- 
das, implica su independencia propia y, lo que es consiguiente, 
los límites de sus respectivos territorios. 

3^ Que en ese concepto, es fuera de duda que las leyes 
todas, dictadas por la provincia de Buenos Aires, como las dic- 
tadas por cualquiera otra de las demás provincias, tan sólo in- 
visten ese carácter y son obligatorias dentro de los límites de 
su propio territorio y en cnanto no se opongan á las leyes de 
la Nación. 

4'' Que esta ciudad de Buenos Aires, por el hecho de su 
federalizacion, ha sido legalmente puesta fuera de los límites, 
jurisdicción é imperio de la provincia de la cual hacía parte in- 
tegrante; y que así, en consecuenciade ello, no pueden ahora en 
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esta ciudad invocarse como Ieje8,la8 peculiares ó propias de la 
ProYÍncia que aún conserva su nombre. 

b*" Que como fandamentos legales contri las conclusio- 
nes que anteceden^ no pueden al presente prevalecer las estipu- 
laciones contenidas en el pacto de 11 de Noviembre de 1859, 
en que se convino: que la provincia de Buenos Aires se incor- 
poraría á la Nación bajo la expresa condición de que todas sus 
propiedades y establecimientos públicos, quedarían bajo el im- 
perio de sus propias autoridades, pues que, cuando se enten- 
dieran aún vigente en toda su amplitud ese pacto de carácter 
esencialmente transitorio, es indudable que debiera hoy tenerse 
por fielmente cumplido, toda vez que su observancia se circuns- 
cribiese á los límites del territorio de dicha provincia. 

&" Que con relación á esta ciudad de Buenos Aires, ese 
pacto debe entenderse al presente modificado por el hecho de 
que la mísma^ desde el momento de su federalizacion, ha deja- 
do de hacer parte integrante de la provincia á que diera sn nom- 
bre, y no se halla, por lo tanto, subordinada á sus pactos y 
leyes especiales. 

1"* Que también ese pacto^ en cuanto á los privilegios que 
por el tercer opositor se invocan, debe al presente tenerse 
por legal mente revocado, por el hecho de que el Congreso Nacio- 
cional, en uso de sus atribuciones y con la concurrencia de la 
provincia de Buenos Aires, ha sancionado posteriormente el 
Código Civil, que es la ley común, y en él estatuido todo lo con- 
cerniente á la graduación de acreedores y sus privilegios, sin 
coiisígnar excepción alguna en favor del Banco de la Provincia, 
como bien pudo y debió hacerse cuando esa y no otra hubiese si- 
do la voluntad del legislador. 

8"^ Que el hecho de no hallarse consignada esa excepción no 
puede interpretarse como una omisión involuntaria del legis- 

• 

lador, á quien no es de suponer que no le fuese bien conocida la 
salvedad contenida en la parte final del artículo 31 de la Cons- 
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titacion Nacional, lo qae en ella se implica y qne el Banco de la 
Provincia gozaba de los privilegios que al Fisco le eran acorda- 
dos en la legislación qae se intentaba reformar , cuando por el 
mismo, con el debido esmero se halla en el Código declarado: 
que por privilegio se entiende el dereho por la ley dado á nn 
acreedor para ser pagado con preferencia á otro (artículo 3875); 
que los privilegios noresullan sino de una disposición de la ley 
(artículo 3876); que el privilegio del Flí^co es general y limitado, 
únicamente, al importe de los impuestos públicos que se le 
adeuden (artículo 3879); que lo que en el mismo Código no se 
halle declarado ó dicho en alguno de sus artículos, esplícitaó 
implícitamente, no puede tener fuerza de ley en derecho civil, 
aunque anteriormente una disposición semejante hubiera estado 
en vigor, sea por una ley especial, ó por una general (artículo 
22); y que en consecuencia deesas disposiciones deben entonces 
tenerse por revocadas todas las anteriores, especiales ó genera- 
les, referentes á privilegios y entre ellas, las que se invocan 
por. el Banco de la Provincia. 

9® Que si bien en la ley orgánica del Banco Nacional se decla- 
ra por el articulo 30, que no gozará de privilegios fiscales^ pero 
que sus créditos no podrán ser inferiores en relación á los de 
otro alguno establecimiento de Banco autorizado por leyes pro- 
vinciales, esa declaración en que expresamente se deniegan los 
privilegios fiscales, no puede ser interpretada en sentido con- 
trario y de modo que á favor del Banco de la Provincia se entien- 
dan ellas subsistentes y derogadas en consecuencia las precita^ 
das disposiciones del Código Civil. 

iO^ Que no habiendo en dicho Código disposición alguna es- 
plícitaó implícita mediante la cual puedan entenderse subsis- 
tentes los privilegios fiscales que al Banco de la Provincia le 
fueron acordados por las leyes de 4u fundación y uo pudiendo 
al presente las provincias dictar leyes algunas que deroguen ó 
modifiquen las disposiciones del Código Civil, qne es la ley oo- 
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mun que á todos ampara, la declaración del precitado artícolo 
30 de la ley orgánica del Banco Nacional debe tan sólo enten- 
derse, en relación á las provincias, como una advertencia ex- 
presamente consignada al efecto de que se abstengan de acordar 
esos privilegios; y, con relación al Banco Nacional, como una 
mayor garantía de sas derechos y del que también le asiste* 
para en todo caso impugnar esos privilegios acordados ó que se 
acordaren por las provincias, como cualesquiera otra persona 
particular ó jurídica padiera hacerlo en conformidad con las de- 
claraciones contenidas en los artículos 31 y 100 de la Consti- 
tución Nacional y á loen su mérito estatuido en el inciso 2® del 
artículo 14 de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Nacionales. 

H<* Que, por otra parte^ los privilegios generales, como los que 
disfrutaba el Banco de la Provincia, tienen por caúsala insol- 
vencia del deudor y tan sólo pueden, en razón de ella, hacerse 
valer en los casos de concurso general de acreedores, como es 
de derecho, y lo han así declarado siempre los Tribunales, esta- 
bleciendo jurisprudencia al respecto. 

l^*" Que en cuanto á la última de las cuestiones enunciadas, 
á resolverla bastan las disposiciones contenidas en los artícu- 
los 529 al 533 de la ley de procedimientos, según la que, como 
es de común doctrina, las tercerías pueden deducirse en cual- 
quier estado del juicio ejecutivo, y las de mejor derecho cuan- 
do fuesen deducidas antes de la venta de los bienes embargados, 
sustanciarse hasta la realización de ellos^ suspendiéndose el pa- 
go hasta que se decida sobre el preferente derecho que las mo- 
tiva. Por lo tanto, omitiendo otras consideraciones y también 
de acuerdo con lo dispuesto por las leyes 10, título 17, libro 4°, 
Becopilacion Castellana, y 16, título 22, partida 3*, resolviendo 
las diverjas cuestiones comprometidas en el caso de la presente 
causa, fallo : que debo declanir, como se declara: 1** que por la 
gancion del Código Civil, han venido á quedar deroga Jas las le- 
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yes qae al Banoo de la ProTÍncia le acordaban los prlyilegios 
que invoca en su demanda» y que así^ en consecuencia^ carece hoy 
de derecho para demandarlos; 2^ que cuando se entendieran 
aún subsistentes esas leyes especiales y de carácter provincial, 
no serían de aplicación en esta ciudad^ como no pueden serlo, 
pur el hecho de que la misma,' mediante su federalizacion, ha si- 
do puesta fuera de la jurisdicción é imperio de las leyes de la 
Provincia de que hacía parte integrante; 3*^ que el hecho de la 
venta de los bienes embargados en el juicio ejecutivo, no obsta 
á que los acreedores puedan hacer valer su preferente derecho 
á ser pagados con el precio de aquellos; 4"* que las costas de- 
ben satisfacerse en el orden causado^ por no resultar de autos 
mérito bastante para su imposición especial, conforme á dere- 
cho. 

T por esta mi sentencia, definitivamente juzgando, así lo pro- 
nuncio, mando y firmo, en esta ciudad de Buenos Aires, Capital 
de la República Argentina á Iob siete dias del mes de Febrero 
del presente año de 1887. 

Eepóngase los sellos y en oportunidad archívese. 

Emiliano Garda 



ACUERDO Y SENTÉNCU DE SEGUNDA INSTANCIA 



En Buenos Aires á 30 de Mayo de 1888, reunidos los 
señores vocales en la sala de acuerdos, y traídos para co- 
nocer los autos seguidos por los señores Ocampo, Sactman 
y compañía contra don José M. Lagos, sobre cobro de pesos, 
se practicó la insaculación ordenada por el artículo 256 del 
Código de Procedimientos, resultando de ella que debían votar 
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los señores vocales en el orden siguiente: doctoresYofre, Barra, 
Agairre, Bunge. 

Estando consignados los antecedentes de la causa en la sen- 
tencia apelada de fojalSl Tuelta, la Cámara planteó las siguien- 
tes cuestiones: 

1^ ¿ El Banco de la provincia de Buenos Aires tiene en la Capi- 
tal de la República los privilegios que invoca, en virtud de leyes 
dictadas por esa Provincia con fecha anterior á la de Capital; 

2^ En caso negativo, ¿conservaría los mismos privilegios por 
haberse contraído el crédito reclamado con anterioridad á di- 
cha ley? 

3*^ ¿Puede el Banco ejercitar sus privilegios fuera del caso 
de concurso de acreedores? 

A la primera cuestión el doctor Yofre dijo:6onoretando el lar- 
go debate de este asunto á los términos de la cuestión propues- 
ta^ el Banco ha sostenido en él, que tiene actualmeute en la Ca- 
pital de la República, los mismos privilegios de que estaba in- 
vestido por leyes de la provincia de Buenos Aires, porque esta 
provincia conserva, por la ley de 21 de Septiembre de 1880, el 
mismo poder para legislarlo y gobernarlo que tenía antes de 
dictarse esta ley. 

Después de la federalizacion de la Capital^ es la primera vez 
que esta cuestión se trae á la resolución de los Tribunales, pues 
en algunos casos que han sido llamados á resolver, no se han 
discutido por las partes, si el Banco tenía 6 no esos privilegios, 
desde que no le habían sido directamente denegados. 

No se extrañará entonces, que á fin de patentizar la doctri- 
na que considero justa, me extienda más de lo que generalmente 
acostumbro, al fundar mi voto en tan importante materia. 

El Banco dice que lo que pretende es que la ley nacional de 
1880, que declaró Capital de la República á esta ciudad, ha de- 
clarado obligatorias en su territorio las leyes que regían al 
Bancode la Provincia al disponer en su artículoS^: <E1 Banco de 
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la Provincia, el Hipotecario y el Monte Pío, permanecerán bajo 
la dirección y propiedad de la provincia, sin alteración en los 
derechos qae á ésta correspondan >• Sin embargo, esta tesis del 
Banco, no es conforme á la ley de Capital en que la fonda, ya 
se someta esta ley á la interpretación literal, ya á la interpreta- 
ción racional, ya se examine su sentido gramatical, ya su al- 
cance constitucional. 

Para demostrarlo, creo conveniente principiar por analizar el 
lenguaje usado en dicha ley, por ser á el que se ha recurrido 
con marcada insistencia en los debates públicos que invoca el 
Banco en apoyo de sus sostenidos derechos. 

«Permanecerán sin alteración en los derechos que le corres- 
pondan>, dice el artículo; esta oración esunaproposícion relati- 
va no absoluta, asilo demuestran los modos de los verbos em- 
pleados y la conjunción usada. El « que » es una conjunción 
relativa ; es conjunción, porque une el período c á ésta corres- 
pondan» con el anterior «permanecerán sin alteración en los 
derechos > . Es relativa, porque une refiriendo. 

El punto de relación está determinado por el vocablo « corres- 
pondan >. y este vocablo es un verbo usado en subjuntivo. El 
subjuntivo expresa otra relación distinta de la de tiempo : ex- 
presa una relación de cosas. Este es el valor filosófico y grama- 
tical del subjuntivo. 

Si tal oración es una proposición relativa, no puede tomar- 
se como una proposición absoluta, y si no expresa una relación 
de tiempo, no puede sostener el Banco que la ley no ha modifi- 
cado absolutamente el pasado: si la relación es de cosas áébe 
buscarse en las cosas mismas la situación en que han venido 
á quedar esos privilegios que hoy se discuten. 

£1 sentido común basta para esta conclusión. 

Nadie tendrá por idénticas estas dos proposiciones : 

« Permanecerán sin alteración en los derechos que áésta co- 
rresponde. 
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no sino qae, por el contrario, la Nación la ejerce por medio de 
sns diversos departamentos. 

Sobre el ejercicio de la autoridad conferida á la Kacion por 
medio de sns diversos departamentos, véase Tiffany página 
il4 y siguiente. Foresto, el artículo 86, inciso tercero, hace 
al Presidente de la República, el jefe inmediato y local de la 
Capital . 

Desde luego, aceptar que otro poder pueda extender su au- 
toridad á la Capital de la Nación, es aceptar la coexistencia de 
dos poderes , es aceptar el imperium et imperium, es herir la 
integridad de tan privilegiada soberanía conferida á la Nación 
sobre ese territorio. 

Story, comentando la cláusula 17 del artículo I"" de la Cons- 
titución de los Estados Unidos, concordante con inciso el 27 del 
artículo 67 de la nuestra dice: cLa necesidad indispensable 
para el Congreso de que su poder sea entero y excltxsivo sobre 
el asiento del Gobierno, es de una evidencia inconéestable; es el 
poder ejecutivo por cada legislatura en la c Union», y podría 
decirse en todo el país, como una consecuencia de su suprema- 
cia.» 

El senador Morton S. Chípman, en su notable discurso sobre 
las relaciones y deberes de la Nación con el Distrito de Colom- 
bia, su Capital, decía : « Fué con este objeto que se colocó un 
artículo en la Constitución, quitando á los Estados toda autori- 
dad legislativa sobro este distrito, en que se establecía la Ca- 
pital, poniéndola bajo la exclusiva autoridad del Congreso».. 

Tal es también la opinión de Madison en el Federalista. 

Entre nosotros, el doctor Alberdi decía : « Capital, significa 
poder local inmediato y exclusivo en ella. La Constitución atri- 
buye al Gobierno Nacional el poder inmediato, exclusivo y local 
Aél lugar de su residencia, como el poder más esencial á su 
autoridad y jurisdicción.» 

Pero para que se vea con cuanta energía ha consagrado esta 
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dootrina el Poder judicial de Estados unidos, citaré algunos de 
sus fallos. 

En las Decisiones Constitucionales de los Estados Unidos, 
compiladas por Bump, encontramos la Decisión seiscientos se- 
tenta j cuatro que establece: < Guando una compra de tierra, 
para cualesquiera de los objetos enumerados, se hace por el Go- 
bierno Nacional^ y el Estado ha dado su consentimiento para 
la compra^ la tierra así comprada, por los términos mismos de 
la Constitución, tpso /ac^O; cae dentro de U exclusiva legisla- 
ción del Congreso, y la jurisdicción del Estajo completamente 
excluida. 

La decisión seiscientas setenta y cinco es más terminante, 
ella dice: c El Gobierno tiene exclusiva jurisdicción sobre el te- 
rritorio cedido, aunque elactode cesión disponga que los proce- 
dimientos civiles ó criminales tomados bajo la autoridad del 
Estado, puedan ser ejecutados dentro de las tierras cedidas. > 

Como se vé, si esta reserva respecto de leyes de forma, no ha 
sido revocada por los Tribunales de la Union, y han mantenido, 
á pesar de ella, la exclusiva jurisdicción del Gobierno Nacional, 
sobre el territorio así cedido, ¿con mayor razón no podrá serlo 
la reserva que se sostiene en esta causa sobre leyes civileSy le- 
yes sustantivas que afectan derechos de un orden muy superior? 

En los Estados Unidos ha sido resuelto que la jurisdicción de 
los Tribunales federales deriva de la Constitución y leyes del 
Congreso, y no puede ser ampliada ó alterada por leyes de Es- 
tado. (Decisión 2017). 

Ha sido resuelto, que un Tribunal, es una criatura de la 
Constitución y délas leyes bajo las cuales existe. (Decisión 
2018). 

He dejado establecido que la soberaníade la Nación^ en el te- 
rritorio de la Capital, es ejercida por las tres ramas en que está 
distribuido el Gobierno: Legislativo, Ejecutivo y Judicial. 

¿Cómo podría entonces esta Cámara estar regida en sus fallos. 
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por las leyes que laproTÍnciade Buenos Aires ha dictado, adie- 
tare sobre su Banco? 

Sí como lo dice el mismo Banco á foja 114 vuelta y es verdad, 
toca al juez que conoce de un concurso decidir laprioridad de los 
créditos y esta decisión debe fundarse en tas leyes que rigen en 
el lugar donde el mismo juez ejerce su jurisdicción, esta Cáma- 
ra no puede declarar los privilegios del Banco fundados en leyes 
de la Provincia, sin reconocer á la vez que su jurisdicción eatá 
regida por esas leyes . 

Pero la jurisdicción de esta Cámara de la Capital, no emana, 
ante esa autorizada doctrina, sino únicamente de la Constitu- 
ción y leyes del Congreso, luego esta Cámara no puede reconocer 
al Banco los privilegios que invoca contra ücampo, Sackman 
y compañía. 

Si de la interpretación que vengo dando á la ley de Capital, 

según la doctrina expuesta, pasamos á la que emana de los ac- 
tos ejecutados con posterioridad á su sanción, por los mismos 

altos poderes, la Nación y la Provincia^ que concurrieron al ao- 

to de cesión y federalizacion del territorio cedido, llegamos á 

la misma conclusión. 

La provincia de Buenos Aires, que en 1886 decretó la in- 
conversiony aumento de la circulación fiduciaria de bu Banco, 
despuesde la federalizacion, por decreto de 8 de Enero de 1885, 
no se creyó autorizada para ejercer esos mismos actos, y solici- 
tó y obtuvo del Gobierno Nacional los beneficios del decreto de 
inconversion. ElGobierno Nacional , por decreto de 1 5 de Enero de 
ese año, le fijó al Banco, en !27. 436.280 $, el monto de la circula- 
ción de susbilletes, le impusolareserva metálica,le nombróunin- 
terventor que verifique sus estados, comprobase sus balances y 
fiscalizase el estricto cumplimiento de las obligaciones que esta- 
blecía, todo lo que fué aprobado por el Congreso al dictar la ley 
de curso legal de 13 de Octubre de 1885. 

Si por el artículo 3^ de la ley de Capital, la provincia deBue- 
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1108 Aires, conserva los mismos poderes de legislación y gobier- 
no qne ejerció en 1876, no se explica cómo solicitase del Gobier- 
no Nacional antorizacion para actos de legislación y de gobierno 
de qne estaba investida. 

¿Qné acto más elemental del gobierno de un Banco pnede haber 
qne el de llevar sns balances? Y, sin embargo, vemos que la 
provincia de Buenos Aires no pudo ejercer en la Capital la 
pretendida autonomía bancaria, ni ai\n sobre este sencillo acto 
de simple administración. 

Más tarde, con fecha 24 de Setiembrf^ de 1886, dicta el Con- 
greso la ley orgánica del Banco Hipotecario Nacional, y por 
el artículo 68 prohibe que ningún otro banco pueda hacer emi- 
sión de cédulas sobre propiedades situadas en el territorio de la 
Capital, y la provincia de Buenos Aires, acató y cumplió este 
acto de soberanía legislativa del Congreso sobre el territorio 
de la Capital . 

Esto demuestra que ella misma entendía que el artículo 3^ de 
la ley de federalisacion, no le atribuía los poderes que el Banco 
sostiene en este asunto. 

Posteriormente, el G-obierno y Banco mismo de la Provincia, 
qne esparte en esta causa, obtienen por el contrato cOrtiz-Pa- 
oheco», de fecha 20 de Diciembre, antorizacion del Gobierno Na- 
cional para aumentar la circulación fiduciaria hasta la suma de 
ocho millones de pesos, á más de la cantidad que podía circular 
con arreglo al artículo primero de la ley del Congreso, no de la 
Provincia, de 1885. 

^Se ve, pues, qne los actos reiterados de los dos poderes que con- 
currieron á la ley de Capital, sobro hechos que tienen relación 
oon lo que se discute, no le han dado á esa ley los efectos que 
el Banco pretende, y son la mejor explicación del sentido y al- 
cance qne ella tiene con el punto directamente discutido. 

Si hasta ahí llegan, según lo expuesto, los poderes de 
la Nación, no pnede aceptarse qne subsistan é imperen en la 
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Capital de la República los privilegios de que se pretende inTes- 
tido el Banco de laProvinoia, 7, por consiguiente, voto por la ne- 
gativa en la cuestión propuesta. 

En la misma cuestión el doctor Barra expuso: Qub á su pa- 
recer los privilegios fiscales subsisten á favor del Banco de la 
Provincia en la extensión que determina la cuestión pro- 
puesta, con arreglo al pacto de Noviembre de 1859, artículo 31 
7 104 de la Constitución Nacional 7 107 de Capital; 7 esto, á pe- 
sar de lo que dispone el Código Civil sobre supresión de la hi- 
poteca legal. Según los pactos que precedieron á la incorpora- 
ción de la Provincia^ ésta conservó su legislación sobre aquel 
establecimiento, incorporándose tnl prerogativaenel texto de la 
Constitución Argentina, 7 siendo ésta la razón fundamental 
que ha guiado á los Tribunales de un modo constante 7 unifor- 
me al reconocerle tal clase de hipoteca sobre los bienes de sus 
deudores, no olbstante las prescripciones del mencionado Código 
Civil . 

Antes de darse la le7 le capital era ésta la verdad comproba- 
da por un número respetable de resoluciones judiciales, sin que 
se desconociese hasta entonces, por los mismos interesados en 
juicio, la existencia de los privilegios que ho7 se discuten al 
amparo de esa 107; 7 no podía ser de otra suerte, desde que si 
bien se declaraba por el artículo 31 de la carta fnndamental que 
las autoridades provinciales debían acatar las le7es del Con- 
greso, no obstante cualquiera disposición en contrario que con- 
tengan las le7es ó constituciones provinciales, se hacía al mis* 
mo tiempo una salvedad para la provincia de Buenos Aires, 
con arreglo á los tratados ratificados después del recordado pac- 
to de Noviembre; de igual manera se justificaba aquella juris- 
prudencia, teniendo en cuenta el artículo 104, que declara que 
las provincias copservan todo el poder no delegado al Gobierno 
federal, 7 el que se hubiesen reservado por pactos especiales al 
tiempo de su incorporación; dejábase, pues, intacto el derecho de 
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la provincia de Baenos Aire.^, para gobernar y legislar sas esta- 
bleoimientos públicos, ségan así se lo acordaba el artículo 1^^ 
de ese pacto. 

No debe causar la menor estrañeza que el Código Civil haya 
prescindido del Banco de la Provincia en materia de privilegios* 
porque, como se ha visto, era del exclusivo resorte de las auto- 
ridades provinciales legislar sobre su Banco, en virtud del pao- 
to incorporado á la Constituciou. 

La demostración más palmaria de que el Código Civil no modi- 
ficó en lo más míuimo al Banco de la Provincia, en susrelaciones 
de derecho con los terceros, la ofrece la ley de fundación del 
Banco Nacional, posterior á ese Código, y por la que se estable- 
ce en su artículo 30, que sus créditos no podrán ser inferiores 
en prelacion á los de cualquiera otro establecimiento de banco 
autorizado por leyes provinciales; es claro, pues, que la ley se 
refiere al único establecimiento de ese género que goza de pri- 
vilegios fiscales en el territorio argentino, al Banco de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, igualándolo para el caso de concurren- 
cia de sus créditos, no obstante los principios liberales con que 
empieza ese artículo, cuando dice que el Banco no gozará de 
privilegios fiscales eu la Eepiiblica. 

Es de toda evidencia, por lo tanto, que el Congreso reconoció 
por esta ley, en el momento solemne de la creación del Banco 
de estado, la subsistencia de aquellos privilegios en favor del 
Banco de la Provincia. 

Con relación á la época anterior á la ley de Capital, no tiene 
mayor importancia la dilucidación del pnnto privilegios, porque 
es muy cierto que en el escrito de duplica decía el apoderado 
Turner á foja 48 : cLa Corte Suprema federal, como los 
demás Tribunales, se han pronunciado por los los pri- 
vilegios del Banco antes dtt la ley de capital >, y á 
renglón seguido agregaba: c nosotros no negamos que 
el Banco tiene privilegios en el territorio de la provincia 
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de Buenos Aires, y qae, por consiguiente, los tenía en la 
Capital, cuando éste era parte de aquel territorio t. Basta lo 
expuesto para comprender que el punto de que se trata, dentro 
de los límites demarcados al principio de este párrafo, no exige 
otros, ni mayores desenvolvimientos, tanto más sí se tiene pre- 
sente las siguientes palabras con que el mismo apoderado redon- 
deaba 6 precisaba su pensamiento, después de los párrafos 
transcritos: lo que negamos y se discute es que tenga esos pri- 
vilegios fuera del territerio de la provincia, por consiguiente en 
la Capital después de la federal ízacion de ésta. 

Haciéndonos cargo de la dificultad, debo avanzar como punto 
de partida, que creo incontestable, que esos privilegios no to- 
man su fuerza únicamente de las leyes provinciales; después 
del pacto de Noviembre, están amparadas por la misma Constitu- 
ción argentina, que autorizó la incorporación de la provincia 
con la facultad de gobernar y legislar su propio Banco; es, 
pues, materia constitucional la existencia de tales privilegios, 
qne no puede tocarla el Congreso sin flagrante violación de la 
Constitución . 

Si bien es cierto que esta ciudad, por elhecho de su federalí- 
zacion, ha quedado fuera de la soberanía de la provincia, y qne 
la legislación sobre su Banco no podría regir fuera de su terri- 
torio, téngase en cuenta sin embargo el rol que juega en esta 
dificultad la misma ley de capital, y que, en mí concepto, la re- 
suelve de un modo conforme á las pretensiones deducidas por el 
Banco tercerista. Efectivamente, por su artículo 3^ se dispone 
la permanencia del Banco bajo la dirección y propiedad de la 
provincia, sin alteración en los derechos que á ésta correspon- 
dan; y como se ha visto que los privilegios del Banco presenta- 
ban también su faz constitucional, puesto que fué admitida la 
incorporación de la provincia, según el artículo 104, con re- 
serva de sus pactos, es fuera de duda que esos derechos, qne 
no fueron alterados, no son otros que los que le acuerda sa 
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propia legislaoioa sobre ese establecimiento de orédíto en esta 
ley del Congreso, al admitir qae fancíone el Banco dentro de la 
Capital, con la amplitnd que lo permiten sns mismas leyes; pues 
no podía olvidarse al mismo tiempo que la ley de capital tenía 
que ser el resultado de un concierto entre las autoridades na- 
cionales y provinciales, respecto del territorio que hubiera de 
federalizarse; si era requisito constitucional la previa cesión de 
ese territorio por parte de las legislaturas provinciales, podría 
hacerse bajo ciertas bases que no fueran repugnantes á la cons- 
titución, como no lo eran por cierto que ese Banco siguiera su 
marcha progresiva en la ciudad capital, sin tocarse sus dere- 
chos ni desconocerse los privilegios que le han asistido desde 
su fundación. Sí esa cláusula del artículo S"" no tiene el alcance 
jurídico que se ha insinuado, no merecía la pena de haberla 
consignado, porque á la verdad, como establecimiento bancario 
no tenía necesidad de ninguna ley para seguir funcionando en 
el municipio de la Capital, como funcionan tantos otros bancos 
del mismo género, amparados por el espíritu liberal de nuestras 
instituciones; en mi sentir, quizóse sin duda por el Congreso 
garantirse la estabilidad de ese Banoo de un modo especial, au- 
torizando su mar^sha dentro del radio de la Capital y bajo el ré- 
gimen de sus leyes orgánicas, rindiendo así culto al desprendió 
miento generoso de la provincia y radicando en la metrópoli ese 
emporio ds riqueza y de progreso. 

Me abstengo de entraren mayores consideraciones para votar 
por la afirmativa. 

En la misma cuestión el doctor Aguirre se adhirió al voto 
del doctor Yofre, agregando únicamente, que después de la san- 
ción de la ley de bancos garantidos, fecha Noviembre de 1887, 
i la que el Banco de la provincia de Buenos Aires se había aco- 
gido con autorización competente, á la par de otros bancos y sin 
reservas de níngana clase, que por otra parte, eran extrañas á 
dicha ley (artículo 35), había quedado en todo su vigor y fuerza 
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legal el attículo 67, inciso 27, de la Constitaclon nacional que 
acuerda al Congreso la facultad de legislar exclusivamente en 
todo el territorio de la Capital de la nación, lo mismo que el ar- 
tículo 108 que prohibe á las profincias establecer bancos con 

• 

facultad de emitir billetes, lo cual importaba una limitación á 
la facultad de legislar que tan exageradamente se supone reser- 
Tada á la provincia de Buenos Aires respecto de su banco, sien- 
do de advertir también, que por el proyecto de carta orgánica 
del Banco* pasado por el P. E. á la Legislatura en Febrero del 
corriente año, nada se estatuye respecto de privilegios baucarios. 

El doctor BuQge se adhirió al voto de los señores vocales doc- 
tores Tofre y Aguirre . 

En la segunda cuestión el doctor Yofre dijo : El Banco sos- 
tiene á foja 111 vuelta que el privilegio que invoca es un dere- 
cho adquirido antes de la ley de Capital, y que como las leyes 
no tienen efecto retroactivo, el referido privilegio subsiste y 
debe declararse á pesar de dicha ley. 

Consta de estos autos que el privilegio recién vino á ejerci- 
tarlo en juicio el Banco, contra Ocampo, Sackman y compañía en 
Í883, pero aún en la hipótesis de que este privilegio fuese un de- 
recho adquirido, después de la ley de capital no podría prevale- 
cer. 

Es verdad que las leyes comunes no alteran por regla general 
derechos adquiridos, perono sucede lomismo con las leyes de or- 
den público, y mucho menos con las leyes constitucionales. 

El mismo Banco, á foja 110 de los autos, sostiene que la ley de 
capital, es esencialmente constitucional, y que por su naturale- 
za y su carácter queda incorporada á la Constitución. La Cá- 
mara, en el voto precedente, ha reconocido que esos privilegios 
no los tiene el Banco después de esa ley, porque son repugnan- 
tes á la Constitución. Desde luego, no pueden ser ellos acepta- 
dos por el hecho de que se originan con anterioridad á la ley, 
cuyo carácter y naturaleza los rechaza. 
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Estos principios del derecho pdblico, hansido^aplicados á las 
relaciones del derecho pritado, por el artículo 5^ del Código Ci- 
▼il, caando establece qae: c Ninguna persona puede tener dere- 
chos irrevocablemente adquiridos contra una ley de orden pú- 
blico » . 

Según la signiúcacion jurídica de este artículo, las personas 
que tienen adquiridos derechos cuyas acciones derivatiTas afeo- 
tan el nuevo orden social organizado por laley vigente al tiem- 
po en que esas acciones se ejercitan, no pueden hacerlas preva- 
lecer, contra el imperio de este nuevo orden de cosas, conforme 
al principio consignado por los romanos: saluxpopuli suprema 
lex est. 

Las disposiciones generales sobre la aplicación de las leyes 
comunes y su efecto retroactivo, no rigen el presente caso, por- 
que ellas no pueden invocarse contra las constituciones que fun- 
dan y organizan las nacionalidades. 

Supongamos un hecho práctico para la mayor inteligenciado 
esta tesis. 

Nuestra Constitución establece que el Congreso se compone 
de una camarade diputados y otra de senadores; que los di- 
putados durarán cuatro años en el ejercicio de sus funciones y 
los senadores nueve años. 

Es indudable que los diputados y senadores por ese período 
elegidos é incorporados á sus respectivas cámaras, tienen el de- 
recho adquirido á permanecer en el ejercicio desús funciones 
por el tiempo expresado. 

Pero mientras estas funciones se ejercen, se reforma la cons- 
titución y se establece que la duración del período de ¡os dipu- 
tados sea de dos años y de seis el de los senadores. 

¿Podrían los diputados y senadores, anteriormente nombrados, 
sostener que ellos no pueden cesar en sus funciones hasta que 
no terminen el período de cuatro y nueve años fijado por la an- 
tigua Constitución, sobre los cuales tienen derechos adquiridos? 
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A esta pretensión fundada sobre esos derechos, se les opon- 
dría el principio, que la suprema ley de orden público^ es la 
Constitución deiaNacion, j que oontrasas disposiciones ningu- 
na persona puede ejercer derechos adquiridos en virtud de una 
ley precedente. 

Asíy el privilegio, que no nace del contrato, sino que está fun- 
dado en la naturaleza de la persona á quien se aplica, por in* 
vestidura de la ley de la provincia, no puede ejercitarse en la 
Capital, donde ha caducado la aplicación de la ley de cuya au- 
toridad emana, como de su fuente, y á la que está adherido como 
nnuprerogativa. 

Sanguinetti en su diccionario administrativo, define, el pri- 
vilegio: € Una prerrogativa que se concede á alguno, concedién- 
dole algún derecho del que no gozan los demás >. 

En el mismo sentido lo define Barcia, Diccionario lógico y ver- 
bo Privilegio, y tal es también la naturaleza judírica que 
le atribuye el artículo 3876 del Código Civil . Por consiguien- 
te, donde no tiene aplicación la ley de un privilegio, el privile- 
gio no puede ejercitarse. 

Voto, amerito de estas consideraciones, por lanegativa, en la 
segunda cuestión. 

En la misma cuestión el doctor Barra dijo : Nada tengo que 
decir sobre la segunda cuestión que queda resuelta con mi expo- 
sición á la anterior . 

En la segunda cuestión el doctor Aguirre dijo: El privilegio 
invocado por el Banco de la provincia de Buenos Aires data de 
la ley de Octubre 25 de 1854, cuyo artículo li le acordó lospri- 
vilegios fiscales en sus negociaciones. Los privilegios fiscales 
en esa fecha, estaban legislados por las leyes españolas recorda- 
das en el voto del vocal doctor Barra y es á ellas á las que indu- 
dablemente se refería dicha ley desde que la de 22 de Junio de 
1822, que acordó al Banco de descuentos acción hipotecaria ó 
pignoraticia sobre los bienes de los deudores, mientras la ley no 
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provea de medio más eficaz, se encontraba completamente dero- 
gada por la serie de resoluciones legislativas y administratiyas 
que se dictaron posteriormente hasta llegar c á la organización 
del Banco Provincial^ en cuyo favor se estableció el privilegio 
fiscal ». 

Del punto de vista legal, parece también indudable que si las 
leyes nuevas modifican el privilegio, si el alcance jurídico de lo 
que se llama privilegio fiscal, es fijado definitivamente, las 
leyes anteriores carecen de aplicación en los casos ocurridos 
durante la vigencia de la nueva ley, mientras no se demuestre 
que el derecho invocado había sido irrevocablemente adqui- 
rido. 

Como consecuencia del privilegio fiscal acordado por la ley de 
i854y el Banco de la Provincia sostiene en el caso actual el de 
hipoteca tácita que ha sido suprimido por las leyes generales en 
vigencia, reduciéndose los privilegios fiscales á lo establecido 
en el artículo 1697, inciso 6^, del Código de Comercio y en el 
3879 del Civil. 

cL^i hipoteca general, sin designación específica de bienes, 
no produce efecto alguno en las obligaciones comerciales >, dice 
elartÍGulo 1700 del Código de Comercio, que antesde ser nacio- 
nal, rigió en la provincia de Buenos Aires, y el autor de nues- 
tro Código Civil comenta así el artículo 4048 que abolió defini- 
tivamente la hipoteca tádta : Este interés público nos ha 
hecho abolir todas las hipotecas tácitas, por el embarazo que 
ponen en la vida económica de los pueblos... c Estos derechos 
hipotecarios no pueden exactamente llamarse derechos adqui- 
ridos, hasta que, abiertos, no hubiere llegado el caso de poner- 
los judicialmente en ejercicio, y darles aplicación sobre deter- 
minados bienes. 

€ Podemos decir, que hasta entonces no eran derechos aún 
abiertos. » 

Ninguna persona puede tener derechos irrevocablemente ad-. 
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quiridos contra ana ley de orden público (artículo 5, Código Gi- 
TÍl). € Entendemos por derechos adquiridos los que están irrevo- 
cable; defínitivamente adquiridos ante el hecho, del acto ó de 
la ley que se les quiere oponer para impedir su pleno 7 entero 
goce. Un derecho que puede ser revocado ad mutum por la 
persona que lo ha conferido, no es un derecho adquirido, sino 
nna mera espectativa > (Nota al artículo 4044). 

Queda demostrado con el texto j comentario auténtico de la 
ley nueva, que la hipoteca tácita ha sido deliberadamente supri- 
mida y que los derechos que en virtud de ella podían hacerse 
valer sólo eran derechos en espectativa. 

Los Códigos expresados no contienen excepción alguna al 
precepto constitucional respecto de su carácter obligatorio, 
y por consiguiente, ninguna provincia podría establecer excep- 
ciones al derecho común ni trasmitir á sus establecimientos ó 
instituciones mayores prerogativas que las acordadas en dichos 
códigos : Nemo dat quod tn se non habet. 

Pero el representante del Banco de la Provincia, háse empe- 
ñado en demostrar que ese establecimiento quedó fuera del al- 
cance délas leyes nacionales, en virtud de lo establecido en el 
artículo 7 del llamado pacto de 11 de Noviembre de 1859, y el 
104 de la Constitución Nacional^ y que por consiguiente, con- 
serva éste el privilegio de la hipoteca tácita con sujeción á las 
leyes antes recordadas, y no obstante lo establtcido al respecto 
en los Códigos de Comercio y Civil, siendo esto también la ba- 
se fundamental del voto del vocal doctor Barra. 

Como este punto no ha sido especialmente planteado por con- 
siderarlo implícitamente comprendido en la primera cuestión, 
me limitaré á contestarlo con lo expuesto en ella, refiriéndome 
además, á la opinión de estadistas y escritores respetables que 
han actuado en la época del pacto mencionado, Íi que han es- 
tudiado sus antecedentes y alcances constitucionales, llegan- 
do á demostrar las exageraciones de una interpretación forzada 
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por interés mal entendido y de conyeniencia dndosa para la 
misma coleotifidad en cuyo nombre se invocaban. 

En las sentencias citadas déla Suprema Corte Federal, como 
favorables á las pretensiones del Banco, no se planteó ni trató 
esta cuestión porque se partió siempre de la base de que gozaba 
del privilegio de la hipoteca tácita con arreglo á las jurispru- 
dencia de los Tribunales dé la provincia y á la conformidad de 
las partes interesadas. 

Estas consideraciones, y las aducidas por el doctor Tofre, 
deciden mi voto igualmente negativo én la cuestión pro- 
puesta. 

A la segunda cuestión, dijo el doctor Bunge : Los privilegios 
son derechos en espectativa, los que, según se explica en la nota 
al artículo 4044 del Código Civil, pueden ser suprimidos por la 
ley, que es la que los ha establecido, como se suprimió la hipo- 
teca tácita de la legislación antigua. 

Los privilegios del Banco son fiscales de la provincia de Bue- 
nos Aires^ y no la hipoteca tácita que fué borrada por las dis- 
posiciones del Código Civil. La misma provincia de Buenos 
Aires no podría hacer valer estos privilegios en el territorio de 
la Capital, porque se opondrían á la soberanía nacional, como 
lo ha demostrado el señor vocal doctor Yofre, y por consiguien- 
te, sería contradictorio que asistan á una de sus instituciones 
bancarias. 

Si la ley de Capital conservó los derechos del Banco, no pue- 
de entenderse por esto otra cosa que los derechos que ya tenia 
adquiridos, en virtud del ejercicio de la acción. Los créditos 
posteriores ó aquellos que no se cobraran sino posteriormente 
no son del mismo carácter, no siendo aceptable que el Banco 
haga valer privilegios en razón de una ley que carece de efecto, 
porque da lo que propiamente ya no tiene la provincia en el te- 
rritorio do la Capital. 

Después de haberse acogido el Banco á la ley de 3 de Noviem- 
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bre del aao próximo pasado, y de haber renunciado por ello á 
sus privilegios en la provincia (artículo 35), sería contradictorio 
que pudiera hacerlos Taler para conseguir el pago de créditos 
anteriores, pero que recien persigue cuando el territorio de 
la Capital ha dejado de pertenecer á la provincia. 

Por estas consideraciones, me adhiero al Toto de los señores 
vocales doctores Yofre j Aguirre. 

Sobre la tercera cuestión, los señores vocales resolvieron no 
ocuparse' de ella en vista del resultado de la votación respecto 
de las cuestiones anteriores. 

Con lo qne terminó este acuerdo^ que firmaron los señores vo- 
cales. 

YOFRE. —BARRA. •— BÜNGE. cir. 
AGUIRRE. 

Ante mí : 

Alberto M, Larroque. 

Buenos Aires, Mayo 30 de 1888. 

Y vistos: Por los fundamentos consignados en el precedente 
acuerdo, se confirma, con costas, la sentencia de foja cienlo 
ochenta y una vuelta, regulándose los honorarios del doctor 
Beracochea en esta instancia en la suma de quinientos pesos 
moneda nacional, y ios del procurador Turner en ciento cincuenta 
pesos de igual moneda, y devuélvanse. Bepóngase los sellos. 

FELIPE YOFRE. — JUAN E. BARRA. 
— OCTAVIO BUNGE. — JULUN L. 
AGUIRRE. 

Ante mí: 

Alberto M. Larroque. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Janio 4 de 1892. 

Suprema Corte : 

Se ha discutido el alcance de una ley especial del Congreso, 
j el de los artículos 31 y 104 de la Constitución; y la decisión 
final de la Cámara, es contraria á los privilegios fundados en 
aquellos. Procede, en consecuencia, el recurso, concedido para 
ante Y. E.^ con sujeción á lo dispuesto en el inciso 3^, artículo 
14 de la ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales 
nacionales. 

La Constitución, las leyes que se dicten por el Congreso y 
los tratados con las potencias extranjeras, son la ley suprema 
de la Nación á que deben someterse las provincias, no obstante 
lo que prescriban las leyes y constituciones de los Estados. 

Este principio incontestable de nuestro Código fundamental, 
tiene una excepción expresa en el mismo artículo 31 que lo con- 
sagra, salvo para la provincia de Buenos Aires, los tratados ra- 
tificados después del pacto de 11 de Noviembre de 1859. 

Esta excepción, esta garantía especial, reconocida á la pro- 
vincia de Buenos áiires, como condición de su ii3Corporacion, 
está todavía confirmada en el artículo 104 de la misma Consti- 
tución Nacional. Porque las provincias conservan según ese ar- 
tículo, todo el poder delegado por la Constitución Federal, y el 
que expresamente se hayan reservado por pactos especiales, al 
tiempo de su incorporación. 

Ante esas prescripciones expresas del Código fundamental, 
no pnede negarse á la provincia de Buenos Aires el derecho á la 
legislación de su Banco, porque ese derecho lo tuvo y ejerció 
antes de su incorporación, porque su conservación fué pactada. 

T. XI 11 
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con el Gobierno Nacional y aceptada y garantida por la ley 
fundamental, en las terminantes disposiciones de sus artículos 
31 y 104 citados. T que el Banco ha ejercitado ese derecho 
garantido constitucionalmente, lo revela una práctica constante 
durante muchos años y la jurisprudencia fijada por los Tribu- 
nales al respecto. 

No influye contra el ejercicio de esos privilegios, la fuerza 
doctrinaria de los expositores norte-americanos, ni aun las dis- 
posiciones contrarias del Código Civil, legislando sobre hipo- 
tecas generales. 

Las doctrinas contra los privilegios especiales, pueden ser 
muy fundadas, la legislación de los Códigos, de aplicación 
general. Ni esas doctrinas, ni tal legislación, pueden aplicarse 
al GSLSOsub-judice, en que se trata de un privilegio eicepcional, 
reconocido al Banco por un pacto nacional, elevado para su 
mayor garantía á texto de la misma Constitución. En el con- 
flicto legislativo, la Constitución es la ley suprema para los 
Tribunales, según el artículo 21 de la ley de 14 de Setiembre 
de 1863. 

¿La ley de federalizacion de la Capital, ha modificado aquellos 
privilegios, en cuanto á su ejercicio dentro de los límites del 
territorio federalizado? 

Opino negativamente. La autoridad de la ley, habría sido 
enefíoaz por sí misma para quitar al Banco los privilegios ga- 
rantidos en la Constitución. Sin necesidad de traer á discusión 
los recuerdos que precedieron y mediaron para la ley de 21 de 
Setiembre de 1880, pienso que ella misma fué una ley acuer- 
do, pues para su ejecu^^lon requería el asentimiento de la pro- 
vincia de Buenos Aires. Y fué por ello, que sin menoscabar los 
pactos, en cuyo mérito el Banco ejercía sus privilegios, el artí- 
culo S** declaró que permanecería bajo la dirección y propiedad 
de la provincia, sin alteración á los derechos que á esta corres- 
pwdaii. 
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¿Cuáles eran esos derechos ? Todos los que tenía y ejercía la 
proviúcía sin excepción de ninguno, desde su incorporación, bajo 
la garantía de los artículos 31 y 104 do la Constitución Nacio- 
nal. De otro modo, la ley habría necesitado expresar las excep- 
ciones y no existiendo exepciones expresas, ellas no se dedu- 
cen délos términos generales del mandato legal, 

Kocreo necesario entrar en el análisis de puntos de detalle, 
cuando la discusión los ha tratado in-extenso. Para evitar re- 
peticiones al respecto, reproduzco los fundamentos de la expre- 
sión de agravios del representante del Banco Provincial, adhi- 
riendo al pedido de foja 283, sobre revocación de la sentencia 
de la Cámara de la Capital, á mérito de los privilegios del Ban- 
co, reconocidos en la Constitución y no desvirtuados por la ley 
de federalizacion de la Capital. 

Sabiniano Kier. 

l*'allo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 5 de 1895. 

Yistos y considerando: Primero: Que como lo establece la 
sentencia apelada, el Congreso tiene la facultad exclusiva de le- 
gislar en todo el territorio de la capital de la Nación con arre- 
glo á lo dispuesto en el inciso veinte y siete, artículo sesenta y 

« 

siete de la Constitución Nacional. 

Segundo: Que esa facultad no se halla en manera alguna 
afectada por la ley de federalizacion del territorio de la Capital. 

Tercero: Que el artículo tercero de dicha ley se limita á de- 
clarar que la provincia de Buenos Aires conservará sobre su 
Banco los derechos que le correspondan; loque vale decir que, 
en su capacidad política, sólo tendrá las facultades que la cons- 
titución le acuerde^ como resulta claramente de las palabras 
de la ley, de su comparación con el proyecto sometido por el po- 
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der ejecutivo 7 de los fundamentos aducidos en la disensión de 
que hace mérito especial en la causa, y que revelan el propósito 
de no pronunciarse al respecto. 

Cuarto: Que cualquiera que sea la interpretación que deba 
darse á la parte final del artículo treinta y uno y al artículo 
ciento cuatro infine de la Constitución, es indudable que esa in- 
terpretación no puede llegar hasta extender los poderes de pro- 
vincia más allá de sus límites territoriales. 

Quinto: Que desde que la ley de f ederalizacion no ha creado 
para la provincia de Buenos Aires un derecho especial á la legis- 
lación y gobierno de su Banco, ella se halla en el territorio de 
la Capital, á ese respecto, en condiciones de igualdad con las de- 
mas provincias que gestionasen en dicho territorio el pago de 
un crédito á su favor. 

Sexto: Que la cuestión referente á la aplicación de las leyes 
sobre privilegios con relación á los actos anteriores á su sanción , 
se resuelve por los principios del derecho común, no habiendo, 
como no hay en el caso, ley especial del Congreso que la regle, 
lo que, no dando mérito para el recurso de apelación autorizado 
por el artículo catorce de la ley de jurisdicción y competencia, 
constituye materia ajena al pronunciamiento de esta Suprema 
Corte. 

Por esto y sus fundamentos concordantes, se confirma la sen- 
tencia apelada de foja doscientos cincuenta y cuatro, en cuanto 
resuelve materias sobre la que esta Suprema Corte está encar- 
gada de pronunciarse en última instancia, según lo considera- 
do, declarándose mal concedido el recurso en lo que se refiere al 
punto expresado en el considerandosextodeesta resolución. Noti- 
fíquese con el original y devuélvanse, reponiéndose los sellos. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA — ABEL BAZAN . — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUSA CCXXXI 



El doctor don Pedro Palacios contra el doctor don Miguel Juárez 

Celman; sobre cobro de pesos 



Sumario. — El contrato que tiene por objeto una negociación 
promiscua para distribuir las utilidades una vez liquidado, es 
nulo 7 no produce efecto, si el aporte de uno de los centrantes 
consiste solamente en su influencia y crédito. 



Caso. — Resulta del 



Vallo del iVuem Vederal 



Buenos Aires, Noviembre 16 de 1894. 

Vistos: Don Ángel J. Zino, en representación del doctor 
don Pedro Palcios, deduce demanda contra el doctor don Mi- 
guel Juárez Celman por el pago de la cantidad de ciento sesenta 
j un mil pesos siete^centaTos oro sellado, resultante de pérdidas 
sufridas en la compra de unas fincas, efectuada en sociedad, me- 
diante un convenio verbal celebrado entre ambos, exponiendo : 
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1° Que á fines del mes de Abril de 1889^ el doctor Palacios 
conTino Terbalmente con el doctor Juárez Celman en comprar 
entre ambos por partes iguales^ tres fincas de propiedad de don 
Pompeyo Bianchetti, don Ángel Bianchetti y don Pedro Bo- 
naccio, con la situación, extensión y linderos que se expresan 
en las escrituras que acompaña bajo el número diez y ocho, por 
el precio de quinientos mil pesos nacionales oro sellado, paga- 
deros en la forma, intereses y plazos que expresa, bajo la ga- 
rantía hipotecaria de las mismas fincas. 

2^ Que convenido así el negocio, y confiado Palacios en la 
palabra del doctor Juárez^ quien no daba su nombre, por lo ge- 
neral, en los negocios que emprendía en sociedad con otros, se 
acordó solicitar un crédito de ciento ochenta mil pesos que se 
conceptuaba necesario para atender á las primeras exigencias, 
7 que Palacios daría también su nombre en toda la nego- 
ciación firmando el boleto y escrituras ; después de lo cual en- 
tregó al doctor Juárez la solicitud para que se le acordara 
un crédito por dicha cantidad por el Banco Nacional, quien se 
encaigó de obtener su pronto despacho, procediendo, luego de 
concedida esta suma, á firmar el boleto y escrituras. 

3^ Que en vista de que los plazos eran largos y grandes las ilu- 
siones sobre el valor creciente de la propiedad raíz^ no se apre- 
suraron á liquidar el negocio revendiendo las fincas, pensan- 
do al cabo de algún tiempo, en la construcción de una gran 
casa amueblada y establecimiento de baños con el nombre de 
< Splendid House >, paralo que se proyectó la formación de 
una sociedad anónima con un capital de un millón de pesos 
oro, con el cual se compraría esa propiedad y costearían los 
edificios é instalaciones, á cuyo efecto se encomendó al inge- 
tiero Tamburiní la confección de los planos que acompaña, bajo 
el número 20, redactándose los estatutos adjuntos bajo el nú- 
mero 1 é imprimiéndose los boletos de suscricion de acciones 
de diez mil pesos oro sellado, uno de los cuales, firmado por el 
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señor Francisco Seeber, presenta con el número 2. Que el 
doctor Juárez, interesado como el doctor Palacios en el negocio, 
dirigió cartas á muchos de su amigos pidiéndoles suscribieran 
estas acciones, una de ellas, la del námero 3, doctor Urbano de 
Iriondo, qie no le fué entregada por no hallarse en Santa Fé, 
y en el mismo sentido otras tres que expresa y entre ellas, á 
don Gregorio Torres, á quien pedía formase el directorio, re- 
servando la presidencia al doctor Palacios ; pero que habién- 
dose iniciado ya la crisis, hubo que abandonar estos proyectos 
y llegado el primer yencimiento de ciento diez mil pesos oro 
coa sus intereses del seis por ciento, y con el objeto de conse* 
guir espera de los vendedores, Palacios empeñó su crédito en 
el banco de Italia y Río de la Plata^ á fin de poder pagar 
cuarenta y cinco mil pesos oro á cuenta del plazo y los inte- 
reses del trimestre vencido. 

4"^ Que ante la situación creada por la revolución de Julio, 
y no pudiendo por sí solo hacer frente á las exigencias del ne- 
gocio, se dirigió al señor Juárez con la carta adjunta al nú- 
mero 4, solicitando el concurso que le debía, para poder obte- 
ner las esperas que ambos necesitaban, quien le contestó acep- 
tando su responsabilidad por la parte que le correspondiera en 
las pérdidas, en los términos que expresa su carta presentada 
bajo el número b, agregando que procurase que la cosa termi- 
nara en la forma menos ruinosa que fuese posible, ratificando 
en sus cartas números 7 y 9 su reponsabilidad en las pérdidas 
del negocio. 

5® Que posteriormente y ante la actitud que tomaba el doc- 
tor Juárez, tuvo algunas conferencias con el doctor Salustiano 
Zavalía, su representante, quien manifestó que aquel no acep- 
taba solidaridad en la operación que Palacios hiciera al convertir 
á oro la obligación y ofrecía como arreglo y chancelación del 
negocio la transferencia en propiedad de un terreno y casa en 
la Avenida de Mayo, cuyo croquis acompaña bajo el número i6, 
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7 persuadido aquel do la inexactitud de tal afirmación, puesto 
que el boleto, como la escritura, expresaban que la compra se ha- 
bía hecho á oro como también que el crédito en el Banco Nacio- 
nal, había sido abierto á oro con intervención del doctor Juárez, 
le contestó por su carta número 11, que éste insistía en su 
afirmación j propuesta indicada. 

6^ Que vencido el plazo de la segunda cuota, los vendedores 
que estaban también impagos de la mayor parte de la primera, 
iniciaron la ejecución contra la casa, con la acción hipotecaria 
que les correspondía, lo cual puso en conocimiento del doctor 
Juárez, manifestándole que crpía posible obtener un arreglo 
bajo la base de la devolución de las propiedades, perdiendo la 
parte de precio pagado y con cargo de pagar los intereses adeu- 
dados, pidiéndole al mismo tiempo que nombrase una persona 
que lo representara para realizar este arreglo que consideraba 
conveniente, á lo que contestó aquel con las cartas números 13 
7 14, concluyendo por negar toda responsabilidad de su parte, 
no obstante sus anteriores declaraciones y ofrecimientos . 

7® Que Palacios llevé á término este arreglo que consideró 
ventajoso desde que los vendedores volvían á comprar las casas 
porla suma de doscientos mil pesos oro, equivalente aun millón 
de pesos papel al tipo de trescientos cincuenta por ciento, des- 
de que la venta en remate no hubiera producido ni quinientos 
mil pesos, formulando contra el doctor Juárez la protesta bajo 
el número 15, en que se le hace saber también que en ese arre- 
glo se le había reservado el derecho de rematar las fincas en 
previsión de cualquier objeción al respecto. 

8® Que las pérdidas del negocio ascienden á la suma de 
trescientos veinte mil seiscientos pesos quince centavos oro 
sellado, según resulta de la cuenta detallada con los compro- 
bantes respectivos que adjunta bajólos números 21 , 22, 23 
7 24, faltando liquidar los intereses corridos desde el 1^ de 
Mayo del citado año 1892, y de cuya pérdida corresponde la 
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mitad al doctor Jaarez, y por la cual deduce su demanda para 
que se le condene á su pago en el término de diez días, cun 
sus intereses al tipo del Banco y las costas del juicio. 

9® Que declarada defectuosa la demanda, por auto de foja 123, 
á mérito de la excepción opuesta por el demandado, el actor la 
amplía en su escrito de foja 125, en que sostiene la existencia 
del convenio verbal celebrado con el doctor Juárez para la 
compra en sociedad de las propiedades enunciadas, pidiendo 
en conclusión contra éste y de acuerdo con los artículos 505 y 
508 del Código Civil, las condenaciones antes expresadas. 

El doctor Tomás Castellanos, en representación del doctor 
Juárez Colman, contesta la demada á foja 138, exponiendo por 
su parte : 

10® Que el convenio invocado por el actor no se ejecutó en 
la forma que él lo expresa^ habiendo sóloel doctor Juárez, á 
instancias de Palacios, ofrecídole, sin interés alguno, la reco- 
comendacion que le pedía para obtener del Banco Nacional las 
sumas que había que pagar de pronto, después de haber rehu- 
sado participación directa en las compras de las propiedades ex- 
presadas, manifestándole éste que no necesitaba poner capital 
alguno, pues era rico y se proponía hacerle ganar dinero; y 
que tomaría su negativa como un desaire, ante cuya insistencia 
le contestó el doctor Juárez: «Está bien». Que Palacios 
le manifestó además, que el precio era á moneda legal á tanto 
la vara ó metro, dando un total excedente de quinientos mil pe- 
sos, y que éste, por otra parte, jamás le dio un solo comproban- 
te ni él se lo pidió, enviando al presidente del Banco, sin leer, 
la solicitud cerrada que le llevara Palacios con una tarjeta de 
recomendación. Que Palacios contrajo por sí solóla deuda en 
el Banco, pagó veinte mil pesos al firmar el boleto, y ciento cin- 
cuenta mil al firmar la escritura y otra suma después, efectuan- 
do la compra en su solo nombre y manejando la cosa como pro- 
pia, sin consultarle para nada y sin que éste tuviera otra parti- 
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cipacíon en el negocio que el oficioso ofrecimiento de darle 
parte en las utilidades. 

11** Que no es exacto que conviniesen entre ambos en la for- 
mación de la sociedad anónima indicada, pues Palacios sólo 
requirió del doctor Juárez como un nuevo servicio, su influen- 
cia para con sus amigos á fin de que tomaran acciones en dicha 
sociedad, proyectada exclusivamente por él, para cuyo efecto le 
llevó algunas cartas que el doctor Juárez íirmó, figurando el 
mismo como accionista, sin que esto importe una prueba de la 
sociedad que se invoca. Que no se explica tampoco cómo él 
doctor Palacios, á existir tal sociedad, después de pagar por sí 
solo ciento setenta mil pesos oro al firmar el boleto y escritura, 
pagara también cuarenta y cinco mil pesos oro,á cuenta del plazo 
é intereses vencidos, empeñando para ello su crédito sin siquie- 
ra insinuar al doctor Juárez que contribuyera como socio al 
pago de las fincas compradas. 

12° Que en cuanto á las cartas presentadas, si bien en ellas 
se hacen las declaraciones referidas, se expresa en las mismas 
que el convenio se hizo con la prevención por parte de éste de 
que no debía firmar documento alguno ni poner capital ni apa- 
recer para nada en la negociación, que son la única prueba del 
convenio verbal, cuyas cartas constituyen una prueba indivi- 
sible por su naturaleza tanto en su contra como en la de la 
otra parte, cuyo convenio no tiene otra significación legal que 
la de una sociedad civil que sería nula en el caso^ ante la dispo- 
sición del artículo 1650^ sin que pueda tampoco decirse que 
existe siquiera comunidad de bienes, desde que Juárez no con- 
tribuía con nada en el negocio. 

13® Que esas cartas fueron escritas bajo el imperio de las 
impresiones que atribulaban el ánimo del Dr, Juárez después 
de su reciente caida de la Presidencia de la República, corte- 
jado de tantas injurias como se le prodigaron, no siendo ex- 
traño que en tales circunstancias tratase de evitar un pleito y 
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aun de que se dijera que negaba sa participación en las pérdi- 
das que el Dr. Palacios quería hacerle sufrir, para no dar pá- 
bulo á la maledicencia, tan predispuesta en su contra. Conti- 
nuando sus observaciones á la demanda, entra en otro orden de 
consideraciones para demostrar que aún en el supuesto de que 
las pérdidas en ella incluidas sean exactas y de que al Dr. 
Juárez correspondiera la mitad en ellas, el pe/i¿um formulado 
sería excesivo en la forma deducida; pero el Juzgado considera 
innecesario consignarlos, desde que no han de tenerse en cuenta 
en la presente resolución que debe analizar únicamente los he- 
chos primordiales que fundan la demanda y contestación como 
las leyes y jurisprudencia que sea de aplicación al caso sub-ju- 
dtce, dada la acción deducida finalmente. 

14® Reasumiendo su contestación^ agrega: Qae el convenio 
verbal invocado es nulo por disposición de la ley. Que el Dr. 
Palacios compró en su solo nombre las fincas que según ese 
convenio debían comprarse por partes iguales, administrán- 
dolas como exclusivamente propias, sin intervención alguna del 
Dr. Juárez. Que éste no aporto capital ni industria, ni debía 
ponerlo, ni ejerció jamás acto alguno de socio etc., pidiendo en 
consecuencia el rechazo de la demanda, con costas. 

15® Que con estos antecedentes el Juzgado dictó el auto de 
foja 174 en el que se manda justificar las condiciones del 
contrato de sociedad que se dice celebrado con el demandado y 
demás hechos alegados y no consentidos. 

Y considerando: 1® Dados los hechos alegados como funda- 
mento de la demanda, contradichos por el demandado, las 
cuestiones á resolverse en el presente juicio son las siguientes: 

Primera : ¿Se ha probado la existencia de un convenio verbal 
entre el actor y el demandado, en la forma que aquel expresa, 
y que ajuicio del mismo constituye la sociedad que invoca 
como fundamento de su demanda? 

Segunda: En caso negativo, ¿dicho convenio, dados los tér- 
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minos en que paede considerarse celebrado, ante la prueba 
producida, constituye en efecto una sociedad legal que crea 
relaciones de derecho entre ambos ? 

Tercera: ¿ Las declaraciones del demandado, contenidas en 
sus cartas de fojas 11 y 15, le obligan Icgalmente al cumpli- 
miento de las promesas que en ellas hace? 



Primera cuestión 

2"" En cuanto á la primera cuestión propuesta es de obser- 
varse desde luego, que el actor no ha producido prueba alguna 
en el sentido de acreditar los términos ó condiciones en que se 
efectuó el convenio verbal aludido en la demanda. No se ha 
probado que el doctor Juárez debiera poner capital determina- 
do, ni siquiera que ofreció ponerlo para la compra de las pro- 
piedades objeto del negocio, ni que éste aceptara ni tomara tam- 
poco, en ningún momento, intervención alguna directa en él. 
Por el contrario, déla misma demanda se deduce que ul propo- 
ner el doctor Palacios al doctor Juárez, aquella compra en so- 
ciedad, éste se rehusó á ello, manifestándole que no tenía fondos 
y que además su crédito en los bancos estaba agotado; expli- 
cando el actor la actitud pasiva del doctor Juárez en el nego- 
cio, con su sola afirmación de que jamás daba éste su nombre 
en los que emprendía en sociedad con otros. 

3° Por otra parte contribuye á desautorizar las afirmaciones 
del actor respecto á la celebración de aquel convenio en tales 
condiciones los hechos plenamente constatados en autos, aun 
por sus propias manifestaciones, de que él efectuó sólo y en su 
propio nombre la compra de las propiedades referidas y poste- 
riormente la venta de las mismas sin intervención del doctor 
Juárez en tales actos, ni por sí ni por representante alguno. 
La de haber procurado y obtenido del Banco los fondos necesa- 
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rios para atender los primeros vencimientos por dichas compras 
sin otra intervención de parte del íloctor Juárez que la reco- 
mendación dada para ello al doctor Palacios. La de no haber 
requerido jamás del mismo el aporte de la parte de capital que 
afirma le correspondía, cargando por sí sólo con los pagos y ven- 
cimientos, no obstante las dificultades y saorifícios que dice 
tenía que hacer para ello, hechos que en conjunto excluyen en 
absoluto hi idea de la existencia de un contrato perfecto de so- 
ciedad en las condiciones de mutua é idéntica solidaridad 
que se dice celebrado; pudicndo agregarse que cualquiera que 
fuera el motivo determinante de la reserva con que expresa, 
procedía el doctor Juárez en los negocios que emprendía en so- 
ciedad con los otros, no es concebible que por sólo la consíde- . , 
ración de su confianza en el doctor Palacios librara exclusiva- 
mente d éste la administración y dirección en su solo nombre de 
un negocio, que representaba valores de consideración, sin re- 
servarse documento ni justificativo alguno de sus derechos que 
pudiera hacer valer en cualesquier momento. 

4° De autos no resulta tampoco antecedente alguno que acre- 
dite el hecho aseverado en la demanda de que á los efectos del 
convenio invocado se acordara entre ambos solicitar un crédito 
de 180.000 pesos oro para atender á los primeros vencimientos^ 
no hiftbiendo al respecto otra prueba que la sola afirmación del 
demandante; constando, por el contrario, el hecho de que ese 
crédito fué abierto en el solo nombre del doctor Palacios sin 
mediar de parte del doctor Juárez otra intervención en él, que 
la recomendacioa dada al efecto para el Banco Nacional, y pos- 
teriormente la de su íntegra renovación. 

5® Las cartas presentadas no constituyen tampoco una prue- 
ba de que el convenio aludido se efectuara en los términos que 
expresa la demanda, es decir, de una idéntica solidaridad entre 
ambos para el aporte del capital social por iguales partes, y dis- 
tribución en igual forma de las utilidades ó pérdidas que del 
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negocio pudieran reportar; siendo entonces forzoso resolver ne- 
gativamente la primera cuestión propuesta, es decir la no exis* 
tencia del conyenio invocado en las condiciones de igualdad de 
derechos y obligaciones para ambos contratantes respectos á sus 
resultados. 

Segunda cuestión 

6<^ La única prueba producida por el demandante para acre- 
ditar la existencia de la suciedad en que funda su demanda con- 
siste en las cartas que le han sido dirigidas por el doctor Juá- 
rez corrientes á fojas 11 y 15, y la actitud asumida posterior- 
mente por éste con el doctor Palacios en relación á la compra 
de las propiedades en cuestión como su intervención en la for- 
mación de una sociedad para el establecimiento del Splendid 
HousBy bajo la base de los inmuebles expresados^ y su carta ul- 
terior al vice-presidente del Banco pidiéndole renovara íntegro 
el crédito de Palacios sin intervención del directorio, á fin de no 
perjudicar el crédito de éste. 

7^ La primera carta de foja 11 contiene en efecto las decla- 
raciones manifestadas en la demanda, cuyo texto literal es el 
siguiente: «Las pérdidas que Yd. pueda tener en el negociólas 
repartiremos, eso es justo : desde luego me declararé deudor 
suyo por la parte que en ello me corresponda » . . . < El negocio 
ha salido mal, ¿qué hacerle? no excuso aceptar la parte que en 
las pérdidas me corresponda. . . » « Es cierto que Vd. creyó que 
el negocio sería fácilmente liquidado antes que el Banco exi- 
giere el pago del crédito que le fué acordado; pero esto no pue- 
de variar mi actitud en el asunto». En esta carta de 12 de Oc- 
tubre do 1890, que es contestación á la que le dirigió el doctor 
Palacios en 7 del mismo mes y año pidiéndole su concurso para 
poder afrontar la mala situación que lo creara el negocio; se 
contienen también las siguientes textuales declaraciones : 
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«Beoordará Vd. qae coando me propuso la comprca de aquellas 
propiedades le contesté terminantemente que ni tenía dinero 
disponible, ni me encontraba en situación de usar de mi crédi- 
to en los bancos. — Me replicó entonces Vd. que nada de eso 
me pedía sino simplemente una recomendación al Banco para 
sacar una parte del precio. Se la ofrecí entonces, declarándole 
me sería doblemente satisfactorio ayudarlo en cuanto pudiera 
sin participación alguna en el negocio. Vd. insistió con la 
energía que le es característica j yo cedí por no desairar a) pri- 
mer pedido que Yd. me hacía, sin la menor intención de ha- 
cer un negocio. . . Pero Yd. se ha comprometido conmigo á 
no pedirme concurso pecuniario, pues yo le declaré que ni po- 
día prestárselo ni aceptaría bajo ningún concepto tal compro- 
miso. Si Yd . me hubiese manifestado la más remota posibili- 
dad de hacerme una exigencia semejante, jamás le habría 
aceptado, pues no teniendo dinero ni pudiendo usar de mi *cré- 
dito, me era moral y materialmente imposible contraer tal obli- 
gación.» 

8^ De esta carta, como de la posterior de foja 15, fecha 11 de 
Noviembre del mismo año, resulta según se vé, que el Dr. Juá- 
rez ofreció aceptar la responsabilidad por parte de las pérdidas 
resultantes del negocio, mas en esas mismas cartas se insiste 
por el mismo en que jamás ofreció poner de su parte capital al- 
guno, rehusando, por el contrario, toda participación directa en 
él, desde que el convenio se contrajo bajo la inteligencia de 
que no debía firmar documentos, poner capital, ni aparecer 
para nada en la negociación. 

Tales documentos, únicos, como se ha dicho, que puedan in- 
vocarse como prueba de la existencia de la sociedad, contienen 
en sí mismos una calificación á la confesión que de ellos se de- 
duce, siendo entóncesla prueba resultante de los mismosdetodo 
punto indivisible ante la disposición del artículo 1029 del Có- 
digo Civil, que establece terminantemente que la prueba resul- 
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tante del reconocimitínto de los documentos privados es indivi- 
sible y tiene la misma fuerza contra aquellos que lo reconocen, 
que contra aquellos que lo presentaren. 

9° Es entonces forzoso deducir que el convenio celebrado en- 
tre los doctores Juárez y Palacios no lo fué en las condiciones 
que expresa la demandasinóen los términos que resultan de esas 
cartas, es decir, sin obligación por parte del primero de aportar 
capital alguno, ni de firmar documentos ni figurar para nada 
en la negociación y sólo darle la recomendación pedida para 
obtener los fondos del Bancw Nacional, en cuyo caso no puede 
considerarse como un contrato perfecto de sociedad, desde que 
falta en él uno de los elementos esenciales constitutivos de la so- 
ciedad, cual es el aporte de un capital ó industria por parte de 
cada uno de los socios. 

10° Es un principio de jurisprudencia universal que parala 
existencia de la sociedad, los asociados deben contribuir con un 
capital ó industria, ó ambas cosas ala vez, cuyo principio con- 
sagra terminantemente el artículo 282 del Código de Comercio 
y sus concordantes del Código Civil. El epígrafe del capítulo 
1*» del título De la Sociedad, Código Civil, dice: «Con- 
diciones esenciales para la existencia de la sociedad», 
y el artículo 1648 del mismo estatuyeque hay sociedad «cuando 
dos ó más personas se hubiesen obligado mutuamente^ cada una 
con una prestación, con el fin de obtener alguna utilidad apre- 
ciableendinero»; y el 1649, que «las prestaciones que deben 
aportar los socios consistirán en obligaciones de dar ó en obli- 
gaciones de hacer, llamándose capital la totalidad de las presta- 
ciones que consistan en obligaciones de dar:^. 

11° Esta disposición se halla consignada también en diversos 
códigos, entre ellos, artículo 1833 del Código Francés, según el 
cual los aportes pueden consistir ya sea en industria, ya en la 
propiedad ó simple goce de bienes corporales cualesquiera, 
siempre que estos bienes tengan un valor apreciable en dinero* 
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Y el 2055 de Chile: <qae no hay sociedad si cada uno de los so- 
cios no pone alguna cosa en comun^ ja consista en dinero ó 
efectos, ya en una industria, servicio ó trabajo apreciable en 
dinero»; cuyo precepto se contiene también en el artículo 305i 
del Proyecto de Freytas. 

12^ No habiéndose demostrado, según queda dicho, que el 
Dr. Juárez debiera por ese convenio, aportar capital ó concurso 
pecuniario y sí únicamente dar la recomendación pedida para 
obtener el crédito de 180.000 pesos oro, del Banco Nacional, 
procede averiguar, á los efectos de la segunda cuestión propues- 
ta, si la sociedad formada en tales condiciones es válida ante la 
ley y crea por sí misma relaciones perfectas de derecho entre los 
contratantes. Desde luego es de tener en cuenta la disposición 
contenida en el artículo 1650 del Código Civil, según la cual es 
nulo el contrato de sociedad cuando alguno de los contratantes 
no aportara á la sociedad obligaciones de dar ú obligaciones de 
hacer y sólo concurra con su crédito ó influencia, aunque se 
obligue á contribuir con las pérdidas si las hubiese. 

Aunque pudiera objetarse que el convenio así celebrado po- 
día subsistir como donación ó cesión según Segovia en su nota 
á dicho artículo^ esto, por una parte, no procede en los casos 
que como el presente, tal convenio es declarado á la vez ilícito 
por la ley, como atentatorio á la moralidad pública; y por otra, 
porque la donación ó cesión sería en favor del que no hizo apor- 
te alguno á la sociedad (Aubry y Bau, § 377, número 2). 

Luego entonces, el convenio celebrado en tales condiciones 
es nulo ante la disposición legal citada, sin que pueda tampoco 
prevalecer bajo otro nombre. 

13^ Con efecto, Ereytas, en su proyecto de Código citado, artí- 
culo 3054, dice: c No podrá prevalecer bajo otro nombre , porque 
se trataría de una influencia ilegítima y de una prestación ilí- 
cita por consiguiente». 

14^ Ahora bien^ la nulidad de ese convenio celebrado en 

T. XI 12 
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tales condiciones afectaría la sociedad piisma en su esencia y 
de ahí la insanable nnlidad qae entraña, á diferencia de lo 
qae sacede con las nulidades de que trata el artículo 1653, que 
se refiere únicamente á la cláusula respectiva. 

IS"" El artículo 21 del Código Civil establece que las con- 
venciones particulares no pueden dejar sin efecto las leyes en 
cuya observancia estén interesados el orden público y las bue- 
nas costumbres. 

IB*' La doctrina que consagra el artículo citado se encuentra 
apoyada igualmente por diversos códigos y jurisconsultos de 
nota. 

La ley 28, título 11, partida 5% dice: c . • .Otrosí decimos que 
todo pleyto que es fecho contra nuestra ley, ó contra las bue- 
nas costumbres que non debe ser guardado; maguer pena^ ó 
juramento fuere puesto en él ». 

17^ Troplong, número 662, dice: c No se pueden derogar por 
convención las leyes que interesen el orden público y las bue- 
nas costumbres, y las leyes de orden público están interesadas 
cuando se declara nulo el acto en que interviene como factor co- 
mercial la influencia política de personajes altamente colocados»; 
y en el número 87: cEntre las sociedades á las cuales debe rehu- 
sarse todo efecto legal, no reconociéndolas como obligaciones 
válidas, deben colocarse las de los funcionarios públicos que 
por precio de un servicio prestado por su crédito ó influencia á 
una empresa industrial se hacen dar una parte en el capital so- 
cial; ó bien los de aquellos jefes de administración que autori- 
zando una creación útil al bien público reciben acciones de la 
sociedad que se ha organizado para explotarla; ó bien la de 
aquellos astutos intermediarios poderosos por la intriga en el 
mundo de los favores, que traen como aporte social su crédito 
cerca de un ministro á quien se proponen sorprender su firma 6 
engañar su buena fé ». 
18'' El mismo autor agrega al número 99 y 100: c una regla 
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domina toda esta materia (Efecto de la nulidad de las socie- 
dades ilícitas). Esto es : qne no debe haber comunicación del 
dolo: Nulla dolli communicatio est; de cuya regla deduce 
que no se dividen las ganancias y que las pérdidas sobreveni- 
das á consecuencia del dolo es personal, y tampoco se divide. 
Que los socios no tienen acción entre sí, por razón de so- 
ciedades ilícitas, no pudiendo solicitar partición de las ganan- 
cias ni de las pérdidas, ni hacerlas reglar en justicia, ni dife- 
nir los tribunales el juicio de sus diferencias sobre los efectos 
de su asociación »; doctrina que consagra la disposición conte- 
nida en el artículo 1659, al establecer que los socios que for- 
man sociedades ilícitas no tienen acción entre ellos para pedir 
la división de las ganancias ó pérdidas ó los capitales 6 las cosas 
que portaren á la sociedad, ni alegar la existencia de la socie- 
dad, para demandar á terceros. 

19° En el número 114, agrega Troplong : « Que el género de 
crédito que consiste en la prestación que una persona poderosa 
por su posición, sus relaciones, sus funciones acuerdan á una 
persona más débil, no está en el comercio, y es inmoral sacar 
provecho de el. 

€ Aun tratándose del mero crédito y de la fama industrial^ 
no se admite como aporte válido si no media la cooperación 
real de esta persona. » 

20° La misma doctrina de Troplong sostiene Dalloz (palabra 
societé al 1833, número 11) ; y en el número 110, dice : c Que 
la influencia que dan á una persona la posición elevada que 
ocupa, las funciones de que está investido, no pueden ser aporte, 
puesta, ni sociedad . Lo mismo repite en el número 89, agregando: 
«No se puede convenir con una persona poderosa que tendrá par- 
te en una empresa cualquiera, á condición de contribuir á su éxi- 
to con su crédito^ pues, además de que tal concurso no es una 
cosa apreciable, el convenio sería nulo, como contrario á la ho- 
nestidad pública y á las buenas costumbres, que no permiten 
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á las personas poderosas dispensar su crédito por dinero. Cita 
en apoyo de la doctrina sentada á Malepcyre Jonrdain (Société 
Commema/e, página 38; Duranton, tomo 17, número 318; Du- 
vergier, núm. 19; Delangle, tomo 1, número 60; Masséet 
Vergé sur Zachaiie, tomo 4, § 713, número 6). 

21° Luego, pues, si de autos resulta plenamente comprobado 
que por el citado convenio verbal entre lostloctores Palacios y 
Juárez, éste no debía aportar capital alguno en dinero ni 
industria, ni debía aparecer para nada en la negociación á rea- 
lizarse; si no debía tampoco firmar documento, no habiéndolos 
en efecto firmado, ni recibido justificativos 6 documentos que 
acreditaran sus derechos ú obligaciones por tal convenio en las 
ganancias ó pérdidas que pudieran resultar del negocio, ni in- 
tervenido en él directamente en forma alguna por sí ni por 
representante suyo, limitándose su participación en él, á la re- 
comendación oficial dada para obtener del Banco Nacional 
los ciento ochenta mil pesos oro para el pago de la suma estipula- 
da con los vendedores al firmarse el boleto y escritura después, 
es forzoso, entonces, establecer que tal convenio es no sólo nulo 
por disposición de la ley, sino también ilícito y prohibido, y 
por consiguiente, de todo punto ineficaz para crear por sí solo 
relaciones de derecho entre ambos contratantes. Queda enton- 
ces resuelta también negativamente la segunda cuestión pro- 
puesta. 

Tercera cuestió^i 



^^ Se ha visto ya que en las citadas cartas de fojas 11 y 15, 
dirigidas por el doctor Juárez al doctor Palacios, aquel ofrece 
concurrir á la parte que le corresponde en las pérdidas que re- 
sultasen en la liquidación del negocio referido, declarándose á 
la vez deudor de é|te por ella. Pero este ofrecimiento y decla-^ 
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raciones ¿le obligan legalmente ásu camplímiento en los térmi- 
nos de la tercera cuestión propuesta ? 

23® Se ha declarado en los considerandos precedentes, al es- 
tudiar las anteriores proposiciones, que el convenio fundamento 
de la demanda no resulta acreditado en los términos que se ex- 
presan en la misma, como se ha declarado también que dicho 
convenio no constituye una sociedad}legal j, finalmente, que ésta 
serla en todo caso nula, como contraria & la iñoralidad pública 
7 buenas costumbres, desde que el doctor Juárez sólo debía 
contribuir en ella con su influencia ante el Banco Nacional me- 
diante la recomendación ofrecida y dada al doctor Palacios para 
obtener la suma ya expresada de 180 000 pesos oro. 

24® Si, pues, la lej declara nula la sociedad formada en tales 
condiciones aunque el contratante que no aportó á ella una obli- 
gación de dar ó de hacer se obligue á contribuir á las pérdidas, 
según el artículo 1650 citado, es evidente entonces que las obli- 
gaciones que se derivan de un contrato declarado nulo por la 
ley, no puede tener eficacia alguna en favor de la persona con 
quien se contraen . 

25® Así, pues, y prescindiendo de que esas declaraciones y 
ofrecimientos fuesen hechas al doctor Palacios, como lo dice el 
doctor Juárez, sólo por un sentimiento de delicadeza ó por la 
situación difícil que le creara su reciente caida de la presiden- 
cia de la república, y ante el temor, por otra parte, de que su 
nombre figurasn en las crónicas de los Tribunales, estas circuns- 
tancias de nada cambiarían la naturaleza y efecto de las obli- 
gaciones reconocidas en dichas cartas, desde que ante la ley 
no quedaría sujeto en manera alguna á su cumplimiento por 
tener su origen en un contrato nulo. 

26® Luego entonces y dadas las condiciones en que resulta 
haberse efectuado el convenio aludido, el doctor Palacios care- 
cería en todo caso de acción contra el doctor Juárez para de- 
mandar de éste la parte de las pérdidas que según ese convenio 
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le correspondieren, y es entonces forzoso resolver también ne- 
gativamente la cuestión sentada . 

Por las consideraciones expuestas y concordantes de los escri- 
tos de contestación y de bien probado, corrientes á fojas i38 y 
326, fallo definitivamente absolviendo al doctor don Miguel Juá- 
rez Gelman de la demanda interpuesta por el doctor don Pedro 
Palacios, sin especial condenación en costas . 

Notiflquese con el original y repóngase las fojas. 

Juan del Campillo. 



Pullo de ln Supremii Corte 



Buenos Aires, Setiembre 7 de 1895. 

Vistos y considerando : Que el contrato que motiva esta cues- 
tión, dado como probada su existencia, habría tenido por objeto 
una negociación promiscua para distribuir entre los interesados 
las utilidades del negocio, una vez hecha su liquidación. 

Que el contrato tendría así los elementos que caracterizan la 
sociedad, á haber cada una de las partes aportado capital ó in- 
dustria. 

Que como lo demuestra la sentencia apelada, en tal caso, ó 
sea, en el caso sub-judice el aporte del demandado habría con- 
sistido solamente en su crédito ó influencia en las condiciones 
que, con arreglo al artículo mil seiscientos cincuenta del Có- 
digo Civil, comportan la nulidad del contrato, siendo así cierto 
que él no puede producir efecto. 

Que aún admitiendo que el contrato no debiera ser calificado 
de sociedad, sino como formando entre los innominados, como 
lo pretende el demandante, la solución de las cuestiones que 
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de él sarjan deben ser resueltas por los principios establecidos 
por leyes análogas (artículo diez y seis, Código Civil). 

Por estos fundamentos y los de la sentencia apelada de foja 
doscientas cuarenta y cinco, se confirma ésta, con costas. Be- 
puestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el ori- 
ginal. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BüNGE. — JUAN E. TO- 
RREN!. 



CAUSA CCXXAIl 



Contra Don Luis Hisper; sobre contrabando 



Sumario. — La introducción y expendio de mercaderías extran- 
jeras sin el despacho de Aduana y pago de los correspondientes 
derechos, hace pasible á la mercadería importada, de la pena de 
comiso. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 
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RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Visto el expediente sumario que precede, formado á propósito 
del contrabando denanciado en las c Cuevas » por don José Ega- 
fia, sobre mercaderías j efectos introducidos clandestinamente 
de la República de Chile, del cual resulta : 

1^ Que á fin de constatar los extremos de la denuncia de foja 2, 
esta Administración comisionó al auxiliar don Martiniano Gue- 
Tara, para que tomando bajo sus órdenes el guarda de cPunta 
de Yacas», don Miguel Salinas, y auxiliar correspondiente, pro- 
cediera á levantar el sumario que la ley establece y á aprehender 
las mercaderías, efectos, transportes y animales, y á ladetencion 
de las personas. 

2^ Que en cumplimiento de su cometido, el referido em- 
pleado produjo las actuaciones que corren de fojas 4á 31, en 
que constan las declaraciones del Guarda Salinas, de Punta de 
las Vacas; Yictor Jaramillo, representante de la casa acusada 
(foja 6); Armando Besse, empleado déla misma (foja9v.); Bau- 
tista Antonetí, id. (foja 10); José Bartolo id. (foja 11 v.); José 
Luglienette, carpintero (foja 13); Demetrio Barriocanal (foja 
16); Guillermo Ortiz de la Torre (foja 19 v.); Francisco Bei- 
nals (fojaSl); declaración indagatoria de don Luis Hispa (á foja 
22 vta.) y Honorio Bosende (foja 24 vta.). 

3® Que de todas estas declaraciones resaltan perfectamente 
comprobados los extremos de la denuncia de foja 2, habiéndose 
introducido clandestinamente de la vecina República de Chile 
materiales de construcción, mercaderías y efectos para la insta- 
lación de la posada de «Las Cuevas» sin aduanarlas ni 'denun- 
ciarlas al Resguardo de Fronteras, bajo el pretexto de tener que 
instalar con toda brevedad la casa para obviar á los- reclamos 
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continnos de los pasajeros de! Trasandiao (declaración indaga- 
toria de foja 24). 

4^ Qae habiendo sido embargadas las mercaderías y efectos 
encontrados en contravención faé constituido depositario el 
guarda señor Salinas [(diligencia de fojas 26 á 31), precedién- 
dose en seguida á clasiñcarlaü y aforarlas según tarifa, con in* 
tervencion de los interesados, encumplimientodel artículo 1044 
de las Ordenanzas de Aduana. 

5^ Que á foja 41 esta Administración procedió á recibir 
declaración indagatoria á don Luis Lepeley, socio habilitado de 
Hispa, corroborando las declaraciones de éste, sin alegar tampo- 
co excepción leg{timi ni presentar descargo alguno justificado 
(art. 1053 refer. Ordenanzas) ; y 

Considerando: l^ Que las mercaderías y efectos de que se 
trata han sido introducidos á la República por caminos extra- 
viados sin tocar en el Resguardo de Frontera correspondiente 
y á puntos no habilitados por la ley, en contravención á lo dis- 
puesto por los artículos 1038 y 1036 de las Ordenanzas de 
Aduana. 

2^ Que en cuanto al hecho de la introducción clandestina y 
fraudulen tallos acusados no han interpuesto ninguna excepción 
ni descargo justificado, ni intentado probarlo por deposición de 
testigos documentos 6 informes, etc. (art. 1053). 

3"" Que la causa alegada por los acusados, de tener que instalar 
con toda urgencia la posada de cLas Cuevas» obedeciendo á 
las reclamaciones de la Empresa del Ferrocarril Trasandino, en 
el interés del movimiento de pasajeros y tráfico á Chile, no puede 
estimarse por su naturaleza como caso de fuerza mayor 6 for- 
tuito, ni exhibirse en contra de los derechos del Fisco en la fiel 
percepción de su renta. 

4° Que en cuanto á las personas de los conductores no ha 
sido posible individualizarlas ni determinar de un modo jurídico 
y legal su responsabilidad, para hacerla efectiva en los términos 
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del artículo 1018 de las Ordenanzas ya citadas, por cuanto el 
hecho ilícito de la introducción había sido consumado ya sin 
dejar rastros ni haber sido posible obtener prueba testimonial 
á este respecto, siendo así que en definitiva la infracción sólo ha 
podido recibir plena prueba por la propia confesión de los acu- 
sados^ que en derecho reviste los caracteres de una prueba aca- 
bada y concluyente. 

5** Que por las Ordenanzas no existe estatuida otra pena que 
el comiso ó pérdida de las mercaderías ó efectos sobre que se ha 
delinquido, estando estatuidas las penas personales únicamente 
para el caso en que la penalidad real no pueda' aplicarse. 

Por estas consideraciones el Administrador de Ken tas Nacio- 
nales resuelve: 

Art. 1^. Decláranse caldas en comiso las mercaderías y efectos 
áque este sumario se refiere, debiendo hacerse efectiva la pena 
por el importe que arroja el inventario de fojas 26 á 31 y liqui- 
dación y aforo del manifiesto de fojas 44 á 47^ sobre el ñador 
don Luis Magalon,que ha otorgado fianza en autos á las resul- 
tas del juicio. 

Art. 2°. Deducidos los gastos y derechos del fisco, practíque- 
se por contaduría la distribución entre aprehensoreH y denun- 
ciantes, en Jos términos del artículo 1030 de las Ordenanzas de 
Aduana, consentida y ejecutoriada que sea la presente. 

Repónganse los sellos. 

Aureliano de la Reta. 

Ful lo del «luez Federal 

Mendoza, Marzo 7 de 1895. 

Vistos: estos autos acerca de la apelación deducida por don 
Luis Lepeley respecto de lo resuelto por el señor Administrador 
de Aduana en el sumario instruido por contrabando, con motivo 
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de la introducción de mercaderías á territorio argentino, proce- 
dentes de Chile, sin denuncia al resguardo de la Frontera ni á 
la Aduana respectiva; 7 

Considerando: 1^ Que el procedimiento seguido en estas ac- 
tuaciones se encuentra ajustado á la ley 7 no adolece de nulidad 
alguna. £1 procedimiento debe ser puramente sumario, 7 toda 
fijación de términos y alegatos que introduzcan un trámite ani- 
logo al del juicio criminal en plenario^ es extraño á esta clase 
de informaciones que no causan instancia. Según las Ordenan- 
zas de Aduana los casos de contrabando 7 los de defraudación, 
sin distinción en cuanto al procedimiento^ deben resolverse ací- 
ministrativamente por los jefes de las receptorías 6 aduanas; 
en el sumario que los Administradores mandan levantar, han de 
consignarse todas las circunstancias del hecho, las pruebas que 
^ resulten de la deposición de testigos, documentos é informes 7 
los descargos justificados de la parte interesada, 7 por fin, la 
resolución administrativa debe pronunciarse por escrito á con- 
tinuación del sumario levantado, condenando ó absolviendo, 
según resulten 6 no probados el contrabando, defraudación 6 
contravención (arts. 1035, 1038, 1053, 1064 7 1065 de las Or- 
denanzas citadas). 

La jurisprudencia de la Suprema Corte establece la misma 
interpretación. 

Declara que el Administrador de Aduana no tiene jurisdicción 
contenciosa; que sus procedimientos son administrativos 7 no 
causan instancia, que juzga como administrador 7 no como juez 
7 puede, á pedido de las partes, reformar sus resoluciones sin 
que entre tanto corra término para apelar. (Fallos de la serie 1*^, 
tomo 1% pág. 102 7 109; serie 2-, tomo 5% pág. 253). 

Que el procedimiento sumario conclu7e7queda completo con 
la declaración indagatoria, lo ha sancionado también la Supre- 
ma Corte en juicio de naturaleza análoga, como son los referen- 
tes á infracción á la 107 nacional de elecciones. En la causa 71 
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entre el doctor Casiano Calderón y don Antonio XJsin, inserta en 
el tomo 15, serie ^^y p^iginas 342 á 346, el señor Prooarador G-e- 
neralde la Nación doctor Costa, se expresa así: dos procesados 
han sido llamados á declarar ante el señor Jnez, han reconoci- 
do el hecho de qne se les hacía cargo y han opnesto á la vez sns 
excepciones. Hánse llenado así las formalidades esenciales del 
jnicio y el recurso de nulidad no es procedente» . Este dictamen 
fnéadoptado por la Supreme Corte. Es verdad que en el año próxi- 
mo pasado en juicios tramitados por este juzgado, sobre infrac- 
ciones comprobadas y reconocidas á la ley de elecciones, la Su- 
prema Corte^ variando la jurisprudencia á que el t^'ámite se ha- 
bía ajustado, declaró nulo el procedimiento, estableciendo qne 
no era suficiente la declaración indagatoria para terminar el 
juicio y que debía acordarse un término para la defensa de los 
inculpados; pero esto no obstante, respetando esta jurispruden- 
cia en los jaicios de elecciones, el infrascripto no cree violen- 
tarla afianzándose en la jurisprudencia anterior, en cuanto al 
procedimiento para actuaciones á las que no se refiérela nueva 
jurisprudencia, en lo que altera la anterior, puesto que no se 
trata de informaciones ante Juez, sino ante un funcionario ad- 
ministrativo á quien las ordenanzas le fijan el trámite sumario 
como único de su resorte. 

Además, no puede considerarse coartado el derecho de defen- 
sa garantido por la constitución nacional, desde el momento 
que el embargo y la declaración indagatoria, poniendo al inte- 
resado en conocimiento de la inculpación, le dan el derecho [de 
presentar sus descargos justificados ^ como dice el artículo 1053 
de las Ordenanzas citadas. 

Si el señor Administrador de Aduana se hubiera negado á re- 
cibir la prueba en ese término hábil, qae dentro del sumario 
acuerdan las Ordenanzas al inculpado, sería el caso de nulidad, 
por haberse infringido un precepto constitucional de estricta 
observancid . 
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La Suprema Corte tiene declarado también que la resolución 
del Administrador de Aduana declarando inadmisible la prueba 
ofrecida, debe ser reclamada ante el Juez de Sección, dentro de 
tres días (Fallos, serie 1% tomo 1°, pág. 456). 

Si el interesado no produjo prueba ante el Administrador de 
Aduana en el tiempo oportuno, deberá el perjuicio de su 
derecho, si lo hubiere, á su propia negligencia y no á infrac- 
ción alguna de la ley, ni defecto del procedimiento seguido con 
arreglo á las Ordenanzas de Aduana. 

2° Que el hecho del contrabando se encuentra reconocido por 
el señor Lepeley en su propia declaración, concordante con la 
prueba testimonial y documental recogida, antes y después del 
17 de Enero de 1894, se han transportado clandestinamente 
mercaderías de Chile á la Bepública Argentina, lugar denomi- 
nado cLas Cuevas», sin denuncia alguna á las autoridades com- 
petentes, que deben respetarse dentro de la jurisdicción terri- 
torial de este país. Y después del 17 de Enero hasta la fecha 
del embargo de esos bienes, se ha verificado su expendio en un 
Talor de 516 pesos, según resulta de la declaración del encarga- 
do mismo de la posada, sobre un valor denunciado de 2000 á 
2200 pesos; 

3^ Que la ignorancia de las leyes, invocada como escusa en la 
declaración de foja 41^ no es atendible, puesto que sólo es mo- 
tivo legal de absolución cuando la infracción sea por falsa de- 
claración que provenga de error evidente é imposible de pasar 
desapercibido (arts. 1057 y 1058 de las Ordenanzas de Aduana). 

4^ Que el intento de favorecer á los viajeros no puede con- 
siderarse siquiera como circunstancia atenuante del hecho de 
verificar ese servicio en menoscabo de la renta nacional, con 
efectos pasados en contrabando al territorio argentino. 

5"^ Que el contrabando, ó sea la introducción al país de mer- 
carderías del extranjero, fuera de los caminos señalados ó sin 
tocar en el resguardo de frontera correspondiente, es penado 



190 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

con el comiso de las mercaderías y multa de igaal valor al con- 
ductor de ellas (arts. 738 y 1018, Ordenanzas de Aduana). 

6*^ Que en la ejecución de lo»; actos prohibidos y penados por 
la ley^ se presume la voluntad criminal, ano ser que resulte nna 
presunción contraria de las circunstancias particulares de la 
causa (art. 6°, Código Penal.) 

1^ Que no se ha acreditado circunstancia alguna que esta- 
blezca una presunción contraria al intento de defraudar, con 
la introducción clandestina de efectos extranjeros las rentas na- 
cionales, sustrayéndose á los impuestos aduaneros del país. 

8^ Que el manifiesto de foja 79 con que se pretende acreditar 
la intención de verificar el competente denuncio, además de ser 
de fecha 1® de Febrero de 1894, cuando debiera referirse á efec- 
tos introducidos desde antes del 17 de Enero hasta el 31 del 
mismo mes, debe observarse que nada induce que corresponda á 
los mismos efectos á que, por otra parte, falta el duplicado que 
ha debido dirigirse por el Cónsul al Administrador de la Aduana 
de su destino (arts. 728, 729, 736. 739 y 753 de las Ordenan- 
zas de Aduana). 

Por estos fundamentos y concordantes de la resolución ape- 
lada, con lo pedido por el señor Fiscal: se confirma aquella en 
todas sus partes, declarándose improcedentes la nulidad y es- 
cusas invocadas por el señor Lepeley. En definitiva» así lo decla- 
ro y ordeno en Mendoza á 7 de Marzo de 1895, 

Hágase saber con el original. 

Severo G . del Castillo, 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 15 de 1895. 
Suprema Corte : 

El señor Hispa, socio en el negocio de la posada «Las Coevas», 
7 don Víctor Jaramillo, sa administrador, confiesan á fojas 5 y 23 
cnanto habla establecido la denuncia y comprobado las declara- 
ciones del sumario corrientes de fojas 4á 30 esto es^ qne se ha es- 
tablecido aquella posada introduciendo efectos de Chile, clan- 
destinamente, sin pasarlos ni manifestarlos ala Aduana de esta 
Kepública. 

Hecho tan grave no puede escusarse con la premura para el 
establecimiento de la posada, ni con la intención que insinúa 
su administrador, de avisarlo á la autoridad competente. 

Porque ni el hecho aparece verosímil ante los términos 
transcurridos para arreglar la casa é instalarla, con cargas traí- 
das en varias ocasiones, ni aun siendo probado con toda eviden- 
cia, autorizarla la introducción y expendio de mercaderías sin 
despacho de aduana, contra las espUcitas prescripciones de las 
ordenanzas. 

Los permisos de exportación acordados por las autoridades 
aduaneras chilenas, no satisfacen las exigencias de los artículos 
727 y 728 relativas al manifiesto certificado por el Cónsul ar* 
gentino. 

La ignorancia de las leyes, la premura de la instalación, no 
escusan el deber de presentar ese manifiesto certificado junta- 
mente con la primera remesa de mercaderías; según el mandato 
del artículo733,el internamiento de tales mercaderías, sin tocar 
en el resguardo de frontera, produce como consecuencia legal 
la imposición de la pena decomiso, que expresamente consignan 
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los artículos 738 y 1018. La administración ha podido legiti- 
mámente imponerla, por cuanto no se trata de mercaderías que 
hubiesen entrado alguna vez y salido por una causa aparente- 
mente legítima, de la jurisdicción administrativa, sino de efec- 
tos introducidos de contrabando, sin pasar ni tocar la Aduana. 
Por ello^ encontrando legalmente fundada la sentencia co- 
rriente á foja 99, tanto en cuanto deséchalas causas dennlidad 
invocadas contra el procedimiento administrativo, que ha sido 
arreglado á los términos déla ordenanza, cuanto en lo relativo á 
la comprobación del contrabando, pido á Y. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Fullo de ln Suprenm Corte 



fiaenos Aires, St^tiembre 12 de 1895. 

Vistos y considerando: Que está plenamente averiguado que 
el apelante ha introducido y expendido mercaderías extranjeras 
sin el despacho de aduana y pago de los correspondientes de- 
rechos. 

Que tal hecho, comprendido en la disposición del artículo mil 
treinta y seis de las Ordenanzas de Aduana, hace pasible á la 
mercadería importada^ de la pena impuesta en la sentencia 
apelada. 

Que no teniendo el presente caso relación alguna cenias leyes 

electorales, son impertinentes á la cuestión debatida, las apre- 
ciaciones que se refieren á su interpretación y al procedimiento 
& seguir en tratándose de su aplicación. 
Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
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Procurador General y fundamentos concordantesde la sentencia 
apelada de foja noventa y nueve, se confirma ésta con costas. 
Bepnestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BÜNGE . 



CAIJSJl CCXXXIIl 



Prot y C* contra D. Antonio Souef, sobre falsificación de 

marca de fábrica 

Sumario. — Sin la prueba de ser falsificados los artículos em- 
bargados al demandado y vendidos por él, y de ser éste el autor 
de la falsificación, ó de haberlos vendido con conocimiento de 
su falsedad, debe rechazársela acusación. 



Caso. — Lo explica el 

Fallo fiel Jíuea Fetlerai 

Buenos Aires, Agosto 9 de 1895. 

Y vistos : estos autos seguidos por Pablo Prot y C% contra 
Antonio Souef^ por falsificación de marca de fábrica, de los que 
resulta: 

T. XI 13 
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j 

Que Don Ernesto J. Borré, en representación de los ac- 
tores, deduce á foja 5 la presente querella, por falsificación 
de la marca cLnbin» con que sas mandantes distinguen pro- 
ductos de perfumería, pidiendo que en oportunidad se condené 
al demandado al máximun de la pena en que ha incurrido, á 
los daños y perjuicios y al pago de las costas. 

Que trabado el embargo solicitado comomedida previa, como 
constada las diligencias de foja 15 á foja 20, y notificado el 
traslado conferido, á foja 32 lo evacúa Souef negando la falsifi- 
cación á que se refiere la demanda, por lo que pide su rechazo con 
expresa condenación en costas y que se dejen á salvo las accio- 
nes que le corresponden por los daños y perjuicios áque hubie- 
re lugar. 

Que recibida la causa á piueba se produjo la testimo- 
nial de foja 57y la traducción é informe caligráfico corriente 
de foja 94 á foja 99, y el reconocimiento de firmas de foja 100 
vuelta y llenados los demás trámites legales quedó la cansa 
conclusa para sentencia. 

Y considerando: Que si bien como resulta de la diligen- 
cia de embargo que corre de foja i4 á foja 20 vuelta, se 
han encontrado en poder del demandado diversas mercade- 
rías con la marca registrada de los actores, y se ha es- 
tablecido qué los artículos que expresa la factura de foja 3 han 
sido comprados en casa de Souef, correspondía á los actores la 
prueba de que los artículos embargados y los vendidos, eran 
falsificados, y que el demandado era el autor de la falsificación, 
6 los había expendido ó puesto á la venta con conocimiento de 
so falsedad. 

Que no habiendo producido prueba alguna al respecto, 
la demanda no puede prosperar, y debe ser desechada con 
la imposición de costas, establecida por el artículo 144 del códi- 
go de procedimientos en materia penal. 

Por estos fundamentos, fallo : absolviendo de culpa y cargo al 
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demandado Soaef , con costas á los actores. Álcese el embargo 
trabado y déjanse á salvo las acciones de Souef por los daños y 
perjuicios qae se ie hubieren causado. 
Notifíquese con el original y repóngase el papel. 

J. V. Lalanne. 



Vallo fie la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 12 de 1895. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma con costas la sen- 
tencia apelada de foja ciento cuarenta y tres. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA CCXXXIT 



Criminal contra Ramón Pascual; por homicidio 

Sumario. — Cuando »obre la responsabilidad ^del procesado 
DO queda más elemento de prueba que su confesión, ésta no 
puede dividirse en perjuicio de él. 



196 FALLOS DE LÁ SUPREMA CORTE 

Caso.— Resulta del 



jf alio del Jlues Federal 



La Plata, Mayo 22 de 1895. 

y vistos: los seguidos contra Ramón Pascual, por homicidio 
perpetrado en la persona de Ángel Róbelo G-uerino, y demás 
en la acusación deducido : 

Y resultando: 1^ Que en 28 de Diciembre de 1894, expone el 
procesado, se encontraba á bordo de la goleta nacional cLuígi 
Palma», anclada en Zarate, jugando á los naipes con el extinto 
A. R. Guerino y mientras hacían la partida, le dirigió algunas 
bromas que le disgustaron . 

^ Que, pasados algunos instantes, Ángel Róbelo Guerino 
agredió á* mano limpia á Luis N. . . quien se defendió y cayó al 
suelo de resultas de la lucha (v. f. 2) que se trabó. 

3^ Que viendo esto el exponente se armó de un cuchillo 
hoja ancha, el que estaba sobrecubierta y con él, infirió dos 
heridas á Guerino; presentándose á la Sub*Prefectnra, una 
vez de haber cometido el hecho (veáse foja 4). 

4® Que el testigo presencial Luis Ambro6Í Giraldi pres- 
tando declaración á su vez, expuso, igualmente, ante la Sub- 
Prefectura : a) que se encontraba jugando á los naipes, en el 
pailebot indicado, con Pascual y A. Róbelo; b) que este último 
se disgustó por una broma que le dirigió Pascual, lo que dio 
por resultado que se armara de un cuchillo y causara á Róbelo 
dos heridas ; c) que el exponente, después de una discusión 
con A. R. Guerino, se tomaron á brazo partido, cayendo él al 
suelo, en cuya circunstancia fué que Pascual hirió al extinto 
(véase foja 54). 
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5^ Qae Jovino Lacena, otro de Io3 testigos presenciales, de- 
clara igualmente: a) qne se encontraban jugando á los naipes 
Pascual, Róbelo y Giraldi, cuando el primero tuvo una discu- 
sión con el segando de resultas del juego, terció en la disputa 
Giraldi á brazo partido ; b) que al presenciar esto Pascual, se 
armó de una cuchilla que se encontraba sobre cubierta é inñrió 
con ella dos heridas al occiso, de las que falleció. 

6'' Que pasados los antecedentes á este Juzgado el procesa- 
do Ramón Pascual modificó su declaración expresando : a) con 
motivo de bromas que dirigió á Róbelo, éste enojado lo insultó 
y amenazó; b) que cumo él siguiera con las bromas, Róbelo se 
levantó furioso y se fué sobre él; c) que entonces él tuvo tiem- 
po de evitar ser agredido^ pues pudo correr: pero como Róbelo 
lo persiguiera, tomó para defenderse un cuchillo que encontró 
al lado de la cocina y con él le infirió dos puntazos, no por ma- 
tarlo sino para evitarse del ataque, pues era un hombre más 
fuerte que él. 

7° Que no han podido ser ratificadas ante el Juzgado las de- 
claraciones prestadas por los testigos presenciales Giraldi y 
Lucena, por no haber sido encontrados, por estar de viaje el 
pailebot de que son marineros. 

8"^ Que corrida vista al Procurador Fiscal, se expidió (véase 
foja 20 vuelta) solicitando la pena de tres años de prisión y 
accesorios legales; fundándose para ello, en lo predispuesto en 
el artículo 97 del Código Penal, por haber provocado la víctima 
el acto homicida. 

9® Que el Defensor pidió (véase foja 25) la absolución de 
culpa y cargo, alegando que Pascual se encontró en caso de le- 
gítima defensa. 

^10^ Que abierta la causa á prueba, las partes ninguna han 
ofrecido, como lo demuestra la nota del Secretario, corriente en 
autos; llamándose en consecuencia autos para definitiva. 

Y Gonsidtfiando: i^ Que está suficientemente comprobado el 
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cuerpo del delito, por la partida de defunción (véase foja 48); 
certificado médico legal (véase foja 8); confesión del reo (véa- 
se foja 4 y foja i2 vuelta) y demds constancias corrientes en 
autos. 

2° Que igualmente se encuentra comprobado con confesión 
categórica y declaraciones relacionadas, que fué Ramón Pas- 
cual el único autor del homicidio. 

3® Que no se encuentra justificada de manera alguna ni di- 
recta, ni tan siquiera indirectamente, la excepción de legitima 
defensa, invocada por el defensor del reo. 

4° Que la dicha excepción, no tiene apoyo legal alguno en 
autos: la confesión del procesado y la limitación que más tarde 
trata de oponer al hecho homicida confesado, sin reato alguno 
en su primer indagación, no ha sido contestada con su rectifica- 
ción, en cuanto á la acción aislada en que expone: la caida de 
Luis N. . . 6 Luis Ambrosio Griraldi se debió á que éste se in- 
terpusiera cuando dice le persiguió Eobelo. 

5*^ Que no tan sólo esto ha de tenerse en cuenta, sino tam- 
bién que en su confesión primera Bamon Pascual, la que según 
todos los antecedentes concordantes, fué espontanea^ desde el 
momentoquelo hizo al presentarse voluntariamenteantelaSub- 
Prefecturaá constituirse en arresto; confesión que no niega al 
ratificarla en lo principal^ ni la presenta sospechada de falsa. 

6® Que la segunda indagación prestada ante este Tribunal, 
no la considera la ley en calidad de cualificada, único caso en 
que debería ser aceptada en derecho coíno única prueba legal; 
los dichos del reo modificados en el transcurso de la investiga- 
ción que no tienen en autos una concordanoia justa, ni se ha 
intentadopor la defensa comprobar, no pueden ni tan sólo al- 
canzar la categoría de aquellos hechos que por su naturaleza 
introducen siquiera una presunción de duda en el ánimo del 
Juez, ni menos aceptable en lo presumible, cuando, por el con- 
trario, la primera confesión del reo es concordante y se encna- 
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dra discretamente en las afirmaciones de ano de los protago- 
nistas del hecho y de un indiferente, testigos que aun no ratifi- 
cados sus dichos, ellos fueron anotados y prestados por una au- 
toridad nacional. 

7^ Que reasumiendo, no ha de desecharse la confesión presta- 
da ante aquel funcionario administrativo y policial; ni mcDOs 
la prestada ante este Tribunal ha de atribuirsele la importancia 
que el Defensor le asigna: lo primero porque no han sido lle- 
nados por la defensa, ni por la acusación, los requisitos que la 
ley acuerda para que sea nula una declaración, y porque no han 
sido citados esos testigos por edictos; lo segundo, porque esa 
confesión retracta otra anterior, que le es Contraria, sin expo- 
ner motiTo justo alguno que autorice ó justifique la razou de la 
retractación, y, finalmente, porque las constanciasde autos le 
son contrarias. 

8^ Que no deja de ser una doctrina aceptada en materia pe- 
nal, que la confesión en juicio es indivisible, de tal suerte que 
no puede tomarse en la parte que perjudica al procesado y de- 
secharse én la parte que le favorezca, pero esto tiene lugar sola- 
mente cuando no hay en el proceso otras pruebas 6 indicios ye- 
hementes que autoricen la división. 

9® Que propiamente hablando, en el sub^judiee no ha de 
considerarse la confesión en sí ni en cuVnto á sn yalor probato- 
rio: ha de estudiarse previamente, si la primera confesión que- 
da desvirtuada, una vez que se le modifica por una segunda, 
pero en contra de los correlativos de credulidad que afirman 
la veracidad de la primera; ha de estarse, pues, á aquella que 
concaerde con los hechos comprobados, como sucede en el caso, 
y más, cuando el primer dicho es ratificado por el segundo en 
lo snstancial. 

10^ Que en el suA-j^dtce militan además de la primera declara- 
ción del encausado, los dichos de los testigos de primer grado, 
Giraldi -y Lusena, según los que el incidente de que resultó la 
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muerte de.A. P. Guerrino, pasó muf de diferente manera que 
la relación hecha por el encausado ante este Tribunal. 

il^ Que esas declaraciones hacen fé plena, no tan sólo por 
estar en el fondo de acuerdo con la primera confesión de Ramón 
Pascual sino también por haber sido prestadas ante la sub-pre- 
fecturade Zarate (como &e ha indicado ja), que es la autoridad 
encargada de la instrucción de las primeras diligencias de escla- 
recimiento de los crímenes y delitos cometidos en los buques y 
riberas; sun, pues, ellas oficiales públicos y desde luego^ tienen 
por lo menos la presunción de Teracidad que la ley quiere en 
todo acto de investigación. 

12^ Que con mayor motivo debe conceptuarse una prueba 
perfecta lo declarado por los ya citados testigos internos, cuan- 
do el procesado no ha presentado, ni ofrecido siquiera durante 
el término probatorio ningún antecedente que abone le excep- 
ción de legítima defensa alegada. 

13® Que sentado esto, debemos pasar á averiguar la natura- 
leza del delito que se persigue y la pena que en su consecuencia 
le corresponde. 

14® Que dado el modo cómo el suceso se produjo y queda 
relacionado^ el Juzgado no cree que Ramón Pascual haya proce- 
dido con alevosía y no puede por lo tanto aplicarle la pena de 
muerte que determina el artículo 95^ inciso 1, del Código Penal. 

15® Que sin embargo, tampoco cree que sea de aplicación el 
artículo 97 invocado por el procurador fiscal, pues no está de 
manera alguna probudo que la víctima haya provocado el acto 
homicida con ofensas ó injurias ilícitas y graves. 

16® Que en tal virtud, piensa que la penalidad en que ha in- 
currido es la del artículo 96, inciso 2®, del Código Penal, pomo 
encontrar en el hecho punible de que se trata ninguna circuns- 
tancia agravante. 

Por estas consideraciones, fallo: condenando al procesado Ra- 
món Pascual á la pena de 8 años de presidio, con los accesorios 
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que determinan ios artícaíos 61 j 64 del Código Penal, con de- 
claración de que la vigilancia de la autoridad á qae el condenado 
queda sujeto^ es por el término de 5 años, desde que haya cum- 
plido la condena y de que la reclusión de que sufrirá en los ani- 
versarios del delito será por 15 días, por homicidio caliñcado 
que perpetró en la persona de Ángel Róbelo Gnerrino y todo con 
especial condenación en costas. Observándose que una vez eje- 
cutoriada esta sentencia, se liberen las notas del caso al F. £. 
Nacional, poniendo el preso á su dispt)sicion,áfínde que cumpla 
la condena impuesta en la Penitenciaría Nacional. Notifíqnese 
con el original, regístrese en el libro de sentencias y repóngase 
las fojas. 

Mariano S, de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 15 de 1895. 

Suprema Corte]: 

La primera declaración del procesado ha sido sustancialmen* 
te alterada por las rectificaciones de foja 12; las de los testigos 
presenciales del hecho carecen de la suficiente fuerza probato- 
ria^ por haberse prestado sin las formalidades legales, ante las 
autoridades incompetentes de la receptoría de rentas naciona- 
les, y por no haber siJo habidos los deponentes, para la ratifi- 
cación ante el juez de la causa. 

Pero aún admitiendo como única prueba fehaciente, la con- 
fesión del procesado Eamon Pascual y que el principio de la 
indivisibilidad de la confesión judicial que proclama el artículo 
318 del Código de Procedimientos en lo criminal fuera riguro- 
samente aplicable en el caso, á falta de toda otra prueba que 
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desvirtúe las circanstancias de descargo, siempre resultaría de- 
mostrado que el procesado es el autor del homicidio de Ángel 
Eobeia Ghuerrino. 

Ese homicidio no era un hecho necesario. 

Aún admitiendo lo expuesto en la confesión de foja i2 Tnelta, 
que Eobelo insultara á Pascual y fuese sobre el dedarante, tales 
hechos, que importan una provocación, no implican la necesi- 
dad de la muerte, ni justifican el hecho de inferir las heridas 
mortales que la causaron. 

Pascual recono<j|B que tuvo tiempo de evitar ser agarrado, 
pues pudo correr, pero que como Rebelo lo siguiese, tomó el cu- 
chillo, é infirióle las dos heridas. 

Tal acto hallaría disculpa en la persecución con armas, capaz 
de producir un mal grave al perseguido, pero no la tiene cuando 
se verifica por un hombre desarmado, incapaz por ello, de 
causarle. 

Tomando entonces esa persecución como una provocación con 
ofensas ó injurias ilícitas y graves, la pena del homicida no 
puede ser menor de 3 años de prisión, según lo dispuesto en el 
artículo 97 del Código Penal. 

Pido por ello á V. E., de acuerdo con lo solicitado por el pro- 
curador fiscal en la primera instancia, se sirva revocar la senten- 
cia apelada, limitando la condena impuesta al procesado, á los 
tres años de prisión que pescribe el texto citado. 

Sabiniano Kier . 
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FaIIo fie lA 0iipreiiia Corte 

Buenos Aires, Setiembre 12 de 1895. 

Vistos y considerando: Que las declaracionos de fojas cinco 
vuelta y seis vuelta carecen de valor legal, por no haber sidore- 
oibidas y prestadas con las formalidades de derecho. 

Que no queda, en consecuencia, como elemento de prueba 
sobre la responsabilidad del procesado sino la confesión de él 
mismo, la que, en el caso, no puede dividirse en perjuicio del 
confesante, con arreglo á lo dispuesto en el artículo trescientos 
diez y ocho del Código de Procedimientos en lo criminal. 

Que de acuerdo con esos antecedentes el ministerio fiscal, 
tanto en primera como en segunda instancia^ ha pedido la pena 
de tres años de prisión contra el procesado, sujetándose alo dis- 
puesto en el artículo noventa y siete del Código Penal. 

Por esto y de conformidad con lo pedido por el señorprocurs- 
dor general, se reforma la sentencia apelada defoja treinta y cin- 
co, condenándose al procesado Ramón Pascual ala pena de tres años 
de prisión y al pago de las costas del jaicio, debiendo descon- 
tarse el tiempo que lleva sufrido en la forma prescrita por el 
artículo cuarenta y nueve del Código Penal : devuélvanse. 

BElUAMIll PAZ. — ABEL BAZAII. — 
OCTAVIO BÜNGB. — JUAN E. TO- 
RBBUT. 
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entre las partea enjuicio, haciendo imposible para uno la prueba 
por confesión, que es posible para el otro. 

Que nada se opone á que los representantes de las personas 
jurídicas absuelvan posiciones sobre hechos en que como tales 
hayan personalmente intervenido ó de que deban tener cono- 
cimiento en el mismo carácter, no habiendo razones especiales 
en contrario. 

Por estos fundamentos y concordantes del auto de foja cator- 
'ce, se confirma, con costas, el apelado de foja dos. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN . — OCTAVIO BUNGB. — 
JUANE.TORRENT. 



CAUSA CXXXXVI 



A. Chouety C* contra D. A.Souef, sobre falsificacton 

de ma^ca de fabrica 



Sumario.Sin la prueba de ser falsificados los artículos em- 
bargados al demandado y vendidos por éste, y de ser el autor de 
la falsificación ó de haberlos vendido con conocimiento de su 
falsedad, debe rechazarse la acusación. 
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Caso.— Besalta del 



Fallo 4el Jluea Federal 



Buenos Aires, Agosto 9 de 1895. 

Y visto: estos autos seguidos por D. Antonio. Ghouet y G' 
contra Antonio Sonef , por falsificación de marca de fabrica, de 
los que resultan; 

Que D. Ernesto J. Borré, en representación de los actores, 
deduce á foja : la presente querella, por falsificación de la mar- 
ca cDr. Fierrd>,con que sus mandantes distinguen el aguaden- 
trífica que expenden, pidiendo que, en oportunidad, se condene 
al demandado al máximun de la pena en que ha incurrido, á 
los daños y perjuicios y al pago de las costas. 

Que trabado el embargo solicitado, como consta por las dili- 
gencias de foja trece á foja diez y ocho, y notificado el traslado 
conferido, á foja veinte y ocho lo evacúa Souef negando la 
falsificación á que se refiere la demanda, por lo que pide su 
rechazo, con expresa condenación en costas, y que se dejen á 
salvo las acciones que le corresponden poi los daños y perjuicios 
á que hubiere lugar. 

Que recibida la causa á prueba, se produce la testimonial de 
foja cincuenta y una, la traducción é informe caligráfico, co- 
rriente de foja noventa y tres á foja ciento una, y el reconoci- 
miento de firmas de foja ciento dos y llenados los demás trá- 
mites legales, quedó la causa conclusa para sentencia. 

Y considerando: Qae si bien, como resulta de la diligencia 
de embargo, que corre de foja trece á foja diez y ocho vuelta, se 
han encontrado en poder del demandado diversas mercaderías 
con la marca registrada de los actores y hay en autos indicios 
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de que los artículos que expresa la demauda han sido comprados 
en casa de Souef^ correspondía á los actores la prueba de que 
los artículos embargados y los vendidos, eran falsificados y 
que el demandado era el autor de la falsificación 6 los había ex- 
pendido ó puesto á la venta con conocimiento de su falsedad. 

Que no habiéndose producido prueba alguna al respecto, la 
demanda no puede prosperar y debe ser desechada con la impo- 
sición de costas establecida por el artículo ciento cuarenta y cua- 
tro del Código de procedimientos en materia penal. 

Por estos fundamentos, fallo: absolviendo de culpa y cargo 
al demandado Souef, con costas á los actores. Álcese el em- 
bargo trabado y déjanse á salvo las acciones de Souef por los da* 
ños y perjuicios que se le hubiesen causado. Notifiquese con 
el original y repóngase el papel. 

J. V, Lalanne. 



K*allo fie la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 14 de 1895. 

Yistos: Por sus fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja ciento treinta y nueve. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. — 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO PVWGE. — 
JüATl E. TORRENT. 
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CAUSA CCXXXYII 



La Municipalidad de La Pláta^ contra don Vicente Calzetta; 

sobre reivindicación 



Sumario. — Siu la prueba del dominio actaal en el deman- 
dante, no procede la acción reivindicatoría. 



Caso. — Resulta del 



Vallo del Suem Federal 



La Plata, Marzo 18 de 1893. 

T vistos: los seguidos por la Municipalidad de La Plata, 
contra don Vicente Calzetta sobre reivindicación. 

Y resultando: i^ Que en 20 de Junio de i892, se presentó 
ante esta jurisdicción, el mandatario de la Municipalidad dicha, 
entablando demanda de reivindicación contra don Vicente Cal- 
zetta, por un inmueble ubicado en el ejido de la Ensenada, hoy 
municipio de la Capital. 

2® Que el bien á reivindicar de Calzetta, es el que forma par- 
te del solar A, de la manzana 92, compuesto de 23 metros 30 

T. XI u 



i 
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centímetros de frente al nordeste por 43 metros 30 centímetros 
de fondo, lindando al sudeste con una fracción del mismo lote, 
vendida ála empresa del Ferrocarril de Buenos Aires y Puerto 
déla Ensenada. 

3^ Que fundando la acción reivindicatoría, lo hace el actor 
sosteniendo que ella se acuerda por el artículo ^58 del Código 
Civil al propietario que ha perdido la posesión, y que en ese 
caso se encuentra la Municipalidad, pues Calzetta tiene ediñ- 
oado ese terreno con su casa de negocio. 

4° Que en cuanto ála propiedad, la tiene la Municipalidad, de 
acuerdo con el artículo 2344 del Código Civil, pues el Estado 
provincial puso, por ley de 3 de Noviembre de 1870, bajo el do- 
minio de la Municipalidad de la Ensenada, hoy de La Plata, 
toda la propiedad pública situada dentro de su ejido, siendo 
parte de esa propiedad ul terreno de que se trata. 

5^ Que además, el artículo 2342 del Código Civil establece: 
€ son bienes privados del Estado, todas las tierras que estando 
dentro de sus límites, carezcan de otro dueño», y argumentando 
sobre tal priucipio ... en su consecuencia: es á los particula- 
res, no al Estado ni á la Municipalidad á quienes corresponde 
acreditar su dominio ; al Estado le basta su soberanía eminente, 
y á la Municipalidad, la ley por la que el Estado le hizo la trans- 
feí^encia. 

6° Que tal es el título con que la Municipalidad acredita su 
dominio al inmueble reivindicado, como á toda la tierra que es- 
tando dentro de su ejido, no tenga otro dueño que la hubiese 
obtenido del Estado^ antes de 1870 ó de la Municipalidad des- 
pues^ ó bien por prescripción. 

7^ Que ocupándose de los títulos del demandado, Sostiene : 
consisten en una escritura por la que don Emilio Schutk le ven- 
dió los derechos y acciones que por otras escrituras le vendie- 
ron á él los herederos de los cónyuges don Cecilio Cabrera y 
D^ Matilde Garay. 
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8^ Que en esas escrituras no se habla de propiedad, sino sim- 
plemente de acciones y derechos qne los vendedores pudieran 
tener y que desde laego, dichas escrituras, lejos de acreditar el 
dominio de Calzetta, demaestra que la Municipalidad conserva 
sus derechos de propiedad. 

9^^ Que las acciones y derechos que se dicen trasmitidos, no 
podrían tener otra causa que una concesión de la Municipalidad 
de la Ensenada, de acuerdo con la ley de 3 de Noviembre de 
i870; pero que tal concesión no existe. 

iO" Que sin embargo, si existiera, como su mismo nombre 
lo indica, ella no trasmitiría el dominio inmediatamente, aún 
cuando diera al concesionario un derecho á la propiedad, me- 
diante el cumplimiento probado de ciertas condiciones que de- 
bían efectuarse en un tiempo dado, la escritura de propiedad 
debía también otorgarse dentro de un término fijo. 

iV Que en el presente caso sucede, que los esposos Cabrera, 
ni sus herederos, ni Schutk, invocan semejante título, porque 
ninguno tiene, ni otra alguna causa de adquisición^ por lo que 
no pudieron trasmitir á Calzetta mejores ó más extensos dere- 
chos que los que tenían. 

12^ Que por todo lo expuesto, termina el representante déla 
corporación municipal, pidiendo se ordene á Calzetta la de- 
volución del terreno reivindicado, con más los daños y per- 
juicios y condenación expresa en las costas del juicio. 

13^ Que en un otrosí agrega : en el expediente que acompaña 
consta reconoce expresamente Calzetta no ser propietario, por 
el hecho de haberse presentado el Poder Ejecutivo de la pro- 
vincia solicitando la escrituración del terreno materia de este 
juicio, consintiendo después la prosecución del asunto por ante 
la Municipalidad, á cuyo conocimiento y resolución lo pasó el 
gobiernot siendo de notar que el decreto en él recaido no fué 
recurrido por Calzetta. 

14^ Que teniéndose esto presente y con arreglo ala citada 
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ley dtí 3 de Noviembre de 1870, era la Municipalidad la única 
que podía otorgar esa escritura y trasmitir la propiedad. 

15^ Que conferido traslado de la demanda á Calzetta> éste la 
eyacuó pidiendo fuera rechazada la acción imponiéndosele á la 
Municipalidad perpetuo silencio y el pago de las costas proce- 
sales. 

Id"* Que fundando este pedido, dice: naciendo la acción reí- 
vindicadora del dominio y no teniéndolo la Municipalidad sobre 
el terreno demandado, carece de dicha'accion. 

17*^ Que la provincia de Buenos Aires, nunca transfirió á la 
mencionada Municipalidad de La Plata, la tierra de que afecta 
creerse propietaria, y por el contrario, el Estado se ha reputado 
siempre dueño de esa tierra, como resulta de diferentes leyes y 
decretos que invoca. 

18^ Que en su mérito, no teniendo la Municipalidad más tie- 
rra pública que la que el Estado le transfiera, según el artículo 
2344 del Código Civil, la Municipalidad ya citada no puede 
considerarse dueña de los terrenos déla Ensenada. 

19^ Que la ley de 3 de Noviembre de 1870 no pasó á la Mu- 
nicipalidad de La Plata esos terrenos, pues en la época que ella 
se dictó no existía ni en proyecto esta ciudad; ademas, esa ley, 
agrega, se dictó para los pueblos de campaña, no para la Capi- 
tal de la provincia. 

20® Que no puede tampoco argüirse pertenece hoy ala Mu- 
nicipalidad de La Plata, lo que antes pertenecía á la Municipa- 
lidad de la Ensenada, por cuanto la ley de 1° de Mayo de 1882 
declaré capital de la provincia el municipio de la Ensenada y 
la de 23 de Agosto del mismo año dispuso la venta de esas tie- 
rras, naciendo así el municipio de La Plata con su legislación 
propia sobre la materia. 

21® Que tampoco es cierto que la ley de 3 de Noviembre de 
1870, atribuya á la Municipalidad de la campaña, la propiedad 
de los ejidos, pues ella se limita á comisionarlas para la venta 
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de la tierra, donándoles nna parte del prodacido de la venta j 
destinando otra parte á la educación primaria. 

22° Qne según el artículo 1818 del Código Civil las donacio- 
nes no se presumen, sino que deben ser claras y terminantes. 

23° Que el único propósito de la ley mencionada, fué bacer 
nn reparto liberal de la tierra fiscal, comisionando al efecto á 
las municipalidades. 

24° Que continuando su discusión, agrega la parte de CaU 
zetta, diciendo: en el supuesto de ser la Municipalidad dueña 
de la tierra valdía de la Ensenada, tampoco tendría la acción 
reivindicatoria que ha deducido, porque el solar en cuestión fué 
concedido á don Cecilio Cabrera, poniéndosele en posesión del 
mismo, según resulta del documento acompañado, con la obli- 
gación (le edificar y cercar, cuya obligación aparece cumplida, 
como lo confiesa el demandante, en cuyo caso no puede revocar 
la concesión . 

25° Que aún en el supuesto de no haberse cumplido, por el 
cesionario el deber de cercar y edificar, la acción que corres- 
pondería á la Municipalidad no sería la de reivindicación pues 
ella implica que el dueño ha perdido injustamente la posesión, 
lo que no sucede en el sub-judice, pues del documento antes ci- 
tado, resulta que la misma Municipalidad de la Ensenada en- 
tregó la posesión á Cabrera. 

26° Que si se sostuviera que éste ó sus sucesores no cumplie- 
ron la obligación de cercar y edificar, sería el caso de pedir la 
revocatoria de la concesión. 

27° Que, finalmente, el título acompañado de la concesión es 
legal y válido y aún tiene la importancia de la escritura públi- 
ca, con arreglo al artículo 979 del Código Civil; y que supo- 
niendo, no fuera así, daría por lo menos derecho para pedir la 
escrituración; por todo ello deduce la excepcionme actione agís. 

28° Que del documento acompañado por el demandado, se 
ordenó correr traslado al actor, quien lo contestó insistiendo 
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en que: la ley 3 de Noviembre de 1870, puso bajo el dominio de 
la Municipalidad de la Ensenada las tierras públicas compren- 
didas dentro de su ejido. 

29"" Que la concesión del terreno reivindicado, hecha á Ca- 
brera, lo fué de acuerdo con el decreto de 19 de Enero de 1825, 
el cual establece que en el preciso término de un año debía el 
cesionario cercar y edificar el solar, so pena de quedar anulada 
la concesión, por cuyo motivo, é ipsojure, quedó sin efecto la 
acordada á Cabrera, pues no cumplió con esa condición, no pu- 
diendo entonces haber trasmitido ningún derecho. 

SO"" Que abierta la causa á prueba, sobre sí se cumplió con la 
obligación de cercar y edificar que expresa el documento de 
foja 10, se produjo la testimonial, corriente de foja 37 á 
foja 39. 

Enseguida la parte de Calzetta presentó el alegato corriente 
á foja M, no haciendo otro tanto la Municipalidad y llamado 
autos, quedó así la causa para sentencia. 

Y considerando: 1® Qup ha de tenerse presente, puede sólo 
ejercitarse la acción reivindicatoría, por quien la tenga y acre- 
dite legalmente; luego, para poderla utilizar, ha de pertenecer 
la cosa reclamada al actor, por un justo título; por esto nues- 
tro Código Civil, en su artículo 2758, declara se funda ella en 
el dominio de la cosa. 

2^ Que de lo sentado se designe: obligado se encontraba el 
actor para que pudiera tener éxito la incoada á presentar el 
título legítimo con qué acreditar su dominio (véase leyes 2 y 3, 
título 19, partida 3*), ó la posesión inmemorial ; mas no ha de- 
mostrado, ni menos comprobado el dominio, ni aun mostrado, 
la existencia de un título cierto; luego debe ser absnelto el te- 
nedor déla cosa demandada, aunque la tenga (véase ley 28, tí- 
tulo 2% partida 3») . 

3° Que la acción dicha, es eficaz y directa contra cualquier 
poseedor del bien, que sin títuh» !o detenta, pero que no lo es ni 
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puede entablarse, caando como en el sub^judice, el posedor tie- 
ne un título más ó menos firme y dado es supuesto llegase el 
caso de impugnarle de nulidad, ha de preceder al ejercicio de 
la acción de reivindicación otra, que conforme á derecho sea 
adecuada para destruir el dicho título. 

4^ Que la actora si no estimaba legítimo el título presentado 
por el demandado cuando se le dio vista de él, debió sin duda 
alguna, pedir la nulidad de semejante título, pues ello precedía 
la base de su acción, tanto más cuando en el poseedor no podía 
sospecharse la usurpación sin título, ni clasificarse de deten- 
tador. 

5^ Que no ha de perderse de vista, confiesa el actor : sólo pu- 
do adquirir el bien demandado de conformidad al artículo 2344 
del Código Civil, mediante un acto legislativo, por el cual el 
Estado de Buenos Aires se lo hubiese transferido, pero, afirma 
al propio tiempo, que tal acto legislativo existe y es la ley de 3 
de Noviembre de i870. 

6^ Que encuadrando la cuestión en los límites apuntados, 
corr(tsponde resolver: si la dicha ley de 1870 importa en efecto 
una transferencia á las municipalidades de la provincia, délas 
tierras fiscales, comprendidas dentro de los ejidos de los pue- 
blos, estando el solar de que se trata ubicado dentro del de la 
Ensenada, como lo sostiene el actor y lo niega el deman- 
dado. 

7" Que la donación es un contrato bilateral, obligando la ley 
al donador á contraerse á las condiciones de la otorgada, por 
lo que no se presume cumplidas las condiciones con que fué 
hecha, queda firme y valedera: tanto más cuando en la del sub- 
judice fué acordada á cierta postura(véAse ley 6', título 4°, par- 
tida 3«). 

8* Que nuestra propia ley civil, en su artículo 1818, sostiene 
la declaración expresa, de que: las donaciones no se suponen, 
sino que deben constar de una manera clara é eneludible; cuya 
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disposición es la apiioacion concreta del principio entrañado por 
el artículo 874, Código Civil. 

9^ Qae desde luego, acordada la donación por el Estado, en 
momento alguno le ha sido dado al actor reclamar de ella^ ni 
decir de nulidad; la acción para reclamar ó revocar semejante 
donación, por falta de cumplimiento á las obligaciones impnes- 
taS) es personalísima del donante, luego el actor, cno puede to- 
11er ni demandar lo que él no quiso» (véase lej 1% título i% 
libro 3^, Fuero Real), j más habiendo el donatario realizado 
la condición porque se le hizo la donación; ésta es válida por 
haber cumplido aquella porque se lo dieron (véase ley 6', título 
4^, partida 5"). 

iO^ Que cías enajenaciones gratuitas, son ocasionadas á muy 
grandes trastornos y por eso, la mayor parte de las legislacio- 
nes, queriendo poner al individuo á cubierto de las graves con- 
secuencias á que pudiera arrastrarle la impremeditación ó el 
error, han hecho de las donaciones entre vivos, como las dispo- 
siciones de última voluntad, actos solemnes, sujetos á fórmu- 
las estrictas en los que la voluntad, no sólo debe expresarse de 
una manera clara y terminante, sino que también ha de serlo 
precisamente en la forma establecida por la ley (véase Fallos 
del doctor Drago, página 168). 

il^ Que sosteniendo el actor le donó el Estado las tierras de 
ejidos, transcribe algunos artículos de la ley 3 de Noviembre de 
1870 y agrega: cEstas disposiciones, como se ve, conceden á la 
Municipalidad el derecho de usar de los terrenos de sus repec- 
tivos ejidos, el de percibir sus frutos y el disponer de los mis- 
mos terrenos, esto es, los tres derechos que reunidos constituyen 
el dominio» (véase página 27). 

12® Que mientras tanto, si la donación ó la transferencia 
existiera, debería ser terminante y perentoria, de tal suerte que 
bastara leer el título para convencerse de que había tenido lu- 
gar, sin necesidad de ocurrir á la deducción, no olvidando exis- 
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tena error de hecho al sostener nna donación del Estado en fa- 
vor de la corporación mnnicipal, pues no es dado al Estado do- 
nar al Estado sn dominio inminente y no seria otra cosa la rea- 
lización del fenómeno de qne el Estado hubiera donado ala Cor- 
poración Manicipal de La Plata, lo qne en todo momento es 
del Estado. 

i3^ Qne concurren á demostrar que la ley invocada no im- 
portaba una transferencia, los hechos posteriores de la Legis- 
latura, los que son la mejor interpretación del acto discu- 
tido. 

14^ Que la ley de l^* de Mayo de 1882 señaló para capital de 
la provincia el municipio de la Ensenada y la ley de 23 de Agos- 
to del mismo, dispuso: que los terrenos destinados para la fun- 
dación de dicha Capital, fueran divididos en solares, quintas y 
chacras, procediéndose en seguida á su venta á los particu- 
lares. 

15^ Que la ley de 5 de Noviembre de 1888 determinó igual- 
mente, que las obras suplementarias del puerto se hicieran 
con el producido de la hipoteca ó venta de tierras en la Ense- 
nada y La Plata. 

16^ Que tales leyes indican clara y precisamente que : el Es- 
tado se reputaba dueño de las tierras del ejido de la Ensenada 
y que por consiguiente la ley de 3 de Noviembre de 1870, no 
tuvo nunca el alcance de una transferencia^ ni menos de una 
donación, de las mismas con arreglo á lo predispuesto en el ar- 
tículo 2344del Código Civil. 

17^ Que igualmente el P. E. ha sostenido en diferentes oca- 
siones^ de acuerdo con las leyes citadas, que los terrenos de la 
Ensenada pertenecen al fisco de la provincia; como puede verse 
'entre otros, en los decretos de 28 de Noviembre de 1882 y 22 
de Agosto de 1 891 . 

18^ Qne en contraposición de estas leyes y decretos, la Muni- 
cipalidad cita las leyes de 3 de Setiembre de 1883 y el decreto 
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de 18 de Noviembre de 1890, recaido en el asunto de Dura- 
ñona. 

IS^" Que el artículo i"" de lu de 1883, faculta al P. E. para 
disponer en la construcción de las obras del puerto, de los terre- 
nos de propiedad municipal, que queden comprendidos en la 
zona determinada por el artículo 2"" de la misma. 

20^ Que la cita mencionada es contraproducente, porque si 
la Legislatura disponía de esos terrenos, no era porque los con- 
siderase ajenos, antes por el contrario, era porque los conside- 
raba propios del Estado, pertenecían al fisco déla proyincia. La 
clasificación que les daba, de propiedad municipal, no pnede 
tener otro alcance, sino el de designarlos en su ubicación, com- 
prendidos en el municipio de la Ensenada. 

21^ Que otro tanto debe decirse respecto al decreto de 18 de 
Noviembre de 1890, en que el P. E. no se proponía deslindar 
la propiedad privada del fisco y de la Municipalidad en cuanto á 
sus bienes propios sino los del fisco con los de los particu- 
lares. 

22"" Que por consiguiente, al hablar de terrenos municipales, 
no quería significar otra cosa, sino que estaban ubicados en el 
municipio ; de otra manera, ese decreto no tendría correlación 
cenias terminantes declaraciones que anterior y posteriormen- 
te había hecho el P. E. sobre tales terrenos en los decretos ci- 
tados de 25 de Noviembre de 1882 y 22 de Agosto de 1891 . 

23° Que se agrega á lo dicho: cualquiera que pudiera ser el 
propósito del P. E. en ese decreto, él nada valdría ante la vo- 
luntad claramente manifestada por la Legislatura en las leyes 
de 23 de Agosto de 1882 y de Noviembre 5 de 1888. 

24"^ Que si aún profundizamos más el análisis de la ley 3 de 
Noviembre de 1870, se ve de una manera evidente que por ella 
no se hizo la transferencia que la Municipalidad alega : lo único 
á que arribó, según el texto del artículo 7, fué á declarar renta 
municipal el producido de la venta y arrendamiento de los te- 
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ríenos de ejidos, con deducción de un 10 Vo del precio de venta 
en las quintas y chacras, con destino al fondo Escolar. 

^S'' Que si examinamos la dicha cláusula, con el criterio 
del artículo 874 del Código Civil, no puede llevarse la liberali- 
dad más allá de lo que ella dice; por consiguiente, si lo que se 
dona ó transfiere, es el producto de la venta ó arrendamiento^ 
no se puede juzgar que lo donado es la cosa misma que debe ven- 
derse ó arrendarse. 

26^ Que si se aduce como razón de la transferencia, el hecho 
de señalarse como renta municipal el producido de la venta y 
arrendamiento de la tierra de ejidos, de contrario puede alegar- 
se que habiendo suprimido la ley orgánica de La Plata de 1890, 
esta fuente de recursos, desaparece todo fundamento para que 
dicha Mnnicipalidad pueda creerse con dominio en esa tierra. 

27° Que del mismo modo, al argumento de que la disposición 
de la ley de 3 de Noviembre de 1870 (véase artículo 16), que 
autorizaba á las municipalidades para vender la tierra, implica 
la transferencia del dominio sobre la misma, se puede observar 
qne habiéndose suprimido tal autorización, la transferencia 
quedó sm efecto respecto á la tierra aún no vendida. 

28° Qne contrayéndonos especialmente al solar á reivindicar, 
menos puede la Municipalidad sostener qne tiene dominio sobre 
él, por no haber estado nunca en posesión, siendo requisito in- 
dispensable la tradición para adquirir la propiedad de los in- 
muebles (véase artículo 577 y su nota y artículo 2468 del Códi- 
go Civil). 

29° Que del boleto de foja 10, cuya autenticidad no ha sido 
puesta en duda, resulta que en 5 de Diciembre de 1 867 fué con- 
cedido dicho solar á don Cecilio Cabrera, poniéndosele en pose- 
sión del mismo, sin que de actos conste ni se haya alegado si- 
quiera por el actor, que después de la ley de 3 de Noviembre de 
1870 él se hubiese encontrado en posesión del terreno: antes por 
el contrario, de la prueba testimonial producida por el deman- 
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dado^ corriente de foja 37 á foja 39, aparece que el solar estuvo 
edificado y cercado desde hace veinte j cinco años, es decir, 
desde la concesión; lo qoe prueba evidentemente que jamás sa- 
lió, desde el instante de ser tomada posesión, de poder de Cabre- 
ra j sus sucesores. 

30^ Que el representante déla Municipalidad ha expuesto en 
su escrito principal (véase foja 2, cap. 3^) que la concesión á 
Cabrera fué, según la fecha del boleto antes citado, otorgada 
con arreglo al decreto de 19 de Enero de 1825; de lo que se des- 
prende, fundando la Municipalidad su título de dominio en la 
ley de 3 de Noviembre de 1870, dicha ley no puede acordarle la 
propiedad de un terreno que había sido anteriormente concedido 
por el Supremo Gobierno á un particular; aceptar tal principio 
sería establecer la retr cacti vidad de las leyes y desequilibrar 
completamente la estabilidad de las cosas inmuebles en las re- 
laciones del Estado con los particulares. 

31^ Que, por otra parte, el demandado ha comprobado plena- 
mente, con el testimonio de tres testigos mayores de toda ex- 
cepción (véase foja 37 á foja 39), que se cumplió la condición 
de cercar y edificar, dentro de un año de la concesión; no exis- 
tiendo por lo mismo razón para pretender su caducidad, dados 
los términos del citado decreto de 19 de Enero de 1825. 

32° Que aún á las consideraciones anteriores se agrega que 
el artículo 15 de la ley de 3 de Noviembre de 1870, daba á los 
poseedores de solares el término de un año para cercar y edifi- 
car; de manera que aún con arreglo á esa misma ley, que es el 
título de propiedad que invoca hoy la Municipalidad de La Pla- 
ta, ella no puede pretender la caducidad de dicha concesión, en 
presencia de la prueba testimonial ya referida. 

33° Que el hecho de haber ocurrido el demandado Calzetta al 
F. E. de la provincia solicitando la escrituración del terreno, 
así como el hecho de haber pasado el asunto á conocimiento de 
la Municipalidad, resolviendo ésta reivindicar el mencionado 
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terreno, no son razones suficientes para acreditar que ella tiene 
los derechos reivindicatoríos que ejercita. 

34** Que al solicitar Calzettael cumplimiento de un deber en 
ejercicio del derecho adquirido, por el cumplimiento de las 
obligaciones impuestas, al haber llenado los extremos del de- 
creto de 19 de Enero de i 825 y aun del artículo 15 de la ley 
de 3 de Noviembre de 1870, en el acto de la donación; no ha 
querido renunciar á ellos, como el donante en instante alguno 
pudo volver sobre hechos ya consumados y sancionados por el 
transcurso del tiempo. 

35^ Que en las consideraciones anteriores, ha quedado de- 
mostrado que carece del dominio y también que el demandan- 
te ó su causante originario cumplió oon las condiciones de edi- 
ficar y cercar, impuestas en la concesión; por consiguiente, sea 
que la acción intentada se considere bajo el aspecto del artículo 
2758 del Código Civil, sea que se funde en la revocatoria de la 
concesión por falta de cumplimiento de las condiciones indica- 
das, siempre resulta improcedente, }>or más que Calzetta haya 
reconocido que le falta la escritura á que alega tener derecho y 
por masque la Municipalidad haya podido resolver por sí y an- 
te sí, cual si fuere tribunal constituido, que el terreno es de su 
propiedad. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten, fallo: dese- 
chando la acción de reivindicación intentada, con costas, é im- 
poniendo á la Municipalidad de La Plata perpetuo silencio. No- 
tifíquese con el original . Begístrese en el libro de sentencias y 
repónganse las fojas. 

Mariano 5. de Aurrecoechea . 
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Fullo de la Supremn Corte 

Buenos Aires, Setiembre 14 de 1895. 

* Vistos : Por sus fundamentos, desde el considerando veinte 
y nueve^ con la rectificación de que en el treinta y cinco, debe 
decirse que el demandante carece del dominio y que el deman- 
dado ó su causante originario cumplió con las condiciones de 
edificar y cercar etc., se confirma, con costas, la sentencia apela- 
da de foja cuarenta y cuatro. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUANE. TORRENT. 



CAVSA CCXXXVIII 



La Dirección General de Ferrocarriles contra la Empresa del 
Ferrocarril Central Argentino, por cobro de una multa por 
la via de apremio; sobre fianza por las resultas del juicio 
ordinario. 



Sumario. — Con arreglo á la ley especial de la materia, la Di- 
rección General de Ferrocarriles no está obligada á afianzar 
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las resultas del juicio ordinario para percibir el importe de mal- 
tas cobrado por la ría de apremio. 



Caso. — ElDr. Belisario Saravia, por la Dirección General de 
Ferrocarriles, promovió juicio de apremio contra la Empresa del 
Ferrocarril Central Argentino, por cobro de 500 pesos, importe 
de una multa. Librado mandamiento^ la Empresa abonó dicha 
cantidad en el acto de ser requerida, por medio de un depó- 
sito hecho en el Banco de la Nación á la orden del Juez. 

£1 Dt. Saravia solicitó que se librara oficio al Banco para 
que se le entregue dicha cantidad. 



Fallo del Jíues Federal 



Buenos Aires, Setiembre 29 de 1894. 
Como se pide^ librándose el oficio correspondiente. 

Lalanne, 

El representante de la Empresa demandada, notificado de 
este auto, dijo: Que estando pendiente la demanda ordinaria 
por repetición que ha interpuesto ante el juzgado del Dr. Cam- 
pillo, de acuerdo con el artículo 321 de la ley de procedi- 
mientos, corresponde se deje sin efecto dicho anto^ ordenando 
que la suma quede en calidad de fianza, á las resultas de dicho 
juicio, del que ha sido ya notificada la Dirección, pues el 
citado artículo lo autoriza para exigir la fianza. 

Interpone apelación en subsidio. 

El Dr. Saravia, por la Dirección, evacuando el traslado con- 
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ferido, pidió que no se haga lagar, con costas^ á lo pedido. 

Dijo: Que el artículo 321 de la ley de procedimientoá se refería 
á los casos en que el deudor hubiere opuesto una excepción de 
las autorizadas por la ley, y como al presente no ocurre eso, 
no hay derecho para exigir fianza de ningún género; que 
dicho artículo tampoco autoriza para exigir como garantía, en 
el caso en que hubiere lugar á ella, el embargo de la suma 
adeudada: la ley dispone que debe dar fianza idónea, á satis- 
facción del juez, y no déla parte; 

Que los objetos de esa disposición, — garantir al deudor que 
será abonado, si vence en el juicio ordinario, — desaparecen en 
el presente caso en que la Nación es la parte ejecutante, la 
cual siempre se hallará en condiciones de pagar la cantidad 
que la Empresa trata de embargar. 



Autm del Jíues Federal 



Buenos Aires, Noviembre 2 de 1894. 

Y vistos: Por los fundamentos del precedente escrito, que el 
juzgado encuentra ajustados, se resuelve no hacer lugar alo so- 
licitado en el escrito de foja 10. Kepóngase la foja. 

J. V. Lalanne. 
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Fallo de la Suprema Certe (i) 



Buenos Aires» Setiembre 14 de 1895. 

Vistos 7 considerando: Qae del inciso cuarto del artículo 
sesenta y nueve de la ley general de ferrocarriles se desprende 
la procedencia del pedido hecho por el apoderado de la Direo- 
oion para la entrega de la suma consignada j su negativa á dar 
fianza al efecto, pues que el citado inciso, á diferencia de las 
reglas ordinarias de procedimiento, ha dispuesto que las ape- 
laciones^ cuando se concedan, lo sean sólo en el efecto devolu- 
tivo, lo que implica pago sin afianzamiento previo. 

Que estando regido el caso por ley especial, es ésta la que 
corresponde aplicar, no obstante disposiciones en contrario con- 
tenidas en leyes destinadas á regir otros casos^ aun cuando 
existieran razones de analogía. 

Por estos fundamentos, se confirma^ con costas, el auto ape- 
lado de foja nueve vuelta. Bepónganse los sellos y devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS Y. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



[1] En la misma fecha se dictó igual resolución en otros nueve casos de 
la misma naturaleza. 



T. XI 15 
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CAIJ^A cex}(íxix 



El Fisco ¡Sacional contra la Empresa del Ferrocarril Central 
Argentino; sobre defraudación de derechos de importación. 



Sumario, — La ley especial que somete á jacio arbitral las 
coestiones ^ue surjan oon el Ferrocarril Central Argentino 
relacionadas ó conexas con el contrato de su concesión, no es 
aplicable á las que proceden de denuncia sobre artículos no 
usados, importados oon la franquicia acordada en el contrato y 
negociados en plaza. Estas cuestiones importan una imputa- 
ción de defraudación al ñsco, que no puede ser sometida á ar- 
bitraje, y debe ser juzgada por los Tribunales de justicia. 



Caso. — Resultado los siguientes antecedentes. 



Fallo del Suem Federal 



Rosario, Noviembre 30 de 1894. 

Autos y vistos: Y teniendo en consideración que ya se tenga 
presente lo dispuesto por el artículo 7 del reglamento de 1^ 
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de Diciembre del año 1813, en razón de la complicación de 
las cuentas que hi^n de presentarse, según se desprende de 
la demanda y contestación; ya por lo establecido de manera 
terminante en el artículo 27 del contrato de concesión del 
Ferrocarril, artículo 18 de la ley número 566 ; teniendo 
ademas presente lo resuelto por la Suprema Corte en la causa 
análoga que se registra en el tomo 19^ serie 2*, página 261 y las 
largas inspecciones de la línea que es posible tengan que veri- 
ficarse, — todo lo que hace á esta causa, en su estado actual, 
perfectamente caracterizada como arbitral y de cuya resolución 
surgirá recien la consecuencia de existir ó no existir defrauda- 
ción ai Fisco, único punto respecto al cual este Tribunal será 
competente. 

Declárase que la presente causa debe ser sometida á arbitros, 
á cuyo efecto deberán concurrir las partes en la audiencia si- 
guiente al de la ejecutoria de este anto, á objeto de formalizar 
el acto compromisorio, y proceder al nombramiento de los ar- 
bitros respectivos. 

Notifíquese y repóngase. 

G. Escalera y Zuviria. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 8 de 1895. 
Suprema Corte : 

Es exacto que el artículo 7 del Reglamento de la Adminis- 
tración de Justicia de 1813 dispone el sometimiento al juicio 
de arbitros de las dificultades sobre cuentas, ó sobre aquellos 
asuntos cuya solución requiere necesariamente intervención 
pericial, ó que no puedan resolverse sin escándalo. Lo es 
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también que el Gobierno Argentino, en el artículo 25 del con- 
trato sobre el Ferrocarril del Bosario á Córdoba, estableció 
la cláasulade arbitraje, para las cuestiones que se susciten en- 
tre el Gobierno y la Compañía, y que siendo ese contrato una 
ley de la Nación, en virtud de la sanción del Congreso de 23 de 
Mayo de 1863, sus cláusulas constituyen disposiciones espe- 
ciales que pueden anteponerse á las generales déla Nación, y 
como aquella ley especial no ha limitado ni restringido el arbi- 
traje, expresando de una manera general y amplia las cuestio- 
nes que se susciten entre el Gobierno y la Compañía deduzco 
que ha comprendido todas las que por su naturaleza pueden 
ser sometidas. 

Aun admitiendo entonces que se trate de defraudaciones 
sujetas en su clasificación y penalidades á las leyes y fuero 
federal, que no siendo de aquellas que por tener una pena 
aflictiva excluía del arbitraje la ley 24, título 4°, partida 5*^^ 
serían susceptibles del sometimiento al juicio de arbitros. 

Los hechos imputados á la Empresa no podrán tener una 
pena aflictiva, mucho más cuando se refieren á una sociedad 
anónima, incapaz de delincuencia ni de responsabilidad crimi- 
nal, según las leyes que rigen. El comiso, la multa, la resti- 
tución de derechos de introducción son responsabilidades que 
participan del carácter civil, y pueden caer bajo la jurisdic- 
ción arbitral, como los demás que sólo afectan el interés de las 
partes. 

Y. E.^ en un caso análogo con el Ferrocarril del Este Ar- 
gentino, sobre devolución de sumas indebidamente pagadas, 
declaró el sometimiento al juicio de arbitros, necesario, ante 
la cláusula 17 de su contrato, según aparece en la causa página 
263, tomo 19, serie 2' de los Fallos. 

Ello no obsta á que, resultando declaradas las responsabili- 
dades de la Empresa, y comprometidos en hechos de carácter 
criminal algunos de sus agentes, puedan deducirse las acciones 
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ctiminales á qae diuren lugar los hechos y responsabilidades 
resaltantes. 

Entre tanto, la Empresa, como sociedad anónima, debe res- 
ponder de los derechos de Aduana indebidamente omitidos y de 
las responsabilidades inherentes & un despacho indebido. 

Si ese despacho, en las formas y cantidades en que se ha pro- 
ducido, es violatorio de los derechos del Fisco ó el resaltado 
del derecho acordado á la Empresa en el artículo 4® de su con- 
trato, es un punto que en mérito de la cláusula 25 del mismo, 
deberá ser sometido á la jurisdicción creada de común acuerdo., 
para la solución de las cuestiones suscitadas entre el Gobierno 
y la Empresa. 

Por ello, no resultando ni expresándose causa alguna de nu- 
lidad en el procedimiento, pido á V. E. que desechando el re- 
curso instaurado al resnecto, se sirva confirmar el auto reou- 
rrido. 

Sabiniano Kier. 



Fall9 de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 14 de 1895. 

Vistos y considerando : Primero: Que según resulta de au- 
tos, en virtud de haberse denunciado á la empresa del Ferroca- 
rril Central Argentino, como actora de fraudes en perjuicio 
de la renta pública, el Poder Ejecutivo nombró una comisión es- 
pecial con el encargo de revisar los libros de dicha empresa á 
objeto de hacer constar la mencionada denuncia. 

Segundo: Que producido el informe de esa comisión, el mismo 
Poder Ejecutivo, según se vé en el decreto de foja 266, concep- 
tuando probada la defraudación en suma importante, dispuso que 
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se pasasen los antecedentes al Juez Federal de la secoion de 
Santa Fé, á fin deque se deduzcan las acciones del caso. 

Tercero: Que en su mérito, se dedujo la demanda contra la 
empresa, imputándole defraudación de la renta de Aduana y pi- 
diéndose que fuese condenada á las penas establecidas por la 
ordenanza de la materia. 

Cuarto: Que en lacontestacion, la empresademandada, apre- 
ciando los cargos en la separación y en el mismo orden en que 
fueron formulados por la comisión especial, y respondiendo tam- 
bién á lo demás que contiene la demanda, sostiene, respecto de 
esos cargos, que ha obrado con derecho emergente de su contrato 
de concesión; sostiene la legalidad de sos actos relacionados con 
otros y niega la existencia de los hechos en que se fundan los 
restantes. 

Quinto: Que fundando el derecho que invoca como emanado 
del contrato, hace valoría estipulación cuartadel mismo, según 
la que c ios materiales, útiles y artículos que fuese necesario im- 
portar del exterior para la construcción y uso exclusivo del ferro- 
carril serán libre de todo derecho, á su introducción, durante el 
período de cuarenta años», y niega que le pueda ser limitado ese 
derecho por actos de la administración. 

Sexto: Que como consecuencia, concluye, que los capítulos de 
la demanda que ponen en cuestión la inteligencia y alcance de 
la franquicia otorgada por el citado artículo cuarto, son de la 
competencia del Tribunal arbitral, previsto por el artículo vein- 
te y cinco del referido contrato, que así lo establece, debiendo 
decidirse por el juez lo relativo á defraudaciones (foja trecien- 
tas cincuenta y tres vuelta). 

Séptimo: Que habiéndose orden.ido por el juez de sección el 
sometimiento á arbitros de todas las cuestiones propuestas, la 
resolución asentida por el demandante ha sido en parte apela- 
da por la empresa. 

Octavo: Que según esos antecedentes, hay conformidad de 
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partes en que siendo el Tribunal arbitral previsto por la ley 
de concesión, quien juzgue de los capítulos de la demanda, 
referentes á la interpretación y extensión de los derechos acor- 
dados por dicho contrato y que se ofrecían contradictoriamente 
por los litigantes, no habiéndose así traído al conocimiento de 
esta Suprema Corte sino parcialmente la sentencia apelada. 

Noveno: Que aunque la acción intentada y la naturaleza del 
juicio á que ella da lugar obstarían, con arreglo á los principios 
generales, áque se sustraiga su conocimiento del juez ordinario, 
no cabe duda que, en el caso, debe primar la ley especial qut- lo 
regla. 

Décimo: Que es^ pues, con fundamento legal que la empresa 
ha pretendido que deben ser juzgadas por arbitros las cuestio- 
nes previas relacionadas con el contrato de concesión y que I09 
representantes del fisco se ha*i conformado con la resolución que 
así lo ordena. 

undécimo: Que debiendo tener ejecución la resolución del 
inferior en la parte consentida por ambos interesados, es consi- 
guiente que el sometimiento á arbitros haya de comprender to- 
das las cuestiones vinculadas con el contrato de concesión, pues 
que de no se hacerse así dividiría la continencia de la causa y se 
correrá el peligro de llegar á conclusiones contradictorias. 

Duodécimo: Que por tanto y aunque la empresa sólo se ha 
referido determinadamente á la cuestión que se califica deexcnso 
de importación (foja trecientas quince) y á la relativa á trajes 
y género para trajes (fojas trecientas cuarenta y cinco vuelta y 
trecientas cuarenta y seis vuelta), hay razones para reputar de* 
rivadas del contrato 6 conexas, las que afectan á las contenciones 
sobre el deber de probar y la prueba de la aplicación dada álos 
artículos importados sobre las operaciones denominadas de 
compensación (fojas trecientos veinte y cinco y siguientes), ven- 
tado rieles usados según el demandado (fojas trecientas cuaren- 
ta y seis y siguientes) y de barricas y tambores vacíos (foja tre- 
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cientas treinta j siete) y en fín sobre las demás cuestiones rola- 
tivas con el derecho á importar libre de impuestos. 

Decimotercero: Que no se encuentran en las condiciones del 
considerando precedente los capítulos de la demanda que im- 
putan á la Empresa la negociación en plaza de artículos no usa- 
dos, que importados con la franquicia acordada en el contrato y 
no habiendo sido objeto de las operaciones denominadas de com- 
pensacion, constituirían^ á haberse producido, actos ajenos á los 
autorizados por el mencionado contrato . 

Decimocuarto: Que así lo reconoce la empresa misma y es 
por esto que ella pide que sea el juez ordinario quien resuelva 
la contienda sobre defraudación, resultando en consecuencia 
que el sometimiento á árbiti*os de esos capítulos no encontrarla 
su fundamento en el contrato de concesión, desde que á ese res- 
pecto no se controvierte cuestión alguna que mediata ni inme- 
diatamente siquiera requiera resolución sobre la interprotacion 
6 alcance de la franquicia concedida para la importación de ar- 
tículos destinados al uso exclusivo del ferrocarril ó sobre cual- 
quier otro derecho emergente del recordado contrato. 

Decimoquinto: Que tampoco es de aplicación al caso el re- 
glamento de primero de Diciembre de mil ochocientos trece, in- 
vocado por la sentencia apelada, porque como ya se ha estable- 
cido en el considerando noveno, la naturaleza penal de la causa 
no consiente que ésta sea sacada de los jueces designados por 
la ley para su juzgamiento. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador general, se 
confirma el auto de foja trecientas setenta y seis en cuanto man- 
da el sometimiento á arbitros para todas las cuestiones relacio- 
nadas con el contrato de concesión, y se revoca en lo referente 
á las imputaciones de fraude por operaciones ajenas á dicho 
contrátelos que se declaran ser de la competencia de la justicia 
federal, todo de conformidad con las consideraciones de esta sen- 
tencia, que en lo pertinente se incorporan á su parte dispositi- 
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va. !Notifíqaese con el original y repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín paz. —luis V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JÜANE. TORRENT. 



CAUSA cexii 



D. Francisco Miceli contra Ü" Genoveva M, de Obredor^ sobre 
retención de la cosa locada por razón de mejoras 

Sumario . — El locatario, una vez concluido el término de la 
locación^ no puede retener el inmueble locado por razón de mejo- 
raSy si el locado afianza el pago de éstas á su liquidación. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo tfel Jíues Federal 

Mendoza, Julio 13 de 1895. 

Vistos y considerando: 1® Que el señor Miceli se encuentra 
en posesión ó tenencia del inmueble i que estos autos se refíe- 
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ren, en razón del contrato de arrendamiento de foja 1 de los 
autos N° 2862, traídos á la vista. 

2^ Que atentos los términos de dicho contrato, la locación ha 
concluido con fecha I"" de Junio de 1895 (cláusula 2^. 

3^ Que en estos autos se demanda la retención del inmueble 
locado, para responder á la indemnización de trabajos y mejo- 
ras, sujetos á la controversia iniciada recientemente sobre este 
particular. 

4° Que la expiración del término convencional de la loca- 
ción disuelve el contrato de pleno derecho y surge entonces en 
todo su vigor la obligación que tiene el locatario de devolver la 
cosa arrendada al vencimiento del plazo (art. 1609, Código Civil, 
y su comentario en Llerena, tomo 2*>, página 452). 

5*^ Que aun para el caso de que el locador debiera indemni- 
zar trabajos ó mejoras que afecten el inmueble arrendado, la 
ley ha establecido que el locatario no puede retenerlo so protes- 
to de lo que le deba el locador, ni por indemnización de mejo- 
ras, siempre que el locador depositare ó afianzare el pago de 
ellas á su liquidación (art. 1618, Código Civil). 

6** Que no puede racionalmente pretenderse, como lo sostie- 
ne la parte de Miceli, que haya de esperarse á la liquidación 
para que pueda otorgase la fianza que autoriza la disposición 
legal recien citada, además de que el sentido gramatical de su 
texto con claridad se refiere á cualquier tiempo, subordinando 
el resultado á la época de la liquidación, si de ello llegase el 
caso; otra inteligencia dejaría en manos del locatario dilatar 
indefinidamente la entrega del objeto locado, con sólo promo- 
ver demandas sobre indemnizaciones, no surgiendo por la liqui- 
dación de estas, que por otra parte nunca llegaría, si su re- 
clamo fuera improcedente, con mayor y más evidente per- 
juicio del locador. 

7° Que las observaciones acerca de la fianza, no menoscaban 
la responsabilidad que el inmueble ofrece como garantía real 
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respecto de las indemnizaciones gestionadas en estos autos, 
pnesto que la sección vendida alcanza á doce hectáreas, y la 
finca tiene cuarenta y dos (véase el contrato de locación y la 
escritura de foja 40 de estos autos). 

Por tanto, fallo : declarando procedente la solicitud de foja 
17 y ordenando en consecuencia, la inmediata entrega de la 
propiedad locada por el señor Miceii á lalocadora señora de Obre- 
dor, previo otorgamiento de la garantía hipotecaria del mismo 
bien, por las resultas del presente juicio. Hágase saber origi- 
nal y fórmese pieza separada de este incidente. 

Severo G. del Castillo. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 17 de 1895. 

Vistos : Por sus fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo dos mil del Código Civil, se confirma, con costas» 
el auto apelado de foja veintisiete. Repuestos los sellos, devuél- 
yanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN6E. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCXliI 



D. Florencio M. Morales apelando de una resolución del Con- 

sejo de Higiene; sobre competencia 



Sumario. — No corresponde ala j as ticia nacional el conoci- 
miento de recursos contra las resoluciones del Consejo de Hi- 
giene de la Capital. 



Caso . — Lo explica el 



Fallo del Jíues Federal 



Buenos Aires, Diciembre 20 de 18d4. 

Autos y vistos: Considerando que la resolución del Depar- 
tamento de Higiene que ha motivado el presente recurso, ha 
sido dictada en virtud de las facultades que corresponden á di- 
cho Departamento para la vigilancia del ejercicio de la farmacia 
en esta Capital, facultades de carácter eminentemente local> 
que en las provincias son ejercidas por tribunales de medicina 
6 concejos de higiene provinciales. 
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Que por lo tanto la presente apelación no corresponde, pOr su 
naturaleza, á la Justicia Federal, de carácter nacional j de ex- 
cepción, de cuya competencia están excluidos los asuntos loca- 
les de la Capital; no pudiendo interpretarse el artículo 48de la 
ley de la Provincia de Buenos-Aires sobre ejercicio de la medi- 
cina puesta en vigencia en los territorios nacionales por la ley 
de Octubre 3 de 1892, en el sentido de-que atribuya á la Jus- 
ticia Federal el conocimiento de las apelaciones á que se 
refiere. 

Por esto, de conformidad con lo pedido por el Procurador Fis- 
cal, se declara que el presente recurso roes de la competencia 
de este Juzgado. 

Repóngase el papel y diríjase oficio al Departamento de Hi- 
giene^ dejando sin efecto la suspensión de procedimientos orde- 
nada á foja 2. 

J. V. Lalanne. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Junio 19 de 1895. 

Suprema Corte: 

Considero arreglada á derecho la resolución denegatoria de 
la jurisdicción federal^ contra las resoluciones del Consejo de 
Higiene y pido á Y. £. la confirmación^ por sus fundamentos, 
del auto recurrido de foja 52. 

Sabiniano Kter. 
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Fallo de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Setiembre 17 de 1895. 

Vistos: Por sus fandamentos y de acuerdo con lo expuesto 
7 pedido por el señor Procurador General, se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja cincuenta j dos. Devuélvanse, 
debiendo reponerse los sellos ante el Inferior. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN B. TO- 
RRENT. 



CAVSA CC;XI.II 



El Banco de la Nación contra D. Enrique Barton; sobre cobro 

ejecutivo de pesos 



Sumario. — No puede ejecutarse contraunsociouna letra pro- 
testada contra la sociedad, sin haber antes ejecutado á ésta. 
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Caso. — El representante del Banco promovió juicio ejecutivo 
contra el señor Enrique Sarton, por cobro de la cantidad de 
6000 pesos moneda nacional, importe de una letra girada por 
Enrique Barton, á cargo de los señores Enrique Barton y C* 
la cual se halla protestada, en persona, ante esta razón social' 
por falta de pago. 

Seguido el juicio en todos sus trámites, se citó de remate al 
deudor, el que opuso la excepción de falsedad, diciendo: que el. 
documento que sirve de base á la ejecución, se halla firmado 
por Enrique Barton y Compañía, de la cual es cierto que es so- 
cio; pero la deuda no le es personal, pertenece á la casa de nego- 
cio de que forma parte, y por consiguiente la ejecución no puede 
dirigirse contra él, sino contra la sociedad, con la que se enten- 
dió el protesto; que, en consecuencia, es falso el título de la 
ejecución y no debe hacerse lugar á ésta, admitiéndose laexcep- 
cion opuesta que es de las permitidas por el artículo 676, Códi- 
go de Comercio. 

El representante del Banco pidió el rechazo, con costas, de 
la excepción opuesta. 

Dijo: Que la letra se halla girada por D. Enrique Bar- 
ton, y entonces el punto está regido por los artículos 736 y 
669 del Código de Comercio; 

Que en el supuesto de que la letra no tuviese más firma que 
la de Enrique Barton y Compañía, no por eso dejaría de estar 
obligado á su pago D. Enrique Barton, pues con arreglo al 
artículo 302 del citado Código, todos lo socios colectivos con- 
traen obligación solidaria é ilimitada, activa y pasivamente á 
las resultas de las operaciones que se hagan á nombre y por 
cuenta de la sociedad, de la que es socio colectivo y solidario 
el demandado, según los artículos 301 y 375 del mismo Có- 
digo. 
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Fallo del Jíuez Federal 



Buenos Aires, Judío 28 de 1894. 

Y vistos: Fot los fundamentos aducidos por el representante 
del Banco de la Nación Argentina en su escrito de foja 16 y que 
el Juzgado encuentra atendibles: no ha lugar á las excepciones 
puestas por el demandado á foja 13, y en consecuencia llévese 
la ejecución adelante, con costas. 

Campillo. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 19 de 1895. 

Yistos y considerando: Primero: Que la letra de foja prime- 
ra ha sido girada por don C. Berthon á cargo de Enrique Bar- 
tony compañía, habiendo sido aceptada ponesta sociedad. 

Segundo: Que por falta de pago, fué protestada en tiempo á 
la sociedad aceptante y notificado el protesto al librador Ber- 
thon^ según se vé en la escritura de foja tres. 

Tercero: Que con esos antecedentes el acreedor ha iniciado y 
seguido juicio ejecutivo para el pago de la letra contra don En- 
rique Barton individualmente, quien citado de remate, se ha 
opuesto á la ejecución. 

Cuarto: Que el ejecutadofunda la excepción dequeno ha debido 
dirigirse contra él personalmente, sino contra lasociedad, mien- 
tras que el ejecutante pretende que ha podido hacerlo tanto en 
mérito de la calidad de librador que atribuye á aquel, como en 
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la obligación solidaria qaepesa sobre cada uno de los socios en 
la sociedad colectiva para el cumplimiento de las obligaciones 
de la sociedad . 

Quinto: Que los hechos relacionados demuestran de una ma- 
nera inequívoca que no es el ejecutado el girante de la letra en 
cuestión, así como que tampoco la ha aceptado individualmente. 

Sexto: Que en consecuencia, no tienen aplicación al caso las 
disposiciones legales que acuerdan al portador de una letra el 
derecho de demandar su pago contra el librador ó aceptante 
obligados recíproca y so lidariamente. 

Séptimo: Que aunque es verdad que los socios, en las sociedades 
colectivas, contraen obligación ilimitada y solidaria & las resul- 
tas áe l^s operaciones de la sociedad (artículo trecientosdos. Có- 
digo de Comercio), no lo es menos que hay una obligación prin- 
cipal, la de la sociedad, que sirve de fundamento á la de los aso- 
ciados, que garanten con todos sus bienes la efectividad de aque- 
lla, viniendo así á constituirse en meros cofiadores solidarios, 
regidos por reglas especiales, y no precisamente en codeudores 
en la misma calidad 6 fiadores comunes. 

Octavo: Que esa interpretación enseñada por la doctrina, se 
halla confirmada por el artículo cuatrocientos cuarenta y tres 
del Código de Comercio, que expresamente estatuye que los 
bienes particulares de los socios no incluidos en la formación 
de la sociedad, no pueden ser ejecutados para el pago de la deu- 
da social, sino después de ejecutados los bienes de la sociedad^ 
estableciendo así una regla que, por razones de analogía,debe 
tener aplicación tanto cuando se trata de sociedad colectiva en 
liquidación, á cuyo efecto se la considera existente (artículo 
trescientos treinta y cinco), como cuando ella está en ejer-- 
cicio. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de foja 
diez y ocho vuelta, haciéndose lugar, en consecuencia, á la ex- 
cepción opuesta por el demandado, en el sentido considerado. 

T. XI 16 
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Bepuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el 
original. 

benjamín PAZ .— LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAYIO BUN6E. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAr»A CCXIilII 



José V. Benitez con el Ferrocarril del Sud de la Provincia 
de Buenos Aires; sobre nulidad de laudo 

Sumario. — Esnulo el laudo dictado en juicio arbitral volun- 
tario sin haber los arbitros formado tribunal, no teniendo por 
el compromiso facultad para dictarlo en esa forma. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



LAUDO DEL ARBITRO GAINZA 

La Plata, Mayo 4 de 1894. 
Señor Juez : 

£1 Ingeniero que suscribe, arbitro por parte de la Em- 
presa del Ferrocarril del Sud, en el juicio seguido contra 
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ésta porel señordon José Vicente Benitez, sobre pago de un te- 
rrenOy situado en el partido de Maipú, é indemuizacion de da- 
ños y perjuicios, viene á presentar su laudo, de acuerdo con lo 
establecido en el convenio de foja... fiegun el artículo 3° del con- 
venio citado: cLos arbitros deberán establecer el precio que de- 
berá pagar la Empresa del ferrocarril al señor Benitez por el va- 
lor del terreno en cuestión y por cualquier otro título que surja 
de la expropiación, tal como los perjuicios que pueda originar 
el fraccionamiento^ arrendamiento, intereses ó cualquier otro 
análogo». 

Se establece además que los arbitros deberán oir á las partes 
en una audiencia y se acepta la estimación, ubicación y figura 
del terreno de Benitez determinada en el plano de la mensura 
oficial del ejido de Maipú. 

Ahora bien^ la primera cuestión que se presenta es la siguien- 
te : ¿Debe determinarse el precio de la época en que Benitez com- 
pró el terreno, el precio actual ó el de la fecha en que el terreno 
fué ocupado por la vía? 

Si como es de suponer, el señor Benitez adquirió todo los de- 
rechos y acciones, lo justo, lo equitativo es determinar el precio 
de la época en que la Empresa ocupó el terreno. 

Siendo muy difícil determinar el momento en que empeza- 
ron los trabajos, hemos acordado con el arbitro señor Rodríguez, 
en tomar la fecha en que la línea fué librada al servicio pú- 
blico, lo que tuvo lugar en Diciembre 4 de i880, según consta 
de nota de esa fecha del presidente del departamento de Inge- 
nieros al administrador general del Ferrocarril del Snd (Colec- 
ción de documentos oficiales relativos al Ferrocarril del Sud). 

Determinando el precio de entonces (y no el de la época ao- 
tual), juzgo también equitativo que debiera pagarse al señor 
Benitez los intereses legales desde esa fecha (Diciembre 4 de 
i880) hasta la del convenio citado (Noviembre 22 de i892). 

Esto sentado, debo hacer conocer el resultado de la inspección 
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que, conjuntameutecon el arbitro señor Rodríguez, hice en los 
terrenos del señor Benitez, en la parte ocupada por la TÍa. 

La YÍa férrea entra al campo del señor Benitez á los 140 me- 
tros del kilómetro 274, á los^ 4140 metros de la estación Mai- 
pú y lo recorre en una extensión de dos mil quinientos sesentay 
nueve metros (2569 m.), dejando aun lado de la vía un trián- 
gulo, cuya superficie es de seiscientos noventa y inieve mil 
setecientos cincuenta y cuatro metros cuadrados (699.754 me- 
tros cuadrados). En estos 2569 metros se han construido cuatro 
alcantarillas, dos de tres metros y otras dos de cinco, pero & 
corta distancia, antes de entrar al campo de Benitez y después 
de salir, hay una gran alcantarilla de cinco metros y otra de 
tres metros que naturalmente contribuyen al desagüe de la zona. 

El terreno en toda la extensión ocupada por la vía es muy 
bajo, teniendo grandes depresiones de ambos lados, adonde se 
detienen las aguas. Estuve en aquel punto al día siguiente 
de una fuerte lluvia, recorriendo cuadras enteras en medio del 
agua y pude observar que estas depresiones se encuentran en 
tod os los casos á ambos lados de la vía. En esos terrenos de 
bañados crece el duraznillo, planta que solamente se ve en los 
terrenos anegadizos. 

Las alcantarillas citadas son más que suficientes para el de- 
sagüe de la zonado poca pendiente, y si ellas no existieran, en vez 
de causar perjuicio á los terrenos de Benitez, la vía cerrada 
impediría que las aguas corrieran hacia los terrenos de Beni- 
tez deteniéndose en los conocidos por de Hill. Pero no es así- 
las alcantarillas existentes son, como he dicho antes, más que 
suficientes para que las aguas sigan las pendientes actuales del 
terreno, no causando, por consiguiente, la vía ningún perjuicio 
bajo este punto de vista. 

Cierto es que el triángulo con una superficie relativamente 
pequeña queda separado del resto dt) la propiedad de Benitea, 
causándole por esto un perjuicio que debe tenerse en cuenta. En 
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cnanto á perjaicios ocasionados al resto de la propiedad, absurdo 
serla imaginarlos . Lejos de causarlos, el ferrocarril hadado 
mayor valor á esos terrenos como á toda la propiedad territo- 
rial en análogas condiciones que la de Benitez. 

La superficie ocupada por la vía, es de ochenta j siete mil 
doscientos ochenta j seis metros cuadrados (87286 m. c). 

¿Qué precio debe equitativamente asignarse á esos terrenos» 
teniendo en cuenta las consideraciones anteriores ? 

Los señores Francisco B. Madero y Julián Lynch, en cartas 
presentadas en la audiencia de las partes con fecha 2 del co- 
rriente, manifiestan su opinión de que la Empresa debe pagar 
esos terrenos á razón de trescientos pesos (300) pof cuadra como 
máximum y como valor actual. 

Dedúcese, pues, que en este caso no habría que agregar los in- 
tereses y es precisamente la única consideración á que llega el 
representante de la Empresa, señor Pulestron, en su exposición 
en la audiencia citada. 

Ahora bien, por mi parte he llegado á la conclusión de que 
debe establecerse el precio de la fecha en que la vía fué librada 
al servicio público. En 1880 también el señor don Ernesto 
Madero vendió á la Empresa el terreno necesario para vía y 
estación (en el pueblo mismo de Maipú) á razón de cinco mil 
pesos moneda corriente la cuadra (doscientos seis pesos mone- 
da nacional). 

Debo de observar que el precio de 206 pesos por cuadra era 
en aquella época exagerado, pues entonces el valor territorial 
de la propiedad era de 80 á 100 pesos por cuadra. 

Hoy mismo, señor Juez, no se pagan más de 250 pesos 
por cuadra por los terrenos más ricos y feraces de la pro- 
vinciade Buenos Aires, como lo son los del Baradero, SanPedro, 
etc. Teniendo, pnes, en cuenta la situación de los terrenos ven- 
didos por el señor Madero y su calidad y comparándolos con los 
del señor Benitez, situados i 4140 metros del pueblo y anega- 
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dizos, es evidente qne para aqnella época le correspondería un 
Talor mucho menor que el alto precio pagado al señor Madero. 

Sin embargo, á pesar de esa lógica observación, pienso que 
en caso como el preséntenla Empresa debe pagar^ por pequeñas 
fracciones mayor valor qne el que en realidad corresponde, y acep- 
to el más alto precio de aquella época, ó sean 206$ por cuadra, 
por terreno de calidad inferior. 

En cuanto á la indemnización por la fracción que queda se- 
parada del resto de la propiedad, se avalúa generalmente, en 
casos análogos, en un 30 por ciento del valor de dicha fracción, 
pero en este caso, como en el anterior, llego á aceptar el máxi- 
mun admisible, 6 sea la mitad del valor ya exagerado (en 
aquella época), de todo el terreno, como los intereses legales 
durante el tiempo establecido. 

Como corroboración de mis apreciaciones doy á conocer el si- 
guiente dato que he recibido después de terminado mi laudo. 
En Diciembre 9 de i891 el doctor Narciso del Yalle se dirigió á 
la Empresa, como abogado del señor Raúl E. Lara manifestan- 
do que después de varias correspondencias tenidas con el inge- 
niero White, habían convenido en que la Empresa abonara la 
superficie ocnpada por la vía, más el triángulo separado del cam- 
po, á razón de 150 $ m/npor hectárea; comprendiendo en este 
precio los perjuicios ocasionados. En la misma nota (en poder 
de la comisión local del ferrocarril) manifiesta el doctor del 
Yalle que no podía escriturar enseguida por razón de una defi- 
ciencia de su título de propiedad. 

/{esumen; La Empresa deberá pagaral señor Benitez el valor 
(en Diciembre de 1880) del terreno ocupado por la vía á razón de 
doscientos seis pesos (206) m/n por cuadra, ó sea ciento veinte y 
dos pesos ocho centavos (122,08) m/n por hectárea, más los inte- 
reses legales desde Diciembre 4 de 1880 hasta Noviembre 22 de 
1892. 

Deberá pagar adornas, como indemnización por el triángulo 
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qne queda separado del resto de la propiedad, el 50% de sa 
valor (0.13) id/q por vara, más los intereses legales durante 
el mismo tiempo establecido anteriormente. 

Alberto de Gainza. 



LAUDO DfiL ARBITRO RODRÍGUEZ 



La Plata, Mayo 4 de 1894. 

Agnstin I. Rodríguez, arbitro nombrado por parte de don 
José y. Benitez en autos seguidos por éste contra el Ferrocarril 
del Sud, por cobro de un terreno é indemnización de daños y per- 
juicios, segunconvenioarbitraldefojai65,pasoácontinuacioD, 7 
después de un prolijo estudio, á presentar al tribunal del que 
formo parte, mi correspondiente 



Laudo 



Antecedentes. — De las constancias de autos resulta lo siguien- 
te: En 26 de Octubre de 1891, don José Vicente Benitez se pre- 
sentó ante el señor Juez Federal de la provincia deBuenos Aires, 
doctor Aurrecoechea, demandando á la Empresa del Ferrocarril 
delSud, para que ésta le abone el precio de un terreno ocupado 
por ^aquella, en un fundo de su propiedad, situado en el partido 
del Vecino, y á más se le indemnizo los perjuicios ocasionados. 

Corrido traslado, la parte del ferrocarril manifiesta, en Di- 
ciembre 4 de 1801, oponer excepción de falta de jurisdicción 
del Juzgado j defecto legal en el modo de entablar la de- 
manda. 
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Comdo traslado, el señor Juez llama autos, j coniecha 7 de 
Abril del892, falla no haciendo lugar, con costas, alas excepcio- 
nes deducidas de falta de competencia jarisdiccionaria j defecto 
legal en el modo de proponer la acción, y que conteste la parte 
del ferrocarril derechamente el traslado de la demanda que se 
le ha conferido (fojas 25 á 27). En fecha 21 de Abril la parte 
del ferrocarril interpone del referido auto la apelación para ante 
la Suprema Corte, la que le es concedida elevándose los autos 
á este tribunal en la forma de estilo. Yista esta causa en la 
Suprema Corte con fecha Jallo 21 de 1892, se confirma el auto 
apelado (fojas 43 y 44). Corrido nuevamente traslado á la parte 
del ferrocarril ésta manifiesta que no ha ocupado jamás en el 
partido de Maipú, ni en otro alguno, un solo metro de terreno 
que haya pertenecido al demandante, de suerte que nada tiene 
la Empresa que pagarle ( fojas 51 á 53). 

El señor Juez resuelve, áfoja 55, someter la causa aprueba, 
la que deberá versar sobre si la Empresa demandada ocupa el 
fundo de propiedad del demandante, y el área cuyo valor ges- 
tiona éste. 

La parte del señor Benítez ofrece como prueba los títulos de 
propiedad, la mensura oficial de los terrenos destinados á ejido 
de Maipú, prueba testimonial y una inspección ocular, que es 
practicada por el ingeniero Eduardo Olerici. En este estado, y 
cuando el señor Juez había llamado autos para resolver sobre 
la propiedad deBenitez, las partes celebran el convenio arbitral 
defoja 165,porelcualconvienenlibrar,paraeu todo tiempo,alfa- 
llo de un tribunal arbitral la solución de este asunto, nombrán- 
dose arbitro por parte del ferrocarril al señor ingeniero don Al- 
berto de G-ainza, por parte del señor José Vicente Benitez al in- 
frascripto, y como tercero, al ingeniero don Carlos Maschwitz. 

Por la cláusula nueve de ese convenio, las partes renuncian 
en absoluto todos los recursos, inclusive el de nulidad y si algu- 
no lo interpusiera, bajo cualquier pretexto, no será oído. Con fe- 
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uha 22 de Noviembre del* año 1892, el señor Maschwitz, ma- 
nifiesta á foja 167, no aceptar el cargo que se le confiere, por 
haber emitido opinionesen esteasunto antes de ahora. En Mayo 
23 de 1893 no habían las partes podido ponerse de acuerdo en 
orden á la designación del Jaez arbitro tercero que ha de inte- 
grar el tribunal arbitral de foja 165, el Juzgado nombra para 
desempeñar ese cargo al señor don Mariano Marenco, en reem- 
plazo del renunciante. 

La parte del ferrocarril interpone contra esa resolución el 
recurso de apelación, pasándose los autos á la Suprema 
Corte. 

Yista esta causa en la Suprema Corte, en Mayo 23 de 1893, 
confirma el auto apelado (fojas 223 y 224 vuelta). 

En Junio 13, don Mariano Marenco manifiesta no aceptar el 
cargo que se le confiere, ó interpone renuncia de él, la que es 
aceptada ese mismo día, nombrándose en su reemplazo á don 
Adolfo Bullrich, quien es recusado por la parte del ferrocarril. 
En Junio 20 de 1893, el Juzgado atenta la recusación interpuesta 
por la parte demandada, del arbitro señor Bullrich, y el asenti- 
miento del demandante, nombra en su reemplazo á don Luís 
Doyhenard . 

En 27 del mismo, la parte del ferrocarril pide al Juzgado de- 
je sin efecto el nombramiento del señor Dojhenarl ó se le con- 
ceda el recurso de apelación, fundándose en que este señor tiene 
amistad íntima con laparte del demandante; dada vista á la parte 
del señor Benitez, éste niega semejante aseveración por lo que 
el señor Juez somete la cansa á prueba en el mes de Julio 4 de 
1893 (foja 245). 

Ambas partes ofrecen al Juzgado prueba testimonial, habien- 
do la del señor Benitez y el arbitro señor Doyhenard prestado 
juramento en negativa de la aseveración de la parte demandada. 

En Setiembre 25 de 1893, observando el Juzgado que el de- 
mandado ha iniciado el hechode que el actor tiene su domicilio 
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en la Ca]úta1 Federal, lo que habilita al señor Juez que estatu- 
ye para inhibirse ^le oficio del conocimiento de la presente causa 
se recibe la causa á prueba, debiendo ella recaer sobre el domi- 
cilio de don José Vicente Benitez (foja 337). Ambas partes pro- 
ducen numerosas pruebas en apoyo de sus aseveraciones, soste- 
niendo la parte del señor Benitez, tener su residencia en la ciu- 
dad de La Plata y la del ferrocarril, qne éste estaba domiciliado 
en la Capital Federal. 

Cerrado el término de prueba sobre los dos puntos en discu- 
sión, el señor Juez falla en 20 de Noviembre de 1893, no ha- 
ciendo lugar á la recusación deducida contra don Luis M. Doy- 
benard y declarándose competente para seguir entendiendo en la 
demanda., por haber el señor Benitez probado tener su domicilio 
en la ciudad de La Plata (fojas 443 á 445). 

En %1 del mismo, la parte demandada interpone del auto del 
señor Juez el recurso de apelación para ante la Suprema 
Corte; concedida que le fué y pasados los autos á dicho tribunal 
se yió esta causa en Diciembre 6 de 1893, cofirmándose la 
resolución del señor Juez Federal (fojas 459 á 460) que manda 
tener por nombrado al arbitro señor Luis Doyhenard. 

En 19 de Febrero de 1893, don Luis Doyhenard, previo jura- 
mento que prestó en forma ante el actuario, de aceptar el cargo de 
arbitro tercero (foja 476 vuelta) y habiendo aceptado ya sus 
respectivos cargos los arbitros de las partes á fojas 167 y 325 
vuelta, quedó desde ese momento constituido el tribunal arbi- 
tral y empieza á correr el término de (15) quince dias fijados 
para laudar en el artículo 4** del convenio. 

En 27 de Febrero de 1894, se reunieron en la secretaría del 
Juzgado Federal, los jueces arbitros, señor Alberto de G-ainza 
y el infrascripto, á fin de constituir el tribunal arbitral. 

Así reunidos los arbitros, el señor Gainza pidió se solicitara 
de las partes unaprórogade (15) quince dias del término fijado 
para laudar, á lo que se adhirió el infrascripto, ordenando se 



DE JUSTICIA NACIONAL 251 

hiciera por las partes las manifestaciones en el acto de la notifi- 
cación (fojas 478 y 479 vuelta). 

Notificadas ambas partes, la del ferrocarril dijo que lo ha- 
ría por escirto y la de Benitez concedió la próroga solicitada. 

En la ciudad de La Plata, á 1*» de Mayo de 1891, el arbitro 
infrascripto ordenóse hiciera constar había concarrido á la se- 
cretaría^ habiendo antes invitado al señor de Grainza, quien se 
había excusado de concurrir, y habiendo manifestado renun- 
ciaría en el caso que no se le concediera la próroga solicitada 
pues dentro del término que faltaba no le era posible desempe- 
ñar su cometido. 

Con esa misma fecha se dirijo al señor Juez adjuntando una 
carta del señor Gainza en que hace esto presente y pidién- 
dole que, con suspensión dsl término fijado para laudar, ponga 
esto en conocimiento de las partes áfin de que resuelvan lo que 
juzguen conveniente. Proveído de conformidad, la parte del ferro- 
carril, apelado larosolucíon del señor Juez, suspendiendo dichos 
términoi» y habiéndole concedido la apelación para ante la Supre- 
ma Corte, este tribunal confirma la sentencia apelada con fecha 
Abril 7 de 1894 (fojas 496 í 497 vuelta). 

Vueltos los autos al Juzgado, el arbitro señor Gainza y el 
infrascripto ocurrieron ante el señor Juez exponiendo: quehande- 
saparecido las causas que obstaban al señor Oainza á ocuparsede 
este asunto, pudiendo desempeñar su cargo dentro de los dias 
que faltaban del plazo fijado y solicitando del señor Juez se 
sirviera en consecuencia reabrir el término para laudar. 

En 22 de Abril de 1894^ reunidos los arbitros, ordenaron, des- 
pués de haber certificado el actuario los días que faltaban del 
mencionado término, concurrieran las partes á ser oídas en un com- 
parendo con arreglo á la cláusula del convenio del día 2 de Mayo. 

En ese día reunidos los señores arbitros y después de haber 
oído al representante del ferrocarrily letrado del señor Benitez, 
llamaron autos para laudar. 
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El infrascripto conoce de macho tiempo atrás esos terrenos 
por haber practicado por orden del Gobierno de la Provincia la 
mensura y subdivisión de ellos cuándo por superior decreto 
fueron estos anexados al ejido deMaipu, hallándose la diligen- 
cia de esta operación agregada en autos (fojas 88 á 103). 

Conoce, pues, perfectamente todaslas circunstancias que con- 
curren á ilustrar el criterio en este asunto. 

Figura, superficiey linderos. — La propiedad de don José Vi- 
cente BenitezsitaenelpartidodeMaipú y denominada Blandón- 
gues^tienelafiguradeun cuadrado irregulary encierra entre sus 
límites una superficiedediezmillonesquinientos noventay nueve 
milnuevecientos ochentay tres metros cuadrados (10.599.983): 
linda por el Noroeste conDoñaLidia S. de Cienfuegos, por el Nor- 
este con terrenos que fueron del vendedor y que hoy se hallan di- 
vididos en chacras que forman como parte del ejido de Maipú,por 
el Sudeste con la testamentaría deGril y el Ferrocarril del Sud, 
por el Oeste con don José C, Rodríguez y el Ferrocarril del 
Sud. 

Ubicación del terreno y forma en que es cruzado por la vía. 
— £1 ángulo Este de esta propiedad se encuentra situado 
aproximadamente á (4) cuatro kilómetros de la estación Mai- 
pú del Ferrocarril del Sud, el. que cruza en sentido de Nor- 
este á Sudoeste con su ramal de Dolores á Ayacucho, entre 
los kilómetros 274,215 metros á 276,709 metros, 6 sea, 
una longitud de (2491 metros) dos mil cuatrocientos noventa 
y un metros, contados sobre el eje en sus intersecciones 
en los límites del terreno, ocupando con su vía una super- 
ficie de (87.286.40) ochenta y siete mil doscientos ochenta y 
seis metros con cincuenta centímetros y divide el terreno en 
dos figuras una al Norte que es un pentágono regular cuya su- 
perficie es de (9.812.943) nueve millones ochocientos doce mil 
nuevecientos cuarenta y tres metros, y otro al Sud que es un 
triángulo cuya superficie es de seiscientos noventa y nueve mil 
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setecientos cinciieata y caatro metros cinco centímetros y que 
queda completamente separado del resto del terreno. 

El ferrocarril al cruzar así con su vía estos terrenos destina- 
dos á ejido deMaipú^ y en un sentido diagonal á la traza de él, 
corta con la parte Norte de la vía las chacras, que quedan de 
una forma irregular. 

Obras ejecutadas por la Empresa. — En todo el trayecto 
que la vía cruza este terreno, es decir^ en los (2491) 
dos mil cuatrocientos noventa y un metros, contados so- 
bre su eje, hay sólo (5) cinco alcantarrillas de escasa luz 
y altura, insuficiente para el desagüe, pues que están en 
proporción de una por cada (500) quinientos metros. La vía está 
asentada en todo su trayecto^ sobre un terraplén, para cuya 
altura se puede aceptar un promedio de (1 metro 50 centíme- 
tros) un metro y medio, y el que ha sido construido con tierra 
extraida^de los costados de él. 

El ancho del terreno ocupado por el Ferrocarril, contado sobre 
]a normal á la vía es de (35) treinta y cinco metros, y se halla 
alambrado por sus costados Norte y Snd, desde hace 3 64años, 
según los datos que me han sido suministrados por varios y 
antiguos vecinos de Maipú; en todo el trayecto de la vía en 
terreno del señor Benitez no hay un solo paso á nivel, lo que 
obstaculiza completamente la comunicación entre las dos frac- 
ciones en que ella divide este terreno. 

Fecha de la ocupación del Ferrocarril. — No se ha po- 
dido obtener con precisión los datos fijos y oficiales que 
determinan la fecha en que la Empresa tomó posesión del 
terreno del señor Benitez y empezó sus obras; pero^ de un libro 
existente en el archivo del Departamento de Ingenieros de la 
Provincia y mandado publicar por la Empresa demandada, cuyo 
título es : Colección de documentos oficiales relativos al Ferro- 
carril del Sudy he sustraído los siguientes datos: 

En 13 de Febrero de 1880 se celebró el contrato entre el Qo« 



254 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

bierno de la provincia y el Ferrocarril del Sod para la prolon- 
gación de la vía de Dolores á Ayacucbo. 

En 15 de Noviembre de 1880, la Empresa solicitó permiso 
para abrir la línea al servicio público, lo que le es acordado en 
Diciembre 4 de 1880. 

Puede, pues, estimarse que ala fecha hacecatorce años qneel 
Ferrocarrilooupa y aprovecha en beneficio propio estos terrenos. 

Perjuicios ocasionados por la vía. — He ya dicho que 
al cruzar la vía diagonalmente el terreno del señor Benitez, 
divide éste en dos fracciones que quedan completamente se- 
paradas una de otra y con las cuales no se puede comoni- 
car sino dando un gran rodeo en busca de tranquera sobre el 
alambrado de la vía y en las que resultan pasos á nivel. 

Pero no son estos solos los perjuicios que ella origina. Mu- 
cho antes de que fuera arbitro en este asunto y cuando oomisio- 
nado por el Gobierno practiqué las mensuras de estos terrenos 
dije en mi informe al Departamento de Ingenieros y refiriéndome 
al triángulo que la vía separa del terreno, lo siguiente : «Obser- 
vaciones. La circunstancia de estar el triángulo qne determino 
en el plano con las letras A., S, F separada completamente 
del resto de este terreno por la vía del Ferrocarril del Sud^ en 
su ramal á Ayacucho, é impidiendo éste con su terraplén el 
acceso alas calles del resto del ejido, como también el desagüe, 
haciéndolo completamente inservible á la agricultura y no te- 
niendo por otra parte tampoco salida por los terrenos pertene- 
cientes á]don Norberto Rodríguez y á los herederos de Hill, por 
ser estos terrenos de estancia y no tener obligación de dejar 
las calles marcadas en el plano trayectos abiertos, estando el 
plano de estos terrenos alambrados, ha hecho que de acuerdo 
con el interesado señor Benitez dejara este triángulo indiviso, 
pues no es posible la colocación de la tierra en manos de agricul- 
tores por las razones aducidas » . Y el Departamento de Ingenieros 
en su informe al Gobierno dijo: lEnesta mensura se ha dejado 
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indiviso el terrenoque eu formado triángulo apareee en el plano 
correspondiente con las letras A, S, T, por considerarlo inade- 
cuado para la agricultura (foja 102 de este expediente) ». 

Por otra parteáoste terreno queda completamente inutilizado 
para Benitez, al extremo que me informan que desde que existe 
la vía ni siquiera pastan allí los animales de su propiedad. Por 
lo que sereñere á la forma en que son cortadas las chacras 
situadas sobre la parte Norte de la vía, ella tiene graves incon- 
yenientes, pues altera el sistema general de la traza fraccio- 
nándolas en trapecios que la perjudican notablemente, por 
perder estos lotes su forma regular. 

No podría[añrmarse sino con el levantamiento de un plano alti- 
métrico, si la corriente general de las aguas en las dos fracciones 
en que se halla dividido el terreno del señor Benitez, es de Sud 
á Norte 6 de Norte á Sud, aunque se crea lo último, pues cada 
vez que he visto este terreno en el espacio de tres años, lo 
que he hecho con frecuencia, he encontrado el triángulo cubier- 
to de agua, pues no puede ésta tener salida, interceptada como 
está por el terraplén de la vía, á cuya circunstancia debo atri- 
buir el error cometido por la Empresa al tomar este terreno 
como bañado cuando sólo es un terreno inadecuado por razón 
de las obras efectuadas por la misma. Puede creerse, sin em- 
bargo, con fundamento, que esta agua si tuviera una corriente 
uniforme se derramara mutuamente entrambas las fracciones, 
siendo las obras de la vía las que obstruyen las corrientes, como 
lo demuestra la circunstancia de estar muchas veces anegados 
ambos costados de ella cuando el resto de la fracción grande 
se encuentra completamente seca. 

Hace 14 años aproximadamente que el ferrocarril ocupó esos 
terrenos y según el término á que antes me he referido, hace 
sólo 3 ó 4 años quo se ha construido alambrado á los costados 
de la vía y habiendo estado ellas, hasta la época en que fueron 
declaradas ejido de Maipú, dedicadas á la ganadería, pueden 
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calcularse los grandes perjuicios que se habrá ocasionado en las 
haciendas en el frecuente pasaje de trenes y el gran número de 
animales que habrán sido muertos por ellos. 

Condiciones generales del terreno. — El terreno del señor Be- 
nitez, aunque algo bajo, como son todos los de esa zona, es de 
buena calidad y no un bañado como inexactamente lo asevera la 
parte del ferrocarril en su exposición en la audiencia acordada 
por los arbitros: prueba esta aseveración que él ha formado du- 
rante mucho tiempo parte de su establecimiento ganadero co- 
nocido en esa parte de la Provincia por la bondad de su campo 
y que^ habiendo sido posteriormente destinado á formar parte 
del ejido de Maipú, éste ha sido fraccionado en quintas y cha- 
cras que hoy ocupan y cultivan más de 60 familias agricultoras, 
obteniendo resultado satisfatorio en &U8 cosechas. 

No he determinar este laudo, sin tomar en consideración las 
añrmaciones del representante del ferrocarril, cuando asigna su 
precio á estas tierras y trae en apoyo vie ella cartas d a personas 
completamente ajenas al juicio y que dan su opinión á este res- 
pecto sin teneren cuenta la diferencia que hay entre fracción de 
un terreno calculado porcuadra, hectárea ó cualquier otra me- 
dida superñcial aplicable á tierras rurales, pero no á los ejidos 
délos pueblos; que la apreciación debe hacerse por metros cua- 
drados, según uniforme jurisprudencia de los tribunales, cuan- 
do éste es precedido de un contrato de compraventa y se aparta 
de una zona mayor en una forma regular 6 cuando es ocupado 
de una manera que constituye un verdadero despojo de la pro- 
piedad y en una forma inconveniente como la ocupada por 
una vía férrea y fraccionada la propiedad^ que quizá el dueño 
anhela conservarla íntegra para explotarla á su satisfacción, no 
se ha hecho por autorización judicial. 

Por otra parte^ también el demandante pudiera haber concu- 
rrido al Juzgado con cartas de personas igualmente conocidas 
pretendiendo desviar así el criterio de los arbitros en esteasunto. 
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El yaloT de esas oartasjes puramente relativo, pues ellas contes- 
tan á una consulta sobre el valor probable de la propiedad en 
aquellos parajes y en época de crisis y perturbación económica 
como las actuales. 

Basta á demostrar la exactitud de esta observación, el hecho 
de que la misma Empresa^ ha abonado al señor don Francisco 
Madero, firmante de una de las cartas presentadas en la época 
en que fué ocupado el terreno del señor Benitez, más 6 menos, 
y por los terrenos limítrofes al de éste y propiedad del mencio- 
nado señor Madero, que ocupó la vía^ á razón de cinco mil 
pesos m/n (5000) la cuadra lo que viene á dar un valor de ocho 
millones de pesos m/n la legua, precio que aceptado por la 
Empresa podría acaso tomarse como base reconocida por ella 
del valor que esos terrenos tenían en la época de su ocupación. 

Por todas estas consideraciones, y teniendo en cuenta que la 
Empresa del Ferrocarril del Sud, ocupa desde hace 14 años 
con su vía una superficie de propiedad de don José Vicente Be- 
nitez y fracciona este terreno en dos partes^ una el triángulo 
que, como se ha dicho, queda completamente inutilizado y otra 
el pentágono antes referido : ^ 

Resuelvo y ordeno por mi parte : 1^ Que la Empresa 
del Ferrocarril del Sud pague á don José Vicente Benitez á 
razón de ($ 1.50 ) un peso con «úncuenta centavos moneda na- 
cional por metro cuadrado, mediante la escritura de propiedad 
que éste le otorgará, la parte ocupada por la vía, cuya super- 
ficie es de (87.286,50) ochenta y siete mil, doscientos ochen- 
ta y seis metros cincuenta centímetros cuadrados. 

^ Que pague una indemnización por daños y perjuicios á 
lazon de (1 $ nyn) un peso moneda nacional ^por metro cua- 
drado sobre la superficie del triángulo que es de (699.754,05) 
seiscientos noventa y nueve mil setecientos cincuenta y cuatro 
metros cinco centímetros cuadrados. 

S"" Que pague igualmente una indemnización por daños y 

T. XI 17 
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perjuicios sobre el resto del terreno caya superficie es de 
(9.812.943,09) nueve millones ochocientos doce mil nueve- 
cientos cuarenta y tres metros nueve centímetros á razón de 
un centavo m/ii el metro cuadrado. 

Con declaración que en los precios fijados en la resolución 
precedente están incluidos ios intereses que por razón de la ex- 
propiación 6 de los perjuicios causados, debería pagar la Empresa 
que actualmente ocúpala vía, habiéndose tenido presente al fi- 
jarse aquellos precios la prescripción de intereses operada en 
parte por el transcurso del tiempo. Es también entendido que 
ni el señor Benitez ni sus sucesores tendrán en tiempo alguno 
derecho á reclamar nuevos perjuicios perlas causas que han 
motivado estos autos. 

Así lo resuelve en la ciudad de La Plata y en el local del Juz- 
gado Federal ante el escribano actuario, á los cuatro días del 
mes de Mayo del corriente año. 

Agustín 1. Rodríguez. 



LAUDO DEL ARBITRO TERCERO 



La Plata, Mayo de 1894. 

LuisM. Doyhenard, arbitro tercero, nombrado como tal en¡el 
juicio seguido por don José Vicente Benitez, contra el Ferro- 
carril del Sud, por cobro de un terreno é indemnización de 
perjuicios. 

Habiéndoseme pasado estos autos por resolución de los ar- 
bitros de las partes para dirimir la discordia producida entre 
ellos y de que instruyen los respectivos laudos presentados, de 
acuerdo con lo que dispone la cláusula 4* del convenio arbitral 
celebrado por las partes, he estudiado detenidamente estos 
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autos y los laudos presentados. De ellos resulta que ambos 
arbitros están conformes en lo siguiente : 

a) Que la Empresa del Ferrocarril del Sud ocupa en el te- 
rreno de propiedad del señor Benitez, en el partido de Maipú, 
una superficie de (87.286,50) ochenta y siete mil doscientos 
ochenta y seis metros con cincuenta centímetros cuadrados y 
desde fines del año mil ochocientos ochenta (1880); 

b) Que la vía corta la propiedad del señor Benitez, dejando 
á su lado un triángulo cuya superficie es de seiscientos noventa 
y nueve mil setecientos cincuenta y cuatro metroscon cinco cen- 
tímetros cuadrados (699.754,05) y que inutiliza en gran parte al 
separar así esta superficie del resto del terreno; 

c) Que la Empresa del Ferrocarril del Sud debe adquirir 
en propiedad, previo pago al señor Benitez, la parte ocupada por 
la vía ; 

d) Que la misma Empresa debe indemnización al señor Be- 
nitezpoT el perjuicio que le ocasiona la separación del triángulo 
antedicho del resto del terreno ; y resulta también que ambos 
arbitros están disconformes en los siguientes puntos : 

e) Si se debe pagar 6 no indemnización sobre el resto del te- 
rreno del señor Benitez, cuya superficie es de nueve millones 
ochocientos doce mil novecientos cuarenta y tres metros con 
nueve centímetros cuadrados (9.812.943,09) ; 

f) Precio que ha de pagarse por la parte ocupada por la vía; 

g) Precio que ha de pagarse por indemnizeoion del triángulo 
A, S, F del plano. 

Sobre los cuatro puntos a, b, c j d, habiendo conformidad 
de parte de los arbitros, excuso hacer observaciones al res- 
pecto, me limitaré solamente á intervenir en los puntos no 
conformes. 

e) Sostiene el arbitro del Ferrocarril del Sud, que ésta ha 
más bien beneficiado la propiedad del señor Benitez que perja- 
dicádola en esa parte con el paso de la vía, mientras que el 
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arbitro de Benitez, dice quo el frecuente pasaje de los trenes, 
ha ocasionado serios perjuicios durante los 14 años que está 
establecida la vía, por la circunstancia también de haber sido 
alambrado hace poco tiempo atrás. 

Por mi parte^ si bien juzgo atendible lo aducido por el arbi- 
tro del Ferrocarril del Sud, pues la facilidad de comunicación 
que da el ferrocarril, beneficia siempre un establecimiento de 
esta naturaleza, no debe por eso dejar de tenerse en cuenta los 
perjuicios á que se refiere el arbitro del señor Benitez, pues 
indudablemente el Ferrocarril del Sud, con sus obras y pasaje 
de sus trenes, causa perjuicios á la propiedad. 

Juzgo, pues, que debe pagar la Empresa del Ferrocarril del 
Sud, una indemnización en proporción sobre esaparte, teniendo 
en cuenta los beneficios que ella reporta, pero nunca tan ele- 
vada, como la establecida por el arbitro del demandante. 

g) El arbitro de la Empresa está conforme eu que el precio 
que debe pagarse por la parte ocupada por la vía, es el que ésta 
tenía en la época en que fué ocupada por la Empresa (año 1880) 
y trae á colaoion como dato, que á Don Francisco B. Madero, 
por terrenos inmediatos ó linderos, se pagó en aquel entonces á 
razón de cinco mil pesos moneda corriente (5000 $ m/c) 6 sean 
doscientos seis pesos moneda nacional (206 $ m/j^) la cuadra 
cuadrada, siendo este dato corroborado por el arbitro del señor 
Benitez en su laudo, y toma este precio pagado ai señor Madero 
como aplicable al presente caso; por su parte, el arbitro del señor 
Benitez asigna á esta superficie que debe comprarse por la Em- 
presa, el precio de un peso moneda nacional el metro cuadrado. 

Analizando detenidamente estas dos opiniones de las que re- 
sultan notables diferencias en el precio, observo que el arbitro 
del Ferrocarril del Sud padece nn error, al aceptar como precio 
de cada cuadra, hoy día en moneda nacional, lo que en reali- 
dad se pagó entonces á oro^ lo que hace una diferencia de cuatro 
veces más su valor. 
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Por otra parte, este señor arbitro no tiene en caeata que cuan- 
do se pagó ese preeio, no existía ni siquiera el pueblo de Maipú, 
que inmediato á los terrenos en cuestión se ha formado después, 
7 que en aquel entonces eran terrenos de estancia, mientras que 
hoy, lo son de pan llevar (ejido de Maipú). 

En cuanto al precio asignado por el arbitro del señor Benitez, 
lo creo exagerado, por lo que me he munido de los anteceden- 
tes necesarios, para que poniéndome aproximadamente en un 
término medio^ pueda fijar á estas tierras el precio que les asigno 
en la parte dispositiva de estelando. 

h) Hay conformidad, como he dicho antes, entre los arbitros 
de las partes, en que debe pagarse una indemnización sobre la 
superficie del triángulo A, S, T del plano. 

El arbitro del Ferrocarrril del Sud, estima esta indemniza- 
ción en un cincuenta por ciento (50 °/o) 6 sea la mitad del valor 
unitario fijado por él al terreno ocupado por la vía, mientras que 
el arbitro de Benitez^ la fija en un sesenta y seis (66 Vo) ó sea 
en dos terceras partes del valor unitario fijado por él á ese mis- 
mo terreno . 

Leyendo detenidamente los laudos de los arbitros, pienso que 
la indemnización que corresponde por esa superficie, debe ser 
sesenta por ciento (60 Vo) del valor unitario de la tierra ocupa- 
da por la vía, pues si bien es cierto que ella queda en propiedad 
de Benitez, no lo es menos, y ambos arbitros están en ello con- 
formes, que esa tierra queda casi inutilizada, sino por completo. 

Hay otro punto que si bien no implica una discordia, es cuan- 
do menos una diferencia de apreciación de la que resuelvo ocu- 
parme. El arbitro de la Empresa, asignando á la tierra el valor 
que á su juicio tenía ésta en la época de su ocupación (año 1880) 
manda que se paguen intereses legales desde aquella fecha has- 
ta la fecha del convenio (año i892), mientras que el arbitro del 
señor Benitez, involucra en el precio á pagarse los intereses no 
proscriptos. Pienso en esta parte como el arbitro del deman- 
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dante y fijaré mis precios inclayendo en ellos ios iatereses que 
por razón del tiempo, no ha afectado la prescripción. 
Por todo lo expuesto y reasumiendo 



Laudo 



Que la Empresa del Ferrocarril del Sud, demandada, pague al 
señor Benitez en el acto de la escrituración á favor de ella del 
terreno que ocupa de propiedad de este señor, lo siguiente: 

1® El precio unitario de noventa centavos moneda nacional 
(0.90) por el metro cuadrado, sobre los ochenta y siete mil dos- 
cientos cincuenta y seis metros cincuenta centímetros (87.256, 
50 m .) que ocupa con su vía. 

2** Una indemnización de sesenta por ciento (60 Vo) del pre- 
cio ñjado al metro de terreno ocupado por la vía, 6 sean, cin- 
cuenta y cuatro centavos (0.54) moneda nacional por cada 
metro cuadrado, sobre la superficie del triángulo que es de seis 
cientos noventa y nueve mil setecientos cuarenta y cuatro me- 
tro, cinco centímetros cuadrados (699.754,05). 

3® Una indemnización de un cuarto de centavo de moneda 
nacional por metro cuadrado sobre el resto del terreno cuya 
superficie es de nueve millones^ ochocientos doce mil nove- 
cientos cuarenta y tres metros nueve centímetros cuadrados 
(9.812.943,09). 

Así lo mando y firmo en la ciudad de La Plata á 7 dias del 
mes de Mayo del año del sello on el local del Juzgado federal y 
ante el escribano actuario. 

Luis ti. Doyhenard, 
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Fallo del JTues federal 



La Plata, Agosto 23 de 1894. 

Y vistos : los seguidos por don José Yicente Benitez contra 
el Ferrocarril del Sud, sobre pago de im terreno, para couocer 
de los recursos de apelación, nulidad y reducción, deducidos 
por el representante del demandado contra el laudo arbitral. 

Y resultando : 1® Que según obra en el segundo cuerpo de 
autos (véase foja 7), don Eduardo T. Puleston manifiesta, 
después de relacionar los antecedentes déla causa, que el laudo 
arbitral es absolutamente nulo, por ser incompetente la juris- 
dicción del infrascrito para entender en este asunto. 

2^ Que al fundar esa incompetencia, lo hace en la razón 
de que para que surta el fuero federal, de acuerdo con el 
artículo 8^ de la ley de 14 de Setiembre de 1863, es necesario 
que el derecho que se disputa pertenezca originariamente y no 
por cesión ó mandato á ciudadanos, extranjeros 6 vecinos de 
otras provincias respectivamente. 

3® Que, agrega, el derecho ejercitado por don José Vicente 
Benitez, no le pertenecía originariamente, sino por cesión 6 
mandato de don Ramón Lara, de que adquirió los derechos en 
tela de juicio, recien á fines de 1891, y que es de notoriedad pú- 
blica que la vía que atraviesa los campos de Lara, está librada 
al servicio público desde una época muy anterior, circunstancia 
que i haberse conocido, habría patentizado la incompetencia 
del Juzgado. 

4° Que lo actuado indebidamente ante el Juez que estatuye, 
importa el ejercicio de funciones extrañas á su jurisdicción y 
que^por consiguiente, todo el procedimiento está viciado de nuli- 
dad, así como los laudos arbitrales dictados merced á nombra* 
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mientes emanados del mismo, por lo cual interpone el recurso 
de nulidad. 

S"" Que independientemente de la incompetencia, los arbitros 
no se han sujetado al laudar^ ni á las cláusulas del compromi- 
so, niá las disposiciones de las leyes sobre la materia, según 
las cuales debieron fallar reunidos y formando tribunal, lo que 
no han hecho, como resulta claramente de las actuaciones de su 
referencia (véase foja 516 vuelta y siguientes), corrientes en 
autos. 

6^ Que al efecto y en apoyo de !a doctrina sustentada, cita la 
ley 32, título 4^, Partida 3\ y la opinión del doctor Esteves Se- 
guí sobre la materia, agregando que la ley nacional de proce* 
dimientos declara que las leyes preexistentes sobre los proce- 
dimientos judiciales serán supletorias de ellos. 

7° Que aparte de este doble recurso de nulidad, interpone, á 
mayor abundamiento, los de apelación y reducción, que autori- 
zan las leyes 23, título 4% Partida 3% y 4% título 21, libro 4% 
Becopilacion Castellana. 

8° Que el recurso de reducción se funda en el daño sufrido, 
que en este caso es evidente, puesto que se trata de un terreno 
que hace tres años, fué avaluado á razón de 40 pesos por hectá- 
rea, no obstante lo cual el arbitro don Agustín I. Bodriguez, 
por 87.000 metros cuadrados condena á la Empresa apagar pesos 
950.000 moneda nacional, y el tercero don Luis M. Doyhenard 
cerca de pesos 500.000 moneda nacional. 

9^ Que la cláusula 8' del compromiso no mencionaba el de- 
recho de su parte á interponer los recursos referidos, porque la 
nulidad, reducción y apelación, tienen siempre lugar, aunque 
las partes hiciesen renuncia jurada de recursos, si la sentencia 
arbitral contiene injusticia manifiesta, pues se supone que la 
renuncia se hizo en la confianza de que los arbitros fallarían el 
pleito con equidad y moderación y no con visible iniquidad ó 
notable exceso. 
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10^ Qae corrido traslado de estos recarsos,fué evacuado por 
la parte de don José Vicente Benítez, en sa escrito de autos 
(véase fojas 22 á 53 inclusive), sosteniendo que los recursos in- 
terpuestos son improcedentes, analizándolos^ en el orden quelos 
plantea: incompetencia de jurisdicción, recurso de reducción, 
recurso de nulidad. 

11^ Que respecto del primero, dice Benitez, adquirió el domi- 
nio y la posesión del campo ocupado por el Ferrocarril del Sud 
y que por consiguiente no es de aplicación el artículo 8° de la 
ley nacional de Procedimientos, porque no se tratado una ce- 
sión, en el sentido estrictamente legal de la frase, sino de una 
venta, de una cosa cierta y deter minada, quo se consolidó por 
la p )sesion adquirida por Benitez. 

12® Que, agrega, los créditos son los únicos susceptibles de 
cederse, en el sentido legal de la palabra y que en el caso ocu- 
rrente promedia un contrato de compra-venta, en que el adqui- 
lente demanda al Ferrocarril del Sud por el pago del terreno é 
indemnización de los perjuicios irogados; que no de otra suer- 
te se inició la presente acción y se siguió, quedando en esos tér- 
minos trabada la litis contestatio . 

i3^ Que no es, pues, Benitez el cesionario á que se reñere el 
artículo 8® de la ley de Enjuiciamiento; que así lo tiene resuel- 
to la Suprema Corte en el fallo que se registra en el tomo i^', 
página i60 de la 3" serie, que transcribe literalmente. 

14** Que en cuanto al recurso de reducción, carece también 
de fundamento, porque no podría fundarse en el criterio de los 
arbitros al fijar el monto de la suma á pagarse por precio é in- 
demnización, en razón de que las partes han librado á su juicio 
la apreciación del mismo, y cita diversos casos prácticos para 
demostrar que el precio fijado por los arbitros, no es en manera 
alguna exagerado. 

15® Que la lesión no existe en nuestro derecho y que el pun- 
to referente á la reducción debe ser resuelto de acuerdo con los 
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principios de nuestra ley sustantiva, que abolió machas dispo- 
siciones de las leyes de Partidas. 

IC'* Que existe un contrato perfecto no viciado de error, frau- 
de ó dolo, ni de ninguna de las causas que invalidan los actos 
jurídicos; que la apreciación de los hechos es del resorte exclu- 
sivo de los arbitros y que si estos fijaron un precio elevado, no 
es ésta cuestión que deba ser resuelta por el Juzgado, puesto 
que las partes, de antemano convinieron en acatar su fallo. 

17° Que el recurso de reducción no es en las leyes de Parti- 
das un recurso de forma, sino de fondo y que en parte alguna se 
encontrará en nuestra ley civil, una disposición que autorice á 
desvirtuar el cumplimiento de un contrato, como el suscrito por 
las partes(véase acta de foja 165), que es la ley de las partes. 

18° Que respecto de la forma en que se hizo el laudo, es sen- 
sible que el Ferrocarril del Sud desconozca sus propias conse- 
cuencias, pues en el juicio verbal de que instruye el acta de su 
referencia (véase foja 506), las partes expresamente convinie- 
ron en que no era necesaria la presencia del tercero, interpre- 
tando así el verdadero alcance del compromiso. 

19° Que la misión del tercero no es propiamente convencer 
á sus colegas del error en que puedan incurrir, sino dirimir la 
discordia en el caso de producirse. 

20° Que el Ferrocarril del Sud confunde las funciones del 
tercero, puesto que la intervención de éste, sólo podía ocurrir 
cuando la discordia se produjese, ó sea, después de dictado el 
laudo. 

21° Que no es exacto que el recurso de nulidad no puede re- 
nunciarse por interesar al orden público y á las buenas costum- 
bres, que de hacerse la renuncia del recurso de nulidad, en el 
acto del compromiso, las partes no lesionaban el interés público, 
ni los arbitros al resolver, violaban ninguna ley, ni á la socie- 
dad le interesaba saber cuál de las partes era la directamente 
beneficiada por el fallo. 
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22^ Que las partes eran libres de hacer esta renancia, por 
tratarse de sus intereses particulares, porque ninguna ley se lo 
prohibe, por manera que de hacerlo, realizaron un acto perfec- 
tamente lícito y válido. 

23^ Que aún, concluye diciendo, en el peor délos casos, el Fe- 
rrocarril del Sud carece de acción para alegar la nulidad de sus 
propios actos, por mediar un contrato que es la ley de las 
partes. 

24** Que corrido un nuevo traslado por su orden, por la pro- 
videncia de foja 54» fué evacuado por el representante del Fe- 
rrocarril del Sud (véase foja 67) y por la parte de Benitez (véa- 
se foja 82), reforzando sus argumentos aducidos é insistiendo 
en sus respectivas pretensiones. 

Cerrada la discusión, se pusieron los autos al despacho para 
definitiva. 

Y considerando: 1^ Que en cuanto á la nulidad, ésta se fun- 
da en dos causales, la incompetencia de jurisdicción y en no 
formar los arbitros tribunal al pronunciar su laudo, las que 
consideraré pur su orden. 

2° Que en cuanto á la primera, interpuesta la demanda por 
el señor don José Vicente Benitez^ el representante del Ferro- 
carril del Sud opuso en forma de artículo previo la excepción de 
incompetencia de jurisdicción (véase foja 12, expediente pri- 
mero). 

3^ Que sustanciado el incidente fué resuelto por este Juzga- 
do (véase foja 27), rechazándose dicha excepción, auto que fué 
confirmado por la Suprema Corte (véase foja 43); por consi- 
guiente, la competencia de este Tribunal quedó irrevocable- 
mente fijada, por una provideneia pasada én autoridad de cosa 
juzgada, no siendo por lo tanto lícito á las partes remover una 
cuestión que se encuentra fenecida. 

4" Que esta sola consideración basta para demostrar la im- 
procedencia de la nulidad fundada en la incompetencia del tri- 
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bunal que astataye; á lo que debe agregarse que ea todo caso, 
la incompetencia del infrascrito, no sería razón suficiente para 
viciar de nulidad una sentencia arbitral pronunciada por un 
tribunal voluntariamente constituido por las partes. 

S"" Que precisamente ello sucede, porque la competencia y 
facultades de los arbitros en el arbitraje voluntario, no tienen 
otro origen que !a voluntad de las partes. 

6® Que desde el instante que éstas, voluntariamente, han 
deferido á jueces amigables, la decisión de sus diferencias, no 
les es lícito volver sobre ello y destruir retroactivamente, los 
efectos de una transacción perfectamente concluida. 

7° Que sin entrar á discutir, si el derecho invocado por don 
José Vicente Benitez importa una cesión, en el sentido de la 
ley sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Federa- 
les^ se puede perfectamente resolver el punto refiriéndose sola- 
mente á la naturaleza de las causas ó motivos que vician la sen- 
tencia arbitral. 

8® Que si bien es cierto que las actuaciones hechas ante 
Juez incompetente son nulas, en el caso sub-judice la com- 
petencia se encuentra amparada por la cosa juzgada, en cuanto 
al infrascrito se refiere y por la voluntad expresamente mani- 
festada por las partes en el escrito (á foja 185) corriente en 
autos, en cuanto á los arbitros que entendieron del asunto. 

9^ Que por otra parte la ley ha establecido la oportunidad en 
que pueden hacerse valer estas defensas, como lo ha establecido 
el mismo Ferrocarril del Sud al excepcionarse previamente á la 
contestación á la demanda y una vez resuelta la cuestión no es 
posible volver sobre ella, sin romper las reglas fundamentales 
del procedimiento. 

10° Que aunque se admitiese por hipótesis, que fuera posible 
discutir nuevamente la competencia del que estatuye, no obs- 
tante los fallos recordados, la discusión no podría prosperar, 
por cuanto la intervención de éste, ha consistido solamente en 
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la tramitación necesaria para la constitución del tribunal arbi- 
tral 7 esas providencias de mero trámite, han sido consentidas 
por las partes v confirmadas por la Suprema Corte en sus fallos 
respectivos. 

11^ Que el artículo 234 de la ley de Procedimientos federal, 
establece que el recurso de nulidad sólo procede contra las sen- 
tencias definitivas de los Juzgados seccionales; el infrascrito 
no ha pronunciado sentencia alguna en este juicio, que salió de 
su conocimiento, por voluntad expresa de las partes. 

12^ Que si se dice que la incompetencia puede viciar de nu- 
lidad la sentencia arbitral, se incurre en un error manifiesto, 
porque ninguna ley de las que rigen este juicio establece esa 
causa, como un motivo de nulidad^ por la sencilla razón de que 
en juicio arbitral^ voluntariamente constituido, no cabe, ni es 
posible la incompetencia de jurisdicción. 

IS"" Que si el arbitraje no existe sino por voluntad de los par- 
ticulares, si estos voluntariamente se someten á esta jurisdic- 
ción especial y le fijan la extensión de su competencia en cuan- 
to á las cuestiones, forma y modo de resolver, es incuestionable 
que esas mismas partes no pueden decir, sin inconsecuencia, que 
ese tribunal y lo actuado ante él, es nulo por ser incompetente, 

14° Que, por consiguiente, ni el infrascrito ni los arbitros son 
incompetentes para entender en este asunto y aunque así no 
fuera, la incompetencia de jurisdicción no sería en ningún caso 
causa suficiente para fundar la nulidad del laudo pronunciado, 
¿lo será la circunstancia de no constar en autos que los arbitros, 
inclusive el tercero, no formasen tribunal ? 

IB"" Que es verdad que la ley 32, título 4^ Partida 3% esta- 
blece que si las partes al hacer el compromiso no estipuláronla 
forma para laudar, deben encontrarse todos reunidos al resol- 
ver, y que si en este último caso no formaren tribunal la sen- 
tencia que dieren no sería válida. ¿Es aplicable al caso5u6-/u- 
dice, la disposición de la ley recordada? 
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16^ Qae no ha de perderse de Tista que para resolver esta 
cuestión es necesario atenerse á los términos del compromiso. 
La cláusula cuarta (véase foja 165), establece textualmente lo 
siguiente: cel término para laudar será el de 15 días, á con- 
tar desde la última aceptación, debiendo intervenir el tercero, 
cuando se produzca la discordia eutre los arbitros de las par- 
tes» ¿Importa esta cláusula establecer la manera en que los 
arbitros han de dictar su fallo? Indudablemente sí, cuando las 
partes dicen que el tercero debe intervenir cuando se produzca 
la discordia entre los arbitros ¿no han dicho, por lo mismo^ que 
antes que esa discordia se produzca, el tercero nada tiene que 
hacer? 

17^ Que como quiera que se interprete la cláusula 4* trans- 
crita, necesariamente se llega á la conclusión de que los 
arbitros podrán obrar separadamente, pues que, á no ser así, 
no se explicarían los términos empleados por las partes al re- 
dactar el compromiso. 

18^ Que tan es así, que si los arbitros se hubiesen puesto de 
acuerdo sobre las cuestiones que iban á resolver, el tercero no 
hubiese intervenido, lo que^ á ser exacta la tesis del recurrente 
importaría un vicio de nulidad del laudo, contra la voluntad de 
las partes y las más elementales nociones del juicio arbitral. 

19° Que la interpretación verdadera que las partes dieron al 
compromiso, ha sido dado por ellos mismos, como consta del 
acta (véase foja 506) de su referencia, de lo que resulta que á 
petición del representante del Ferrocarril del Sud, se declaró 
no ser necesaria la presencia del tercero en discordia en el jui- 
cio verbal á que fueron convocados para oir sus alegaciones. 

20" Que en presencia de esa confesión del mismo apoderado 
del Ferrocarril del Sud no se explica que ahora se sostenga que 
la presencia del tercero en el momento de dictar el lando, sea un 
requisito de tal manera necesario, que su omisión lo vicie de 
insubsanable nulidad. Nu, lo que la ley exige y lo que las par- 
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tes.haa querido, es que el tercero, llamado á dirimir la diver- 
gencia entre los arbitros, conociese las alegaciones respectivas 
y las opiniones que informaban la resolución de cada uno de 
los arbitros. Como se comprende, el hecho de qne tanto los ar- 
bitros, como el tercero, formulasen su sentencia en pieza sepa- 
rada, no importa decir que los primeros no se reuniesen para 
laudar y que el tercero no conociese las razones detarminantes del 
voto de sus colegas, puesto que, producida la discordia, sele pasa- 
ron los autos con los laudos respectivos para que lo dirimiera, 

21*^ Que, por consiguiente, á estar á los términos del compro- 
miso y á la manera cómo las partes lo entendieron, la forma- 
ción del Tribunal no era necesaria en la forma en que hoy se 
pretende por el representante del Ferrocarril del Sud. 

22^ Que las consideraciones que preceden, demuestran que 
la sentencia arbitral pronunciada, no puede ser invalidada por 
los fundamentos aducidos por el recurrente y que por lo tanto 
no puede anular su eficacia legal. 

23® Que desestimado el recurso de nulidad, debo considerar 
el de redacción, que también se interpone. Este recurso que 
daban nuestras antiguas leyes^ subsidiariamente aplicable á 
los puntos no previstos por nuestra ley de procedimientos fede- 
ral, procedía cuando la sentencia arbitral fuese pronunciada 
contra natura ó contra buenas costumbres ó fuese tan desagui- 
sada que no se pudiese cumplir. . . (véase ley 34, título 4°, Par- 
tida 3«). 

U^ Qne conviene observar, respecto de esta ley, que ella es 
incompatible con nuestras leyes de carácter general y por con- 
siguiente, su aplicación no podría hacerse hoy día, sin violar 
las prescripciones de aquellas. Nuestro Código Civil, sanciona- 
do posteriormente á la ley de Procedimientos federal abolió la 
lesión enorme ó enormísima que admitían las leyes de Partida, 
como causa de rescisión de los contratos. 

25® Que desde luego se comprende que bajo el imperio de 
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las leyes que aatorizaban la rescisión de los contratos por esta 
causa y beneficios como el de restitución in integrum en favor 
de los menores ó incapaces, se permitiese pedir la reducción de 
sentencias que llegaseu á consecuencias verdaderamente absur- 
das; al fin y al cabo, él recurso de reducción no era en el proce- 
dimiento otra cosa que la sanción de la ley de fondo que autori- 
zaba la rescisión por causa de lesión. 

26** Que no hay que perder de vista, que un pleito es en efecto 
un cuasi-contrato á que son aplicables las mismas reglas esta- 
blecidas para los contratos. Pero, bajo el imperio de nuestras 
leyes actuales^ que han abolido por inconvenientes la restitu- 
ción in integrum, la lesión enorme, etc.^ no es posible mante- 
ner la aplicación de la ley de forma, que autoriza la reducción 
del laudo de los arbitradores, porque ella importaría mantener 
instituciones que han sido expresamer.te abolidas por razones 
de manifiesta utilidad general. 

^T Que esta sola consideración, hace necesario decidir si el 
recurso de reducción se refiere al fondo de los actos 6 á la for- 
ma del procedimiento; que cualquiera que sea el concepto que 
de esto pudiera formarse, la inaplicabilidad de esa ley sería la 
consecuencia fina], porque si se refiere al fondo, habría sido de- 
rogada por el Código Civil, y si á la forma, no podría prevalecer 
en presencia de las disposiciones de este último, que reglan de 
una manera general los contratos y actos jurídicos, cuya efica- 
cia se busca en las contravenciones judiciales. Vale esto decir 
que el recurso de reducción que autorizaba la ley de Partida 
citada, no es de aplicación en el día, cualquiera que sean los 
jnotivos que se invoquen para fundarla. 

28° Que demostrado, como queda, que las razones aducidas no 
fundan en manera alguna la nulidad del laudo arbitral y la im- 
procedencia del recurso de reducción, ¿procede la revocación de 
sentencia de los arbitros? Para esto sería necesario que se hu- 
biese demostrado la insubsistencia legal de la sentencia. El 
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recurrente no aduce razón alguna con este objeto, concretándose 
á pedir que se reduzca á proporciones equitativas la condena- 
ción contenida en el laudo. Basta enunciar esta circunstancia 
para convenir en que la revocación de la sentencia no es posi- 
ble; no hay caso. 

29^ Que si reconoce implícitamente que la cuestión ha sido 
resuelta con arreglo á la ley, circunstancia de que la condena- 
ción pueda ser exagerada, no es motivo que autorice la reforma 
de la sentencia; al que estatuye, en su calidad de Juez, no lees 
permitido apreciar la bondad intrínseca de la sentencia y sí so- 
lamente sus formas externas. Si esa sentenciaba sido pronun- 
ciada en conformidad alas estipulaciones contenidas en el com- 
promiso, las partes deben imputarse á sí mismas el perjuicio 
que pueda resultarles de la manera cómo los arbitros han de- 
sempeñado su mandlsito. 

30^ Que para que procediera la revocación 6 reforma de la 
sentencia, sería indispensable que se hubiese demostrado que 
ésta no es conforme á las constancias de autos y probanzas ren- 
didas por las partes. Esto no se ha hecho por el recurrente y 
siendo la sentencia arreglada á las formas de la ley^ esa senten- 
cia debe ser confirmada. 

Por estos fundamentos y los concordantes de los escritos 
(véase fojas 22 y 82), de la parte del señor don José Vicente Be- 
nitez, que el Juzgado encuentra arreglados & derecho, fallo : no 
haciendo lugar á los recursos de nulidad y reducción de las sen- 
tencias arbitrales de fojas 518 á 541 inclusive, que en su con- 
secuencia confirmo en todas sus partes, mandando que, ejecu- 
toriada que sea la presente^ se lleve á debido efecto, sin es- 
pecial condenación en costas, en atención á la naturaleza de la 
cuestión. Notifíquese con el original, regístrese en el libro de 
sentencias y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea . 

T. XI 18 
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ITtillo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 19 de 1895. 

Vistos y considerando: Primero: Quq constituido el tribu- 
nal arbitral de conformidad con las estipulaciones de los inte- 
resados y las prescripciones de la ley, los arbitros don Alberto 
de Gainza y don Agustín I. Eodriguez, nombrados respectiva- 
mente por la parte del Ferrocarril y px)r la de don José Vicente 
Benitez, discordaron sobre la sentencia á pronunciar, consig- 
nando cada uno por separado las conclusiones á que creyeron 
deber llegar. 

Segundo: Que en consecuenciase requirió la intervención del 
tercero don Luis M. Doyhenard, cuyo concurso se había pre- 
visto para el caso de discordia, pronunciándose él también sepa- 
radamente y sin que sus opiniones coincidieran ni con la del 
uno, ni con la del otro délos arbitros discordantes. 

Tercero: Que está fuera de cuestión, tanto por reconocerlo 
ambas partes, como por resultar así de las constancias de autos, 
que el tercero no ha formado tribunal con los arbitros discor- 
dantes al pronunciar el fallo, ni celebrado con ellos conferencias 
previas al objeto del cambio de ideas y conocimiento recíproco 
de las razones de decidir, que cada uno délos tres árbitos hubie- 
se tenido que expresar. 

Cuarto: Que en virtud de esos antecedentes, la parte del Fe- 
rrocarril sostiene la nulidad del laudo, haciendo de dicha omi- 
sión una délas causales en que funda el recurso, mientras que 
la de Benito::, sin desconocer la exactitud del hecho, pretende 
que él nada afecta á la validez del expresado laudo. 

Quinto: Que en principio, los arbitros, á la manera de los 
tribunales colegiados, deben formar tribunal para pronunciar 
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sentencia, porque, como lo dice la ley veinte y tres, título cuar- 
to, Partida tercera, especial para los arbitros, y lo repite en 
sustancia la ley diez y siete, título veinte y dos de la misma 
partida que consigna reglas generales sobre la materia: todos 
los avenidores deben hi esser guando hubieren d dar el juicio 
... o si por aventura tales razones pudieran hi haber dichos 
si hubiesen estado presente, que por ellos seria dada la senten- 
cia de otra manera. 

Sexto: Que las mencionadas disposiciones concebidas en tér- 
minos generales, deben aplicarse general é indistintamente, 
comprendiendo, por tanto, el desarrollo del mandato arbitral en 
sus diversas faces. 

Séptimo-. Que toda duda al respecto desaparece ante las 
prescripciones de la ley veinte y nueve del mismo título cuarto 
y Partida, al disponer que si « acaeciera que los avenidores fue- 
sen iguales así como dos ó cuatro, é los unos quisiesen dar un 
juicio é los otros otro, seyendo tanto los do la una parte como 
los de la otra, entonces decimos que deben los jueces ordinarios 
apremiar también á las partes como á los avenidores que un 
home bueno que sea común en querer el derecho para amas par- 
tes y manüarles que se acuerden en uno para librar aquel pleyto, 
e sí por ventura non se acordasen, lo que se judgare, la mayor 
parte, aquello debe valer», siendo de notar que la doctrina de 
esa ley sirvió de fundamento á la resolución corriente á foja 
doscientos veinte y tres. 

Octavo: Que los preced^tes de esta Suprema Corte sirven 
á confirmar esos principios, como se ve en la causa que se re- 
gistra en la página trescientas setenta y una, serie segunda, to- 
mo trece de sus fallos, en la que, después de establecerse en el 
hecho cque según lodioe el señor Huergo(uno de los arbitros), 
habiéndose encontrado en discordia con su colega el señor Ro- 
dríguez ocurrieron al tercero, quien tuvo con ellos varias confe- 
rencias sobre el asunto sometido á su juicio, y se adhirió al laa- 
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do del señor Kodrigaez, después de vistas las cartas^ las cuen- 
tas presentadas y demás alegado por los interesados, como 
expresa en su laudo de foja ciento cuarenta y nueve, se agrega 
que por los mismos, c los arbitradores y el tercero en discordia, 
cuando éste se adhirió á la opinión de uno de aquellos, ya co- 
nocían y habían manifestado cuál era el juicio de cada uno 
sobre la cuestión, y no hay, por consiguiente la nulidad que 
establece la ley treinta y dos, título cuarto, partida tercera»; y 
como se observa de una muñera aún más positiva en la causa 
registrada en la misma serie, tomo segundo, página doscientas 
Teinte y tres, leyéndose en el considerando quinto del fallo: cque 
si bien es cierto que según la ley treinta y dos, título cuarto, 
partida tercera, los Arbitros y el tercero deben laudar forman- 
do tribunal, la misma ley exceptúa el caso en que las partes los 
hubieren facultado para fallar, maguer non ^e asertaren en 
uno». 

IS'Oveno: Que es indudable que el requisito de la formación 
del tribunal para el fallo arbitral desaparece, según los térmi- 
nos expresos de la citada ley treinta y dos, si «otorgan las par- 
tes á los avenidores cuando meten su pleyto en manos de ellos, 
que maguer non se asertaren todos en uno cuando quieren dar 
juicio que los que hi fuesen que lo pudiesen facer», de modo que 
la validez del laudo en cuestión no podría ser impugnada por 
la causal que se oponía si se hubiese conferido á los arbitros el 
poder de laudar maguer non se asertaren todos en uno, cuando 
hubieren de pronunciar sentencia.* 

Décimo: Que el compromiso no contiene estipulación alguna 
que confiera esa autorización de una manera expresa ni deriva- 
da de la interpretación de sus cláusulas. 

Undécimo: Que la circunstancia a posteriori, de haberse 
opuesto la parte del Ferrocarril á que el tercero interviniese en el 
procedimiento antes de la oportunidad en que estaba llamado á 
ejercer su mandato, 6 sea cuando los arbitros celebraban su pri* 
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mera sesión para oír á las partes, y caando, por consigníeate, 
no se había producido la discordia que motivara la reunión del 
tercero con ellos para decidir la causa, no importa sino el lle- 
no regular de la tramitación del juicio y de ninguna manera el 
acuerdo de voluntades, necesario en derecho para conferir po- 
deres especiales en pugna con la regla general. 

Duodécimo: Que no habiéndose otorgado poder á los arbitros 
para laudar maguer non se acertasen todos en uno, el laudo pro- 
nunciado en esta causa adolece del vicio do nulidad sancionado 
par las recordadas leyes treinta y dos, título cuarto, y diez y 
siete, título veinte y dos, Partida tercera. 

Decimotercero: Qce no hay necesidad, en so mérito, de to- 
mar en consideración las demás causales de nulidad invocadas 
por el Ferrocarril, desde qae es improcedente la de incompeten- 
cia, ni es oportuno, por lo mismo, apreciar el recurso de reduc- 
ción que también intenta. 

Decimocuarto: Que las leyes citadas son las que correspon- 
de aplicar, de conformidad con lo dispuesto en el artículo tres- 
cientos setenta y cuatro de la ley de procedimientos, no siendo, 
por tanto, de oportunidad la interpretación de otras leyes que 
no tienen la fuerza de tales en el caso, en cuanto no están des- 
tinadas á reglarlo. 

Decimoquinto: Que la pertinencia de la aplicación de las 
leyes generales» ai presente asunto, resulta de la circunstancia 
de que el sometimiento á arbitros ha tenido su origen en la vo- 
luntad de las partes y no en ley alguna provincial, debiendo, en 
consecuoncia, reputarse incorporadas al contrato las leyes que 
rigen el procedimiento federal en caso de jurisdicción federal 
con tanta mayor razón cuanto esta jurisdicción estuba ya oa 
ejercicio, siendo ante Juez de ese fuero y andando la causa, 
que se celebró el mencionado convenio. 

Decimosexto : Que así, esta Suprema Corte invocó con pro- 
piedad las leyes generales, al decidir contrariamente á las pre- 
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tensiones del Ferrocarril, el incidente sobre susbsistencia del 
compromiso arbitral y nombramiento de tercero. 

Decimoséptimo : Que esa resolución finaliza toda controversia 
que tienda á poner en cuestión si han de ser las leyes genera- 
les ó las de la provincia de Buenos Aires las que rigen los dere- 
chos y deberes derivados del compromiso arbitral^ pues que 
nada autorizaría á someter la convención á reglas desemejantes 
ó contradictorias en las diversas emergencias emanadas direc- 
tamente del contrato y sobre derechos comunes & las partes, im- 
plicando ello, al contrario, la violación de los derechos que, en 
tratándose de contratos, establecen una ley única, ya sean cele- 
brados dentro, ya fuera del territorio de la República, en cuanto á 
su validez ó nulidad, su naturaleza y obligaciones que produzcan 
(artículo mil ciento noventa y cinco y siguientes, Código Civil). 

Décimooctavo: Que es oficio del Juez aplicar la ley perti- 
nente á los casos ocurrentes, lo que además ha sido requerido 
por la parte del Ferrocarril fundando el recurso de nulidad, sin 
que á ello obsten doctrinas contrarias que, sin éxito favorable, 
haya sustentado la misma parte con el intento de hacer prospe- 
rar incidentes promovidos en el juicio antes de la organización 
definitiva del tribunal arbitral, debiendo hacerse constar que 
rechazando análogas doctrinas es que se pronunció el fallo eje- 
cutoriado de foja doscientas veinte y tres, que traza vías, de 
que ni el Juez, ni las partes puedan apartarse, á no mediar 
entre las últimas una convención que modifique la anterior; con* 
vención que, es excusado agregar^ no se ha realizado. 

Decimonoveno: Que investigaciones prolijas conducen á es- 
tablecer que, en casos regidos por las leyes generales, esta Su- 
prema Corte ha mantenido invariablemente los principios con- 
signados en esta sentencia^ declarando la validez de los laudos 
impugnados por razón de la forma en que fueren acordados y 
dictados, cuando ha recurrido, en el hecho, ó que esa forma se 
había sustancialmente llenado, ó que los arbitros y el tercero 
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estaban autorizados por el compromiso para fallar maguer non 
se acertasen en uno. 

Vigésimo: Que derivándoselos poderes de los arbitros volun- 
tarios del mandato conferido por las partes, no cabe duda 
que se arrogan jurisdicción de que carecen, cuando laudan sin 
facultades ó con exceso en las que se les hubiesen acordado. 

Vigésimo primero: Que asi sucede tanto cuando laudan en 
virtud de su compromiso fenecido por haber vencido el término 
acordado al efecto ó sobre materia no comprendida, como cuan- 
do lo hacen en número menor que el designado, ó dictan el fa- 
llo aisladamente, con violación del deber de formar tribunal, 
sea este deber el resultado de una convención explícita ó de una 
convención implícita. 

Vigésimo segundo: Que el acto producido en esas condicio- 
nes, sólo impropiamente puede ser calificado de sentencia, pues 
que ésta no existe en realidad, sino tomando por base la /um- 
diccion del que la pronuncia, lo qne es materia de orden público. 

Vigésimo tercero: Que en consecuencia, la renuncia de recur- 
sos estipulada en el compromiso, no puede referirse á nulidades 
que, afectando el laudo mismo despojan á éste de ese carácter, 
. siendo así de oportuna aplicación al caso la doctrina que surge 
de la resolución de esta Suprema Corte, que se registra en la 
serie primera, tomo octavo, página doscientas setenta y cuatro 
desús Fallos. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de fo- 
jas ciento siete y siguientes, y se declara nulo el laudo pronun- 
ciado en los autos y^e que ha sido materia el recurso de nuli- 
dad interpuesto. Repónganse los sellos y devuélvanse, pa- 
diendo notificarse con el original. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE.— JUAN E. TORRENT. — 

LUIS y. yAR£LA(en disidencia). 
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DISIDENCIA 



Vistos y considerando: Que en el convenio de foja ciento se- 
senta y cinco (expediente principal), el Ferrocarril del Sud re- 
corrente y su contrario Benitez^ acordaron expresamente en la 
cláusula octava^ que: cías partes renuncian en absoluto todos 
los recursos, incluso el de nulidad, y si alguno lo interpusiese, 
bajo cualquier pretexto, no será oída ». 

La parte del Ferrocarril pretende que esa cláusula del com- 
promiso no puede menoscabar su derecho para interponer l«s 
recursos que ha deducido < porque la nulidad, reducción y apela- 
ción tienen siempre lugar aunque las partes hiciesen renuncia 
del recurso, si la sentencia arbitral contiene injusticia ma- 
ni fiesta». 

De estas palabras textuales del escrito en que se deducen los 
recursos de reducción y nulidad, así como del contexto mismo 
de esa presentación, parece deducirse que el fundamento capi- 
tal de ellos se apoyase en la injusticia manifiesta que el recu- 
rrente atribuye al laudo arbitral de que reclama. 

Pero cualquiera que fuere esa injusticia, y por monstruosa que 
fuese !a conclusión á que ella arribase, refiriéndose ella sólo al 
fondo del negocio puesto en arbitros y no á los procedimientos 
de estos, la Suprema Corte ha establecido como jurisprudencia 
invariable que los tribunales federales soif incompetentes para 
entender en recursos de nulidad que se refieran al fondo y no á la 
forma délos laudos arbitrales. 

Por otra parte, al pretenderse que es nula la cláusula octava 
del compromiso, que consigna la renuncia absoluta á todo re- 
curso, incluso el de nulidad, contra el laudo arbitial, se impug- 
na el compromiso en sí mismo y no el laudo, y lo que forma la 
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materia del actual pleito no es la validez ó nulidad del compro- 
miso, sino la yalidez 6 nulidad del laudo. 

En cuanto á las razones legales que hagan nula la renuncia 
expresa á todos los recursos, hecha por las partes en el compro- 
miso, el recurrente no ha invocado ley alguna que la consigne. 

Los únicos textos legales que se han invocado, son sólo leyes 
de Partidas y Recopiladas, que se citan como supletorias de la 
ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres, 
con arreglo al artículo trescientos setenta y cuatro de la misma, 
pero esas leyes sólo sirven para reglar los procedimientos judi- 
ciales, en cuanto no lo estén por la ley nacional. 

Los derechos de las partes que nacen de un compromiso, no 
forman parte de los procedimientos judiciales, porque, siendo 
aquel compromiso un acto jurídico, las obligaciones que de él 
nazcan están regidas por el derecho de fondo, por el derecho ci- 
vil, que es la ley del contrato (Código Civil, artículo nuevecien- 
tos cuarenta y nueve). 

«Lii que no está dicho explícita ó implícitamente en ningún 
artículo del Código Civil, no puede tener fuerza de ley en 
derecho civil, aunque anteriormente una disposición semejante 
hubiera estado en vigor sea por una ley general, sea por una ley 
especial» (Código Civil, artículo veinte y dos). 

No siendo, pues, en las leyes anteriores al Código Civil en las 
que debe buscarse el alcance de las estipulaciones del convenio 
de foja ciento sesenta y cinco, sino en el texto mismo de este 
cuerpo de legislación, debe ante todo consignarse si las partes 
han podido renunciar por acto expontáneo, en absoluto, á todos 
los recursos, incluso el de nulidad contraía sentencia arbitral, 6 
si ellas han ultrapasado su derecho al hacerlo. El artículo diez 
y nueve del Código Civil dice que: cLa renuncia general de las 
leyes, no produce efecto alguno, pero podrán renunciarse los de- 
rechos conferidos por ellas con tal que sólo miren al interés 
individual y que no esté prohibida su renuncia. 
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Dos son las cuestiones que es menester plantear y resolver, 
al aplicar el artículo precedente al caso sub^judice : 

Primera. Los recursos renunciados en el compromiso de 
foja ciento sesenta y cinco ¿ afectan sólo al interés privado ? 

Segunda. ¿Hay alguna ley que prohiba su renuncia? 

Para resolver ambas cuestiones es menester tener en cuenta 
que ningún acto voluntario tendrá el carácter ilícito si no fuese 
expresamente prohibido por las leyes ordinarias, municipales ó 
reglamentos de policía, y que los jueces no pueden declarar otras 
nulidades de los actos jurídicos que las que en el Código Civil 
se establecen (Código Civil, artículos mil treinta y siete y mil 
sesenta y seis). El recurrente no ha invocado el texto de la ley 
que invalida el acto jurídico, en cuanto se refiere á la renuncia 
de los recursos que las leyes establecen para alzarse ó decir [de 
nulidad de las laudos arbitrales. Ni menos ha demostrado que 
esa renuncia esté prohibida por las leyes. Es indudable que, 
siendo las cuestiones que reglan jurisdicciones de los tribunales, 
cuestiones de orden público, ninguno de aquellos procedimien- 
tos que afecten al orden público pnede ser renunciado por con- 
venciones entre partes^ ni juzgado por resoluciones judiciales. 
Pero, cuando se ha constituido por las partes que litigan en un 
pleito,, nn tribunal voluntario declarando quejosa jurisdicción 
arbitral es la que eligen para que resuelva el pleito en todo 
tiempo, ragreganque c renuncian en absoluto á todos los recur- 
sos, incluso el de nulidad >, esta renuncia no afecta en lo más 
mínimo al orden público, pues no altera ni afecta el orden 
de las jurisdicciones, y sólo mira al interés de las partes ó por 
la garantía que esos recursos ofrecen y pueden renunciarlos 
como cualesquiera otros derechos que las leyes le acuerdan, en 
tanto que no exista prohibición expresa al respecto. 

En nuestra legislación de forma, incluida la supletoria de 
la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta j 
tres, no existe disposición alguna que vicie de nulidad el hecho 
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de que el tercero en discordia no se haya reunido con los 
arbitros para formar tribunal antes de laudar ; porque aunque 
la ley veinte y nueve, título cuarto, partida tercera, dice que 
en caso de discordia : c deven los juezes ordinarios apremiar 
también á las partes como á los avenidores que tomen un home 
bueno que sea comunal en querer para ambas las partes, é 
mandarles que se acuerden en uno para librar a^icel pleito >\ 
ésta ley no impone la nulidad del laudo si no se acordasen en 
uno los arbitros y el tercero, limitándose á decir que c si por 
aventura no se acordaran, lo que judgase la mayor parte, aque- 
llo dever valer*. 

Es verdad que la ley treinta y dos del mismo título y par- 
tida dice : « que los avenidores deven cuando avinieren á dar 
eljuyzio. y lo que dixeren todos á aquella razón, ó la mayor 
partida dellos, esso deve valer. E si entonces todos non fuesen 
y presentes, eljuyzio que diessen non sería valedero »; pero 
esta ley no sólo se refiere expresamente al caso de disidencia en 
que interviene un tercero en discordia, sino que expresamente 
se refiere al caso en que se constituya un tribunal colectivo de 
arbitros que interviene desde el principio del juicio y no para 
dirimir contienda alguna. Así, en su principio, esa misma ley 
dice: c Otorgan poder las partes á todos los avenidores cuando 
meten su pleyto en mano dellos que maguer non se acertasen 
todos en uno cuando quisiesen dar juyzio los que y fuesen lo 
pudiese facer. Entonces decymos que en aquella manera que les 
fué otorgado de las partes el poder de librar el pleyto que assi 
deven nssar dello, e non en otra manera».' Estos términos son 
perfectamente claros y prueban que la ley treinta y dos, título 
cuarto, partida tercera, sólo se ha referido á los tribunales colec- 
tivos de arbitros en que deben estar todos presentes para laudar; 
pero si fuese otro el alcance, ella misma serviría para demostrar 
que las partes pueden eximir á los arbitros de la obligación de 
reunirse en tribunal, de conferenciar y aun de oírlos, porque los 
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arbitros c deben librar el pleyto en aquella manera que les fué 
otorgado por las partes e non en otra manera ». 

Siendo esta ley una de las supletorias de procedimiento vigen- 
te, citada con reiteración por el apelante, es oportuno recordarla 
para demostrar que la falta de reunión de los arbitros en el 
procedimiento arbitral, no afecta al orden público, puesto que 
es renunciable por las partes, y por tanto, cae dentro de lo que 
puede renunciarse como nulidad posible de un laudo. 

No existe tampoco en nuestro Código Civil disposición algu- 
goua que prohiba semejante renuncia, becha por personas 
hábiles para contratar, y que no tienen, para sus actos, nece- 
sidad de ninguna de las protecciones peculiares y especiales 
que la ley ha creado en favor de los menores é incapaces, 6 
con qqe ella ha querido amparar, para evitar actos civiles que 
afectan al orden social. Los recursos que las leyes acuerdan con- 
tra la sentencia de los tribunales, tanto en el orden ordinario de 
los juicios voluntarios, no son sino garantías que se ofrecen 
por la Eepública á los individuos para el mayor acierto de los 
fallos. No se ataca al orden público por el hecho de que una 
de las parte no apele una sentencia ó no diga de nulidad de un 
auto evidentemente nulo, y por tanto, tampoco se ataca al 
orden público si se renuncia anticipadamente á los recursos 
que puede dar lugar al laudo arbitral. 

Lo único '^^ue la ley ha exigido es que un fallo al que se llama 
laudo arbitral, revista los caracteres de tal, y para que tal se 
le considere y traiga en consecuencia aparejada ejecución, bas- 
ta que los arbitros hayan laudado dentro del termino que se 
les acordó y sobre los puntos que se someten á su fallo. 

Son las mismas leyes supletorias de la ley de Septiembre de 
mil ochocientos sesenta y tres, las que han establecido termi- 
nantemente este procedimiento. La ley cuarta, título veinte 
y uno, libro cuarto, Recopilación Castellana (ley cuatro, tí- 
tulo diez y siete, libro once, Novísima Recopilación) ha con- 
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signado que no debe atenderse recurso alguno sino contra el laudo 
arbitral que se dictase por los jueces arbitros y arbitradores 
usando de la facultad que les fué dada dentro del término que 
les fué dado y sobre que fué comprometido; y esta Suprema 
Corte, en caso que se registra en el tomo nueve, serie prime- 
ra, página doscientos setenta y dos, aplicando esa ley, revo- 
cando una sentencia del inferior en que se limitaba á establecer 
que no se entendía renunciado el recurso de nulidad, en la 
renuncia general de recursos, declaró que son laudos arbitrales 
con los requisitos de derecho, los que se han dictado con los enun- 
ciados en la ley cuarta, título veinte y uno, libro cuarto déla 
Recopilación Castellana; y que, por consiguiente, sólo la nu- 
lidad que se funda en la falta de alguna de esas condiciones 
esenciales, puede impedir la ejecución de las sentencias pro- 
nunciadas por arbitros. En el caso sub-judice no se ha insinua- 
do como causal déla nulidad aducida en el recurso, ni lafalta 
de jurisdicción de los arbitros ni el que hayan laudado fuera 
del término acordado, ni sobre puntos no comprometidos. En 
cuanto á los arbitros, lo único que se les reprocha, es el haber 
laudado sin sesionar en tribunal, pretendiendo una de las partes 
que ésto fué expresamente convenido y la otra reclamándolo 
como un requisito esencial. Cualquiera que fuere la resolución 
que á ese repecto hubiese de darse en la oportunidad corres- 
pondiente, si ella se presentase, es indudable que no es éste el 
momento de discutirse esa cuestión, pues en el compromiso 
de foja ciento sesenta y cinco, las partes convienen que la nuli- 
dad, como recurso, no podrá interponerse, y que, « si alguna 
la interpusiese bajo cualquier pretexto, no será oída », 

Estando esta cláusula incluida entre las convenciones del con- 
trato, ella obliga á las partes á someterse á sus términos como á 
la ley misma (Código Civil, artículo mil ciento noventa y siete) ; 
y habiéndose deducido la nulidad del laudo como recurso, por el 
Ferrocarril, él no debe ser oído, porque cualquiera que sea 
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el pretexto que invoque para introducir ese recurso, él ha- 
bí-i renunciado anticipadamente á usarlo. 

Si la nulidad invocada fuese de aquellas que por la ley vician 
el fallo y le hacen nulo, no es por la vía del recurso que ella ha 
podido deducirse. 

La nulidad, en tal caso, puede ser otorgada, bien en la opor- 
tunidad que establece el artículo doscientos sesenta y ocho de 
la ley de Procedimientos, como razón que afecte la habilidad 
del título, ó bien sea como una acción principal, después de 
la ejecución, para repetir lo que se suponga indebidamente pa- 
gado (Fallos, serie primera, tomo nueve, página doscientos se- 
tenta y cuatro). 

En los tribunales de la Capital de la República, donde la 
ley de Procedimientos dice expresamente que: csien el compro- 
miso no se hubiese acordado la forma ^n que los arbitros han 
de conocer y fallar el asunto, lo harán siempre formando tri- 
bunal, haciéndose extensiva á los amigables componedores esta 
disposición (Código de Procedimientos, artículos setecientos 
ochenta y tres y setecientos ochenta y nueve), la Cámara de 
Apelaciones ha resuelto en el único caso que se registra en sos 
fallos (serie primera, tomo quinto, página doscientos diez y 
seis) que el haber fallado los amigables componedores sin for- 
mar tribuna], no produce nulidad, y que esta causal no autori- 
za semejante recurso, que sólo es admisible por el artículo 
ochocientos ocho en los mismos casos de la ley cuarta, título 
cuarto, libro once. Recopilación Castellana. 

En la jurisprudencia extranjera de paises donde la nulidad 
de los laudos de amigables componedores q>ie no se hubiesen 
reunido en tribunales de ley expresa, se ha reconocido como 
válida la renuncia de los recursos de alzada, nulidad y cualquie- 
ra otro. Esto no importa que allí se haya desconocido el derecho 
de las partes para alegar esas nulidades que nacen do vicios 
sustanciales del procedimiento ó de falta de jurisdicción en los 
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arbitros ó de exceso en el mandato conferido por el compro- 
miso. Es precisamente fundándose en el hecho de que en esos 
casos no hay sentencia que se reconozca, que la renuncia de los 
recursos que pueden promoverse contra una sentencia, no im- 
porta la renuncia de las querellas que puedan deducirse en la 
forma de acción principal, alegando la nulidad, ó en la forma 
de oposición á la ejecución del laudo alegando la excepción de 
inhabilidad del título. 

En el caso sub-judice, la nulidad alegada por vía de recurso 
es contrario al texto del convenio dé fojaciento sesenta j cinco, 
que obliga á las partes como á la ley misma y conforme á los 
términos empleados en ese acto jurídico, cualquiera que sea el 
pretexto que se invoque al interponer el recurso de nulidad, 
la parte que lo interponga no debe ser oída. 

Por estos fundamentos : se declara improcedente la interpo- 
sición de los recursos promovidos por la parte del Perrocarril 
del Sud; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. 
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CAUSA CCXI^IV 



Don Francisco Armendia contra don Juan Viloto, por interdicto 
de recobrar; sobre excepción de falla de personeriay citación 
de eviccion. 



Sumario. — 1** No puede carecer de personería el que entabla 
UDa acción á nombre propio. 

2^ El interdicto que se funde en hechos personales del de- 
mandado, no le da derecho para citar de eviccion al dueño del 
inmueble del cual es locatario. 



Caso, — Lo explica el 



Fallo del «Vuez federal 

Tucuman, Mayo 19 de 1892. 

Vistos: estos autos, en cuanto se refieren á la articulación de 
previo pronunciamiento promovida por don Juan Vitólo á foja 
14, á propósito de la demanda entablada contra él por don 
Francisco Armendia, sobre interdicto de recobrar la posesión, 
con lo alegado por las partes. 

Y considerando : Que la articulación se funda: 1^ en que, 
según la demanda^ el demandante se presentaba por sí y en 
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nombre de otras personas á quienes les llamaba sus comuneros 
sin presentar documento alguno que acredite su personería, 
pues es de ley expresa que. nadie puede presentarse en juicio 
por otro sin acompañar los documentos que acrediten su per- 
sonería; 7 2^ en que, según el contrato que se adjunta, el ex- 
ponente ocupaba el terreno á que se refiere la demanda, en vir- 
tud de arriendo que le había hecho don Bernardino Cajal j que 
no siendo él sino simple arrendatario, y viéndose perturbado en 
el uso y goce pacífico de la cosa arrendada, pedía se hiciera la 
correspondiente citación de eviccion á su locador don Bernardino 
Cajal, citación que formulaba, teniendo en cuenta las disposi- 
ciones de los artículos 1527 y 1530 del Código Civil, que impo- 
nen esa obligación al locatario, tanto en seguridad de áus dere- 
chos, como los del mismo propietario, obligación que le impone 
además el artículo 2464 del citado código. 

Que, en cuanto á la primera de las excepciones nombradas, 
el demandante no carece de personería legal para entablar la 
demanda que tiene interpuesta, por cuanto en dicha demanda 
se presenta en nombre propio, si bien reivindicando un derecho 
que dice tener ea comunidad con otros, manifestación que, 
sin embargo, no le obliga á exhibir poder deéstos^ según lo 
establece el artículo 2489 del Código Civil. 

Que por lo que respecta á la segunda de dichas excepciones, 
por el contrato mismo presentado por el demandado se descubre 
que no le ha sido arrendado todo el terreno que fué de don Si- 
món Bodrignez, sino la parte de él que don Bernardino Cajal 
supone le corresponderá en la división; admitiéndose por el he- 
cho, que existen otros comuneros, cuyos derechos no se ha pre- 
tendido comprometer por dicho contrato. 

Que siendo esto así, Yitolo no puede escusarse de responder 
á la demanda, dado que ésta se basa en absorciones puramente 
suyas, con perjuicio de los demás comuneros, sin que su arren- 
dador tenga ó pueda tener ingerencia en ellas. 

T. XI 19 
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Que, por consiguiente, no son aplicables los artículos del 
Código Civil citados por Vitólo, porque ellos suponen que el 
locatario es demandado 6 turbado sobre lo que se le ha dado en 
arriendo, 6 para su tenencia, lo que no sucede en este caso. 

Por estos fundamentos, se declara: que no ha lugar á las ex- 
cepciones deducidas; y comparezca el demandado á contestar la 
demanda y seguir el juicio en la audiencia del 27 del corriente, 
á horas de despacho. — Hágaso saber y repónganse los sellos. 

Delfín Oliva. 



Pallo de la Suprema Tarte 

Buenos Aires, Ststiembre 21 de 1895. 

Vistos y considerando: Que habiendo don Francisco Armendia 
intentado la acción á nombre propio, la excepción de personería 
opuesta por el demandado no importa la de falta de persone- 
ría sino la de falta de derecho, la que afectando al fondo de la 
cuestión es materia de la sentencia en la causa. 

Que el actor funda su acción en hechos personales que atribu- 
ye al demandado y no precisamente en actos que surgen del con- 
trato de locación, lo que legitima la personería individual del 
citado demandado. 

Por estos fundamentos y concordantes del auto apelado de 
foja veintiséis: se confirma éste, con costas.Bepuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO PtlNGE. — 
JUAN E.TORRENT. 
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CAUSA CCXJLV 



Don Salvador Posse, contra don Federico Lacróze, propietario 
del Tramway Rural, por indemnización de perjuicios; sobre 
competencia y arraigo . 



Sumario. — 1" Para determinar el fuero en una acción per- 
sonal, es el domicilio personal del demandado que debe tenerse 
en vista, y no el fijado ala empresa que explota. 

2"^ No procede el arraigo contra el extranjero demandante 
que se halla domiciliado en la República. 



Caso. — Don Bartolomé B. Obligado, con poder de don Sal- 
vador Posse, ocurrió al Juzgado entablando demanda contra 
don Federico Lacroze^ propietario del Tramway Rural, 6 contra 
esta Empresa, por indemnización de los daños y perjuicios oca- 
sionados con motivo de la muerte de su hija Nieves, producida 
en General Sarmiento, provincia de Buenos Aires, por un tren 
de esa empresa, entre los kilómetros 31 y 32, en un paso á 
nivel, donde no habla guarda-barrera, y que no anunció su 
aproximación por medio del silbato, infringiendo asi la ley na- 
cional de ferrocarriles . 

Invocó los artículos 1109 y 1113, Código Civil, y terminó pi- 
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diendo se condene al señor Lacroze al pago de laspmade treinta 
mil pesos, en que estima los daños y perjuicios, con costas. 

Acreditado que el demandante es lextranjero j vecino de la 
provincia de Buenos Aires, j el demandado, argentino y vecino 
de la Capital, se corrió traslado de la demanda. 

Don Carlos Silveyra, por el señor Lacroze, sin evacuarlo, opu- 
so las excepciones de incompetencia y arraigo . 

Dijo: Que la demanda se dirijo contra la Empresa del 
Tramway Rural y ésta tiene su domicilio en la ciudad de La 
Plata, según los contratos celebrados con el Grobierno de la pro* 
vincia de Buenos Aires, al acordarse la concesión de la línea. 
Que, por tanto, el Juzgado es incompetente para conocer en 
ella; 

Que el demandante no se encuentra domiciliado en el lugar 
del juicio, ni se le conocen bienes de ninguna naturaleza, igno- 
rándose, por tanto, su responsabilidad para el caso de hacer 
efectiva una condenación en costas por su temeraria demanda, 
en cuya virtud opone también la excepción de arraigo, que pi- 
de sea admitida, lo mismo que la anterior, con costas. 

El apoderado del actor, evacuando el traslado conferido, pi- 
dió que no se haga lugar, con costas, á las excepciones opues- 
tas. 

Dijo: Que es un hecho público, no desconocido, que la Em- 
presa del Tramway Rural tiene su dirección ó asiento principal 
en esta Capital, en la que se halla domiciliado también, su pro- 
pietario señor Lacroze; 

Que tratándose de una acción personal, ella debe entablarse 
en el domicilio del demandado, que lo es en esta Capital, según 
el artículo 89, Código Civil; 

Que el contrato con el Gobierno de Buenos Aires, en caso de 
existir, no modificaría la jurisdicción; desde que en aquel se es- 
tablecería sólo un domicilio legal, no real, para los efectos del 
mismo contrato; 
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Qoe el foero federal se hall», además, debidamente acredita- 
do, por la diversa vecindad y nacionalidad de las partes, de- 
biendo también tenerse en cnenta que no se trata de una socie- 
dad anónima, sino deí propietario de una empresa, con domi- 
cilio real en ésta; 

Que la responsabilidad de su representado es notoria, y cono- 
cida, además, del señor Lacroze, y ella es suficiente para las con- 
denaciones que pudieran surgir del juicio. 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Julio 31 de 1895. 

Y vistos : Considerando, en cnanto á la excepción de incom- 
petencia: que se ha acreditado que el demandante Fosse es ex- 

» 

tranjero y que el demandado Lacroze es argentino, con domicilio 
en esta Capital. 

Que aun cuando se haya establecido en la concenion del 
Tramway Rural, por los poderes públicos de la provincia de Bue- 
nos Aires, que el domicilio de la empresa sería en la ciudad de 
La Plata, no siendo esta Empresa una sociedad anónima, es el 
domicilio del propietario de la misma el que debe tenerse en vis- 
ta á objeto de determinar la procedencia del fuero federal para 
conocer del presente juicio en que se entabla contra Lacroze 
una acción personal por indemnización de daños y perjuicios. 

Que además, ligando el Tramway Bural la Capital con la 
provincia de Buenos Aires, le serían aplicables las disposicio- 
nes de la ley de Ferrocarriles número 2873, de i 4 de Noviem- 
bre de 1881 (artículos 1^ y 27). 

Considerando, en cuanto á la excepción de arraigo del juicio : 
que éste, según el artículo 74 de la ley nacional de Enjuicia- 
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miento, sólo procede cuando el demandante es extranjero no do» 
miciliado en el país, lo que no se ba jastificado que ocurra al 
presente respecto del demandante Fosse. 

Por estos fundamentos, fallo desechando con costas las excep- 
ciones opuestas, debiendo, en consecuencia, contestarse de- 
recbamente la demanda en el término legal. Eepóngase el pa- 
pel 7 notifíquese original. 

J. F. Lalanne, 



VISTA DEL SEAOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte: 

Buenos Aires, Agosto 23 de 1895. 

El establecimiento de un domicilio de la Empresa del 
Tramway Rural, en La Plata, sólo responde al mantenimiento 
délas relaciones jurídicas entre el concesionario y el G-obierno 
provincial que hace la concesión. 

Pero este domicilio, emanado de un convenio entre partes, 
no está determinado por la ley nacional cuando no se refiere á 
una sociedad anónima, y la acción se controvierte entre un ve- 
cino extranjero de la provincia, y otro argentino de la Capital 
Federal. Encuentro por ello ajustado á derecho el auto de foja 
68 en la parte declaratoria de jurisdicción y pido áY. E. se 
sirva confirmarlo por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema' Corte 



Buenos Aires, Setiembre 21 de 1895. 

Vistos: De conformidad con lo pedido por el señor Procara- 
dor General, y por los fundamentos primero j segundo del auto 
apelado de foja sesenta y ocho, relativos á la excepción de in- 
competencia, 7 por los del mismo en cuanto á la de arraigo, se 
confirma con costas, dicho auto. Hepuestos los sellos, devuél- 
Tanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGB.— 
JUAN E. TOBRENT. 



CAUSA CCXI.V1 



El Fisco Nacional contra don Julio C. Moranchel; por defrau^ 

dación de impuestos internos. 



Sumario. — 1° La Suprema Corte no puede apreciar en se- 
gunda instancia la causal de nulidad fundada en la inconsti- 
tucionalidad de la ley aplicada por la sentencia recurrida. 
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caando en primera instancia no se ha snscitado ni resoelto esa 
onestion. 

2^ No puede considerarse como falsa la manifestación hecha 
por el propietario déla fábrica de que iba á suspender los tra- 
bajos de elaboración, por razón de obras de mejoramiento^ si 
resulta que la elaboración hecha durante el término déla sus- 
pensión, ha procedido de los ensayos de dichas obras, máxime 
cuando después de haber cesado el estado de ensayo en que se 
encontraba la fábrica, ha manifestado el alcohol elaborado y 
vendido, y ofrecido pagar el impuesto correspondiente. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del «Vuez Federal 



La Plata, Noviembre 15 de 1894. 

Y vistos: Resultando: I"" Que con fecha 9 de Junio de 1892, 
se presentó al señor administrador de Impuestos internos, el 
inspector don Celso Elizalde, haciendo la denuncia que la des- 
tilería del señor Julio C. Moranchel, establecida en Almirante 
Brown, que aparecía como paralizada en sus trabajos^ en los li- 
bros de la Administración^ elaboraba y vendía en plaza alcoholes 
según había tenido ocasión de comprobarlo en la casa de los se- 
ñores Larronde y Herschel . 

2^ Que con motivo de esta denuncia^ procedió el señor Admi- 
nistrador dé la Oficina de Impuestos Internos á practicar las 
averiguaciones del caso, concluyendo por pasar los antecedentes 
acumulados al señor Procurador Fiscal^ á fin de que éste formu- 
lara la acusación correspondiente, de acuerdo con la ley de la 
materia. 
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S** Qae el señor Procurador Fiscal, á fojas 7 ruelta j 8, pidió 
al Juzgado la formaciou de un sumario, con el fin de establecer 
la Terdad de la denuncia y castigar al culpable^ si lo había, para 
cuyo efecto solicitó varias diligencias de prueba. 

4^ Quo estimando suficientes las producidas y que constaban 
de autos, el señor Procurador formuló la acusación de foja 35 
en la cual pide sea condenado el acusado señor Julio C. Moran- 
chel á reintegrar al tesoro la suma de 4406 pesos 77 centavos 
moneda nacional más la multa de veinte tantos aquella cantidad 
y al mínimun de arrestoque establece el artículo 5^ de la ley de 
impuestos internos de 1892 número 2856 y las costas del juicio. 

&" Que oida la defensa del acusado (foja 61)^ éste niega ha- 
ber cometido la defraudación que se le imputa y trata de ex- 
plicar su conducta y de colocarla dentro do los términos de la 
constitución y de la ley para llegar á la conclusión de que debe 
ser absuelto de culpa y cargo. 

6"^ Que abierta la causa á prueba por el auto de foja 69 vuelta 
se ha producido la que corre de fojas 72 á 136, y habiéndose ven- 
cido el término acordado se llamó autos para definitiva, según 
consta á foja 138 vuelta. 

Y considerando: 1"" Que la ley número 2856 de impuestos in- 
ternos para 1892 establecía en su artículo primero la clase de 
artículos de fabricación nacional sujeta al pago de impuestos, 
entre los cuales se encontraba la de alcoholes. 
* 2'' Que el artículo cuarto de la misma imponía al fabricante 
la obligación de pagar ese impuesto bajo la base de su declara- 
ción jurada, reveladora del monto de su producción. 

3'' Que el artículo quinto déla misma establecía que cual- 
quier falsa declaración ó acto análogo que tuviera por mira de- 
fraudar los impuestos creados por esa ley sería penada con 
veinte tantos dé la suma que se pretende defraudar y con el 
arresto del autor ó autores por un término que no baje de tres 
meses ni exceda de un año. 
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4"" Que la ley número 3057, también de impuestos internos, 
TÍgente desde el 29 de Octubre de 1893^ lo mismo que su de- 
creto reglamentario de 12 de Enero del corriente año, estable- 
cen idénticas disposiciones, como puede verse en sus artículos 
1, 2, 3, 4 y 7, por mas que en el primero se varía el importe del 
impuesto á la fabricación de alcoholes elevándolo á20 centavos 
por litro . 

5^ Que es un hecho comprobado que el señor Julio C. Moran- 
chel tiene una destilería en Almirante Brown y que con fecha 
2 de Agosto de 1891 dio aviso á la Administración de Impuestos 
Internos que suspendía su funcionamiento, á causa de tener que 
practicar reparaciones en el establecimiento. 

6^ Que el Inspector de Impuestos Internos, don Enrique B. 
Sundblad^ en uso de la facultad que le acuerda la ley, procedió 
á practicar la inspección del caso y no puso los sellos en las 
calderas porque se le manifestó por el señor Moranchel que le 
era indispensable tenerlas expeditas para probar el funciona- 
miento de las nuevas maquinarias, circunstancia que no justifi- 
ca su complacencia, pero que tampoco autoriza una defrau<- 
dacion. 

7^ Que el señor Moranchel, en sus declaraciones ante el se- 
ñor Administrador de Impuestos Internos, como en la prestad a 
ante esta Juzgado (foja 10), reconoce el hecho de haber elabora- 
do alcohol, aunque agrega que ha sido producto de los ensayos 
de las máquinas. 

8° Que ese producto ha sido vendido en plaza, según resulta 
de la propia confesión de Moranchel y de las liquidaciones y 
compulsa de fojas 23 y 134, y su monto asciende á 52310 litros. 

9^ Que esta cantidad do alcohol se ha producido precisamente 
en los meses corridos desde la fecha que se avisó la suspensión 
de trabajos hasta el dia en que el inspector Elizalde hizo la de- 
nuncia de foja primera, es decir, de Agosto de 1891 á Mayo inclu- 
sive de 1892. 
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10^ Qne no aparece declaración alguna del señor Moranchel 
de haber elaborado durante ese lapso de tiempo alcohol alguno, 
no obstante subir á cantidad tan grande el producto obtenido 
en esa época. 

11° Que tal estado de cosas significa claramente qne la des- 
tilería funcionaba, aunque no fuera regularmente, y desde el 
momento en qne producía alcohol y se expendía al público, como 
consta de la propia confesión de Moranchel y demás documen- 
tos de autos, estaba éste en la obligación de cumplir con loque 
le mandábala ley. y debió entonces hacer la declaración jurada. 

12° Que suponiendo por un momento que sólo se trataba de 
simples ensayos, serían siempre aplicables las mismas disposi- 
ciones legales, y la misma penalidad, por cuanto la ley no ha 
exceptuado del pago de los impuestos á los alcoholes elaborados 
por TÍa de ensayo, mucho menos cuando ellos son entregados 
al consumo, y donde la ley no distingue, no debemos distinguir: 
ubi lex non dtstinguit, nec distinguere debemtis, dice el texto 
latino; sentando así una regla de trascendental importancia pa- 
ra la interpretación y aplicación de las leyes. Por consiguiente, 
bajo este aspecto, falla por su base la defensa cuando sostiene 
que se trata de ensayos no susceptibles de penalidad por su falta 
de declaración. 

13° Que el decreto reglamentario de la ley número 2056 
imponía la obligación de manifestar á la oficina de impuestos 
internos el día que la fábrica empezaba á funcionar nueramente 
y á pesar de ello, el señor Moranchel no lo hizo, demostrando 
sin embargo bastante prisa porque se anotara el funcionamien- 
to con posterioridad á la denuncia que motiva este proceso 
(v. fs. 60). 

14° Que aunque así no fuera, la obligación de anunciar la 
reanudación de los trabajos, sería una consecuencia lógica de 
la obligación de avisar la suspensión, para que se llenen los re- 
quisitos del caso, como ser quitar los sellos, etc. 
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Í5'' Qae en estas condiciones, resalta clara la intención de 
defraudar al Fisco que ha tenido el señor Moranchel y es inútil 
por consigaiente, sostener que la ley no castiga omisiones^ co- 
mo lo hace la defensa, porque en este caso la omisión de hacer 
ladeclaracion jurada y falsa declaración, suponen el mismo acto 
delictuoso, con la circunstancia agravante que la omisión es 
más grave, porque se defrauda en el todo al Tesoro. 

i 6° Que es infundada la tesis sostenida por la defensa^ de 
que el delito se halla prescrito, conforme á lo dispuesto en el 
inciso tercero del artículo 89 del Código Penal, por cuanto la 
defraudación terminó en Mayo de 1893 y en Junio del mismo 
se procedió & instruir el sumario. El hecho de que la acusación 
de halla formalizada en Febrero de i893, no puede traer tal 
consecuencia, si se tiene en cuenta que era menester instruir tal 
sumario para ver si resultaban cargos contra el acusado, recien 
en esa época terminó. No ha transcurrido, pues, el año de que 
habla el Código Penal. 

17® Que la defraudación está plenamente acreditada en autos 
lo mismo que su importancia, que asciende á la suma de 4406 
pesos 77 centavos moneda nacional, con arreglo á la escala que 
establece un impuesto de 8 y ^¡i centavos por litro á cada uno 
de los 52310 litros elaborados y vendidos sin declaración jurada 
por el señor Julio C. Moranchel. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con las disposiciones le- 
gales invocadas y los concordantes de la acusación fiscal de foja 
35, fallo: condtmando á Julio C. Moranchel á reintegrar al Fisco 
Nacional la suma de 4406 pesos 77 centavos moneda nacional^ 
á pagar la multa fijada por la ley de la materia, ó sean 88135 
pesos 40 centavos de igual moneda y á sufrir la pena de 
arresto de tres meses, con costas. Notifíquese con el original. 
Regístrese en el libro de sentencias y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 
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VISTA delseSor procurador general 



Buenos Aires, Marzo 15 de 1895. 
Suprema Corte: 

Las diversas nalidades deducidas por la defensa, no han sido 
demostradas. La tacha al inspector Elizalde no era procedente. 
Elizalde no es nn testigo sino un denunciante, no testifica, sino 
que denuncia oficialmente una defraudación de rentas, según 
resulta á foja 1*. Por otra parte, la resolución no depende ni se 
apoya en la denuncia de ese inspector, sino en los hechos resul- 
tantes según los considerandos que la defensa misma encuentra 
exactos. No es aplicable entonces al Inspector denunciante lo 
establecido en el Código de Procedimientos respecto al procedi- 
miento de tachas de testigos. 

La segunda nulidad se funda en la inexistencia de la ley vi« 
gente; sin embargo la resolución se apoya en la ley de impues- 
tos de 1891, que si una nueva sanción puede variar cada año, no 
implica la remisión de las defraudaciones cometidas bajo el in\- 
perio de la ley vigente en la época de su consumación. 

Como las leyes de sellos, contribuciones, patentes, la ley del 
año rige y obliga á su cumplimiento, todos los actos de transgre- 
sión cometidos bajo su régimen. Inútil parecía discutir lo que 
es de práctica y jurisprudencia incontestable. 

En cuanto á la inconstitucionalidud de la ley de impuestos 
que sirve de tópico al tercer capítulo de nulidad, tampoco apa- 
rece demostrada . 

Las observaciones relativas, en la discusión ante el Hono- 
rable Congreso, nada prueban contra las demostraciones de la 
mayoría, que establecen la verdadera sanción del Congreso. 
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La ley es geaeral^ no limita su mandato á la oapital ó territo- 
rios nacionales, como todas las de su género, abraza el territo- 
rio de la Bepública, sin lo cual seria ilusoria. Porque bastaría 
autorizar la fabricación en un punto exceptuado, para que allí 
se verifícase exclusivamente. 

Por ello, la ley del 91 había prescrito expresamente: «créase 
un impuesto interno sobre la fabricación de alcoholes, cervezas 
y fósforos en la República » ; y ese impuesto llevado á toda la 
Nación, no era inconstitucional, el Congreso que lo sancionó 
apoya su atribución al efecto enel artículo 4^ de la Constitución , 
que declara : « que el Poder Ejecutivo provee á los gastos de la 
Nación con los fondos del Tesoro... y demás contribuciones, 
que equitativa y proporcionalmente imponga». 

La defensa, que ha invocado las opiniones vertidas en la 
discusión <le la ley sancionada para 189S, me autoriza á invocar, 
para no repetir, las justísimas demostraciones del Grobierno y de 
la mayoría del Honorable Congreso, en las sesiones de próroga 
del año pasado, sobre la constitucíonalidad délos impuestos in- 
ternos. 

Eliminadas las cuestiones de nulidad, la sentencia defiende 
en sus propios considerandos conclusiones impositivas de pena. 
Los estados sobre fabricación, tomados de los mismos libros 
de la casa acusada, denuncian una elaboración continuada en 
cada uno de los meses corridos desde Agosto de 1891, hasta el 
31 de Mayo de 1892 y un expendio de esa elaboración, dentro 
de los mismos períodos, de 49855 litros á los diferentes compra- 
dores, detalladamente consignada de fojas 133 á 138. 

La prueba de las máquinas no autoriza ese expendio. No sólo 
no debió hacerse la elaboración sin hacer levantar previamente 
la clausura impuesta á la fábrica, á petición del fabricante, si- 
no que jamás podrá admitirse que las demostraciones de buen 
funcionamiento, requieren una elaboración de 49855 litros, en 
cerca de dos años de transcurso, y lo que es aún más signilicatí- 
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70, la venta durante ese largo período, de productos valiosos con 
retención de los impuestos legales. 

Se objeta qne aún así la ley no pena sino la falsa declaración. 
Asi lo ha establecido la ley de 1891 en su artículo 4^ y en el ar- 
tículo 4<^ la de 1892, pero agregando ambos, lo que es deci- 
sivo en la cuestión: 6 acto análogo que tenga por mira defraudar 
este impuesto • 

Sería inconcebible que el legislador del impuesto, colocado en 
la necesidad de castigar severamente el fraude condenase ape- 
na la falsa manifestación que esquivase una parte del impuesto 
y no la ocultación, la clandestinidad que defraude el todo. 

Tal pensamiento no se explica en el espíritu de la ley, menos 
podría deducirse de sus términos: c será penada toda falsa decla- 
ración 6 acto análogo que tenga por fín defraudar este impues- 
to». La clara inteligencia de estas palabras^ se confirma aún en 
la exposición del artículo 3^ siguiente, y en las del decreto re- 
glamentario^ que es parte de la ley misma, en virtud no sólo de 
la autorización acordada al Poder Ejecutivo al efecto^ en el ar- 
tículo 67 de la Constitución nacional, sino de la especial recono- 
cida en los artículos 13 y 15 de las leyes citadas que textualmen- 
te disponen: c El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley » . 

Concluyo pidiendo á Y. E. la confirmación, por sus fudamen- 
tos, de la sentencia recurrida. 

Sabiniano Kier . 



FaIIo de to SwpreaHí C?«rte 



Buenos Aires, Setiembre 21 de 1865. 

Yistos y considerando: respecto al recurso de nulidad que, co- 
mo lo demuestra el señor Procurador General, las dos primera» 
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causales qne se hacen valer en la expresión de agravios carecen 
de f andamento legal. 

Que la tercera que se alega, fundándola en la inconstitucio- 
nalidad de la ley de impuestos internos^ ni se halla compren* 
didaen la disposición del artículo doscientos treinta y tres de 
la ley de procedimientos, ni se ha hecho cuestión de ello en pri- 
mera instancia, lo que hace que, en ninguna forma, pueda ser 
apreciada por esta Suprema Corte, en virtud de lo prevenido en 
el artículo doscientos veinticuatro de la citada ley de procedi- 
mientos. 

Por esto no ha lugar al mencionado recurso. 

Y considerando, respecto al recurso de apelación: Primero: 
Que es un hecho aceptado y reconocido por ambas partes, que 
la destilería del demandado ha funcionado hasta el dos de Agos- 
to de mil ochocientos noventa y uno con sujeción á la ley de 
impuestos internos vigente en esta época, así como que ha tra- 
bajado en las mismas condiciones, desde Junio inclusive de mil 
ochocientos noventa y dos adelante. 

Segundo : Que debe darse como suficientemente averiguado, 
que en la primera de esas fechas, el propietario ó administrador 
de la fábrica manifestó al respectivo inspector que con el [objeto 
de mejorarla, reparando las deficiencias de sus aparatos y colo- 
cando otros nuevos, suspendía los trabajos de elaboración. 

Tercero: Que el mérito de autos convence igualmente que 
el pedido del fabricante, consentido por el inspector, de que no 
se sellase el caldero, tenía por fin el ensayo sucesivo de las nue- 
vas instalaciones y trabajos de perfeccionamiento de la des- 
tilería. 

Cuarto: Que las obras de mejoramiento se emprendieron y 
llevaron gradualmente á término, elaborándose^ durante los 
diez meses menos un dia corridos desde el dos de Agosto de mil 
ochocientos noventa y uno hasta el primero de Junio de mil 
ochocientos noventa y dos, alrededor de cincuenta mil litros (fo- 
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ja veinte j dos), correspondiendo así un promedio de elaboración 
mensual de cinco mil litros, siendo de obserYar qne esa elabora- 
ción, nula al principio, revela marcadas alternativas en los me- 
ses anteriores para alcanzar su más alta cifra en los meses de 
Abril y Mayo de mil ochocientos noventa y dos* ó sea, en los 
últimos de los diez comprendidos en la demanda (documento de 
fojas cuarenta á cincuenta). 

Quinto : Que la elaboración en escala ascendente ya iniciada 
antes del primero de Junio de mil ochocientos noventa y dos 
y que en este mes sube á tres mil setecientos treinta y seis 
litros, está representada en los ocho meses transcurridos desde 
esa fecha (primero de Junio de mil ochocientos noventa y dos) 
hasta Enero inclusive de mil ochocientos noventa y tres por 
una suma alrededor de trecientos mil litros (fojas setenta y 
siete), lo que da un promedio mensual de treinta y siete mil 
quinientos litros, conviniendo hacer constar que en cada uno 
de los meses de Diciembre de mil ochocientos noventa y dos j 
Enero de mil ochocientos noventa y tres, la elaboración es apro- 
ximadamente igual á la totalidad de lo producido durante los 
diez meses (dos de Agosto de mil ochocientos noventa y uno á 
Junio de mil ochocientos noventa y dos) á que se refiere esta 
causa. 

Sexto: Que estos datos comparativos y los demás anteceden* 
tes de que se ha hecho mérito, autorizan á admitir que la fá- 
brica, durante los diez meses que comprende la demanda, tra- 
bajaba con irregularidad, en reducidas proporciones y á medi- 
da que avanzando las obras de mejoramiento emprendidas era 
posible aprovecharlas. 

Séptimo: Que está probado que el ensayo de las nuevas ins- 
talaciones requerían la elaboración del alcohol (informe de foja 
noventa y ocho y foja ciento veinte y seis), declarando los tes- 
tigos de foja ciento diez vuelta, ciento veinte y cuatro j ciento 
veinte y cuatro vuelta, que el alcohol elaborado, desde media- 

T. XI 20 
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dos de mil ochocientos noventa y uno^ era el resoltado de di- 
chos ensayos j afirmando aún el mismo inspector Sandblad 
(foja ochenta y tres vuelta) que el demandado c estuvo mudando 
aparatos en Agosto de mil ochocientos noventa y uno, porque 
no servían los que tenía y haciendo algunas modificaciones en 
la instalación » . 

Octavo: Que, en consecuencia, al manifestar Moranchel en 
Agosto dos de mil ochocientos noventa y uno, que la fábrica 
suspendía la elaboración de alcohol no se refería i lo que faesa 
el resultado de los ensayos, desde que precisamente para que 
éstos pudieran realizarse, es que pidió al inspector dejase ex- 
pedito el caldero. 

Noveno: Que aunque el inspector, en su citada declaración 
(foja ochenta y cuatro), dice que no le manifestó Moranchol el 
propósito de utilizar € la caldera para fabricar alcohol, sino pa- 
ra la limpieza de la misma y para poner en movimiento el mo- 
tor^ por carecer de capital para trabajar», lo que nose armoniza 
con lo declarado por este testigo, contestando á la pregunta an- 
terior y de que ya se ha hecho mérito, el mismo Sundblad, in- 
terrogado á pedido del Procurador Fiscal sobre c si es cierto que 
previno á Moranchel que no podía fabricar alcohol para vender 
al comercio y que á pesar de esa prevención fabricó y vendió», 
contesta que nunca le hizo tal prevención (foja ochenta y cinco). 

Décimo : Que la posición legal del demandado en juicio, los 
antecedentes considerados y la falta de prueba en contrario que 
sirva á desautorizarlos, llevan á concluir no sólo que la mani- 
festación de suspender los trabajos de elaboración de la fábrica 
no se refería á la elaboración resultante de los ensayos de las 
obras de mejoramiento, sino también que el alcohol elaborado 
de Agosto de mil ochocientos noventa y uno á Junio de mil ocho- 
cientos noventa y dos, ha sido el resultado de esos ensayos, lo 
que debe aceptarse con mayor razón, dada la naturaleza penal 
de la causa. 
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Undécimo: Qae por consiguiente^no paede imputarse áMo- 
ranchel una falsa declaración en lo que se refiere á la suspensión, 
ni puede pretenderse queMebía dar aviso de que la fábrica ha- 
bía cesado de estar en condiciones de ensayo, en que el hecho 
86 produjera; y esto admitiendo que, producido, la ley de la ma- 
teria 6 los decretos reglamentarios le hubiesen impuesto ese 
deber. 

Duodécimo: Que la elaboración por via de ensayo no se ha 
hecho de una manera clandestina, niMoranchel, cuando ha sido 
requerido á prestar su declaración, ha procurado ocultarlo do 
otro modo, expresando á la inversa que ha elaborado y vendido 
alcoholes y su voluntad de pagar el impuesto correspondiente. 

Decimotercero : Que el fabricante no tiene la obligación de 
ocurrir á las oficinas de la administración para el pago del 
impuesto con que se gravan los productos de la fabricación, de- 
biendo, al contrario, verificarse su percepción por el inspector 
en la fábrica misma, en donde también corresponde hacerse la 
declaración jurada del fabricante que sirve de base á esa per- 
cepción (artículo segundo de la ley número dos mil eetecientos 
setenta y cuatro y concordantes en los ulteriores y especial* 
mente el artículo sexto del reglamento aprobado por decreto de 
diez y siete de Diciembre de mil ochocientos noventa y ano). 

Decimocuarto : Que tampoco le estaba prohibido á Moran- 
chel vender los productos de su fabricación sin haber previa- 
mente pagado el impuesto» siendo cierto, á la inversa, que su 
cobro se hacía por los inspectores^ sobre lo vendido en ei mes 
anterior según el artículo quinto del citado reglamento. 

Decimoquinto : Que por tanto, y puesto que Morancbel no ha 
hecho falsa declaración con motivo de la sospension, ni proco- 
rado ocultar sus operaciones, ni violado con la venta de alcoho- 
les elaborados, ley que se lo prohibiera^ no hay razón para que 
le repote aator de defraudación, que no está probado haber co- 
metido, no siendo, por lo mismo, pasible de condenación penal* 
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Déciim)sexto : Que el demandado ha reconocido al contestar 
la demanda y en todo el curso de la primera instancia» la obli- 
gación de pagar el impuesto al alcohol elaborado de que trata 
esta cansa, quedando así este punto fuera de discusión. 

Por estos fundamentos: se confirma la sentencia apelada de 
foja ciento cuarenta^ en cuanto manda el pago del impuesto y 
se le revoca en las condenaciones penales qne contiene, de las 
que se absuelve al demandado, declarándosele, á ese respecto^ 
libre de culpa y cargo, todo sin especial condenación en costas. 

Notifíquese con ei original y, repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VAR^ 
LA — ABEL BAZAN . — OCTA- 
VIO BUNGE. ~ JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAUSA CCXIiTII 



Samuel Palacios y C*, contra don Fortunato Rodríguez, por 
cobro de impuestos provinciales; sobre apelación denegada 
para ante la Suprema Corte. 



Sumario. — El pago de impuestos creados por leyes provin- 
ciales debe ser previo á la cuestión sobre constitucionalidad de 
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las mismas; y mientras no se verifíqae, no debe concederse el 
recurso del articulo i 4 de la ley sobre competencia de los Tri- 
bunales federales. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



INFORME 



Córdoba, Setiembre 6 de 1895. 

Eaoma. Corte de Justicia Nacional : 

La Sala en lo Givil^ expidiendo el informe solicitado por nota 
de fecha 27 de Julio próximo pasado y recibida con fecha 16 de 
Agosto, á y. E. dice: Que habiéndose presentado ante uno de 
los Tribunales ordinarios de la provincia, don Fortunato Bo- 
driguez, acompañando un certificado de depósito por valor de 
950 pesos nacionales, que según el mismo adeudaba á los seño- 
res Samuel Palacios y C'', procedente del impuesto á bebidas 
que dichos señores cobraban en virtud de contrato celebrado 
con el Poder Ejecutivo de la provincia, y habiendo estos rehu- 
sado recibir el pago de la cantidad expresada, venía para salvar 
toda ulterior responsabilidad, en consignar dicho valor á la or- 
den del Juzgado para que previo los trámites de ley, se declare 
legal dicha consignación; corrido traslado de la demanda á los 
señores Palacios y C^, estos impugnan la consignación: 1® por- 
que el valor depositado es insuficiente para cubrir el crédito que 
pretende pagar el señor Bodriguez; y 2® porque la consignación 
ha sido hecha fuera del término en que debió verificarse el pa- 
go. En este estado se abre la causa á prueba y vencido el tér- 
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iñino de ésta los interesados hacen mérito de ella^ y la parte de 
Bodrigoez, entre las múltiples cuestiones que de nuevo propone 
á la consideración del Tribunal, reconoce que el valor que tiene 
consignado, es suficiente para cubrir el crédito que pretende pa- 
gar, y acompaña un nuevo certificado de depósito por el valor 
restante, á su juicio, para completar la suma debida. El Juez 
de i^ Instancia, una vez puesta la causa en estado de sentencia, 
pronuncia su fallo declarando ilegal la consignación y absol- 
viendo á los demandados. Esta sentencia es apelada por la parte 
de Hodriguez y tramitada la causa en 2' Instancia y puesta en 
en estado, se resuelve confirmando la sentencia del inferior, 
con costas. De esta resolución se apela para ante Y. E. por la 
parte del señor Bodriguez, fundándose al efecto en la disposi- 
* cion del artículo 14, inciso 2'', de la ley nacional de 14 de Se- 
tiembre de 1863; y el Tribunal proveyendo á ello, no hace lu- 
gar al recurso interpuesto, por no estar comprendida en la dis- 
posición de la ley citada la resolución apelada. 

Es cuanto este Tribunal cree deber informar al respecto. 

Dios guarde á V. E. 

PEDRO TAZQCEZ DE nOYOA. 

Á. Viramoníe^ 
Secretario del Superior Tribunal. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 19 de 1895. 

Suprema Corte : 

El recurrente confunde al traer el recurso directo á Y. E., la 
cuestión sobre legalidad del impuesto que se le. cobra, con la 



DE JUSTICIA NACIONAL 311 

que motíTa el incidente resuelto únicamente sobre insuficiencia 
de la consignación de un depósito. 

Si es cierto que la cuestión fundamental, afectando garantías 
déla Constitución, puede venir por apelación áV. E., según 
lo prescripto en el artículo 14 de la ley de competencia nacio- 
nal de 1863, no lo es menos que el incidente sobre consigna- 
ción, provocado por la misma parte obligada al pago del impues- 
to siendo de carácter común y previo á la cuestión de inconsti- 
tucionalidad de la ley, no cae bajo el régimen de aquel ar- 
tículo. 

Por ello, pienso que los recursos fueron bien denegados por 
la Eima. Cámara a quo y que el traido ante Y. E. no procede 
en el caso. 

Sabiniano Kier. 



Wmllo de la Supremn Corte 

Buenos Aires, Setiembre 24 de 1895. 

Vistos en el acuerdo: Teniendo en consideración que es de 
jurisprudencia constante que el pago del impuesto establecido 
por leyes provinciales debe ser previo á las cuestiones sobre 
constitucionalidad de la ley que los creó. 

Por esto, y fundamentos concordantes de la precedente vista 
del señor Procurador General, se declara bien denegado el re- 
curso. Bepuesto el papel, remítanse estas actuaciones al Supe- 
rior Tribunal de la provincia de Córdoba para la agregación á 
los autos de su referencia. 

benjamín paz. —ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BDNGE. — JUAN E. TO- 
RRBNT . 
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CAUSA CCXI.YIII 



Los señores Tomás Cajal y Ángel Lopez^ contra don Clodomiro 

Hileret; sobre posesión de una acequia 



Sumario. — Gnando la posesión y aso de una acequia resulta 
ser común para el servicio de dos predios, no puede reconocer- 
se á ninguno de los dueños de éstos, el derecho de atribuirse su 
uso exclusiyo, j procede recíprocamente la acción y la excep- 
ción posesoria para que se restablezcan y mantengan las cosas 
en el estado anterior á los actos de perturbación. 



Caso. — Lo explica el 



Fullo del Jíues Federal 



Tucuman, Junio 15 de 1894. 

Y vistos : estos autos seguidos por don Tomás Cajal y don 
Ángel López, argentinos, contra don Clodomiro Hileret, extran- 
jero, sobre interdicto de recobrar la posesión de una acequia, de 
que resulta : 
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Afines de Noviembre de 1892, los expresados López y Cajal 
demandaroa ante de los Tribunales de la proviaeia á don Clo- 
domiro Híleret, exponiendo: que son dueños de una acequia 
que partiendo del rio de Lules atraviesi por el ingenio de di- 
cho señor Hileret, situado en el mismo lugar; que han poseido 
exclusivamente esa acequia desde hace muchos anos, debiendo 
observarse que ahora tres años, de acuerdo con el señor Hileret, 
se cambió su cauce, j ellos desde esa época han estado en quie- 
ta 7 pacífica posesión del nuevo cauce; que sucede ahora que 
desde hace algunos pocos días, el administrador del ingenio del 
señor Hileret está usando de la acequia mencionada, ha atajado 
el agua de la misma, la que emplea en regar el ingenio, priván- 
doles así ilegítimamente de su posesión, con lo que les causa 
perjuicios de consideración; que en virtud de lo expuesto enta- 
blan la correspondiente acción posesoria (artículo 2487 del Có- 
digo Civil) contra el referido señor Hileret, para que se !e or- 
dene les restituya la posesión libre de dicha acequia, y se le 
condene al pago de los daños y perjuicios causados y que se 
causaren en adelante^ con más las costas del juicio. 

Habiendo el señor Hileret declinado de jurisdicción, reitera- 
ron los señores López y Cajal su demanda ante este Juzgado, 
según puede verse áfoja 42. 

Convocadas las partes á audiencia verbal^ el demandado con- 
testó, alegando en suma, por intermedio de su apoderado señor 
Próspero Chrestia, que la demanda era improcedente : 1^ por- 
que en el mismo escrito en que se deduce se reconoce que el au- 
tor de los hechos en que se funda, no es el señor Hileret, sino 
otro individuo que se dice ser el administrador del ingenio, de 
modo, pues^ que la acción ha debido deducirse contra el autor 
del despojo, y no contra el señor Hileret, de acuerdo con los fa- 
llos de la Suprema Corte, tomo 7°, serie 1*, página 372, y tomo 
5**, serie 2% página 169; y 2* porque la acción que confiere el 
artículo 2487 del Código Civil, en que se funda la demanda. 
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no es aplicable, pues aquí no se trata de la posesión de un in- 
mueble, sino de una servidumbre, correspondiendo en tal caso, 
no la acción posesoria que se ha deducido, sino la confesoria, de 
acuerdo con lo dispuesto por los artículos 3082 y 2795 del Có- 
digo citado y la jurisprudencia establecida por la Suprema Cor- 
te en los fallos que se registran en el tomo 21, serie 2*, pá- 
ginas 272 y 465; que en cuanto al fondo mismo de la acción 
deducida, es completamente falso que haya habido acuerdo 
entre los demandantes y el exponente para cambiar el cauce 
de la acequia; que la acequia en cuestión fué abierta por el 
exponente con fondos propios en su propio terreno; que de esta 
acequia, abierta hace tres ó cuatro años, se sirve para re- 
gar los terrenos y plantíos de caña de sus colonos; que niega 
los actos de perturbación á que serenero la demanda, como asi- 
mismo la posesión que se atribuyen los demandantes de la ace- 
quia en cuestión. 

Y considerando, en cuanto á la improcedencia de la acción 
deducida: Que á la inspección ocular quesepracticó en este asun- 
to, concurrió el señor Hileret, y alegó y discutió en ella, cuanto 
en el fondo creyó que podía hacer á su derecho, asumiendo por 
el hecho la responsabilidad de la demanda, acta de foja 106; 
con lo que debe tenerse por no interpuesta la excepción que se 
refiere á la ninguna participación de su parte en los actos que 
constituyen la base de la demanda. Esto por lo que respecta á 
^a primera de las excepciones deducidas para fundar la improce- 
dencia alegada. 

Que en cuanto á la segunda, ó sea la en que se alega que el 
artículo 2487 del Código Civil, en que se basa la demanda, no 
es aplicable al caso sub-judice por cuanto no se trata de un in- 
mueble sino de una servidumbre, debe tenerse presente que si 
bien se trata de una servidumbre, en el caso esta servidumbre 
es de acueducto, que por la ley es continua y aparente (artículo 
3033 del Código Civil), susceptible de establecerse por prescrip- 
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cion 7 de ser por lo mismo objeto de una acción posesoria (nota 
al artículo 2975); de que resalta^ que no es aplicable al oaso que 
se juzga el fallo que se cita de la Suprema Corte página 465, 
tomo 21, serie 2*^, por cnanto en ese fallo se trata de una servi- 
dumbre de tránsito, es discontinua, é insusceptible de adqui- 
rirse por prescripción (artículo 3017 del citado Código); con lo 
que la presente excepción queda así desechada. 

Considerando, en cuanto al fondo de la cuestión : Que con las 
declaraciones corrientes de fojas 67 á 77, los señores López y 
Cajal han establecido los siguientes hechos : 

i^ Haber estado ellos en quieta y pacífica posesión, en el ca- 
rácter de dueños, déla acequia en cuestión, desde hace más de 
tres años; 

2° Hacer seis meses, más ó menos, que el señor Hileret 
hizo atajar la referida acequia dentro de su terreno, empleando 
el agua en regar sus sementeras, privando así á los señores Ló- 
pez y Cajal del uso de la misma. 

Que aún suponiendo exactas las observaciones hechas por la 
parte del señor Hileret, en su alegato, respecto dé algunos tes- 
tigos de los señores López y Cajal, para desvirtuar su testimo- 
nio, quedarían en pié las declaraciones de los señores Vicente 
Medrano, foja 73 vuelta, Esteban Juárez, foja 75 vuelta, é Hila- 
rión Lizarraga, foja 77, sóbrelas coales nada se observa y que 
bastan para probar, y en el caso, para establecer posesión en la 
acequia en cuestión á favor de los demandantes. 

Que á su vez el señor Hileret, mediante los testigos que co- 
rren de fojas 78 á 104, con excepción de don LuisGuiles, ha 
probado encontrarse también en posesión quieta y pacífica de la 
acequia cuestionada, desde hace tres años más 6 menos, dis- 
frutando del agua que por ella corre, como dueño; véanse sus 
contestaciones á la 2* pregunta del interrogatorio de foja 71 
vuelta. 

Que aún suponiendo ciertos y legales las tachas puestas á 
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algunos de dichos testigos, siempre resaltaría que tres de ellos, 
don José Román, foja 87, don Pedro Márquez, foja 89, y don 
Juan Frías, foja iOi , ningún inconveniente presentan para de- 
clarar y atribuir también á Hileret, la posesión que se discute, 
pues aunque respecto de este último testigo, se dice por López 
y Cajal, en su alegato, que no precisa la época de la posesión, 
ello no es atendible; porque esa fijación la hace el testigo al 
contestar afirmativamente á la segunda pregunta del interro- 
gatorio de foja 79, en la cual está comprendida la época, ó sea 
que hace tres años más ó menos que Hile'ret tiene la posesión 
de la acequia en cuestión. 

Que de lo expuesto resulta que ambos litigantes tienen la po- 
sesión que se discute, sin que se conozca por lo demás cuál sea 
su último estado, ó por lo menos presentándose dudoso, cons- 
tando, como consta, tanto de la inspección de foja 106, como de 
otras piezas del proceso, que una y otra parte han practicado, 
indistintamente, actos de posesión sobre la acequia en cues- 
tión. 

Que ante la dificultad apuntada debe juzgarse el caso^ según 
el artículo 2479 del Código Civil, que dice: c Siendo dudoso el 
último estado de la posesión entre el que se dice poseedor y el que 
pretende despojarlo ó turbarlo en la posesión, se juzga que la 
tiene el que probase una posesión más antigua, si no constase 
cuál fuera más antigua, júzgase que poseía el que tuviese dere- 
cho de poseer^ 6 mejor derecho de poseer». 

Que ambas posesiones, así la de los señores López y Cajal, 
como la del señor Hileret, arrancan de la misma época« como 
consta de los respectivos interrogatorios, diciendo los primeros 
que la de ellos tiene más de tres años, y el segundo tres años 
más 6 menos, la de él; sin que por lo mismo pueda establecerse 
con seguridad cuál de ellas es más antigua. 

Que no constando cuál de las posesiones mencionadas fuere 
más antigua, debe juzgarse que la que se disente, con mejor 
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derecho, la tiene el señor Hileret: 1^ porque de autos consta 
qne él trabajó la acequia en cuestión con sus recursos propios, 
si bien no hasta su boca-toma, hasta muy cerca de ella, y dado 
que los señores López y Cajal no pretenden la reintegración en 
la posesión parcial de esa parte de acequia no trabajada por Hi- 
leret debe considerarse el derecho de poseer de estos extensivo 
hasta ese punto; y 2^ porque la acequia se encuentra toda en- 
tera dentro del terreno del señor Hileret, circunstancia que co- 
loca á éste, por lo menos, con mejor derecho de poseer, la ace- 
quia de que se trata^ dado que las restricciones de la propiedad 
no se presumen sino que deben probarse. 

Por estas consideraciones y fundamentos, y sin perjuicio del 
derecho de los interesados en juicio petitorio, fallo absolviendo 
de la demanda de despojo á don Clodomiro Hileret, y condenan- 
do en las costas del juicio á los demandantes. Hágase saber y 
repónganse los sellos. 

Delfín Oliva, 



JPallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 24 de 1895. 

Vistos y considerando: Primero: Que como lo demuestra la 
sentencia apelada en mérito de las constancias de autos, debe 
reputarse suficientemente probado que, desde años antes de la 
iniciación del juicio y de los actos perturbatorios que lo han 
motivado, así los demandantes como el demandado han estado 
en posesión de la aceqoia en cuestión, que, atravesando el terre- 
no del último, llevaba el agua para las necesidades del inmue- 
ble de los primeros. 
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Segundo: Que habiéndose comprobado el uso coman de la 
acequia para el servicio de los predios, que respectivamente per- 
tenecen á los litigantes, ninguno de ellos puede conceptuarse 
amparado, en el juicio, por los derechos derivados de una pose- 
sión exclusiya, pues que es indudable que pueden coexistir 
las dos posesiones^ desde que, por su naturaleza, no es la una 
exclujente de la otra. 

Tercero: Que no es de oportunidad apreciarla prescripción 
contenida en el artículo dos mil cuatrocientos setenta y uno del 
Código Civil, que establece las reglas á observar, cuando sea 
dudoso el último estado de la posesión, tanto porque, según la 
prueba, no hay duda sobre ese estado, como porque, dada la 
posibilidad legal de las dos posesiones, no habría razón para 
excluir á ninguna de ellas. 

Cuarto: Que no es contestable que la persona en posesión en 
común de una cosa, puede intentar la correspondiente acción 
posesoria contra los otros poseedores de la misma, que^ turbán- 
dola en el goce común, manifiesten pretensiones 6 un derecho ex- 
clusivo, con arreglo al artículo dos mil cuatrocientos ochenta y 
nueve. Código Civil, aplicable igualmente en su caso, álos due- 
ños de las heredades dominantes (artículo tres mil treinta y 
cuatro). 

Quinto: Que, en consecuencia, así la pretensión de los actores 
como la del demandado, atribuyéndose la posesión exclusiva de 
la acequia 6n litigio, no tiene, en los autos, fundamento bas- 
tante, revelando estos tan sólo un goce común, que, en virtud 
de su duración, autoriza recíprocamente la acción y la excep- 
ción posesoria. 

Por estos fundamentos, y sin perjuicio de los derechos de am- 
bas partes para hacerlos valer en juicio ordinario, se refórmala 
sentencia apelada de foja ciento sesenta y tres, y se declara de 
uso común la acequia en cuestión, debiendo restablecerse las 
cosas á su estado anterior álos actos de perturbación, y que el 
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demandado debe pagar á los demandantes los daños y perjaicios 
qae les hubiere ocasionado con la interrupción de la posesión en 
que estuvieron ; las costas de ambas instancias, se pagarán en 
el orden causado, en consideración á no haber prosperado sino 
parcialmente las pretensiones de las partes. Repuestos los se- 
llos, dcTuélvanse, pudiendo notificarse con el original. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAUSA CCXIilX 



Don Severiano Retola y 1^ Josefa Carranza de Loredo^ contra 
don Ángel A Imeyra y don Cipriano Fernandez ^ después con- 
tra los herederos de D^ Juana Espinosa de Caravallo; sobre 
interdicto de retener. 



Sumario. — La apertura de una puerta en el tapial existente 
hecha por el demandado con la intención de poseer terreno si- 
tuado dentro de la cerca, importa un acto perturbatorio que el 
poseedor tiene derecho á hacer cesar por medio de la correspon- 
diente acción posesoria. 



Caso. — - Resulta del 
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Fallo del Jíues Federal 

Rosario, Abril 11 de 1890. 

Y vistos : estos autos seguidos por don Severiano Retóla j 
doña Josefa Carranza de Loredo, contra don Casimiro, doña 
Secundina, dona Gabriela y don Hilario Caraballo, sobre inter- 
dicto de retener la posesión de un terreno que sostienen las de- 
mandantes ser de su propiedad y haberlo poseído pacíficamente, 
estando él ubicado en la calle de Aduana entre MontoTideo y 
General López, y compuesto de 2468 metros de frente por 52 de 
fondo, lindando al naciente con la calle Aduana^ al poniente 
con don Antonio Arcona y al sud y norte con don Juan Belmen- 
dez, habiendo los demandados abierto una puerta en el tapial 
levantado por los actores y que circunda el referido terreno. 

Las demandadas, por su parte, sostienen su propiedad sobre 
el inmueble de la referencia, fundando su posesión del mismo, 
en el precepto vigente en la antigua legislación, según el cual, 
bastaba el titulo para tener la posesión. 

Abierta la causa á prueba, se produce laque corre de fojas 40 
á 74, haciendo las partes mérito respectivamente de la misma, 
en sus exposiciones de fojas 81 y 88. 

Y considerando: V Que en los juicios posesorios como el ac- 
tual, sólo debe tenerse en cuenta aquello que tienda á ccmpro- 
bar la posesión que se discute, siendo extraño á esta clase de 
litigios, cualquier prueba que verse sobre propiedad que, según 
las reglas de derecho, tienen su objeto sólo en los juicios peti- 
torios. 

2° Que debiéndose por tanto al presente, estudiar los hechos 
ó actos posesorios, de los presentes autos surgen los siguien- 
tes, que servirán para sustentar la resolución final que en la ac- 
tual sentencia debe pronunciarse. 
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3^ Que la boleta de foja 3, como que lleva el sello de una re- 
partición pública, cual es la de la corporación municipal, me- 
rece la fé qne corresponde á documentos de ese género, median- 
te la cual son acreedores al crédito legal, en tanto no se de- 
muestre su falsedad, máxime cuando en el caso sub-judice l^ 
autenticidad de dicha boleta ha sido aceptada por la parte de- 
mandada. 

4"^ Que el pago hecho á la oficina pública que la misma bole- 
ta designa haber sido verificado por los actores, no puede con- 
ceptuarse como el abono de un derecho fiscal á qne alude el 
demandado, revistiendo, por el contrario, el carácter de un acto 
de dominio ó posesión pnesto que importa la edificación de qne 
la misma boleta da cuenta, y de ese modo uno de los hechos 
posesorios de cosas inmuebles á que se refiere de una manera ex- 
presa el artículo 2384 del Código Civil. 

5^ Que aún en el caso expresado por el demandado, de que 
éste hubiese tenido la posesión remota ¿ que se refiere en su ex- 
posición final, á mérito, según él, del principiovigente en la an- 
tigua legislación, según el cual, el título importaba la tradición 
ó posesión, esa misma posesión quedaría destruida por la nueva 
que surge del acto de la construcción de la pared, á que antes 
se ha hecho referencia, acto que, teniendo la antigüedad de 
más de un año contado desde el día de sti realización hasta el de 
la instauración de la demanda, justificad ejercicio de la acción 
posesoria por parte del nuevo poseedor, que en este caso son 
las demandantes. 

6^ Que por otra parte, denuncia la falta de posesión en el te- 
rreno del litigio por parte de los demandados, el hecho de no 
haber bido practicada la construcción que sirve de fundamento 
á la demanda, por cuenta de ellos mismos, cual en tal hipótesis 
hubiérale correspondido, contrariamente á lo que ha sucedido, 
resultando entonces, que para admitir tal hipótesis, habría que 
comenzar por suponer que los actores se prestaron á practicar 

T. XI 21 
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un acto oneroso en obseqaio de un tercero, sin reoonocer para 
ello obligación alguna, lo qne no es aceptable. 

1^ Que no puede acusarse de incuria al demandante ni presa- 
ponerse que la constr acción del tapial fuese verificada por aban- 
dono, ó no posesión de este terreno por parte de los actores, 
tanto porque es notorio que muchos propietarios y poseeilores 
defieren en la municipalidad la ejecución de esos trabajos, 
cuanto porque el hecho mismo del pago de parte de los deman- 
dantes, importa una prueba de lo contrarío. 

8° Que constatada así la posesión de los actores, resta sólo 
la comprobación del hecho perturbatorio de la misma por par- 
te de las demandadas y aquel se manifiesta claramente por la 
confesión de don Cipriano Fernandez, representante de los he- 
rederos Caraballo, en su escrito de foja 12, cuando afirma haber 
mandado construir la puerta de la referencia por mandato de 
dichos herederos j se corrobora por la declaración del testigo 
don Manuel Solari, corriente á foja 44. 

9° Que por otra parte, la apertura de la puerta, hecha por 
Fernandez, no puede á su vez destruir la posesión adquirida por 
el actor, con la construcción del tapial, por cnanto aquel primer 
acto fué realizado recien en el mes de Mayo de 1889, es de- 
cir, con sólo días de anterioridad á la demanda, según así re- 
sulta de las declaraciands de los testigos Bouquet, Salas y So-*- 
lari, corrientes respectivamente á fojas 40, 41 y 43; no dando 
así lugar al término de un año exigido por la ley para adquirir 
una posesión nueva, destruyendo la anterior. 

Por tanto: se declara haber lugar al interdicto deducido, 
mandándose amparar en su posesión á los actores, con costas, 
daños y perjuicios á cargo de los demandados. Hágase saber 
con el original, y repónganse los sellos. 

G. Escalera y Zuviria. 
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Fallo de la Suprema Corto 



Buenos Aires, Setiembre 24 de 1895. 

Yistos 7 considerando: Primero: Qoo las eoustancias de au- 
tos demuestran acabadamente que el demandante ha estado en 
posesión del inmueble á que se refiere la demanda, que con su 
frente y fondo se específica en el plano de foja setenta y seis. 
limitado en el hecho por una cerca de tapia, construida con an- 
telación de más de un año en relación al acto denunciado como 
perturbatorio . 

Segundo : Qae aunque la mencionada construcción, así como 
la de la vereda en la parte correspondiente al frente del terreno 
sobre la calle, fué ejecutada por don Domingo Barroco median- 
te contrato celebrado con la Municipalidad del Rosario sobre 
tapiales y veredas en el municipio, resulta que aquella se rea- 
lizó por cuenta del demandante, según lo comprueba el docu- 
mento de foja dos, cuya verdad no ha sido contestada, lo que da 
á la posesión caracteres bastantes á fundar la acción inten- 
tada. 

Tercero: Que además el demandado, al contestar, no niega de 
una manera formal el hecho material de la posesión que invoca 
el actor, contrayéndose á discutir el derecho de poseer y procu- 
rando así imprimir al juicio posesorio un giro ajeno á su natu- 
raleza, con arreglo á lo dispuesto en el artículo dos mil cuatro- 
cientos setenta y dos del Código Civil, desde que el caso no 
entra en el de excepción á que se refiere ese artículo. 

Cuarto: Que la apertura de una puerta en el tapial ya existen- 
te hecha por los demandados con la intención de poseer terreno 
situado dentro de la cerca, importa un acto perturbatorio que el 
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poseedor tiene derecho á hacer cesar por medio de la correspon- 
diente acción posesoria. 

Por estos fundamentos, y sus concordantes, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja noventa y siete. Repuestos 
los sellos, dcTuéhanse, püdiendo notificarse con el original. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAVSA 



D* Celina Egaña de Williams contra don Juan Larraburu, por 
desalojo de un campo ; sobre término probatorio extraordi- 
nario . 



Sumario. — No procede la concecion del término extraordi- 
nario para la prueba de testigos^ si no se ha cumplido con lo 
dispuesto por el inciso 3® artículo 95 de la ley de procedi- 
mientos. 



Caso. — Don Manuel Castro, por la señora Williams, demandó 
á Lurraburu para que desalojase un campo de propiedad de di- 
cha señora ubicado en la provincia de Buenos Aires. 
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Larrabura contestó la demanda pidiendo se la rechazara con 
costas, fnndado principalmente en que él no era arrendatario 
del campo. 

Se recibió después la causa á prueba sobre los hechos alega- 
dos 7 no consentidos, por auto que fué notificado á la parte de- 
mandada en 12 de Junio del corriente año. 

En 22 del mismo mes, dicha parte presentó escrito exponien- 
do: que necesitaba producir el testimonio de siete personas, 
que nombró, domiciliadas en Necoohea, seis de ellas y otra en 
General Acha, y el de don Guillermo Harenschild domiciliado en 
Hamburgo. Que no siendo suficiente el término ordinario para 
estas aclaraciones, pedía el extraordinario de 150 dias, tenien- 
do en consideración que uno de los testigos propuestos se halla 
actualmente en Hamburgo. Que hallándose dispuesto á cumplir 
con la disposición del artículo 95 de la ley de procedimientos , el 
Juzgado debía señalar la cantidad que debía afianzar. 

Corrido traslado, la parte actora pidió que no se hiciera lugar 
con costas, al término extraordinario solicitado. Dijo: Que se 
trata de un juicio de carácter sumario en que se reconoce que al 
actor corresponde probar el carácter de locatario, que el deman- 
dado niega; y para probar esta negativa se presentan siete tes- 
tigos domiciliados en la República^ y uno ó máa domiciliados en 
Alemaniíf. Que para los testigos de la República no se necesita 
término extraordinario (artículo 94, ley de procedimientos), y 
de hecho á Necochea se va en ferrocarril en una noche. Que 
para obtener el examen de testigos en el extranjero, se requiere 
que el que hie propone esa prueba, jure que se rale de ella por 
no tener dentro del país, otras con que probar los hechos conte- 
nidos en el interrogatorio (artículo 95, inciso 3°, ley de procedi- 
mientos). Que esto no lo ha cumplido la parte ni puede cum- 
plirlo, desde que afirma tener otros testigos en el país. 
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Fallo del Jíuex Federal 

Buenos Aires, Jallo 5 de 1895. 

Autos y vistos : Considerando que no se ha cumplido con la 
disposición del artículo 95, inciso 3®, relativa al juramento que 
debe prestar la parte que pide el término extraordinario de 
prueba, de que se vale de la declaración de testigos residentes 
en el exterior por no tener dentro del pais otros con que probar 
los hechos pertinentes; que por otra parte se han presentado siete 
testigos, residentes en la república, por el mismo solicitante, lo 
que hace presumir que no dice con aquel requisito la declara- 
ción del único testigo domiciliado en el extranjero que se ha 
ofrecido. 

Foresto, resuelvo denegar el término extraordinario de prue- 
ba que se ha pedido. 

J. V.Lalanne. 



Fallo de la Suprema Corte ^1) 

Buenos Aires, Setiembre 24 de 1895. 

Yistos: por sus fundamentos, se confirma con costas^ el auto 
apelado de foja veinte y dos; y respuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 

(Ij Igual resolución se dictó en la causa de don Manuel Egaña contra 
don Juan Larraburu, por desalojo de un campo. 
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CAUSA €€1.1 



/>" Antonia Bos de Pronzatiy D* Isidora BosdeGarzogliOf contra 
dúnJosé Canevá f por desalojo; sobre competencia por inhi- 
bitoria. 



Sumario. — £1 extranjero qae ha oontestado la demanda 
ante el jaez local, no puede invocar la jnrisdiooion federal por 
TÍa de inhibitoria. 



Coso. — Don Vicente Girón do, por doña Antonia Bos dePron- 
zati y doña Isidora Bos de Garzoglio, demandó ante el Juez de 
Paz de la sección 8" á don José Canevá, por desalojo de una pie- 
za en la calle de Victoria número 1906 al i910. 

Canevá contestó la demanda ante el Juez de Paz, pidiendo 
que se la rechazara con costas, fundado en que no era á él á 
quien se le había alquilado la pieza sino á don Juan Izquierdo 
Brown. 

Después de esto, por excusación del Juez de Paz suplente, pa- 
só el expediente al de la sección 8* quien dictó resolución inti- 
mando á Canevá el desalojo dentro de 10 días, con fecha 22 de 
Mayo del corriente año, siéndole notificada el 28 del mismo 
mes. 
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El 24 de dicho mes, se presentó Canevá ante el jnez federal 
exponiendo: qne siendo las señoras que lo demandan por desa- 
lojo, argentinas^ y éi extranjero, el Juzgado era competente, j 
pidió que así se declarara, mandándose traer los antos del Juz- 
gado de Paz . Para acreditar la diversa nacionalidad invocada, 
presentó el testimonio de dos testigos. Ratificados éstos el juez 
federal mandó librar oficio al de Paz para que se declarase in- 
competente 7 remitiera los antecedentes. 



Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Julio 2 de 1895. 

Antos y vistos: Resultando del escrito de foja 8, que el de- 
mandado José Canevá contestó la demanda que se le inició ante 
el Juzgado de Paz, sin oponer la excepción de incompetencia; y 
disponiendo el inciso 4^ del artículo 12 de la ley de 14 de Se- 
tiembre de 1863, sobre jurisdicción y competencia de los Tribu- 
nales nacionales, qne en tal caso se entenderáque la jurisdicción 
ha sido prorogada, el Juzgado resuelve inhibirse del conoci- 
miento de esta causa. Remítase lo actuado, con noticia de par- 
tes, al Juzgado de Paz de la sección 9% debiendo reponerse el 
papel. 

' J. F. halarme. 
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YISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos AireSi Agosto 21 de 1893. 
Suprema Corte : 

Los fondamentos del aato reoarrido de foja 5 vuelta, se ajas- 
tan á las constancias de autos, j al texto legal oitado^ por lo que 
pido á Y. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



F»lto de ím Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 34 de 1895. 

Yistos: De conformidad con lo pedido por el señor Procurador 
Q-eneral se confirma por sus fundamentos el auto apelado de 
foja cinco Tuelta, concostas. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RREN!. 
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CAUSA Ct.XII 



Don Enrique Brisson^ contra Bacigalupi y Marinon; sobre 

falsificación de marca de fábrica 



Sumario. — Cnando se considera que no es posible la oonf a- 
sion de los productos, no procede la acción por imitación 6 fal- 
sificación de marca de fábrica. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Jíues JFeder*! 



Buenos Aires, Febrero 16 de 1895. 

T Tistos : estos autos seguidos por don Eduardo Ganevaro, en 
representación de don Enrique Brisson, contra los señores Ba- 
cigalupi 7 Marinen, por imitación y falsificación de marca de 
fábrica, de los que resulta: 

Que á foja 7 se presenta el demandante exponiendo: Que según 
consta de los documentos acompañados de fojas 2 á 5, su repre- 
sentado ha obtenido para los cigarrillos que elabora la marca 
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c Atorrantes > 7 qae los demandados, segnn las etiquetas acom- 
pañadas á foja 1«, expenden unos oigarrillos con el nombre de 
€ Farristas > muy semejantes á aquellos en el color de las eti- 
quetas como asimismo en las inscripciones iguales hasta en la 
forma y caracteres de las letras, con excepción del nombre de 
los fabricantes y de la cabeza del burro que existe en las legí- 
timas. 

Que en virtud de la confusión que origina esta similitud en las 
etiquetas, su reprentado ha sufrido y sufre grandes perjuicios 
en la elaboración de sus cigarrillos y por consiguiente se trata 
de una usurpación con deseo claro y eyidente de inducir en 
error al público, lo que constitaye un hecho definido y penado 
per la ley penal y que, en consecueacia, y ejercitando los dere- 
chos que las disposieionea legales le acordaban, entablaba for- 
mal demanda por adulteración y falsificación de marca de fá- 
brica, contra los señores Bacigalupi y Marinen, pidiendo se les 
condenara al máximun de la multa establecida por la ley, penas 
accesorias é indemnización de perjuicios. 

Que corrido traslado de la demanda, el doctor Lino F. Cárde- 
naSf en representación de los demandados, lo evacuó á foja 35, 
solicitando el rechazo de aquella, con costas, pidiendo se dejara á 
salvo sus acciones para solicitar los daños y perjuicios que esta 
demanda les originaba á sus representados, por cnanto estos 
nunca han tenido la intención de falsificar la marca de fábrica 
del señor Brisson, pues ellos tienen concedida por la oficina res- 
pectiva la marca para expender los cigarrillos que elaboran, de- 
nominados cFarristas», hecho que lo comprueba el certificado 
que tiene presentado. 

Que abierta la causa á prueba se produjo sólo la de posicio- 
nes, corriente á fojas 41 y 42. 

Y considerando: Que la demanda criminal entablada por 
Eduardo Cañe varo en representación de Enrique Brisson, es por 
imitación y falsificación de la marca de fábrica con que éste 
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distingue los cigarrillos que elabora y expende bajo la designa- 
ción de < Atorrantes», falsificación atribuida & los demandados 
Bncigalupi y Marinon. 

Que estando suficientemente establecido en autos que los de- 
mandados han usado la etiqueta incriminada en los cigarrillos 
que fabrican y expenden, es menester examinar si esta etiqueta 
constituye una imitación 6 falsificación de la del demandante. 

Que según el certificado de la oficina respectiva, acompañado 
á la demanda, Enrique Brisson obtuvo páralos cigarrillos de su 
elaboración, el registro de la marca consistente en la represen- 
tación de una cabeza de burro en uno de los lados principales 
de la etiqueta, y en el otro lado, en la parte superior las pala- 
bras cAtorrantes», cigarrillos habanos, debajo de esto un mo- 
nograma y debajo del monograma el nombre del fabricante 
Henry Brisson. 

Que la marca usada por los demandados en sus etiquetas, 
consiste en una cabeza de hombre con sombrero puesto, que ocu- 
pa enteramente una de las fases externas de la etiqueta, y la 
denominación cFarristas» repetida cuatro veces en diversas 
partes delamisma, con inscripciones referentes á la naturaleza 
del artículo y otras varias que no forman parte de la marca, no 
pudiendo ellas ser consideradas como tal en virtud de disposi- 
ciones expresas de la ley de la materia. 

En uno de los lados de la etiqueta se ve también un mono- 
grama formado de las letras B M y debajo claramente impresos, 
los nombres de los fabricantes Bacigalupi y Marinon y la calle 
y número en que está situada la fábrica. 

Que en tal manera comparadas las dos etiquetas, resulta 
que no existe en la incriminada ninguno de los distintos rasgos 
esenciales de lo que constituye la marca registrada del deman* 
dante, según el certificado de la oficina respectiva, no siendo, 
portante, posible confundir una etiqueta con otra, ni los pro- 
ductos que respectivamente envuelven. 
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Tan es así, qne según resalta de los docamentos de fojas 30 
¿ 33 la oficina demarcas de fábrica concedió á los demandados, 
en Abril próximo pasado, con posterioridad á la demanda, el 
registro déla marca cFarristas» en la forma y con los agrega- 
dos de la misma etiqueta incriminada, eliminando tan sólo de 
ésta el círculo con el monograma. 

Los monogramas que se encuentran en ambas etiquetas tie- 
nen, sin dudt), semejanza; pero dada la situación en la etiqueta 
7 los demás rasgos constitutivos de ésta, aparecen como un Je- 
tallo sin mayor importancia, que no basta para hacer posible la 
confusión. 

Que además, si se tiene en cuenta la forma de los paquetes, 
que se abren amanera de libro, ó cartera, la confusión aparece 
aún más imposible si cabe, pues el consumidor tieneqne fijar la 
atención en el paquete al abrirlo cada vez y no puede menos de 
observar en tal circunstancia que la denominación de cFarris- 
tas» y < Atorrantes» se encuentra impresa en gruesos caracteres 
en las dos fases internas. A esto debe agregarse todavía el hecho 
de que tratándose de cigarrillos, la venta y la compra se hacen 
distinguiendo el artículo por medio de su designación particu- 
lar; de manera que en el caso presente resulta imposible para 
consumidores de la más ligera atención confundir dos paquetes 
de cigarrillos que llevan repetidamente impresos el uno el nom- 
bre de cAtorrantes» y el otro el de «Farristas» en grandes le- 
tras que saltan á la vista, fuera de los otros rasgos diferen- 
ciales. 

Por estos fundamentos, fallo: desestimando la acusación en- 
tablada en estos autos contra Bacigalupi y Marinen, quiénes 
quedan por lo tanto absueltos de culpa y cargo, dejándoseles á 
salvo las acciones que les correspondan por daños y perjuicios. 
Álcese el embargo trabado á foja 14 y á foja 20, debiendo de- 
volverse á sus dueños los objetos embargados, siendo las costas 
del juicio á cargo del actor, de acuerdo con lo dispuesto en el 
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artículo 144 del Código de Procedimientos en materia penal. 
Notifíqaese con el original y repóngase el papel. 

J . F. LaUmne . 



Fallo de I* Suprem* Corte 



Buenos Aires, Setiembre 24 de 1895. 

Vistos: Por sus f andamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja cincuenta y ocho. Bepaestos los sellos, 
devuélvanse. 

benjamín paz . — LUIS y. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAYIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCEil 



La Compañía General de Fósforos, contra Lamenca, San Miguel 
y C^ y don Eduardo Calvi, por falsificación de marca de fá- 
brica; sobre prueba testimonial. 



Sumario. — Hecha la presentación de testigos dentro de los 
primeros diez días del término probatorio, y consentido el auto 
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que mandó aoompañar el interrogatorio^ no puede negarse la 
prueba testimonial, por haberse acompañado el interrogatorio 
después de ese término . 



Caso. — Lo explica el 



Fallo tf el Jíues Federal 



Buenos Aires» Mayo 2 de 1895. 

Autos 7 vistos: Considerando que los testigos á que se refiere 
el presente recurso* fueron presentados dentro de los diez días 
de recibida la causa á prueba; j se encuentra consentido el auto 
de foja 86 vuelta, que ordenaba la presentación del interroga- 
torio correspondiente; auto dictado el día mismo en que vencía 
aquel término y que debía por tanto cumplirse fuera de él. Que el 
auto recurrido de foja 97 vuelta, es una consecuencia de aquel 
que se deja citado y que está consentido. 

Por esto, ño se hace lugar á la reposición solicitada, conce- 
diéndose en relación el recurso de apelación en subsidio inter- 
puesto. A este efecto^ elévense los autos á la Suprema Corte 
en la forma usual. Repóngase la foja. 

J. Y. Lalanne . 
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IPallo de la Suprem* Corte 

Buenos Aires, Setiembre 38 de 1895. 

y 

Vistos : Por los fundamentos del auto de foja ciento una, se 
confirma, con costas, el apelado de foja noventa y siete vuelta. 
Bepuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. —LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN . — OCTAVIO BüNGE. 
— JÜANE. TORRENT. 



CAUSA CCXIY 



Criminal contra Juan Lafranconi, por infracción déla ley 

de correos 



Sumario, — No puede dictarse auto de prisión contra el acu- 
sado, cuando se trata de una infracción que sólo tiene pena pe- 
cuniaria en primer término, y no resulta la semiplena prueba 
requerida por el Código de Procedimientos. 
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Caso. — Lo explica el 



Fulla del Jues Federal 



La PlaU, Julio 36 de 1895. 

Autos y vistos: los seguidos por el Procurador Fiscal contra 
don Juan Lafranconi, sobre cobro de una multu por infracción 
al artículo 57 de la ley postal. 

T considerando : I"* Que en 30 de Enero de 1893 (véase foja 
17 vuelta), el Procurador Fiscal solicitó el sobreseimiento pro- 
visional de esta causa^ fundado en lo preceptuado por el inciso 
i"" del artículo 436 de Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal. 

2"" Que la base primordial en que se funda tal petición, era, 
según su propia exposición, en que cconsideraba agotada la in- 
vestigación». 

3^ Que los procedimientos apuntados por la fiscalía se encua- 
draban en el hecho de que Lafranconi no había podido ser cita- 
do ni emplazado, á causa de no conocérsele domicilio. 

4^ Que por esta misma razón no puede citársele por interme- 
dio de la Policía, ni pudieron publicarse edictos por falta de fon- 
dos para tal clase de publicaciones, como más tarde la nota del 
actuario que obra en el proceso (véase foja 13 vuelta) lo hace 
constar; lo que oportunamente se hizo conocer del Procurador 
Fiscal . 

5^ Que después del sobreseimiento provisional decretado 
(véase foja 18), que se dictó precisamente por falta de elemen- 
tos para proceder en otra forma, no se ha adelantado un paso 
en la investigación sumaria; por cuya razón no puede reabrirse 

T. XI 22 



Il 



838 FALLOS DE LA SVPEEMA COBTE 

sino para practicar nuevas diligencias de prueba, tendentes á 
la averiguación del delito ó á investigar la existencia real del 
delincuente. 

6^ Que no es posible admitir que sin otros elementos de jui- 
cio que los existentes, antes del sobreseimiento provisional, se 
pueda pedir, la prisión preventiva del supuesto delincuente, por 
la sencilla razón de que -ei en aquel momento no existía semi- 
plena prueba del delito y de la persona que lo cometió, tam- 
poco la existe boy, que nada se ba hecbo en el sentido de ade- 
lantar la investigación. 

T"" Que la ley de 10 de Octubre de 1876, en su artículos?, 
dispone que los que infringiesen las prescripciones de ella sufri- 
rán una pena proporcional y el inciso 8® del artículo 140 castiga 
al que usare estampillas obliteradas, con una multa de20& 100 
pesos; y el artículo 147 de la misma dispone que se aplicará la 
pena de prisión desde cinco días, hasta un año á todos aquellos 
en quienes no pudiera hacerse efectiva la multa. 

8° Que la naturaleza de estos delitos y penas, son puramente 
de carácter policial y por consiguiente cambiar la naturaleza de 
las penas, sería cambiar la de los delitos que se cometan, y na- 
die puede, dentro de las atribuciones acordadas por ia ley y la 
Constitución, realizar semejante hecho, sin violación flagrante 
de todos estos principios. 

9^ Que según lo estatuido por nuestra carta fundamental, 
nadie puede ser condenado sin ser oído, ni privado de su liber- 
tad, aunque sea momentáneamente, sin que exista á su respecto 
semi-plena prueba del delito que se le imputa. 

10^ Que está demás repetir que el estado de la instruc- 
ción sumaria anteriormente al sobreseimiento provisional, per- 
siste hoy, por cuyo motivo la petición fiscal carece de base legal 
para llevar adelante su prosecución, dictando, sin nuevos he- 
chos, ni actuaciones, auto de prisión motivado, contra un su- 
puesto acusado. 
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Por esto: do ha lagar á lo solicitado por el Procurador Fiscal 
la vista que antecede y corra el expediente según su estado. 



Mariano 5. de A urrecoechea . 



VISTA 0£L S£ÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 16 de 1895. 
Suprema Corle : 

El no haberse citado á Lafrancooi para comparecer á declarar 
ante el Juzgado, no habilita para la prisión, que en ningún ca- 
so sería procedente en el estado actual del sumario ya por tra- 
tarse de una infracción que sólo tiene pena pecuniaria en primer 
término, ya por no resultar la semí-plena prueba requerida por 
el Código de Procedimientos. Pido á V. E. por ello, la confir- 
mación del auto recurrido de foja 21. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 28 de 1895. 

Vistos: de conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General^ se confirma el auto apelado de foja veinte 
vuelta. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LOIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA €€IiT 



Conírael Agente del vapor c Córdoba >; sobre un bulto manifes- 

tado de más 



Sumario, — La manifestación de mayor número de bnltos de 
los entrados, hace pasible de la pena de 20 pesos por cada bulto 
manifestado de más, sin que pueda ser causa eximente de esta 
pena el haber pagado los derechos correspondientes á dicho s 
bultos. 



Caso, — Resulta de las siguientes piezas: 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Buenos Aires, Diciembre 13 de 1894. 

Resultando de las actuaciones de este expediente que del Ya- 
por c Córdoba», entrado al puerto en Agosto 16 de 1892, fueron 
recibidos 499 bultos de los 500 manifestados, faltando por con- 
siguiente 1, y atento á que si bienal dueño de la mercadería ha 
abonado los derechos por el total de la partida, resulta por otra 
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parte que, paede solicitar ia devolución de los derechos corres- 
pondientes al bulto que falta, resuelvo^ de acuerdo con lo esta- 
blecido con los artículos 905 y 1054 de las Ordenanzas de Adua- 
na: imponer una multa deSO pesos al agente del vapor c Córdoba > 
por el bulto de que se trata, adjudicados al fisco. 

A sus efectos pasea contaduría j repóngase los sellos por el 
interesado. 

S. Baibiene. 



Fallo del Jíues Federa» 



Buenos Aires, Abril 23 de 1895. 

Y vistos: Considerando en cuanto al recurso de nulidad in- 
terpuesto: que no es de aplicación en el presente asunto el artí- 
culo 1034 de las Ordenanzas (le Aduana, que prevé el caso de 
que la aduana no se hubiese apercibido de la infracción denun- 
ciada en las mercaderías que se le presentan al despacho, que 
se someten á su examen, disponiendo que en tal circunstancia 
cese la jurisdicción aduanera. Aquí la infracción denunciada 
consiste en haber incluido de más un bulto en el manifiesto 
general del buque; de manera que este bulto^ que no había en- 
trado á los depósitos de aduana y que no fué por tanto sometido 
á la inspección en el acto del despacho, no puede decirse que 
había salido de la jurisdicción. La infracción no se cometió 
respecto déla mercadería despachada, sino en el manifiesto ge- 
neral del bnque, manifestando en él un bulto que no ha apareci- 
do en la descarga, que no ha entrado en los depósitos fiscales. 

Considerando, en cuanto al recurso de apelación: qne el hecho 
de qne se hayan abonado derechos por el bulto de la referencia 
no puede considerarse como causa eximente de pena, toda vez 
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qne el interesado estaría habilitado para solicitar la devolncion 
de lo pagado indebidamente, como lo establece la resolución 
apelada de foja 7 vuelta. 

Por estos fundamentos: se confirma, ésta, con costas, de con- 
formidad con lo que dispone el artículo 905 de las Ordenanzas; 
quedando en consecuencia desestimado el recurso de nulidad 
interpuesto conjuntamente con el de apelación. Notifíquese con 
el original, repónganse los sellos, y en oportunidad devuélvan- 
se los autos á la Administración de Rentas. 

J. V. Lalanne. 



VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto ^ de 1895. 
Suprema Corle : 

La falta de entrada del bulto comprendido en el manifiesto 
general de carga del vapor c Córdoba», está demostrada por las 
constancias de las oficinas públicas de aduana, y aun por el re- 
conocimiento del mismo interesado á foja 3, sin que baste á elu- 
dir las consecuencias de ese hecho, la conformidad expresada 
por los consignatarios, de haber recibido á su satisfacción las 
mercaderías consignadas. 

El tiempo transcurrido desde el despacho, tampoco impide el 
ejercicio de los derechos fiscales, desde que no alcancé á los diez 
años que el artículo 433 de las Ordenanzas establece para 
la prescripción de las reclamaciones de la Aduana no sujetas á 
términos determinados. Siendo entonces de aplicación al caso re- 
sultante, la aplicación del artículo 905 en cuanto impone multa 
de 20 pesos por cada bulto manifestado de más, á V . E. pido 
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laconñrmaoion, por sos fundamentos, de la sentencia recurrida 
de foja 25. 

Sabiniano Kier, 



Falla de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 28 de 1895. 

Vistos: De conformidad con la expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos seconfírmat con eos- 
taSy la sentencia apelada de foja veinte y cuatro vuelta. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BUNGE.— JUAN E. TOERENT. 



CAIISA CCXVI 



D^ Esperanza Maciel de Luna contra D. Emilio O. Schiffner, por 
escrituración; sobre liquidación deprecio 

Sumario. — i® Mandada escriturar una venta por sentencia 
ejecutoiiada, la liquidación, que se pida y ordene, del precio, no 
pertenece al procedimiento de apremio y es apelable. 
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2° No siendo observada la liquidación en sí misma^ sino en 
cuanto á su oportunidad, debe ser aprobada. 



Caso. — Por sentencia ejecutoriada, dictada en aquella causa, 
se declaró: I"" que el señor Schiffner se encuentra obligado á 
suscribir la escritura de compra-Tenta del terreno, materia del 
juicio, dentro del término de diez días posteriores á la ejecuto- 
ría del fallo, suscribiéndola también la señora de Luna ó sus 
representantes legales; S"" que el señor Schiffner debe abonar 
y abone á la señora de Luna, en el acto de esa escrituración, la 
suma de 11 .600 pesos oro sellado ó su equivalente en moneda 
nacional decurso legal, al cambio del diadel vencimiento de la 
obligación, con más los intereses del 7 7o anual, á contar desde 
el 13 de Febrero de 1889, hasta el dia del otorgamiento de la 
escritura. 

LIQUIDACIÓN 

Que practica el infrascripto, del capital é intereses reapecti- 
Tos en el juicio seguido pordoña Esperanza Maciel de Luna con- 
tra don Emilio O. Schiffner, sobre escrituración, que se tra- 
mitan ante este Juzgado, en auto de foja 299 vuelta. 

Antecedentes 

i"^ La sentencia definitiva de foja 214 establece que cdon 
Emilio O. Schiffner debe abonar y abone á la señora de Luna, 
en el acto de la escrituración, la sumadell.612 pesos moneda na- 
cional oro sellado 6 su equivalente en moneda nacional de cur- 
so legal, al cambio del dia del vencimiento de la obligación, con 
más los intereses sobre esa suma al tipo del 7 % anual, á contar 
desde el dia de 13 de Febrero de 1889, hasta el dia del otorga- 
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miento de la escritura pedida > (parte de la parte segunda de la 
dispositiva, foja 219). 

2^ En la escritura de promesa de venU corriente .i foja 272, 
defeoha 13 de Febrero de i 889 y en la cláusula primera se esti- 
pula que «en el caso deque al llegar á la mayor edad los hijos 
menores de la señora Rueda de Sóhle ratificaran la escritura de 
venta otorgada por ésta á don Dermidio Luna, la señora Maoiel 
de Luna promete vender y venderá á don Emilio O. Schiffner 
el terreno deslindado, mediante la cantidad de 11.612 pesos 
moneda nacional oro sellado, que como precio deberá entregar el 
señor Schiffner con más el interés del 7 7o anual sobre esa suma 
contando desde hoy hasta el dia que le otorgue la escritura de 
venta respectiva!. 

3^ De los antecedentes que preceden resulta que la liquida- 
ción debe tener por base lo mandado en la sentencia citada, 
concordante en punto á capital é intereses con la cláusula de la 
predicha escriturado promesade venta, siendo la fecha de arran- 
que para el cálculo de intereses la eiuinoiadael 13 de Febrero 
de 1889. 

Cálculo 

jü ny^ oro sellado 
Capital en 13 de Febrero 1889... 11.612 84 



Intereses del año 1890 


812 84 


€ 1891 


812 84 


« 1892 


812 84 


< 1893 


812 84 


« 1894 


812 84 


c 1895 


812 84 


13 de Febrero de 1895 hasta la- 




fecha, sobre 48 días 


107 04 







Total $ 16.595.92 
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Asciéndela presente liquidación á la suma de 16.595 pesos 
con 92 centavos moneda nacional oro sellado, salvo error ú 
omisión. 

Julio Hernández 

Secretaria, Abril 2 de 1895. 



Fallo del Juex Federal 



Rosario, Junio V de 1895. 

Y vistos: Resultando del escrito de foja 303, que el señor 
Emilio Schiffner hace oposición, no á la liquidación misma 
practicada por el actuario á fojas 300 y 301, sino al auto de 
Marzo 20 que ordenó la liquidación; que dicho auto ha sido no- 
tificado á las partes en la misma fecha de pronunciado, sin que en 
el término correspondiente hayan usado ninguno de los litigan- 
tes de los recursos que la ley confiere, quedando por lo tanto fir- 
me y ejecutoriado por el ministerio de la ley; que no habiendo 
observado ninguna de las partes el contenido ó exactitud arit- 
mética de la liquidación practicada por el actuario, debe supo- 
nerse, legalmente, que se ha hecho de acuerdo con los antece- 
dentes existentes en autos. 

Por estas consideraciones : se aprueba la liquidación de fojas 
300 y 301. Repóngase. 

Daniel Goytia. 
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Auto del Jíiies Fedleral 



Rosario» Judío 14 do 1895. 

Tratándose en el presente caso de dar oumplimianto á una 
sentencia ejecutoriada, es aplicable las reglas del procedimiento 
contenidas en el Título XXY (art« 300) de la ley de Setiembre 
i-4 de 1863, en el que sólo son apelables, como en el juicio eje» 
cutivo, los autos que se declaren tales por la ley. Por lo expuos* 
to, no ha lugar al recurso de apelación, de conformidad al arti- 
culo 320, dejando á saWo el derecho del recurrente para que use 
de las acciones que le competan, según lo dispuesto en el mismo 
artículo. Véase fallo de la Suprema Corte en el tomo i*, página 
218, serie 2*. Repóngase. 

Goylia, 



A«to die I» Mmpwmwmm Cmwtm 



Bueno» Aires, Julio 23 dn Wf'i. 

Vistos en el acuerdo: Considerando que en el estado de la 
cansa, no hay ley alguna que autorice ó dé por iniciado el pro* 
cedimieoto de apremio^ so siendo así de oportuna aplíea^^ion el 
artícolo trescientos reinte déla ley de la materia, qae ín?o';a el 
juez déla cansa para negar la apelación* 

Que el anto apelado es de lo^ que, por su naturaleza, tra« 
gra^imen suceptible de fundar el rf^corso. 

Por esto : se declara mal denegados Ion re^;ors^/f ínterpuMto* 
y se ios concede en relaeion. £n eonHeeneoeía, libren^ ofieío al 
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Juez de Sección, previa reposición de sellos, para que remita 
los autos, con noticia de las partes. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. —OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



Pallo de la Suprema Carte 

Buenos Aires, Setiembre 28 de 1895. 

Vistos y considerando : Que el auto de foja trecientas diez y 
ocho se limita á aprobar la liquidación practicada á foja tres- 
cientas una. 

Que esa liquidación no ha sido observada en sus resultados 
aritméticos y se conforma además con el tanto por ciento de in- 
tereses y fecha desde que éstos debían devengarse, determinados 
por la sentencia ejecutoriada de foja doscientas catorce, así 
como con la especie de moneda fijada en la misma sentencia. 

Foresto y fundamentos concordantes del auto apelado de fo- 
ja trescientas diez y ocho, se confirma éste, con costas, no ha- 
ciéndose lugar al recurso de nulidad, por no haberse expuesto 
causales ni aparecer en autos su existencia. 

Y considerando en cuanto ála apelación concedida á foja tres- 
cientos diez y siete vuelta, que no hay mérito para elevar la re- 
gulación contenida en el auto de foja doscientas noventa y ocho 
se confirma éste. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZaN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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CACSA CCIiTII 



El Banco de la Provincia de Buenos A ires, contra el doctor don 
J. J. HalU por, cobro de pesos, sobre competencia recurso; de 
sentencias de los Tribunales de la Capital d la Suprema 
Corte. 



Sumario. — 1® Procede el recorso á la Suprema Corte contra 
las sentencias de los Tribunales locales que no hacen lugar al 
fuero federal invocado. 

^ Es correcto el rechazo de la excepción de incompetencia 
de los Tribunales locales, si se ha dictado por no haberse pro- 
bado los hechos en que se fundó. 



Coso.—IjO explica la 



>1STA DEL SEftOa PEOCURADOR GENERAt 



Baeao« Aire<(, Setiembre 13 de 18^5. 
Suprema Corte : 

£1 recurso instaurado puede ser procedente eon sujeción á lo 
dispuesto en el artículo 14 de la ley de competencia de 14 de Se- 
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tiemble de 1863, porque el auto recarrido decide sobre la ex- 
cepción de competencia de la jurisdicción; punto controvertido 
y regido por la ley nacional, de cuya interpretación es V. E. 
juez supremo. 

Pero la declaración de la Exma. Cámara, confirmatoria de la 
de I** Instancia al respecto, es ajustada á derecho. 

La jurisdicción federal es de excepción é improrrogable; sólo 
procede en los' casos estrictamente establecidos en las leyes que 
rigen su competencia, y seguu ellas, deben justificarse los ex- 
tremos invocados. 

La confesión ficta, no puede sostenerse contra la parte que ha 
ocurrido á la jurisdicción común. La oposición fundada en ra- 
zones de derecho no implica la afirmativa de hechos que con- 
tradice la presentación misma de la ejecución, ante la jurisdic- 
ción local. Por otra parte, la admisión del auto de prueba por 
ambas partes, demuestra que reconocían la divergencia de he- 
cho, que aquella estaba llamada é dilucidar. 

£1 Juzgado recibió á prueba las excepciones á foja 65, y su 
auto fué consentido, ninguna se produjo por el excepcionado, 
según certificado de foja 65, llamados autos, á foja 66 vuelta, 
fué desechada con justicia, á foja 67, la excepción improbada. 
No existe nulidad alguna en este procedimiento. 

Por ello, pienso que aun reconocida la procedencia del recur. 
so, V. E. debiera desestimarlo, por ser contrario á las cons- 
tancias de autos, justamente apreciadas en la sentencia recu- 
rrida. 

Sabiniano Kier, 
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Vallo de la Huprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 28 de 1895. 

Vistos en el acnerdo: Considerando: Que el doctor don José 
J. Hall, ha opuesto la excepción de incompetencia, pretendien- 
do que el conocimiento de la causa corresponde á la justicia fe- 
deral. 

Que desechada esa excepción, con efecto definitivo en la causa, 
el recurso que el citado doctor Hall ha interpuesto para ante 
esta Suprema Corte, se halla autorizado por el artículo catorce, 
inciso tercero, de la ley de jurisdicción y competencia, como lo 
tiene resuelto la misma en diversos casos. 

Por esto se declara mal denegado el recurso. 

Considerando en cuanto á la apelación : Que según consta de 
los autos remitidos por vía de informe, la excepción de incom- 
petencia se recibió á prueba, no habiendo el recurrente producido 
(fojas sesenta y cinco á sesenta y seis) la correspondiente y ne- 
cesaria para acreditar que el caso era de jurisdicción fede- 
ral, como lo demuestra el señor Procurador General en su dic- 
tamen. 

Que, en consecuencia, es correcto el rechazo de dicha excep- 
ción, hecho por los tribunales locales. 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General en su precedente vista, se confirma, con 
costas, la sentencia recurrida en cuanto no hace logará la ex- 
cepción de incompetencia. Agregúense estas actuaciones á la 
causa enviada como informe, y devuélvanse al tribunal de su 
origen. Repóngase el papel. 

benjamín paz. — LUIS V- VARBLA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUANE. TORRENT. 
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CAVíiA CCXTIII 



Criminal contra José Morillo y otros ^ por extravio de una mala 
con valor declarado; sobre sobreseimiento provisionaly nuli- 
dad de sentencia . 



Sumario. — i"" Entrada la causa á plenario, y tramitada has- 
ta llamarse autos para sentencia, debe dictarse ésta condenan- 
do ó obsol viendo: el sobreseimiento provisorio, no importa más 
que la absolución de la instancia, que es absolutamente prohi- 
bida. 

2'' Es nula la sentencia que^ en causa seguida contra varios, 
dicta el sobreseimiento provisorio respecto de uno de ellos. 



Caso. — Resulta del 



Auto del Jues Federal 



Rosario, Julio 31 de 1894. 

Y vistos: los presentes llevados por el señor Procurador Fiscal 
contra José Morillo, sin apodo, de 44 años de edad, soltero, jefe 
de la oficina de certificados de la administración de Correos de 
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esta ciudad, argentino, y con domicilio eu la calle Paraguay 
número 338; Telmo González^ sin apodo^ de igual nacionalidad, 
de 24 años de edad, soltero empleado de la misma oficina, con 
domicilio en la calle Comercio número 679^ y Carlos Peroyra, 
de igual nacionalidad y también sin apodo, de 17 años de edad, 
soltero, empleado de igual oficina y con domicilio en la calle 3 
de Febrero número 532, por extravío de una mala certificada, 
número 313, dirigida de la ciudad del Paraná á ésta para los se- 
ñores Fiuasco y Castagnino, con valor declarado por la suma de 
mil pesos moneda nacional, y llegada al Rosario con fecha 5 de 
Agosto de 1891. 

El Procurador Fiscal, en su acusación de foja 36 vuelta, ma- 
nifiesta que se ignora á ciencia cierta ^quien sea el autor á^\ 
robo de la carta mencionada, ó por lo menos, cómo ba tenido lu- 
gar su pérdida ó extravío»; que cno siendo posible señalar direc- 
tamente al ladrón, dada la falta de datos para designarlo clara- 
mente, la responsabilidad, á los efectos de la ley, tiene que ser 
solidaria para todos aquellos empleados que formaban el perso- 
nal del servicio en la oficina, el Ufa de la pérdida de la mala, 
siendo ellos Morillo, González y Pereyra» ; que ésto así y según 
la prescripción de los artículos 52 y 53 de la ley nacional de 14 
de Setiembre de 1863 designando los crímenes cuyo juzgamien- 
to compete á los Tribunales nacionales y estableciendo su pe- 
nalidad, la que correspondía al caso sub-judice, consistía en 
la pérdMa del empleo, trabajos forzados y una multa de 100 á 
300 pe.sos etc. Que haciendo aplicación al cano suO-judice délas 
prescripciones legales indicadas y teniendo en cuenta las dife- 
rente funciones de lo^ empleados Morillo, G<mzalex y P^^reyra, á 
quienes acusaba de conformidad á los artícul' s recordados, pe- 
día contra los dos primeros la integración de los mil p«ri»os per- 
didos, 80 inhabilitación p^^ra ejercer cargos público^ y la pena 
de 5 años de trabajos forzados, y para Pereyra, como partícipe 
en la responsabilidad del hecho, a la de dob ffiesefe. 

T. II 'Z.S 
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Telmo González presenta su defensa á foja A% Morillo á foja 
51, y Fereyra á foja 55, pidiendo todos ellos su completa abso- 
lución y manifestando: el primero, que no hay base para el pro- 
ceso, pues no se ha comprobado que la mala haya sido robada, 
creyéndose más bien, hasta por el mismo Fiscal, que no se tra- 
taba de otra cosa que de un simple extravío de aquella ; que aun 
en el caso de existir el hurto, él no podía imputársele y ni si- 
quiera se le había imputado, no existiendo en autos prueba al- 
guna ó presunción de que él fuese responsable de la pérdida de 
dicha mala, encontrándose probado que en los días de combina- 
ción (como lo fué el 5 de Agosto), el jefe Morillo era quien abría 
personalmente las malas. 

£1 segundo, manifiesta que para aplicarse una pena es menes- 
ter que el hecho que la motiva sea legalmonte imputable al reo, 
circunstancia que en este caso no existía, puesto que no se sabía 
verdaderamente si había robo 6 simple extravío; que por otra 
parte, se encontraba probado que el día de la pérdida de esa 
mala, aunque había sido de combinación, Morillo no se había 
encontrado en la oficina á la hora del ingreso á ella de la carta 
habiéndola recibido González y no él, según se comprobaba por 
el documento de foja 35; que la administración general de Co- 
rreos en su resolución de foja 14 exoneraba de sus puestos á 
González y Pereyra, sin que ninguna palabra se dijera de él 
allí, y cuyo hecho siendo significativo, debía pesar en la reso- 
lución judicial que se pronunciara. 

£1 último expresa que él no tenía la llave de la caja donde se 
guardaban las malas con valores declarados; que su interven- 
ción en esa oficina se limitaba al despacho de la corresponden- 
cia certificada sin tomar parte en el despacho de valores sino ac- 
cidentalmente, y por orden superior; que la mala de la referen- 
cia la había recibido González y no él, quien no teniendo en el 
recibo de la misma ninguna participación, y no cabíale por tan- 
to responsabilidad alguna; que las sospechas contra su persona, 
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formuladas por otros presuntos culpables, no tenían fundamen- 
to alguno. 

Abierta la causa á prueba se produce la que corre en 
autos. 

Y considerando: i^ Que no habiéndose comprobado en au- 
tos de una manera efectiva 7 cierta que el valor declarado quo 
motiva este proceso haya desaparecido por medio de cualquiera 
de los actos punibles que designa el artículo 52 de la ley de 14 
de Setiembre de 1863, existiendo duda sobre si la desaparición 
de la mala número 313 provenga de un acto delictuoso ó de un 
simple extravío, no es posible legalmente pronunciaren esta 
causa una sentencia condenatoria emergente de la prescripción 
de los artículos 52 y 53 de la ley antes recordada; correspon- 
diendo sólo, según lo que resulte de autos y á mérito de no 
€ existir la evidencia de que el delito no se haya perpetrado», 
según la expresión del artículo i34 del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal), el sobreseimiento definitivo ó provisional, 
según sean las circunstancias que concurran con respecto á cada 
uno de los encausados. 

2^ Que aunque se haya probado que en los días de combina- 
ción fuese José Morillo quien acostumbrase á recibir la corres- 
pondencia con valores declarados^ no se halla comprobado, em- 
pero, que el día 5 de Agosto de 1891, que fué de combinación y 
en el que llegó á esta oficina de Correos la carta oon valor decla- 
rado que motiva este proceso, ella hubiera sido entregada á di- 
cho José Morillo, resultando, por el contrario, del documento 
corriente d foja 35, que la persona que recibió dicho valor de- 
clarado fnéel empleado Telmo Qonzalez, quien no le dio entra- 
da en el registro correspondiente, no obstante darla á otra mala 
con valor declarado también, que procedente de otro punto, 
llegó juntamente con la dirigida á los señores Pinasco y Cas- 
tagnino, circunstancias que si es verdad no bastan para cons- 
tituir la evidencia del delito de robo ó sustracción de dicha 
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mala en contra del mencionado González, hacen nacer contra 
él la sospecha de esa. sustracción, puesto que habiendo sido él 
quien la recibiera no ha exhibido en autos la justificación nece- 
saria del destino que le diera y por tanto de su completa ino- 
cencia. 

3® Que habiéndose comprobado que González como 2** jefe de 
la oficina de valores declarados, suplía legalmente á Morillo, 
jefe principal de aquella^ y que éste no se encontraba en la 
oficina cuando ingresó á ella la carta y suma extraviadas, no 
habiéndole sido tampoco, con posterioridad, entregados dicha 
carta y suma por el primero á éste último, fluye lógicamente 
la consecuencia de inculpabilidad de M<jrillo, pues no es acep- 
table la teoría desarrollada por el señor Frocnrador Fiscal de 
la solidaridad entre todos los empleados de una oficina en los 
casos dudosos de un delito ó simple falta producida en la ofici- 
na de que hagan parfe aquellos, puesto que tal teoría no se en- 
cuentra fundada en ley ni jurisprudencia alguna. 

4^ Que igual consideración de descargo es aplicable al en- 
causado Pereyra, quien además ha probado por las declaracio- 
nes de fojas 28, 68, 69 y 97, que los únicos que corrían con 
los valores declarados, eran Morillo y González, primero y se- 
gundo jefe de la oficina. 

5^ Que esta prueba tiende á despojar de responsabilidad á 
dicho Pereyra, quien tampoco aparece por las declaraciones de 
fojas 90, 81 y 99^ en condiciones de haber podido disponer de 
las llaves de la caja donde los valores declarados se guar- 
daban. 

' Por tanto: y de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 
434 y 435 del Código de Procedimientos en lo Criminal, se re- 
suelve: 1° sobreser provisionalmente respecto del procesado Tel- 
mo González, y definitivamente roipecto á José D. Morillo y 
Carlos M. Pereyra, declarándose respecto de estos dos últimos^ 
de acuerdo con la prescripción del artículo 437 de igual Có- 
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digo, que la formación de esta oausa no perjadica su baen nom- 
bre 7 honor. Hágase saber y repóngase los sellos. 

G, Escalera y Zuviría. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 11 de 1895. 

Suprema Corte: 

Contra el auto de sobreseimiento dictado á foja 138, se han 
interpuesto por el Procudor Fiscal, á foja 130, los recursos de 
nulidad y apelación. 

Fúndase en Li violación de las formas sustanciales prescrip- 
tas en los artículos 494 y 405 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal, por haberse resuelto el sobreseimiento, donde, á 
juicio del recurrente, correspondía la sentencia definitiva. 

El Código de Procedimientos en lo Criminal prescribe la 
oportunidad y formalidades con que debe diotarse sentencia, 
según los artículos 494 y 495 citados, pero en ninguna de sus 
prescripciones prohibe el auto de sobreseimiento, que pueda 
haber lugar, cuando el Juzgado no encuentra en las constancias 
del proceso, mérito bastante para una condenación ó absolución 
perentorias . 

Cuando el artículo 432 declara que en cualquier estado del 
sumario puede decretarse el sobreseimiento, tampoco ha cir- 
cunscripto á ese período del juicio, tal declaración. 

Las condiciones en que los artículos 433 y 434 autorizan el 
sobreseimiento, pueden imperar, aun después de cerrado el su- 
mario, y donde el Juzgado no hallare la comprobación de la 
existencia del cuerpo del delito ó la de sus autores, el sobresei- 
miento se impone. 
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No se ha podido comprobar que la mala con valores declara- 
dos, desaparecida del distrito de Correos de Paraná^ faose ro- 
bada. 

Los esclarecimientos no pueden ir adelante por falta de me- 
dios legales, no hay mérito para absolver ni condenar, pero la 
inocencia, sobre todo del empleado Telmo G-onzalez, que recibió 
la mala, no puede declararse, y á su respecto al menos, el so- 
breseimiento provisional parece justificado. 

En cuanto á la apelación por él interpuesta, carece de funda- 
mento legal. 

Si es cierto, como consta á foja 34 y foja 35, que recibió el 
bulto con valores declarados, debió dar cuenta de él . No hacer- 
lo, envuelve una sospecha de sustracción ó pérdida, sospecha 
que si no autoriza la condena, tampoco permite la absolu- 
ción. 

En mérito de todo ello, y de los fundamentos del auto recu- 
rrido, pido á y. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Setiembre 28 de 1895. 

Vistos y considerando: Que habiéndose declarado cerrado el 
sumario por el auto de foja treinta y seis, entró la causa al ple- 
nario siguiéndose el procedimiento establecido por la ley. 

Que oída la acusación y la defensa, producida la prueba en su 
oportunidad, vencido el término señalado al efecto y cumplido 
lo prevenido en el artículo cuatrocientos noventa del (lódigo de 
Procedimientos en lo Criminal (foja ciento diez vuelta), se ha 
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debido llamar autos, con arreglo al artículo caatrocientos uo- 
venta y dos del mismo Código. 

Que una vez terminada la sustanciacion en los términos pres- 
criptos por el citado artículo cuatrocientos noventa j dos, co- 
rresponde el pronunciamiento de la sentencia definitiva en la 
causa, de conformidad con los artículos cuatrocientos noventa 
7 cuatro y cuatrocientos noventa y cinco, la que deberá pro- 
nunciarse condenando ó absolviendo al procesado ó procesados. 

Que la absolución de la instancia es absolutamente prohibida 
(artículo cuatrocientos noventa y siete). 

Que en tal estado del juicio el sobreseimiento provisorio im- 
porta en verdad y en sus efectos una simple absolución de la 
instancia, entrando aquel, por consiguiente, en la prohibición ab- 
soluta preceptuada por el mencionado artículo cuatrocientos 
noventa y siete, y procediendo de ahí, que el artículo cuatro- 
cientos treinta y dos autoriza el sobreseimiento cuando la causa 
se halle en estado de sumario. 

Que debiendo comprender la sentencia á todos los procesados, 
en relación á todos es necesario que se llene sus formas sustan- 
ciales. 

Que con arreglo al artículo quinientos nueve del recordado 
Código, el recurso de nulidad procede contra las resoluciones 
pronunciadas con violación de las formas sustanciales prescrip- 
tas á su respecto por el mismo Código. 

Por estos fundamentos, oído el señor Procurador General, 
se declara nula la sentencia de foja ciento veintiocho. Devuél- 
vanse al Juzgado de su procedencia para que reponiendo la cau- 
sa al estado de llamamiento de autos, proceda á resolverla con 
arreglo á derecho. 

BENJAMÍN PAZ.— ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 
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CAVS^A €C1.I¥ 



Contra el agente del vapor « Dordogne > ; sobre comiso 



Sumario. — Los vapores con privilegio de paquetes, pueden 
formalizar su entrada con sólo el manifiesto de carga, y no están 
obligados á presentar la relación del rancho. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



RESOLUCIÓN OE LA ADUANA 



Buenos Aires, Enero 22 de 1894. 

Visto lo actuado y atentas las razones expuestas en el infor* 
me de contaduría que antecede, que comprueba lo dennnciado 
en el parte de foja 1, con arreglo á lo dispuesto en los artículos 
838, 905 y 1054 de las Ordenanzas de Aduana, declaro oaido en 
comiso el exceso de (550] quinientos cincuenta kilos velas estea- 
rina, ó sea se pague una multa igual al valor del mencionado 
exceso. Hágase saber. A sus efectos pase á contaduría y repón- 
ganse los sellos. 

S. Baibiene. 
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Fallo del Suex Federal 



Buenos Aires, Junio 36 de 1895. 

Yistos 7 considerando : Qae el artículo 836 de las Ordenanzas 
de Aduana determina que los paquetes & vapor gozarán de los 
privilegios que los artículos siguientes enumeran. 

Que el 837 establece que dichos paquetes presentarán al res- 
guardo, á su entrada, un manifiesto por duplicado de la carga 
que conduzcan; y el 838 dispone que ese manifiesto deberá expre- 
sar las marcas, números, envases, género de las mercancías, así 
como los consignatarios de éstas; comprender las encomiendas, 
muestras y pacotillas que traigan los pasajeros ó tripulantes coil 
destino á ese puerto, señalando como modelo de tal manifiesto 
el número 17, que se encuentra inserto al final de las ordenanzas. 

Que el artículo 847, al estatuir que los paquetes no gozarán 
de otros privilegios ó excepciones que los acordados en los artí- 
culos anteriores, vuelve á indicarlos y repite como uno de dichos 
privilegios el de que la entrada de los vapores t queda formula' 
da CON SÓLO la presentación del manifiesto de su carga en dos 
copias > • 

Que de estas disposiciones no surge la obligación, por parte 
de los vapores, de hacer relación de rancho 6 sobrante de rancho 
aprovisiones. ¿Acaso surgiría esta obligación de otras pres- 
cripciones de las mismas ordenanzas? Si bien es verdad que los 
artículos 31 , 32 y 34 imponen á los capitanes el deber de pre- 
sentar á la entrada del buque una relación del sobrante del ran- 
cho^ y el 46 indica que las copias ó traducciones del manifiesto 
de carga y relación del rancho^ deberán hacerse en la forma del 
modelo número 1 , no es menos cierto que las ordenanzas, al de- 
terminar las reglas concernientes á los paquetes á vapor, no han 
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incluido el rancho 6 sobrante del rancho entre los objetos que 
el manifiesto debe expresar; y á diferencia de lo dispoesto res- 
pecto de los otros buques, que para fermalizar su entrada tienen 
que presentar manifiesto de carga y relación del rancho, ha es- 
tablecido aquello, que los paquetes formalizan la suya con sólo 
la presentación del manifiesto de carga en dos copias . 

Y es por esto, sin duda, en razón de que con sólo el manifiesto 
de carga formalizan los vapores su entrada, que el artículo 838 
ha impuesto que en él se manifiesten las encomiendas, muestras 
y pacotillas, lo que no ocurre respecto de los otros buques, que 
pueden hacer por separado una relación de estos objetos (artí- 
culo 31). 

Si estas disposiciones no fuesen bastantes claras y explícitas, 
habría que recurrir á los modelos de manifiesto á que las orde- 
nanzas remiten. £1 artículo 838, al estatuir sobre el contenido 
del manifiesto de los paquetes, indica el modelo número 17. Y 
bien, este modelo no contiene referencia alguna en lo tocante ai 
rancho, á diferencia del modelo número 1, que si la contiene, 
en consonancia con las disposiciones délos artículos 31 , 32, 
34 y 46. 

Que, en consecuencia, al decir el artículo 848 que en todo lo 
demás los paquetes quedan sujetos á las disposiciones y penas de 
las ordenanzas, — sin que se pueda pretender ó alegar otros pri- 
vilegios y excepciones que las expresamente acordadas en ese 
párrafo, no puede entenderse que obliga á los paquetes á presen- 
tar la relación del rancho; puesto que justamente uno de los 
privilegios que se le han concedido es el de formalizar su entra- 
da consoló la presentación del manifiesto de carga, el cual, según 
queda establecido, no debe contener relación del rancho. 

Si por los artículos 31, 32, 34 y 46 los buques no privilegia- 
dos, para formalizar su entrada, deben presentar manifiesto de 
carga y relación de rancho, cuando el artículo 847 dice qne los 
paquetes, como privilegio, formalizan la suya con sólo la presen- 
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tacion del manifiesto de carga, ha q««rido establecer y ha esta- 
blecido una diferencia expresa en favor de los paquetes, sKigién- 
doles, al dar entrada, la presenta'siou del manifiesto de carga 
únicamente . 

Por lo demás ¿cuándo presentarían los paquetes la relación 
del rancho? Está prescripto qae los demás buques lo deben ha- 
cer al formalizar su entrada, pero oomo los paqnetes formalizan 
la suya con sólo el manifiesto de carga, resulta que no habría 
términos hábiles para el cumplimiento de la obligación que so 
pretende imponerles. 

Que si además de los artículos enunciados se examinan di- 
versos otros, aparecerá con mayor abundamiento que las orde- 
nanzas no se refieren á los paquetes cuando disponen la mani- 
festación del rancho. 

En primer lugar, es evidente que las reglas establecidas en 
la segunda sección de ese código aduanero, han sido dictadas 
teniendo en vista los buques de vela ó no privilegiados. Ello 
resulta del título de la sección tercera, de la naturaleza de esas 
reglas y de las propias referencias de dichas ordenanzas, que 
en diversos artículos, tales como los artículos 846^ 849, 856^ 
858, 8ñ2, 863, 865 y 875, dicen que los paqnetes serán equipa- 
rados en los puntos indicados á los buques de vela; es decir, que- 
darán sujetos á las reglas relativas á estos . 

Por otra parte, el artículo 258 prescribe ciertas reglas en 
cuanto al rancho y dice que se descontarán cdel manifiesto de 
rancho que el capitán presentará á su entrada», ciertos artícu- 
los. Esto no puede referirse á los paquetes, que formalizan su 
entrada cansólo el manifiesto do la carga. El mismo artículo es- 
tablece que se descontará lo que exceda de las cantidades que 
pueda consumir la tripulación del buque en cinco meses. En es- 
to se refiere también, evidentemente, á los buques dovelay noá 
los vapores, no sólo porque estos necesitan tener provisiones 
para la tripulación y además páralos pasajeros, sino porque el 
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término de cinco meses de daracion del viaje de retorno, es para 
ellos á todas luces excesivo. 

Qaeátal panto resalta qae la ley no ha establecido con cla- 
ridad y precisión el deber, por parte de los paquetes, de mani- 
festar el rancho, que en el informe de foja 36 se pretendería ha- 
cerle nacer de la obligación de manifestar la pacotilla. Así, se 
dice allí qae la administración de aduana dispuso < qae estando 
legislado en las ordenanzas lo concerniente á las mercaderías des- 
tinadas alas provistas, conducidas por cnalquier buque, se diera 
cumplimiento á la ley, esto es, se manifestara la pacotilla, ó sea 
las mercaderías destinadas al rancho >. 

Pero pacotilla y rancho no son sinónimos, ni para el lengua- 
je común, ni para el jurídico, ni para la terminología de las or- 
denanzas^ las cuales en los artículos 31 y 33 hablan de una y 
otra cosa como perfectamente distintas. 

Podría tal vez agretjarse á esta una consideración ligera. En 
el informe citado se dice que durante varios años no se exigió 
manifiesto de rancho á los paquetes. Ello induciría á pensar, que 
no creyeron que existiera tal obligación los empleados superio- 
res encargados de la aplicación de las ordenanzas en la época 
inmediata á su sanción, y entre los cuales se encontraba el au- 
tor de las de 1866, el mismo que formó parte de la comisión 
que proyectó las de 1876. Unas y otras son, por lo demás, exac- 
tamente iguales en la materia que esta causa comprende. 

Que no existiendo en las ordenanzas disposición alguna que 
obligne á los paquetes á manifestar el rancho ó sobrante de ran- 
cho ó provisiones, no puede reputarse contravención, y materia, 
por tanto, de pena, la falta de esa manifestación ó una manifes- 
tación incompleta. Nadie está obligado á hacer lo que la ley no 
manda; no hay hecho punible sin calificación legal previa. No 
es licito establecer esa obligación por impiicancí.i, no pudiendo 
aplicarse por analogía otra ley que la que rige el caso, ni inter-- 
pretarse ésta extensivamente en contra del acusado; y si hubie*^ 
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se duda en favor del mismo, tendría siempre que resolverse se- 
gún la doctrina y según el precepto legal expreso. 

Es posible y aun probable que la falta de manifestación del 
rancho por parte de los paquetes» dé lugar á maniobras fraudu- 
lentas en perjuicio de la renta fiscal. También los equipajes de 
pasajeros é inmigrantes han servido al mismo fin, y, sin emba- 
go, las ordenanzas los han excluido de la manifestación. Tal 
circunstancia no autorizaría á ampliar las disposiciones lega- 
les, so pretexto de interpretarlas. Los tribunales no hacen la 
ley, se limitan á aplicarla. 

Por estos fundamentos, fallo revocándola resolución apelada 
de foja 6 vuelta. ISotifíquese con el original y, en oportunidad, 
devuélvanse los autos á la aduana. Repóngase el papel. 

/. F. Lalanne. 



VISTA DEL SEÑOR PROCUBADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 13 de 1895. 

Suprema Corte: 

Las ordenanzas de aduanaren su artículo 31, establecen: 
cQne los capitanes de los buques entrados, presentarán al ofi- 
cial que pase la visita, el manifiesto general de la carga, ha- 
ciendo relación separada de todo bulto, pacotilla, encomienda, 
muestras, etc., etc., y anotando el sobrante de rancho y provi- 
siones que tenga á su bordo >. 

Los artículos 32 y 34 repiten aquella prescripción especial 
sobre el sobrante del rancho, refiriendo el 46 la forma de la re- 
dacción al modelo número 1^, que consigna separadamente el 
rancho. 
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Esos artícalos se relacionan con los buques en general que 
no gozan de privilegio de paquetes. 

Bespecto de estos últimos, ninguno de los artículos de las 
ordenanzas les prescribe sino la presentación de un manifiesto 
de la carga que conduzcan. Ese manifiesto debe expresar, se- 
gún el artículo 838, la designación de las mercaderías y sus 
consignatarios, comprender las encomiendas, muestras y paco- 
tillas^ con destino á ese puerto, y expresar la cantidad de bul-> 
tos que conduzca á los otros puertos del viaje. 

Así como la ordenanza ofrece el modelo número 1 para los 
buques en general^ prescribe el modelo número 17 para los pa* 
quetes ¿ vapor, y es de notarse en él que está suprimida la de- 
signación de los objetos de rancho, de que expresamente, en 

acápite separado, hace mención el número 1 . 

§ 

Creo, pues, que los paquetes á vapor gozan de un privilegio 
al respecto, como lo ha demostrado la sentencia de foja 40 : de 
otro modo, no se explicarían diversas prescripeiooes y diferen- 
tes modelos, que si impusieran iguales deberes, serían redun- 
dantes. 

Por ello y demás consideraciones de la sentencia recurrida, 
que invoco para evitar repeticiones, no creo deber sustentar el 
recurso instaurado por el Procurador fiscal, inclinándome á so- 
licitar de Y. E. la confirmación de aquella sentencia, corriente 
á foja 40. 

Sabiniano Kier. 



Fallo lie la Suprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 28 de 1895. 



Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y por sus fundamentos, se confirma la sen- 
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tencia apelada de foja cuarenta. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 



OAVSA €€!..¥ 



Contra l\uñez y Cerro ; sobre pago de dobles derechos 



Sumario, — Procede la imposición del pago de dobles dere- 
chos, por el error en la manifestación de fardos bolsa de arpi- 
llera en lugar de fardos arpillera^ al solicitar una guía de re* 
movido. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 



Buenos Aires, Marzo 14 de 1895. 

Visto lo actuado :de lo que resulta comprobado que con la 
guia de removido número 510 se solicitó embarcar 5 fardos bol- 
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sasde arpillera y que de la verificación practicada resultó conte- 
ner arpillera. 

Que llamado á declarar ei interesado, éste ha reconocido cate- 
góricamente la infracción cometida, oponiendo como único justi- 
ficativo en su descargo que en la papeleta llevada al punto de 
embarque se expresaba < fardos de arpillera > en vez de cbolsas 
de arpillera» que se declaró en la guía. 

T considerando : Que en caso de haberse cumplido sin obser- 
vación la guia referida, pudo haberse introducido en A Paraná 
5 fardos cbolsas de arpillera» que están afectados al. . . de dere- 
chos en vez de «arpillera» que sólo está gravado con ... por 
ciento. 

Que el hecho de que en la papeleta se haya designado fardos 
«arpillera» en vez de «bolsas de arpillera» lejos de ser un justi- 
ficativo de la infracción, entraña una falsedad, por cuanto el con- 
tenido real de los fardos es, comoqueda dicho, «bolsas de arpi- 
llera» y por otra parte, como dicha papeleta queda archivada 
en el Resguardo, no tiene ni puede tener valor alguno para la 
aduana recipiente, donde se reciben las mercaderías de confor- 
midad con lo declarado en la guía de removido. 

Por lo expuesto y atento lo establecido por los artículos 668, 
inciso 4, y 1011 délas ordenanzas, resuelvo se pague dobles de- 
rechos sobre la diferencia de derechos entre lo manifestado en 
la guia y el contenido real encontrado en la verificación. 

Hágase saber, pase á contaduría á sus efectos y repónganse 
los sellos. 

J. Rodríguez. 
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Fallo del Jues Federal 

Buenos Aires, Abril 23 de 1895. 
Y Tistes: Consideraudo que el error de manifestación denun- 

* 

ciado á foja I'' se encuentra debidamente constatado y ha sido 
reconocido por los apelantes. Que las Ordenanzas de Aduana 
consideran como fraude, y por conKiguiente materia de pena, 
toda falta de requisito, toda falsa declaración ó todo hecho que 
pudiese originar una diminución en la renta que legítimamente 
corresponde al Fisco, sin tener en cuenta la intención con que 
se haya procedido, y ateniéndose únicamente á la existencia 
material del hecho de la contravención. 

Que la falsa manifestación hecha en la guía de femoTido para 
el embarque de los fardos de arpillera á que esta causa se refie- 
re, no puede ser declarada inculpable, como lo pretenden ios ape- 
lantes, por el hecho de haberse expresado en el papel de foja 5, 
que los bultos que se llevaban al embarco eran fardos de ar- 
pillera: pues este papel no bastaba para hacer evidente el error 
é imposible de pasar desapercibido. El no constituye, por otra 
parte, un documento aduanero formal, debiendo hacerse las ope- 
raciones de removido en la forma y con los requisitos que se es- 
tablecen en los artículos 651 á 670 de las Ordenanzas. 

Que la infracción denunciada se encuentra especialmente pre- 
vista por el artículo 668, inciso 4<^, de las citadas Ordenanzas y 
penada por el artículo 101 1 . 

Por estos fundamentos, fallo: confií^mando con costas la reso- 
lución apelada de foja 7 vuelta. Notifíquese con el original, 
repóngase él papel, y en oportunidad devuélvanse los autos á la 
administración de rentas de la Capital. 

J. V. Lalanne. 

T. XI 24 
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TISTA DEL SEÑORA PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 29 de 1895. 
Suprema Corte: 

La nulidad fundada en la falta de citaciones legales, es impro- 
cedente. El interesado ha sido oido á fojas 2 y 4, reconociendo el 
hecho, lo que excluye la necesidad de toda otra comprobación; 
j la sentencia de foja 19 apoya sns conclusiones^ en prescrip- 
ciones esplícitas y pertinentes dalas Odenanzas. 

Es evidente y reconocido por la misma parte, que la guia de 
remoyido, por error ú otra cansa cualquiera, expresó ante la 
aduana cfardos con bolsas de arpillera», en vez de bultos de 
arpillera. 

Ese error no se desvirtúa por la papeleta de embarque, que 
no es documento de aduana, ni escusa de responsabilidad, ya 
que pudo pasar desapercibido, sin la oportuna verificación que 
señaló el parte de foja 1\ Según el inciso 4^ del artículo 668 de 
las ordenanzas, la diferencia de especie, calidad y cantidad si 
es en más, cae bajo la penalidad del artículo 101 1 , que sujeta el 
hecho á una multa igual á dobles derechos sobre la diferencia. 

Por ello, pido á Y. E. se sirva no hacer lugar á la declaración 
de nulidad solicitada, y confirmar por sns fundamentos el fallo 
recurrido de foja 19. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo lie im SapreHUí Cterte 



Buenos Aires, Setiembre S8 de 1895. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y por sus f andamentos: se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja diez y nueve. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGB. — JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAVSA CCIiXI 



Criminal contra D. Daniel de la Vega (hijo), ex-jefe de la 0/í- 
dna de Correos y Telégrafos en la Rioja, por participación 
en un contrato sobre recomtruccton de una linea telegráfica. 



Sumario. — No habiéndose probado que el procesado haya te- 
nido la participación é ingerencia de que se le acusa, procede su 
absolución de toda culpa y cargo. 
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Caso. — Resulta del 



rallo del Juea Veileral 



Rioja, Abril 30 de 1895. 

¿. T Yistos : el juicio criminal promovido al ex-jefe de la Ofici- 
na de Correos y Telégrafos de esta ciudad, doctor Daniel de la 
Yega (hijo), á instancia del Procurador Fiscal, en virtud de los 
antecedentes déla sumaria instruida por la Dirección General 
de Correos y Telégrafos de la Nación, atribuyéndole participa- 
ción en el contrato de reconstrucción de la linea telegráfica de 
Catamarca á esta ciudad, corriente de fojas 6 á 9 vuelta dees- 
tos autos, celebrado entre la Dirección General de Correos y 
Telégrafos de la Nación, con los señores Emilio H. González 
y C% con fecha 7 del mes de Enero del año 1889; de los que re- 
sulta : 

i^ Que con fecha 6 de Febrero del año 1891, la Dirección 
General de Correos y Telégrafos, en notado foja 98, comunicó 
al Ministerio del Interior de la Nación la destitución de su em- 
pleo al señor Daniel de la Vega (hijo), como jefe de la Oficina 
de Correos y Telégrafos de esta ciudad y la orden de suspensión 
del pago del contrato de reconstrucción de que le suponía par- 
tícipe, según telegramas del mismo de foja 24, al Inspector Ge* 
neral de Telégrafos M. B. Bahia. 

^'^ Que por informe telegráfico de fojas 12 á 20, la línea con- 
tratada está reconstruida conforme al contrato, habiéndose 
procedido á esa inspección é informe á petición de los contra- 
tistas, en nota corriente á foja 10, áfin de que la Dirección Ge- 
neral de Correos y Telégrafos se diese por recibida, catando 
definitivamente terminada. 



DE JUSTICIA NACIONAL 373 

3^ Qae el señor Daniel déla Vega (hijo), en telegrama diri- 
gido al señor Osear de las Carreras, foja 26, á Baenos Aires, le 
pide se empeñe con el doctor Zeballos, á fia deque éste haga 
activar el informe sobre reconstrnccion de la línea telegráfica, y 
en caso de ser necesaria sn presencia en esa que le avisase. Con- 
cnerda este telegrama con lo declarado por el telegrafista don 
Justo S. Dávili, á fojas 46 vuelta y 47, quien dice le oyó decir 
á Vega, que si la Nación no les pagaba la obra, se irla él perso- 
nalmente á Buenos Aires á cobrar: como igualmente con la del 
testigo Aurelio Zalazar^ telegrafista, quien declara á foja 48 
vuelta^ que sabe que el señor de la Vega había dirigido telegra- 
mas á Buenos Aires, preguntando que cuándo se pagaría el im- 
porte de la reconstrucción de la línea. 

4^ Quelos guarda-hilo Pedro Rodríguez, fojas 48 vuelta á 49, 
y Agustín Herrera, fojas 49 vuelta á 50, han trabajado el pri- 
mero en la reconstrucción de la línea telegráfica, porque fué 
mandado desde Santiago del Estero, por don Jnstiniano Las- 
Cano, y el segundo, durante ocho dias, por mandato de Yega, 
ocupándose demandar aisladores, colocándolos donde no ios ha- 
bía y atando conductores; haciéndose ese trabajo juntamente con 
el guarda-hilo Pedro Rodríguez y otro peón mandado por Yega. 

5*^ Que elevada la causa al estado de plenario, por auto de foja 
93, para deducírsela acusación, la parte del procurador fiscal, 
expone: cque el ex encargado de correos y telégrafos de este 
distrito, señor Daniel de la Yega (hijo), hasido socio del señor 
Emilio H. González, en el contrato de la línea telegráfica, des- 
de esta ciudad á la de Catamarca, celebrado por dicho señor 
González y la Dirección General de Telégrafos en la capital de 
laRepública, el día 7 de Enero de 1889, encontrándose Yega 
en ejercicio de su cargo de jefe del correo y telégrafo de este 
distrito. 

Que resultando, pues, de todas las diligencias practicadas, 
plenamente comprobado, que el procesado Daniel de la Yega 
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(hijo) es delincuente (artículo 306, Código de Procedimientos 
Criminal), paes ha violado las terminantes disposiciones del 
Código Penal, artículo 275, j ley de 14 de Setiembre de i 863, 
artículo 86, puesto que en maneíra alguna pudo tomar partici- 
pación como socio en un trabajo ó empresa que se relaciona con 
su cargo; pide, en consecuencia, que se declare al procesado reo 
del delito de exacción, condenándolo á sufrir el máiimunde la 
pena que establece el artículo 86 de la ley de 14 de Setiembre 
d&i863, por no concurrir circunstancia atenuante alguna. 

6^ Que la defensa expone: «la acusación se funda en el dicho 
de varios testigos, cuyas declaraciones corren desde foja 45 á 
foja 50 de estos autos y que constituyen las únicas piezas útiles 
del sumario. 

«Los referidos testigos que son don Yital Moreira, don Jus- 
to S. Dávila, don Ramón Urtubey, don Aurelio Zalazar, don 
Pedro Bodriguez, don Agustín Herrera y don Mariano Arguello 
afirman en sustancia un hecho solo : Que han oido decir á mi 
representado que él es socio de don Emilio H. González en el ne- 
gocio de la reconstrucción. Ellos no saben absolutamente nada 
sobre la existencia y detalles de tal contrato, sino lo que han 
oido decir al respecto á mi comitente: que él es interesado y so- 
cio. Que ese dicho no importa una confesión, dada la terminante 
disposición del artículo 316 del Código de Procedimientos Cri- 
minal . 

Que dicha confesión no lo es tampoco extra-judicial, por- 
que ni por el derecho ni las leyes penales se reconoce la confesi on 
extra-judicial, como medio de prueba. Que aun cuando se pro- 
base con cien testigos que Daniel de la Vega dijo y contó te- 
ner parte en el contrato deque se trata, eso no sería prueba de la 
existencia del delito de que se le atribuye. Que sería prueba 
de que él lo dijo, mas no del hecho de la participación que se 
per^^igue; que aun cuando lo hubiera confesado judicialmente, 
no constituiría aún prueba, sin la comprobación del hecho real 
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7 natural de la participación atribaida, según lo prescribe el 
artículo 316, inciso 7% del Código de Procedimientos Criminal. 

Que la comprobación de la existencia del delito, es la base 
del procedimiento en materia criminal, según lo preceptúa el 
articulo 207 del Código de Procedimiontos Criminal . Que el 
delito que se persigue en el caso presente, es la participación 
de Yega en el contrato de reconstrucción del telégrafo de Cata- 
marca áBioja. Que en la hipótesis de que esa participación sea 
un hecho de los que no dejan huella, sería indispensable, abso- 
lutamente, que la ejecución de ese delito por su representado y 
sus circunstancias se comprobaran para que este juicio tuviera 
razón de ser: asi lo establece el artículo 218 del Código antes 
citado. Que sobre este particular, es decir, sobre la ejecución 
del delito atribuido á Vega, y sus circunstancias, no hay en au- 
tos, ni prueba ni indicios, qufí la manera como sea esa partici- 
pación, en cuánta parte, ni en qué términos se ha efectuado^ 
que nadie lo sabe, ni se ha tratado de inquirir cosa alguna al 
respecto; ni hay base de procedimiento criminal de conformidad 
á las leyes citadas. 

Que no habiendo, en consecuencia, su representado, tenido 
participación alguna en el negocio de reconstrucción del telé- 
grafo que se le atribuye, pide sea absuelto en definitiva. 

Considerando: V Que los hechos contenidos en los resultan- 
dos anteriores, constatan el delito de la participación fraudu- 
lenta que el procesado ha tenido en el negocio de la reconstrne- 
cion de la línea telegráfica, que constituye el objeto de este 
juicio. 

2^ Que por los mismos hechos, se revela un interés manifies- 
to de lucro, en el negocio de la reconstrucción de la línea tele- 
gráfica, por lo cual el procesado, debe ser considerado como au- 
tor y reo principal del delito de defraudación ásus obligaciones 
legales. 

3^ Que en los términos del articulo 207 del Código de Pro- 
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cedimieoto Criminal, ees la comprobación de la ejcistencia de 
an hecho ó de una omisión que la ley reputa delito ó falta». Es- 
te hecho delictuoso, está comprobado por el telegrama dirigido 
por el procesado Yega, i Buenos Aires, al doctor Osear de las 
Carreras, corriente á foja 26, corroborado por las declaraciones 
de los testigos Justo S. Dávila, fojas 4ñ vuelta á 47, y la del 
testigo Aurelio Zalazar^ foja 48 vuelta, ambos telegrafistas en 
actual servicio. 

4° Que en los términos del considerando anterior, ei tele- 
grama de foja 26, cuando dice al doctor de las Carreras, á quien 
se dirige: chaga informe telegráficamente un encargado de esta 
oficina avisando en seguida si es necesaria mi presencia en esa», 
este encargo importa un mandato ante los ojos de la ley. 

5^ Que el interés del procesado resulta manifiesto, tanto 
más, cuanto que, el despacho del asunto á que se refiere el 
telegrama, no ha podido ser otro sino el que personalmente 
revela por sus términos al final del mismo, como muy acerta- 
damente lo hace notar el Procurador Fiscal en su informe in 
vo^e de foja 152 vuelta, por dos razones: 1^ porque la defensa 
no ha negado la autenticidad del mismo telegrama^ cuando re- 
plicaba al Procurador Fiscal, ni en ninguna parte de los autos; 
2" porque ese hecho^ como el de haber mandado el procesado ai 
guarda-hilo Agustín Herrera, de que habla el resultando cuarto 
de los hechos, con el agregado del asentimiento prestado, deque 
el guarda-hilo Pedro Rodríguez, que menciona el mismo resul- 
tando, paraque trabaje juntamente con aquel, no han podido 
importar, como lo dice la defensa, c una recomendación amisto- 
sa eu favor de un tercero, como sucede en ciertos casos », y no 
nn asunto de interés personal. 

6^ Que la defensa del procesado, analizando el mérito pro- 
batorio de las declaraciones de los testigos del sumario^ Ma- 
riano Arguello, Kamon Urtubey y Justo S. Dávila, dice: cson 
los únicos que se han ratificado y cuyas declaraciones por esa 
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razón, pueden tomarse en consideración; pero que no tiene va- 
lor jurídico, por haberlo oido decir al procesado; ni reunir las 
Condiciones exigidas por el artículo 306 del Código de Proce- 
dimientos Criminal, es decir, que son hábiles, contestes en el 
hecho, lugar y tiempo y de buena reputación y fama. Véamos- 
lo. En cuanto á la primera observación de la no ratificación, por 
lo cual excluye la declaración de los testigos Aurelio Zalazar, 
Pedro Rodriguez, Agustin Herrera y Vital Moreyra, no es 
exacta, porque por los artículos 484 y 197 del Código de Proce- 
dimientos Criminal, el requisito de la ratificación no es esencial 
y tienen valor legal, no obstante. En cuanto á los requisitos 
que por el artículo 306 del Código de Procedimientos, no reúnen 
las de los tres testigos expresados, tampoco es exacto, pues la 
defensa acepta en el resultando sexto de su exposición, c que to- 
dos los testigos del sumario han oido decir al procesado^ que el 
ex-socio de don Emilio H. González, en el negocio de la recons- 
trucción del telégrafo^; son hábiles, porque no se les ha opues- 
to tacha alguna; teniendo, por consecuencia, valor jurídico tam- 
bién, las declaraciones de los testigos citados en los consideran- 
dos tercero y quinto, como estos y todos los demás^ en los térmi- 
nos del artículo 306 del Código citado y artículo 297, inciso 3^, 
del mismo Código 

1° Que por otra parte la confesión extra-judicial prestada por 
el procesado Daniel de la Yega (hijo) ante los testigos Justo S. 
Dávila, Kamon Urtubey, Agustín Herrera, Mariano Arguello y 
Vital Moreira, fojas 45 vuelta á 51, de que es socio en el nego- 
cio de la reconstrucción de la línea telegráfica, no está excluida 
en absoluto en el derecho criminal, antes al contrario el artícu- 
lo 321 de dicho Código, dice : cLa confesión que reviste las cir- 
cnnstanoias expresadas en el artículo 316 prueba acabadamente 
el delito». De lo que se deduce que si no reviste todas estas 
circunstancias que las enumera en 7 incisos el artículo 316, val- 
drá sólo como semi-plena prueba. 
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8° Qae esta iaterpretaoion es concordante con la que hace 
Caravantes en el Febrero Beformado, tratando del procedi- 
miento en materia criminal, título 18, párrafo 446, libro 4^ del 
tomo 5% cuando dice: <La confesión extra-judicial no perjudi- 
cará, si siendo acusado el que la hizo negase en juicio el hecho 
áqne es referente y no hubiese otra prueba de ello, cualquiera 
que sea la sospecha que pueda haber contra él (Ley 7, tít. 13, 
partida 3*) y en muchos casos no merecerá ningún asenso la 
confesión extra-judicial, porque puede haberla dictado la necia 
ó imprudente vanidad que da cierta idea de gloria á ios mismos 
delitos, y hace que el hombre se vanaglorie de ellos, cuando no 
se halla en presencia del que puede castigarlo ». 

9^ Que la contestación de la defensa á la acusación, no niega 
la participación que haya podido tener el procesado en el contra- 
to de reconstrucción de la línea telegráfica, sino que dice: que 
en el supuesto de que esa participación sea un hecho de los que 
no dejan huella, sería indispensable absolutamente que la eje - 
cucion de ese delito por su representado y sus circunstancias, se 
comprobasen, para que este juicio tuviese razón de ser: que así 
lo establece el artículo 218 del Código de Procedimientos Cri- 
minal. Pero, es que la no negativa del procesado en la parti- 
cipación del delito que se le atribuye, envuelve una confesión 
extra-judicial, tal como lo hizo en presencia de los testigos ci- 
tados en el considerando séptimo, y por lo tanto un semi-plena 
prueba, según lo establecido en los considerandos séptimo y 
octavo. 

10^ Que en cuanto á que los testigos del sumario no decla- 
ren circunstanciadamente los hechos que constituye el contrato, 
estos están plenamente probados por el documento que corre 
agregado de fojas 6 á 9 vuelta, por cuanto este contrato queda 
corroborado por las declaraciones del procesado, que se estiman 
tener valor jurídico, por el considerando anterior, contenidas 
en el séptimo. 
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li® Que por el análisis jurídico hecho en los considerandos 
tercero, cuarto, quinto y sexto de la prueba, en lo relativo á 
la delincuencia del procesado como partícipe en la obra de la 
línea telegráñca, queda ésta evidentemente probada, como así 
mismo los términos en que haya sido dicha participación por 
los considerandos séptimo, octavo, noveno y décimo. 

i^ Que la ocupación délos guarda-hilos, Pedro Rodríguez y 
Agustín Herrera, constituye una circunstancia agravante en el 
presente proceso, por cuanto dichos empleados no han podido 
ser distraídos desús funciones oficiales, para destinar su tiempo 
en negocios ó empresas de carácter particular, con menoscabo 
de esas mismas funciones públicas que desempeñan. 

13^ Que por la infracción á sus obligaciones legales, en méri- 
to de las funciones que en su carácter de administrador en jefe 
de Correos y Telégrafos, ha desempeñado en esta ciudad el 
procesado don Daniel de la Yega (hijo) á la época del contrato 
de reconstrucción de la línea telegráfica, objeto de este juicio, 
ha incurrido evidentemente en la infracción del artículo 86 de 
ley de 14 de Setiembre de 1863, sobre crímenes cuyo juzga- 
miento compete á los tribunales nacionales, y artículo 834 del 
reglamento de correos y telégrafos de la nación, de fecha 3 de 
Junio de 1879, que prohibe: cque ningún empleado de la admi- 
nistración puede ser parte en los contratos que se celebren con 
ella ni apoderado para el cobro de su importe». 

14^ Que el procesado es responsable de todas las costas pro- 
cesales, por no existir en su favor circunstancia alguna que le 
exima de ellas, en mérito de las consideraciones que preceden; 
quedando, por consiguiente, obligado á su reposición ó reintegro, 
de conformidad á las disposiciones de los artículos 143 y 146 
del Código de Procedimientos Criminal. 

Por estos fundamentos, definitivamente juzgando, fallo: que 
debo declarar y declaro al ex-jefe de la oficina de correos y telé- 
grafos de esta ciudad, don Daniel de la Yega (hijo)^ reo del de- 
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ito de defraudación á sos obligaciones legales é incurso en el 
ináxímunde las penas de inhabilitación para empleos públicos 
por seis años y una multa del diez por ciento sobre la cantidad 
importe del contrato de reconstrucción de la línea telegráñca 
desde Catamarcaáesta ciudad^ entre los señores Emilio H. Gon- 
zález y C* y el Director general de correos y telégrafos de la 
nación, con fecha 7 de Enero de 1889, de conformidad al artículo 
86 de la ley de 14 de Setiembre de 1863 y artículo 834 del re- 
glamento de correos y telégrafos delanacion^ de fecha 3 de Junio 
de 1879; con más las costas del proceso, en la forma prescripta 
por el artículo 146 del Código de Procedimientos Criminal. 
Hágastí saber. 

Gaspar N. Gómez. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 19 de 1895. 
Suprema Corte : 

La nulidad invocada no se ha demostrado. El hecho en que 
se funda, de haber sido el Juez y también el procesado can- 
didatos á la misma diputación provincial^ pudo tal vez invo- 
carse como causa de recusación 6 impedimento, pero ni aun 
comprobada, lo que no se ha hecho, daría lugar ante las leyes 
de procedimientos, ala nulidad de la sentencia. 

En cuanto al recurso de la apelación parece fundado. 

El hecho que* da mérito á este proceso, no resulta comproba- 
do. Se trata de un contrato para la reconstrucción de nna línea 
telegráfica, y en ese contrato sólo intervienen á foja 6, de una 
parte la Dirección G-eneral de Correos, de la otra, la razón social 



DE JUSTICIA NACIONAL 381 

constractora, Emilio H. Gonzales y compañía . No se ha demos- 
trado que de esa razón social hiciese parte el procesado doD Da- 
niel de' la Vega, ni tampoco ha podido comproharse, qne bajo 
tal razón social, entrase á compartir parte alguna de los benefi- 
cios del negocio contratado. Al contrario^ el jefe representante 
déla firma social, declara explícitamente, á foja 145 vuelta^ 
«que no es verdad que en el contrato que se expresa, fuera 
su socio don Daniel Vega ». 

No hay tampoco un solo acto que induzca la convicción de la 
participación del procesado, ni en los contratos nien los traba- 
jos, ni en la razón social contratante* 

El inciso 7^ del artículo 316 del Código de Procedimientos 
en lo criminal, requiere c que la existencia del delito esté le- 
legalmente comprobada, y la confesión concuerde con sus cir- 
cunstancias y accidentes » . 

El procesado ha podido falsamente aseverar, guiado por cual- 
quier interés extraño á la causa, que tenía participación en las 
resultancias del contrato de foja 6. La prueba testifical de lo qne 
dijera al respecto fuera del proceso^ no produce los efectos de* 
la confesión judicial. Porque para que la manifestación del 
procesado, como autor de un delito, surta los efectos de la con- 
fesión, ha de reunir conjuntamente las condiciones requeri- 
das por el artículo 316 citado, entre ellas, que sea hecha ante 
el juez competente y respecto de un delito comprobado. 

Si ni una ni otra circunstancia resulta evidente, lo que oye- 
ran decir los testigos carece de fuerza probatoria al respecto, y 
la confesión no puede invocarse como existente, según la doctri- 
na que se desprende del artículo 321 del código citado. 

Sólo queda en contra del procesado, la gestión en favor del 
pago de las obras, que expresa el telegrama de foja 26 y que 
explica con independencia de otros móviles delictuosos la amis- 
tad íntima con el contratante que expresa la declaración de fo- 
ja 147, y los trabajos mandados ejecutar por dependientes del 
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telégrafo^ que importan no un delito del Código Penal, sino nna 
infracción délos reglamentos de la administración. 

El artícalo 86 de la ley 14 de Setiembre de 1863, sobre los 
crímenes contra la nación, refiere expresamente so penalidad al 
empleado nacional que directa 6 indirectamente se interese en 
cualquier cluse de contrato ú operación, en qne deba intervenir 
por razón de su cargo. 

Pero el procesado no ha firmado contratos á nombre de la ad- 
ministración, ni desempeñado comisión alguna oficial ni para la 
ejecución, ni para la recepción de la obra. ?alta, en consecuen- 
cia, á su respecto la condición que la ley requiere como inductiva 
de la criminalidad. Por ello pienso que no habiéndose compro- 
bado los fundamentos de la acusación, el procesado debiera ser 
absueltOy y pido á Y. E. la revocación de la sentencia recurrida 
de foja 156. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Saprema Corte 



Buenos Aires, Setiembre 28 de 1895. 

Vistos y considerando: Que no está probado que el procesa- 
do haya tenido participación en el contrato celebrado por los 
señores Emilio H. G-onzalez y compañía con la Dirección gene- 
ral de correos para la reconstrucción de la línea telegráfica de 
Catamarca á la Bioja. 

Que tampoco se ha probado que el mismo procesado hubiera 
tenido ingerencia en la celebración del mencionado contrato^ 
desempeñando funciones de empleado de la nación, encargado 
al efecto. 
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Por esto 7 de acuerdo con lo expuesto j pedido por el señor 
Procurador General, se revoca la sentencia de foja ciento cin- 
cuenta 7 cinco vuelta, absolviéndose al procesado de toda culpa 
7 cargo. Devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORR^NT. 



CAUSA CCIiXII 



Don José M. Segovia^ contra la provincia de Buenos Aires ^ por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre arreglo de cuentas 



Sumario. — El acto por el cual, durante un juicio ejecutivo, 
las partes convienen en arreglar todas las cuentas pendientes, 
debiendo el autor desistir de la ejecución, no es una transaccioDt 
sino un arreglo de cuentas, sin que altere su naturaleza el ha- 
ber renunciado el actor á la mitad de las costas procesales. Ese 
acto debe ser observado, aunque el documento que lo contiene 
no ha7a sido presentado al Jaez de la causa. 
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IPallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires» Octubre 1* de 1895. 

Yistos en el acuerdo : Los del incidente promovido por el apo- 
derado de la provincia de Buenos Aires sobre cesación del jál- 
elo ejecutivo seguido contra ésta por don José M. Segoviapara 
el pago de dos letras de tesorería^ de qne resulta: 

Que después de dictada sentencia de remate en el juicio de la 
referencia, se celebró entre el ejecutante y el Gobierno déla 
provincia el acuerdo de que instruye el documento público de 
foja noventa y siete, por el cual ambas partes convinieron en 
liquidar todas las cuentas pendientes, estipulándose que Sego- 
via devolvería al Gobierno en letras de tesorería la suma de 
noventa y tres mil setecientos setenta y siete pesos cincuenta 
y un centavos, moneda nacional, que reconocía adeudarle, car- 
gándose á esta cantidad el interés de siete por ciento por el tiem- 
po que se expresa; que se liquidaría la deuda á favor de Segovla 
con el mismo interés por la suma de ciento cincuenta y nueve 
mil setecientos diez y siete pesos cincuenta y tres centavos mo- 
neda nacional, importe de doce letras que tenía recibidas; que 
el saldo que resultase de las dos cantidades se abonaría por el 
Gobierno, al contado, en la siguiente forma: veinte mil pesos 
moneda nacional, en el día mismo del convenio, importe dedos 
letras que se expresan, y el resto en el acto que entregase Se* 
govia en tesorería las letras de los números que también se 
mencionan, debiendo con tal motivo desistir de la demanda que 
seguía ante esta Suprema Corte por las dos letras de valor de 
ochenta y cuatro mil setecientos quince pesos treinta y siete 
centavos moneda nacional, y sus intereses que cobraba ala pro- 
vincia y que debía entregar directamente a! representante de 



DE JUSTICU NAGIONÜL 385 

ésta enjuicio ; y^ finalmente, que la mitad de los honorarios qae 
se regulasen al abogado de Segovia serían abonados por la pro- 
vincia, así como los honorarios del apoderado de ésta y las óos- 
tas que había ocasionado. 

Que ejecutado en parte este convenio por la entrega á Sego- 
via, en el día, de la suma de los veinte mil pesos ya menciona- 
da y por haberse practicado por contaduría la liquidación de 
los créditos de ambas partes^ de que resultó un saldo de treinta 
y siete mil cuatrocientos sesenta y seis pesos diez centavos mo- 
neda nacional, á favor de Segovia, éste ocurrió á esta Suprema 
Corte manifestando que, por no haberse presentado todavía en 
el juicio ese convenio, que era una transacción, que había cele- 
brado con el Gobierno para poner fin al litigio pendiente, y por- 
que el ministro doctor Balbin con pretextos se resistía á su cum- 
plimiento, venía, en uso del derecho que le acordaba el artículo 
ochocientos treiortay ocho del Código Civil, á hacer presente 
que había desistido de dicho convenio y á pedir que continuase 
el juicio ejecutivo por todos sus trámites. 

Que á su vez, el apoderado de la provincia^ sosteniendo que 
el convenio de foja noventa y siete no era una transacción sino 
nn arreglo de cuentas por el cual se reconocían los créditos que 
tenían entre sí, con sus respectivos interest^s, ó sea, una estipu- 
lación para la chancelación de aquellos por compensación y pa- 
gOy y que, por consiguiente, no estaba subordinado á la dispo- 
sición del artículo ochocientos treinta y ocho del Código Civil, 
por cuanto no había renuncia alguna de derechos que tuviesen 
el carácter de litigiosos; y porque si no se había abonado el sal- 
do resultante de la liquidación, era porque no se habían presen- 
tado en tesorería las letras que tenía en su poder Begovía, y 
porque además ese saldo había sido embargado por orden de 
autoridad competente; en cuyo cuso debía tenerse por extingui- 
do el crédito que se ejf^cutaba y ordenarse la cesación de los 
procedimientos del juícii), con expre^^a condenación en cohtas, 

T. XI ^} 
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Que sustanoiado el iacidente con un traslado al ejecutante, 
se hallan los autos en el acuerdo para su resolución. 

T considerando: Que los procedimientos del juicio ejecutivo 
se han introducido en favor del acreedor y para conseguir por 
el ministerio de la justicia el más pronto pago del capital é in- 
tereses del crédito que reclama. 

Que no hay ley alguna que impida pagar extrajudicialmente y 
en la forma que lo tenga á bien el acreedor, la deuda que persi- 
gue en dicho juicio, como no la hay tampoco que subordine la 
validez de ese pago á la condición de presentar en el mismo 
juicio el convenio respectivo de las partes, toda vez que no pue- 
da contemplarse en dicho convenio una transacción por medio de 
la cual el acreedor renuncie en favor del deudor parte alguna 
del capital é intereses que demandaba, y cuando por otra parte, 
no reviste ya el crédito de aquel el carácter de litigioso o du- 
doso por el reconocimiento liso y ll.ino que haya hecho de él el 
deudor. 

Que siendo esto lo que ha sucedido en el caso snb-judice^ co- 
mo lo demuestra el documento público de foja noventa y siete, 
es de toda evidencia que no puede serle aplicable la disposición 
del artículo ochocientos treinta y ocho del Código Civil para 
admitir la pretensión de Segovia, la que no se justifica ni por la 
renuncia que ha hecho á favor de la provincia de la mitad de 
los honorarios que correspondan á su abogado, desde que las 
costas no pueden considerarse un derecho litigioso ó dudoso de 
su parte, después de la sentencia ejecutoriada de remate , ni por 
la circunstancia que alega de haber hecho, en el arreglo de 
cuentas llevado á cabo con el G(»bierno, concesiones sobre cré- 
ditos que éste pretendía tener á su favor, pues que dicho arre- 
glo revela el reconocimiento de recíprocas obligaciones que no 
se reputan dudosas y no abandono de derechos que creyeran 
tenerse, lo que caracteriza el acto de un mero arreglo dn caen- 
tas, y no precisamente de transacción. 
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Que formando las convenciones para las partes, una regla á 
la cual deben someterse como á la ley misma, y habiéndose 
comprometido Segovia, en virtud de la celebrada á foja noventa 
y siete, que en parte ha tenido ya ejecución, á desistir del jui- 
cio ejecutivo seguido por su parte y á entregar al apoderado de 
la provincia las letras materia del presente juicio^ es evidente 
que no puede sustraerse al cumplimiento de ese deber, sin per- 
juicio de los derechos que le correspondan en virtud de la mis- 
ma convención y que podrá hacer valer cuándo y cómo viera 
convenirle. 

Por estos fundamentos: se declara terminado el presente 
juicio ejecutivo, con la salvedad contenida en el liltimo consi- 
derando. Hágase saber con el original y, repuestos los sellos, 
archívese . 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABELBAZAN. —OCTA- 
VIO BUNGE . — JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAUSA CCIiXlII 



Don Federico Cobbold^ contra don Diego Mohr Bell; sobre 

interdicto de despojo 

Sumario. — La acción de restitución concedida al tenedor de 
ana cosa de la que ha sido despojado violentamente, tiene por 
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objeto suprimir los efectos Hela violencia, y restablecer las co- 
sas al estado anterior, sin dar al despojado mayores derechos 
de los que tenía entonces^ y sin quitar los que tenía el despo- 
jante. 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte y el 



Fallo del Jues Iictrado 



Autos y vistos: Sesulta que el interdicto de recobrar ó de 
despojo entablado por don Federico Cobbold contra don Diego 
Mohr Belly como representante del doctor Juan Álston, lo funda 
el actor en que á título de socio y administrador del estableci- 
miento rural denominado cLa Carlota» mantenía la posesión ó 
tenencia de ese establecimiento, sin haber decaído su derecho 
por falta de liquidación de la sociedad. 

Lo fonda también en que la posesión real así sostenida, le 
fué arrebatada por la fuerza, interviniendo en ese despojo la au- 
toridad administrativa de este territorio, representada en aquel 
acto por el jefe de Policía, comisarios y gendarmes, circuns- 
tancia que lo dificultó, por encontrarse cohibido bajo la influen- 
cia del temor, para oponer resistencia legítima á la actitud 
violenta asumida por el poder público. 

T considerando: Que los hechos que relaciona el actor apa- 
recen comprobados por los medios que el derecho autoriza, que- 
dando de esa manera satisfechos los extremos establecidos por 
las leyes de procedimientos, no sólo respecto de la tenencia del 
establecimiento, cuya posesión se intenta restablecer, sino tam- 
bién sobre los actos de violencia empleados para consumar el 
despojo, porque el dicho uniforme de tres testigos mayores de 
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toda exoepcion, el testimonio del acta de foja 19 reconocido 
formalmente y el informe del gobernador de! territorio también 
corriente á foja 23, determinan la existencia de esos hechos j 
comprueban que la posesión real del inmueble mencionado fué 
turbada arbitrariamente. 

Considerando asimismo que las alegaciones formuladas por 
parte de Diego Mohr Bell á nombre del doctor Alston, si bien 
demuestran el derecho de poseer, no bastan para legitimar el 
atentado cometido ni para destruir la base de la acción que se 
intenta en interdicto de recobrar, porque la posesión supone la 
existencia de un hecho y dé un derecho y de ella nacen la real 
ó corporal y la que da el derecho de poseer pro domino sin que 
este derecho tenga, con arreglo al precepto del artículo 2472 
del Código Civil, nada de común con la posesión real que teñía 
el actor en el establecimiento cLa Carlota» y de la que sólo ha 
podido ser privado por la autoridad judicial. 

La prueba del derecho de poseer en las acciones posesorias 
se encuentra rechazada por la ley. En ella se discute y se com- 
prueba el hecho real ó tenencia, y no el derecho á esa tenencia 
ni el dominio en que pudiera fundarse. 

Considerando, finalmente, que el acto del despojóos viólate- 
rio de la disposición del artículo 2469 del Código Civil ya citado, 
porque ni la autoridad administrativa ha procedido dentro de 
la órbita de sus facultades y atribuciones, niel demandado ejer- 
citó debidamente sus acciones y derechos al turbar la posesión 
real del actor, fuese cual fuese la naturaleza de ella. 

Las responsabilidades legales son, en consecuencia, del que 
instó el acto irregular y déla autoridad que lo consumó. 

Por estos fundamentos, y atentas las disposiciones invocadas 
y las comprobaciones aducidas en el ca.so sub-judice^ fallo: or- 
denando se restituya á Federico Cabbold la posesión reclamada 
con cargo de costas, daños y perjuicios^ imputables álos autores 
del despojo violento, debiendo ponerse la fuerza pública á dis- 
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posición del Juez de ?az del 3er Departamento, al que se librará 
despacho para la ejecución de esta diligencia. 

A sus efectos, líbrense los oficios necesarios, y, consentida y 
ejecutoriada, archívese. 

Así lo mando y firmo en General Acha, á 12 de Setiembre 
del año 1895. 

A. Cardassy. 



rallo de la Suprcina Corte 

Buenos Aires, Octubre 5 de 1895. 

Vistos y considerando : Que según consta de autos el deman- 
dante Cobbold ocupaba el terreno de la cuestión y pretende te- 
ner el derecho de continuar ocupándolo, así como el de mante- 
ner á su cargo la administración inmediata del estableci- 
miento. 

Que consta igualmente que el demandado, con el auxilio de 
la Policía del lugar, desapoderó por medio de mandatario al ex- 
presado Cobbold, del establecimiento. 

Que el documento de foja diez y nneve^ cuya verdad no se 
halla contestada, demuestra que el acto á que se refiere el con- 
siderando anterior ha sido la obra de la violencia empleada por 
la Policía, invocando órdenes que decía tener recibidas, con 
amenazas de hacer uso de la fuerza pública, y no obstante la 
resistencia de Cobbold y su manifestación de ceder tan sólo al 
imperio de la fuerza. 

Que en consecuencia de esos antecedentes la acción intenta- 
da no es precisamente la posesoria, solamente acordada al po- 
seedor, sino unsí acción derivada de un hecho reprobado por la 
ley, que no permite que nadie se haga justicia por sí mismo sin 
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perjuicio de los derechos qne correspondan al autor de la vio- 
lencia en el posesorio ó por otra vía autorizada. 

Que sancionada esadoctrina, el artículo dos mil cuatrocientos 
noventa del Código Civil acuerda la acción de despojo al posee- 
dor aunque su posesión sea viciosa^ sin obligación de producir 
título alguno, y aunque el despojante sea el dueño del inmue- 
ble, acordándolo, de una manera expresa, no sólo al poseedor 
sino también al tenedor los artículos quinientos ochenta y uno, 
inciso primero, del Código de Procedimientos déla Capital y el 
trescientos veintiocho, inciso primero, déla ley de Procedimien- 
tos nacionales^ que se invoca por vía de doctrina. 

Que así lo tiene resuelto esta Suprema Corte en varios fallos. 

Que teniendo la acción intentada en el juicio por único ob- 
jeto suprimir los efectos de la violencia, ella no puede ir en sus 
resultados sino al restablecimiento de las cosas á su estado an- 
terior al acto de la violencia, lo que vale decir que no puede ha- 
cer más aiuplios los derechos del despojado ni afectar ó limitar 
los que en ese estado correspondieran al despojante. 

Que según lo confiesa el mismo demandante, el inmueble en 
cuestión pertenece al demandado, en quien radica la posesión 
legal á título de dueño, ejerciendo también el mismo demanda- 
do la administración superior del establecimiento, que el actor 
pretende estar bajo su inmediata administración en calidad de 
socio, calidad negada por el demandado. 

Que por tanto y partiendo de las bases que el mismo deman- 
dante da, el propietario y consocio, como le titula, mantenía la 
posesión legal y ejercía concurrentemente la administración 
del establecimiento á la fecha del acto de violencia, lo que im- 
plica que el restablecimiento de las cosas á su estado anterior 
no afecta ni afectar puede á los derechos en ejercicio, reconoci- 
dos á favor del demandado. 

Qne la sentencia apelada al ordenar se restituya á Cobbold 
la posesión reclamada y que éste demandó de una manera ili- 
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mitada, altera el estado anterior de las cosas en cuanto implica 
nna posesión exclasiva, que nunca existió, á estar á lo confesado 
por el mismo demandante, que se atribuye la tenencia, recono- 
ciendo sin embargo derechos al propietario (foja diez y siete, 
respuesta á la sexta posición) que hacen obstáculos á toda pre- 
tencion á una tenencia ó posesión excluyente. 

Por estos fundamentos : se ordena restituir las cosas al estado 
anterior al acto de violencia, manteniendo, en consecuencia, á 
Cobbold en las condiciones en que se hallaba en el estableci- 
miento materia de la cuestión, sin perjuicio de los derechos del 
demandado, en la posesión y administración del mismo, tam- 
bién en las condiciones expresadas en los precedentes conside- 
randos, que lo habilitan para ejercer aquellos interviniendo por 
si 6 por medio de apoderado, en cuyos términos queda modifi- 
cada la sentencia apelada de foja treinta y nna; las costas de 
ambas instancias se pagarán en el orden causado. Notifíquese 
con el original y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz.— OCTAVIO buiige. 
— JUANE.TORRBIIT. 



DE JUSTICIA NACIONAL 393 



CAUSA CCIiXIV 



Contra la barca inglesa tVale ofMith*; sobre comiso 



Sumario. — La omisión en la tradaccioa del manifiesto de 
carga y relación del rancho presentado por el agente de una 
barca, hace pasibles de la pena de comiso los artícnlo's omi- 
tidos. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Juea Federal 



Buenos Aires» Junio 7 de 1895. 

Y vistos: Considerando: Que se encuentra debidamente es- 
tablecido en autos, y ha sido reconocido por el apelante, que en 
la traducción del manifiesto de carga y relación del rancho de la 
barca cYale of Mith> se ha omitido la pacotilla que dicha 
barca conducía, de conformidad con el parte de foja i^. 

Qae el artículo 005 de las Ordenanzas de Aduana castigan 
los errores cometidos lo mismo en el manifiesto general^ como 
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en sn tradaccion, con el comiso de lo manifestado de menos. 

Que siendo obligación del consignatario del buqae presentar 
la traducción por triplicado del manifiesto original de la carga y 
relación del rancho, ségun el artículo 46 de las Ordenanzas de» 
be ser responsable de los errores cometidos en esa traducción^ 
7 expresamente lo establece así el Código citado. 

Por estos fundamentos, fallo confirmando con costas la reso- 
lución apelada de foja 8. Notifíquese con el original y en opor- 
tunidad devuélvanselos autos á la Aduana. Repóngase el papel. 

J. V. Lalanne. 



VISTA DEL SEÍiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 18 de 1895. 

Suprema Corte: 

Nada necesito agregar á los bien fundados considerandos de 
la sentencia recurrida de foja 27. Invocándolos pido áY. £. 
su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires» Octubre 5 de 1895. 

Vistos : De acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, se confirma por sus fundamentos la sentencia apelada 
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de foja veinte y siete, con costas. Repuestos los sellos, devuél- 
v«an8e . 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA CCJLXT 



Contra Atiza y C^,por comiso; sobre devolución del expediente 

d la administración de la Aduana 



Sumario, — Concedida la apelación de una resolución del Mi- 
nisterio de Hacienda en asunto de aduana sobre comiso, y ra- 
dicada la causa ante el Juez Federal, no procede la devolacion 
del expediente á la administración de aduana, antes que el 
Juez se expida sobre el recurso pendiente. 



Caso. — Lo explica el 
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Fulla del Jucs Federal 



La Plata, Julio 5 de 1895. 

Autos y vistos: Y considerando: 1^ Que según consta de 
autos(véase foja 8)el señor Administrador de Bentas Nacionales 
de La Plata, sobreseyó cu la presente sumaria por no encontrar 
mérito para el comiso y la imposición de penas á las personas 
que aparecieron envueltas en él. 

2"" Que elevado el expediente en consulta al señor Ministro 
de Hacienda de la Nación, en conformidad á lo preceptuado en 
el artículo 22 del decreto reglamentario de la ley de Aduana, de 
fecha 30 de Diciembre 1893, y después de las tramitaciones ad- 
ministrativas del caso, el ministerio revocó la resolución con* 
sultada, declarando caídos en comiso las mercaderías dete- 
nidas. 

3^ Que una vez notificados los señores Arizay C^ de tal reso- 
lución dedujeron el recurso de apelación para ante la justicia 
federal, en conformidad á lo preceptuado en el artículo 1063 de 
las ordenanzas de aduana. 

4^ Qqe el señor administrador de Aduana (véase foja 55) so- 
licita la devolución del expediente^ por ordenárselo así el señor 
administrador de rentas nacionales de la 2*^ sección, por haber- 
se concedido erróneamente la apelación. 

5° Que aun cuando esto fuera exacto^ no tendría tal derecho, 
la Administración de Aduana^ por cuanto la apelación fué con- 
cedida en forma y el auto respectivo fué consentido, radicán- 
dose por consigpiente los autos en este Juzgado, el cual no pue- 
de desprenderse de él, sino por instancias que deben ejecutarse 
por otros. 

6^ Que hay más, es de tenerse en cuenta que el móvil que 
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seguía el solicitante, es proceder á camplir la resolución con- 
denatoria del ministerio de hacienda, con lo cnal haría ilusoria 
la acción del Juzgado, privando al mismo tiempo á los señores 
Ariza 7 C^ del derecho que les acuerdan las leyes para promo- 
Ter la vía conteci oso-administrativa en casos como el sub- 
judice, 

7^ Que el artículo 20 de la ley de Aduana de 1894, impone á 
los administradores de rentas la obligación do someter á la apro- 
bación del ministerio de hacienda las resoluciones absolutorias 
que produzcan, cuando la importancia del asunto exceda de 
500 pesos, siendo ésto ni más ni menos, lo que se ha hecho en 
el presente caso. 

8^ Que por lo tanto, el expediente no ha ido al ministerio, 
por recurso elevado ante él^ pues mal podía llevarle, quien 
había obtenido un fallo absolutorio. 

9^ Que la opción entre la vía administrativa 6 judicial, esta- 
tuida por el artículo 22 de la ley de aduana del corriente año, 
no regía entonces y aunque así no fuera, no puede considerar- 
se optada la vía administrativa, por el escrito corriente en au- 
tos de su referencia (véase fojas 2 y simientes), porque no opta 
por un recurso sino aquel que ha sido condenado, y está demás 
recordar que los señores Ariza y C*^ no lo fueron por el adminis- 
trador de la Aduana de La Plata. 

10® Que la petición de la confirmación de la resolución con- 
sultada, no puede producir el efecto de enervar el derecho de 
ocurrir á la justicia nacional, porque ella no ha sido prohibida 
por ley alguna, y lo que no es prohibido es permitido. 

li® Que si alguna duda quedara al respecto, debe tenerse en 
cuenta la salvedad que hicieron los señores Ariza y C' en el 
mismo escrito (véase foja 2) citado, lo que evidencia á más no 
poder su voluntad de ocurrir á la justicia nacional, como lo hi- 
cieron en tiempo y forma. 

Por todo ello, y lo expresado por los señores Ariza y €•, que 



398 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

el Juzgado reproduce, por ser arreglado á derecho y no obstante 
lo dictaminado por el Procurador Fiscal, fallo: no hacer logar 
á lo solicitado á foja 55 por el administrador de la Aduana de 
La Plata, á quien se le hará saber esta resolución en la forma 
de estilo, y corra el expediente según su estado. 

Notifíquese con el original, regístrese en el libro de senten- 
cias y repónganse las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEÍtOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Selíembre 18 de 1895. 
Suprema Corte: 

No creo deber adherir al recurso instaurado por el Procura- 
Fiscal á foja 68, contra el auto del señor Juez Federal de foja 
64 vuelta. 

Pendiente la resolución del recurso llevado por la parte ante 
dicho Juez con sujeción á lo dispuesto en el artículo 1063 de las 
ordenanzas, se ha radicado ante ese juzgado el conocimiento 
para la resolución oportuna. 

Mientras aquella no so dicte^ estando pendiente lá resolución 
de las cuestiones, tanto sobre procedencia del recurso, como 
sobre el mérito de las resoluciones de fondo, no es lícito dar 
cumplimiento á lo resuelto por el poder administrativo. 

Por ello, y fundamentos del auto recurrido de foja 65, pido á 
V. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier, 
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Pallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 5 do 1895. 

Vistos 7 considerando : Que radicado el conocimiento de la 
cansa ante el Juez Federal de la Sección de la provincia de Bue- 
nos Aires, por apelación concedida por la Aduana^ no es á ésta, 
sino á aquel á qnien corresponde juzgar sobre la procedencia 
do la citada apelación y decidir en su caso las cuestiones de 
fondo . 

Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y fundamentos concordantes del auto ape- 
lado de foja sesenta y cuatro vuelta^ se confirma éhte. Devaél- 
yanse. 

BENJAMIIf PAZ .— LUIS Y. VARKU. — 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUNGE. — 
JOAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCJLXYI 



El doctor don Eduardo J. Ros, por la provincia de Corrientes , 
contra don Evaristo Corrales r sobre rescicion de un contrato 
de venta de tierra pública y restitución de campo . 



Sumario. —La cláusula rescisoria, que, por falta de pago de 
alguna de las cuotas correspoudientf^s, la 'ley de tierras públi- 
cas de Corrientes impone á las ventas de terrenos ñscales, debe 
entenderse subordinada al vencimiento de los plazos según los 
fija la misma ley, y no al de los que resulten de las letras otor- 
gadas por el comprador; de manera que si el pago de la cuota 
adeudada fué ofrecida antes de vencer el plazo, contado según 
las disposiciones de la ley, no procede la rescicion de la venta 
y debe admitirse el pago ofrecido. 



Caso. — Resulta del 



Pallo de ln Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 5 de 1895. 

Vistos y considerando: Primero: Que el doctor Eduardo J. 
Bos ha promovido el presente juicio en representación de la 
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provincia de Corrientes, dirijiendo la acción contra don Evaristo 
Corrales y don Felipe Lanari, argentino j vecino de esta ciudad 
el primero j de nacionalidad italiano el segundo. 

Segundo: Que, en consecuencia, el conocimiento de la 
causa es de la competencia originaria de esta Suprema Corte^ 
con arreglo al artículo ciento uno de la Constitución y primero 
de la ley de jurisdicción y competencia y ley de diez y ocho de 
Setiembre de mil ochocientos ochenta y cuatro. 

Y resultando: Primero: Que según se expresa en la deman- 
da, el Gobierno de la provincia de Corrientes vendió & favor de 
don Evaristo Corrales, en Junio de mil ochocientos setenta y 
seis, con sujeción ala ley provincial sobre venta de tierras pú- 
blicas, de fecha diez y siete de Noviembre de mil ochocientos 
sesenta y nueve, un campo existente en dicha provincia^ cuya 
precisa situación, extensión y linderos se detallan. 

Segundo: Que esa ley, cuyas disposiciones se transcriben 
literalmente en su parte pertinente, imponía al comprador la 
obligación de pagar el precio de compraen diez cuotas iguales, 
abonables la primera al recibir los títulos, y por anualidades 
las restantes, al vencimiento respectivamente de cada uno de 
los nueve años subsiguientes, á cuyo efecto debía otorgar, por 
el importe de cada plazo, pagarés hipotecarios en que se hágala 
debida referencia á la escritura de venta (artículo tercero). 

Tercero: Que la misma ley en su artículo quinto dispone 
que <si el comprador no abonase la cantidad correspondiente á 
cada uno de los plazos designados, será esperado bastaseis me- 
ses, pagando entre tanto el interés de uno por ciento mensual, 
y 8i corrido este término no verifícase el pago de la parte de pre- 
cio que adeudase y de sus intereses, quedará rescindido el con- 
trato, devolviéndosele las cantidades obladas, con deducción del 
cinco por ciento anual, sobre el valor total de la tierra, por todo 
el término corrido desde el principio del contrato». 

Cuarto: Que por decreto de treinta de Noviembre de mil 

T. XI 26 
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ochocientos sesenta y nueve, reglamentario de la expresada ley, 
se estableció que, « aceptada la tasación del campo por el intere- 
sado, tendrá éste quince dias para el abono de la décima parte del 
precio y otorgamiento de los pagarés, cuando compre á plazo». 

Quinto: Que don Evaristo Corrales se conformó con la tasa- 
ción del campo en cuestión, el veinte y uno de Febrero de mil 
ochocientos setenta y seis y que con la misma fecha otorgó los 
pagarés hipotecarios por la parte aplazada del precio. 

Sexto: Que la ley provincial de nueve de octubre de mil 
ochocientos setenta y nueve, prescribía en su artículo primero 
que < para la rescisión de los contratos de compra-venta sobre 
tierras fiscales de que habla el artículo quinto de la ley de diez 
y siete de Noviembre de mil ochocientos sesenta y nueve, será 
necesario que preceda la declaración del Poder Ejecutivo. La 
rescisión deberá declararse siempre que hubiese una nueva 
de nuncia, disponiendo en el artículo nueve de la ley de pri- 
mero de Octubre de mil ochocientos ochenta y tres que los 
campos ya vendidos cuyos compradores no hubiesen abonado 
una ó más anualidades en los plazos fijados por la ley, no po- 
drán ser denunciados, sino acompañando á la solicitud el perió- 
dico en que se hubiese hecho la publicación, anunciando que el 
campo puede ser denunciado. Alosefectosde lodispuestoen este 
artículo, diez dias después de transcurrido el plazo acordado 
por el artículo quinto de la ley de Noviembre de mil ochocientos 
sesenta y nueve, sobre venta de tierras fiscales, el Tesoro hará 
saber por nota al Ministerio de Hacienda el nombre del compra- 
dor que hubiese dejado de efectuar el pago, expresando la ubi- 
cación del campo, su extensión y precio, para que se decrete la 
publicación correspondiente » . 

Séptimo: Que bajo el imperio de esta ley, don Evaristo Co- 
rrales, que tenía pagadas en debido tiempo nueve cuotas sucesi- 
Tas de las diez en que se dividió el precio total del campo^ no 
había abonado la décima. 
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Octavo: Que venciendo el plazo para ese pago el veinte y uno 
de Febrero de mil ochocientos ochenta y cinco, vencía el de seis 
meses, acordado por el artículo quinto de la ley de mil ocho- 
cientos sesenta y nueve, el veinte y uno de Agosto de aquel año. 

Noveno: Que por tanto, era autorizada por esos precedentes, 
en hecho y derecho, la publicación efectuada el veinte y seis de 
Noviembre de mil ochocientos ochenta y cinco, en el periódico 
< La Verdad », encumplimientodel decreto del Ministerio recaí- 
do en la comunicación del Tesoro General, del veinte y cinco del 
mismo, en que hacía constar que Corrales no había pagado 
la última cuota del precio de su compra, á pesar de la espera 
concedida por la ley; y arreglada la denuncia del campo que hi- 
zo el hoy apoderado doctor Ros, dos días después, y legítimo el 
título de propiedad que en su virtud se le otorgó por el Gobierno 
de la Provincia. 

Décimo: Que fundándose en esos antecedentes, se interpo- 
ne la demanda para que se declare decaido el derecho de Corra- 
les sobre el campo que compró al Gobierno, con efecto retroac- 
tivo y produciéndose así también en relación á su sucesor singu- 
lar por haberse cumplido la condición prevista en el contrato 
para la resolución de ese derecho, y se condene á los demanda- 
dos á la restitución de la cosa con sus frutos. 

Undécimo: Que contestando la demanda, los demandados ha- 
cen valer entre otros medios de defensa, que tan luego de tener 
Corrales conocimiento por la publicación hecha en c La Ver- 
dad > de que su apoderado en la ciudad de Corrientes no había 
pagado la décima cuota del precio del campo, se apresuró á ocu- 
rrir al Gobierno de la provincia, ofreciendo realizar ese pago y 
pidiendo se ordene al Tesoro lo reciba. 

Duodécimo : Que no obstante las gestiones á ese efecto, ini- 
ciadas el treinta de Noviembre de mil ochocientos ochenta y 
cinco, ó sea, en el cuarto dia de la mencionada publicación, 
fueron desestimadas, produciéndose así el estado de cosas que ha 
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dado margen á este pleito, sin embargo de que la compra reali- 
zada por Corrales y sa eficacia al presente, se hallan bajo el am- 
paro de la ley y de la equidad. 

Decimotercero: Que exponiendo haber Corrales sido siempre 
exacto en el cumplimiento de sus acciones, no habérsele dado 
a^iso de no estar pagada la última cuota, que á saberlo, no es 
presumible que hubiese dejado de satisfacerla^ contando con 
medios abundantes para ello, y aduciendo varias otras conside- 
raciones, en que funda la equidad que invoca, niega que, 
de conformidad á la ley sobre venta de tierras fiscales, el treinta 
de Noviembre de mil ochocientos ochenta y cinco, en que se 
ofreció el pago al acreedor y se pidió órdenes para su recibo en 
Tesorería, se hubiese producido el vencimiento de plazo, que 
pudiera autorizar la rescisicion del contrato de compra-venta 
en cuestión. 

Decimocuarto: Que según esa ley, los plazos para el pago 
deben contarse desde la fecha en que se otorgue el título al com- 
prador, contándose los seis meses de prórroga que acuerda el 
artículo quinto de la misma, desde el vencimiento de los plazos 
que ella establece, y que es la ley, y no el decreto reglamenta- 
rio, lo que debe primar, una vez que se trate de proceder con 
arreglo á la estrictez del derecho. 

Decimoquinto : Que el título se otorgó á Corrales en Julio de 
mil ochocientos setenta y seis, que per tanto, el plazo de nueve 
años y seis meses no estaba aón vencido en la expresada fecha 
treinta de Noviembre de mil ochocientos ochenta y cinco, y 
esto sin contar los diez días que da^ además, la ley de primero 
de Octubre de mil ochocientos ochenta y tres. 

Oídas las partes sobre la prescripción liberatoria invocada 
por el actor en su escrito de foja veinte y cuatro, se vio nueva- 
mente la causa. 

Y considerando: Primero: Que según consta del expediente 
administrativo traido en virtud de la providencia de foja trein- 
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ta 7 siete, don Evaristo Corrales denunció, en Enero de mil 
ochocientos setenta y cinco, como de propiedad pública el terre- 
no á que se refiere este pleito. 

Segundo : Que medido y tasado el terreno denunciado, fue- 
ron aprobadas esas operaciones por decreto de yeinte y uno de 
Febrero de mil ochocientos setenta y seis, en el quo se dispuso 
que previa la conformidad del interesado con la tasación, se pa- 
se á contaduría para la liquidación correspondiente y á la colec- 
turía para el pago de su valor (foja diez y siete vuelta). 

Tercero: Que el interesado espresó conformidad con la tasa- 
ción en la misma fecha y la contaduría practicó la liquidación 
el veinte y dos del citado mes y año^ la que dio un total de cinco 
mil setecientos setenta pesos con setenta centavos fuertes. 

Cuarto: Que en relación al pago y otorgamiento de los docu- 
mentos respectivos, la constancia emanada de la Tesorería y 
que lleva la fecha nueve de Junio del expresado año, según se 
vé á foja diez y ocho vnelta, dice textualmente : c se recibió de 
don Evaristo Corrales la suma de quinientos setenta y siete pe- 
sos diez y siete centavos fuertes, áque asciende la décima parte 
del valor total del campo relacionado en este expediente, ha- 
biendo firmado pagarés por las nueve restantes y numerados 
del tres mil cuarenta y tres al tres mil cincuenta y uno, de con- 
formidad con la ley de venta de tierras públicas, fecha diez y 
siete de Noviembre de mil ochocientos sesenta y nueve». 

Quinto: Que con fecha diez de Junio, vista la liquidación de 
la contaduría y certificación de la colecturía general, por las 
qne consta que Corrales había abonado el valor de una décima 
parte del importe total del campo y € otorgados los pagarés hi- 
potecarios correspondientes, de conformidad al artículo tercero 
de la ley de diez y siete de Noviembre de mil ochocientos sesen- 
ta y nueve > el Poder Ejecutivo manda que se le expida el títu* 
lo de propiedad con sujeción d lo que la citada ley prescribe en 
SQ artículo quinto(foja diez y nueve). 
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Sexto: Que agregado el periódico en que se publicóla de- 
nuncia y con arreglo á lo ordenado en decreto de cuatro de Ju- 
lio (foja veinte), el expediente se pasó el siete del mismo á la 
mesa topográfica, consignándose en la diligencia subsiguiente 
que en seguida se expidió el título de propiedad (foja veinte y 
dos)^ lo que hace creer que ese título se extendió el mismo dia 
siete, siendo cierto, por lo menos, que no se otorgó con fecha 
anterior. 

Séptimo: Que esos antecedentes comprueban que los docu- 
mentos por las nueve cuotas que debían pagarse á plazos, se firma- 
ron por Corrales en nueve de Junio de mil ochocientos setenta y 
seis, según la certificación de la Tesorería, llevando la fecha an- 
tidatada de veinte y uno de Febrero del mismo año, á estar á lo 
aseverado en este juicio, y que dichos documentos se otorgaron 
antes de haberse dado al comprador el tíiulo de propiedad. 

Octavo : Que] los plazos de la ley de la materia de diez y siete 
de Noviembre de mil ochocientos sesenta y nueve, para el pago 
de las expresadas nueve cuotas, se cuentan desde que el com- 
prador recibe los títulos que formalizan su adquisición, siendo 
así cierto que, en las condiciones de esa ley, el término para el 
cumplimiento de las obligaciones de Corrales dobió tener su 
punto de partida, no antes del siete de Julio de mil ochocientos 
setenta y seis, así como que los pagarés hipotecarios que otor- 
gara debían contener la referencia de la escritura de venta 
(artículo tercero de la ley). 

Noveno: Que habiéndose otorgado los documentos con fecha 
anterior á la escrituración, los plazos en aquellos consignados 
no proceden, en consecuencia, del mandato de la ley, resultando 
su fuerza obligatoria déla convención misma ó acto modificato- 
rio de la disposición legal. 

Décimo: Que nada hay en autos que sirva á demostrar acaba- 
damente que los interesados hayan arribado á una convención 
explícita tendente á modificar también las prescripciones de la 
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ley en lo tocante á la rescisión del contrato y sus causas. 

Undécimo: Que al contrario, la certificación de tesorería (fo- 
ja diez y ooho vuelta, expediente administrativo) dice que los do- 
cumentos se firmaron de conformidad con la ley de venta de tie- 
rras públicas del diez y siete de Noviembre de mil ochocientos 
sesenta y nueve, lo repite así el Poder Ejecutivo en el decreto 
de foja diez y nueve y manda además que se expida á favor del 
adquirente el correspondiente título de propiedad con sujeción 
á lo que la citada ley prescribe en su articulo quinto, haciéndo- 
se asi referencia expresa á las disposiciones legales, y no á cláu- 
sula de una convención ó á decretos reglamentarios. 

Duodécimo: Que la ley posterior de primero de Octubre de 
mil ochocientos ochenta y tres, al establecer las reglas para la 
denuncia de terrenos ya vendidos, requiere que sus comprado- 
res no hayan abonado una 6 más anualidades en los plazos fija- 
dos por la ley y y que esté vencido el acordado por el artículo 
quinto de la recordada de Noviembre de mil ochocientos sesenta 
y nueve sobre venta de tierras fiscales, de suerte que aplicán- 
dose aquella ley en su tenor literal, el contrato de compra^venta 
celebrado entre el Gobierno de la Provincia de Corrientes y don 
Evaristo Corrales, no sería rescindible por falta de pago de la 
décima cuota, antes de haber transcurrido nueve años y seis 
meses á contar desde la escrituración, ó sea, el siete de Julio de 
mil ochocientos setenta y seis^ fecha enque puede darse por for- 
malizada la escritura. 

Décimo tercero: Que venciendo, en tal caso, los nueve años 
y seis meses el siete de Enero de mil ochocientos ochenta y seis 
Corrales se hallaba dentro del plazo, cuando instó en treinta de 
Noviembre de mil ochocientos ochenta y cinco, para que se le 
recibiese en Tesorería la cuota adeudada, procediendo de he- 
cho del acreedor que el pago no se hubiese verificado. 

Decimocuarto : Que es de observar que la ley de diez y siete 
de Noviembre de mil ochocientos sesenta y nuevs, al establcer 
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en su artículo quinto la rescisión del contrato por falta de pago^ 
daá esa rescisión como antecedente el lapso de seis meses pos- 
teriores al vencimiento de los plazos que ella misma designa, no 
debiendo también perderse de vista que el treinta de Noviem- 
bre de mil ochocientos ochenta y cinco, en que se ofreció el pa- 
go, no se habían aún vencido los nueve anos y seis meses^ á 
contar desde la fecha en que se abonó la primera cuota (Junio 
nneve de mil ochocientos setenta y seis) . 

Déctmoquinto : Que las consideraciones expuestas y los prin- 
cipios de derecho, que en la duda, amparan al demandado, fa- 
vorecen la perpetuidad del dominio y permiten apreciar las ra- 
zones de equidad, autorizan á concluir que la cláusula resciso- 
ria del contrato entre el Gobierno de la Provincia de Corrien- 
tes y don Evaristo Corrales estaba subordinada al vencimiento 
de los plazos de la ley, siendo cierto que esos plazos no se halla- 
ban vencidos cuando el deudor gestionó el pago de la única cuo- 
ta adeudada, después do haber pagado con puntualidad todas 
las anteriores. 

Decimosexto: Que en su mérito no hay necesidad de apreciar 
ni la pertinencia de la prescripción liberatoria invocada por el 
demandante, ni el error sobre las obligaciones que aceptó Co- 
rraleSy y que los demandados hacen valer. 

Por estos fundamentos: se absuelve á los demandados de la 
demanda contra ellos interpuesta por la provincia de Corrien- 
tes, declarándose que debe admitirse el pago de lo que aún se 
adeuda, por razón de la última anualidad. Notifiquese oon el 
original y repuestos los sellos, archívese. 

BENJAMÍN PAZ. — LülS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCIiXYII 



Don Federico M, Cárrega, contra la provincia de Buenos Aires, 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre excepción de incompe- 
tencia . 



Sumario. — Es de derecho constitacional del país, que las 
proTíncias son demaadables, y debe sor rechazada la excepción 
de incompetencia opuesta á una ejecución que se funda sobre 
el principio contrario. 



Caso. — Kesulta del 



Fallo de la Suprema Carte 



Buenos Aires, Octubre 8 de 1895. 

Yistos y considerando: Que citado el deudor de remate^ ha 
opuesto á la ejecución la excepción de inhabilidad del título ba- 
sada en la incompetencia de esta Suprema Corte para conocer 
nela causa. 
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Que funda la incompetencia en la doctrina que sustenta de no 
ser demandableslas provincias. 

Que la misma excepción deducida por esta misma parte á fo- 
ja cuarenta y seis, ha sido ya juzgada y desestimada por el auto 
de foja setenta, con lo que quedó cerrada toda discusión al res- 
pecto . 

Que por otra parte y como lo establece el auto citado, la ju- 
risprudencia de esta Suprema Corte, encargada de interpretar 
la Constitución en los casos judiciales ocurrentes, ha declarado 
invariablemente que siendo partes las provincias, pueden estar 
en juicio tanto como demandantes como en calidad de deman- 
dadas . 

Que no es aceptable, después de tan larga serie de resolucio- 
nes, una interpretación distinta de la que ellas han consagrado 
como el derecho constitucional del país. 

Por estos fundamentos : no ha lugar á la excepción opuesta, 
y llévese adelante la ejecución hasta hacerse pago al acreedor 
del capital, intereses y costas. Notifíquese con el original y re- 
póngase el papel. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. —OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCIiXYIII 



Contra Krapp, Zwanck y C*, sobre comiso 



Sumario. — El error en el manifiesto de despacho que pudo 
pasar desapercibido con perjuicio de la renta fiscal, hace incurrir 
en la pena de comiso. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Juez Federal 



Buenos Aires, Diciembre 12 de 1894. 

Vistos 7 considerando : Que está debidamente reconocida por 
el apelante en su declaración de foja % la diferencia existente 
entre lo expresado en- el manifiesto de despacho, j el conteni- 
do efectivo de los bultos cuya extracción se solicitaba de la 
Aduana. 

Que el hecho de haberse manifestado la misma mercadería 
en forma correcta, en la copia de factura de depósito, cuando 
se pidió su ingreso á los almacenes fiscales, no puede bastar pa- 
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ra que la incorrecta manifestación hecha posteriormente, al pe- 
dirse el despacho, sea considerada como error evidente, imposi- 
ble de pasar desapercibido y por tanto exento de pena. 

Que esa falsa manifestación tampoco puede estimarse como 
tal error evidente, por la circunstancia de que los empleados de 
Aduana en la oficina respectiva están en el deber de confrontar 
el manifiesto de despacho con* la copia de factura ó depósito, 
pues si esto se admitiese como lo pretende el apelante, se habría 
abierto á los defraudadores una puerta por la cual escaparían 
siempre á toda responsabilidad manifestando bien á depósito la 
mercadería, podrían luego pedirla á despacho en cualquier for- 
ma; si la diferencia se encontraba, error evidente, exento de 
pena; si pasaba desapercibido en el acto del despacho, el frau- 
de quedaba consumado, y definitivamente en casos como el pre- 
sente, de diferencia de calidad, en vista de lo que sobre el par- 
ticular disnone el artículo 434 de las ordenanzas. 

Que en el caso sub-judice, para el empleado encargado de ha- 
cer la confrontación, ha podido fácilmente pasar desapercibida 
la falsa manifestación por la naturaleza del artículo pedido á 
despacho y la forma de la manifestación, y aun para el vista 
mismo; de manera que sin el examen atento de éste, la merca- 
dería ha podido ser extraída como de menor valor- que el que 
realmente tiene, causándose así una disminución en la renta 
que legítimamente debía percibir el fisco. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con diversas resoluciones 
de la Suprema Corte en causas análogas, se confirma con costas 
la resolución apelada de foja 4. 

En oportunidad devuélvanse los autos á- la Aduana á los efec- 
tos que correspondan, y repóngase el papel. 

J. F. Lalanne. 
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VISTA DEL SEÑOa PROCURADOR GENERAL 



BueD03 Aires, Setiembre 18 de 1895. 

Suprema Corte : 

El manifiesto de despacho que es f andamental en el caso, 
coatiene un error constatado por la revisacion de la mercadería 
y reconocida por la misma parte. 

Ese error pudo pasar desapercibido con perjuicio de la renta 
fiscal ya que en la copia de depósito pudiera no observarse las 
diferencias de calidad en la mercadería luanifestada á despa- 
cho, como en efecto sucedió según lo declarado y reconocido por 
la misma parte á foja 2 vuelta. 

Por ello, y fundamentos del auto recurrido de foja 14, pido á 
V. E. su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Pallo de la Suprema €arte 

Buenos Aires, Octubre 8 de 1895. 

« 

Tistes : De conformidad con lo expueto y pedido por el señor 
Procurador General, y por sus fundamentos, se confirma con 
costas la sentencia apelada de foja catorce. Devuélvanse, de- 
biendo reponerse los sellos ante el inferior. 

RENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN £. TO- 
RRENT. 
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CCXXIX 



Contra don Jaime Vidal y Á. Kammerath, por defraudación al 

fisco; sobre competencia 



Sumario. — Corresponde al Juez Federal de la Sección de 
Santa Fé el conocimiento de la defraudación que se dice perpe- 
trada en el Rosario, si no existen elementos para hacer presu- 
mir la comisión de un delito mayor de carácter federal en otra 
sección judicial. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



Fallo del Juez Federal 



Rosario, Diciembre 28 de 1893. 

Vistos : T teniendo en consideración que la mayor parte del 
artículo que se dice introducido ilegalmente, lo ha sido por la 
Aduana de San Nicolás de los Arroyos, provi ncia de Buenos Aires, 
y por consiguiente fuera de la jurisdicción de este Tribunal^ 
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siendo por tanto aplicable la disposición contenida en los artí- 
culos i 034 de las Ordenanzas de Aduana, y 23 inciso 3^ del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal, declárase este Juzgado 
incompetente para entender en la presente causa, como se soli- 
cita por ambas partes en sus exposiciones, foja . . . j foja . . . , 
debiendo devolverse el presente á la Administración de Rentas 
de esta ciudad á los fines del caso. 

G. EsQCLlera y Zuviría. 



Fallo del JueaE Federal 



La Plata, Noviembre 16 de 1894. 

Autos y vistos : Y considerando : 1° Que el señor Juez Sec- 
cional de la provincia de Santa Fé considera que en la jurisdic- 
ción del infrascripto se ha cometido el delito mayor, fondado 
en que la importación por el puerto de San Nicolás ha excedido 
i4 kilos á la hecha por el del Rosario. 

2^ Que en tal concepto ha creído deber inhibirse del conoci- 
miento de esta causa, con arreglo á lo preceptuado por el artí- 
culo 37 de la ley de Procedimientos en lo Criminal. 

3<' Que el excedente notado no basta para reputar mayor el 
delito cometido en esta sección, pues él no cambia su natu- 
raleza. 

4^ Quo por lo tanto se trata de jurisdicción concurrente en 
que es competente para la terminación de la cansa, el Juez que 
ha prevenido (véase artículo 36). 

5"^ Que el artículo 71 de la misma ley manda que la sumaria 
debe continuarse por el Juez que ha proveído^ mientras se re- 
suelva la competencia. 
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Por estas consideraciones, y de acnérdo con lo dictaminado 
por el Frociirador Fiscal, el suscrito se declara incompetente 
para conocer en esta cansa. En su mérito^ remítanse los ante* 
cadentes al seiior Juez de Sección de la provincia de Santa Fé 
á fin de que siga instruyendo la sumaria y remita á la Suprema 
Corte nacional los testimonios de que habla el artículo 72 de la 
ley citada. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



TISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setíembre 19 de 1895. 

Suprema Corte : 

Este proceso ha sido iniciado por la administración de Adua- 
na del Rosario, y por defraudaciones perpetradas con ocasión 
de los despachos de aquella Aduana, á que se refieren los docu- 
mentos agregados á fojas 2 y 8. 

Estos son los hechos constantes por ahora, sin que las sim- 
ples diligencias pedidas por la aduana del Rosario á la de San 
Nicolás, tendentes á la averiguación de otras defraudaciones 
que pudieran resultar cometidas en aquel punto, excluyan la 
jurisdicción del lugar en que se han demostrado los fraudes, 
en que se dirija la acción, se ejercita la jurisdicción, y se inicia 
el proceso. 

Ante tales hechos, son de estricta aplicación las disposicio- 
nes de los artículos 34 y 35 del Código de Frocedimientos en lo 
Criminal, y no el 37, por no estar demostrada la comisión de 
delitos de mayor gravedad, en otra jurisdicción que la reclama- 
da por la Aduana del Rosario. 
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Por ello, de conformidad con las consideraciones de la vista 
fiscal de foja 54 y resolución coucordantede foja 56 vueita, pi- 
do i y. E. se sirva declarar competente en el caso, la jurisdic- 
ción del señor Juez Federal de la provincia de Santa Fé. 

Sabiniano Kier. 



Futió de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 8 de 1895. 

Vistos : Tratándose en el presente juicio de un delito de de- 
fraudación que se dice perpetrado en el Rosario, y no habiendo 
en autos elementos que, en el estado de la causa, sirvan á ha- 
cer presumir la comisión de un delito mayor de carácter federal 
en otra sección judicial. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General y cor arreglo al artículo treinta y cuatro del Código 
de Procedimientos en lo Criminal, se declara que la prosecución 
del proceso corresponde al Juez de Sección de Santa Fé, á quien 
se remitirán los autos, avisándose por oficio al de la Sección de 
Buenos Aires, 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. ^ 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



T. XI 27 
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CAUSA CXXXX 



Contra Deilazoppa y C% por diferencia en la manifestación de 

artículos importados 



Sum;ario. — La diferencia en la manifestación de artículos^ 
hace incurrir en la pena del articalo 930 de las Ordenanzas de 
Aduana. 



Caso. — Lo explica el 



Fullo del Jues Federal 



Buenos Aires, Julio 24 de 1895. 

Yyistos: Considerando: Que la manifestación, objeto del 
parte de foja 1% ha sido hecha en consonancia con la partida 
número 721 de la tarifa de avalúos, siendo así que debió hacer- 
se de conformidad con la partida número 722, por corresponder 
á la naturaleza y aforo de la mercadería pedida á despacho. 

Por esto y sus fundamentos se confirma la resolución apelada 
de foja 6, con costas. Repóngase el papel y en oportunidad de- 
vuélvanse los autos á la Aduana. 

J . V. Lalanne . 
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>ISJA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Setiembre 18 de 1895. 

Suprema Corte : 

Se habían manifestado barrenas de taladro, ^^ae tiene un de- 
recho menor, y no barrenas de rosca ó espiral , que tienen un 
derecho mayor, según la partida número 722 de la tarifa á que 
corresponden. 

Este error habría pasado desapercibido, sin la revisacion 
oportuna del guarda, que reveló el parte de foja 1^. 

Siendo explícita al respecto la prescripción de ios artículos 
930 y 1025 de las Ordenanzas, en que se apoya la resolución 
administrativa y la recurrida que corre á foja 16, pido á Y. E. 
su confirmación. 

Sabiniano Kier. 



Vallo de la Suprema Garto 



Buenos Aires, Octubre 8 de 1895. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General y por sus fundamentos se confirma^ 
con costas, la sentencia apelada de foja diez y seis. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ.— LUIS V. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — ^[OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCIiXXI 



Los señores doctores don Juan José Romero y don José María 
Rosa y don Enrique Bonifacio, contra don Marcos Martigena^ 
por cobro ejecutivo de alquileres; sobre inhabilidad del ti- 
lulo. 



Sumario. — Probada la calidad de locatario del ejecutado^ no 
procede la excepción de inhabilidad del título fondado en el 
deHconocimiento del derecho de propiedad en los locadores. 



Caso. — Lo explica el 



Falle del Jucs Federal 



La Plata, Diciembre 12 de 1894. 

Y vistos: Considerando: \^ Que el artículo 1578 del Código 
Civil autoriza al locador á requerir niandamiento de embargo 
sobre los bienes del locatario sujetos al priyilegio que él mismo 
establece. 

S"" Que el Juzgado, aldepacbar el auto de solvendo en la for- 
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ma que lo ha hecho, no yiola ninguno de los trámites áel juicio 
ejecutivOj por cuanto no ataca el derecho intergiversable que 
tiene el locatario, para oponer defensa en el acto de la intima- 
ción^ entre las cuales está especialmente la de no ser inquilino, 
6 haber pagado los arrendamientos que se le cobran, loque pue- 
den comprobar con la exhibición del último recibo. 

3® Que al despacharse la ejecución, en el juicio de alquileres, 
se hace con la condición implícita de que el ejecutado seain- 
quilino y al solo objeto de evitar un trámite más^ cual sería la 
manifestación anticipada de ese carácter. 

4^ Que al diligenciarse el oficio de foja 23, el señor don Mar- 
cos Martigena se limita á decir que los ejecutados no son due- 
ños, pero no niega su carácter de inquilino, y exhibe recibos en 
descargo. 

5° Que la manifestación de Martigenaestá contradicha por la 
escritura pública de foja 5 y siguientes en la cual consta que 
los ejecutantes son dueños del campo ocupado por aquel y dicha 
escritura hace plena fé, mientras no sea argüida de falsa (artí- 
culos 993 y 995 del Código Civil), y no hay para qué decir que 
tal cosa no se ha alegado por el ejecutado. 

6® Que la excepción de inhabilidad del título sólo se refiere 
á las formas externas de un documento con que se inicia una 
ejecución, y como el ejecutado no funda en ellos su excepción 
está de más entrar á considerar el fondo del documento, porque 
no está e.i tela de juicio. 

7° Que en consecuencia de lo expuesto y de acuerdo con los 
fundamentos del escrito de fojas 34 y 38^ que el Juzgado encuen- 
tra ajustados á derecho, resuelvo no hacer lugar á la excepción 
de inhabilidad del título opuesta por el ejecutado, con costas, 
y mando se lleve adelante la ejecución. Notifíquese con el ori- 
ginal, regístrese en el libro de sentencias y repónganse lasfojas. 

Mariano 5. de Aurrecoechea. 
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Falle de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 10 de 1895. 

Vistos y resultando: Del expediente tr BLláoadeffectum viden^ 
di la calidad de locatario del ejecutado^ en la que los ejecutantes 
fundan la acción intentada, procediendo, en consecuencia, la 
aplicación de lo dispuesto en el artículo mil quinientos setenta 
y ocho del Código Civil. 

Que el ejecutado no ha presentado comprohante alguno que 
acredite el pago de los alquileres demandados, no habiendo ni 
siquiera afirmado haberlo hecho. 

Que las defensas que el ejecutado hace valer negando al loca- 
dor el derecho de propiedad sobre la cosa por aquel ocupada, no 
son de tomarse en consideración en el presente juicio, dada la 
naturaleza j fines legales del mismo. 

Por estos fundamentos, se confirma, con costas, la senten- 
cia apelada de foja cuarenta y cinco, no haciéndose lugar al re- 
curso de nulidad por no haberse expresado causales qne lo fun- 
den ni aparecer de autos. Repuestos los sellos, devuélvanse, 
junto con el expediente traído ad effectum videndi. 

benjamín paz. — - LUIS y. VÁRELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E . TORRENT . 
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CAUSA CC^IiXXII 



Don Salvador Posse, contra don Federico Lacroze, por indem- 
nización de daños y perjuicios; sobre competencia 



Sumario. — El vecino do distinta provincia paede demandar 
al vecino de otra ante los jaeces locales de sa domicilio. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas : 



SEflTBNCU DEL JDEZ DE 1* 1N5TANCU 



Buenos Aires, Octubre 22 de 1894. 

Vistos y considerando: £n cuanto á la incompetencia de ju- 
risdicción, que ella se funda en la diferente vecindad de los li" 
ligantes^ puesto que el actor es vecino de la provincia de Buenos 
Aires 7 el demandado lo es de esta Capital, diferente vecindad que 
surte el fuero federal; que este fuero ba sido creado por la ley en 
beneficio del litigante vecino de distinto lugar del en que el Juex 
ejerce su jurisdicción^ que en el caso actual lo seria el del de* 
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mandante, y que por consiguiente le es facaltativo usar de ese 
beneficio ó prescindir de él, ocurriendo á los tribunales de ju- 
risdicción ordinaria, con lo que no se lesiona derecho alguno del 
demandado, desde que se le demanda ante sus jneoes natu- 
rales. 

Por esto y de acuerdo con lo dictaminado por el Agente Fis- 
cal, no ha lugar ^ la declinatoria de jurisdicción deducida por el 
demandado. 

Considerando, en cuanto á la excepción de falta de personería 
en el apoderado del demandante : que si bien esa excepción ha 
podido ser motiyada por los términos ambiguos en que está re- 
dactada la demanda^ ésta ha sido suficientemente aclarada en el 
escrito de foja 13, en el que expresa que al referirseá la muerte 
de la hermana del actor ha sido con el exclusivo objeto de re- 
construir la escena y dar una idea de los sufrimientos del de- 
mandante, qircunscribiendo la demanda dentro de los límites 
que determina el mandato de foja 5. 

Que mediante esta explicación desaparece el fundamento de 
la excepción de faltado personería del apoderado del actor. 

Por' esto, no ha lugar tampoco á esta excepción y contéstese 
directamente la demanda dentro del término de la ley, sin espe- 
cial condenación en costas, pomo haber sido desechadas las ex-« 
cepciones sino mediante explicaciones posteriores á la demanda. 
Eepóngase las fojas. 

i. S. Pizarra . 
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SENTENCIA 0£ LA EXDIA. CÁMARA DE APELACIONES EN LO CIVIL 



Buenos Aires, Febrero 13 de 1895. 

Vistos: Por sns f andamentos, se confirma en todas sus partes 
el auto de foja 26. Devuélvanse, reponiéndose los sellos. 

MOLINA ARROTEA . —GONZÁLEZ. 
— DEL SOLAR. — GIMÉNEZ. 

Ante mí: 

Felipe Arana. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Julio 30 de 1895. 

Suprema Corle : 

Los fundamentos del auto de foja 26 defienden sa justicia. 
Invocándolos en cuanto á la procedencia de la jurisdicción ele- 
gida por el demandante, pido á Y. E. se sirva desestimar en esa 
parte, el recurso instaurado contra el de la Cámara de la Capi- 
tal que lo confirmó á foja 39. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octabre 10 de 1895. 

Vistos: De acuerdo con lo pedido por el señor Procurador Ge- 
neral 7 con arreglo á lo dispuesto en el articulo doce, inciso 
cuarto, de la ley de jurisdicción y competencia de catorce de Se- 
tiembre de mil ochocientos sesenta y tres, se confima, con cos- 
tas, la sentencia de foja treinta y nueve, en la parte apelada. 
Repuestos los sellos, devuélvanse los autos al Tribunal de su 
procedencia. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BONGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAUSA CCIiXXllI 



Don Héctor y don César Nogueras, contra don Antonio 

Cosentino; por desalojo 

« 
Sumario. — El contrato de locación que haga el padre en el 

interés y de la cosa de sus hijos menores, cesa al llegar estos á 

la mayor edad. 
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Caso. — Lo explica el 



ralle del Juez Federal 



Buenos Aires, Febrero 22 de 1895. 

Y vistos : Estos autos seguidos por don Héctor y doa César 
Nogueras contra don Antonio Cosentino, por desalojo, de los 
cuales resulta lo siguiente : 

A foja 36 se presentó don Manuel J. Molina, en representa- 
ción de dichos don Héctor y don César Nogueras, manifestan- 
do qae á sus representados, en su carácter de herederos como 
hijos legítimos que son de doña Matilde Lezica de Nogueras, 
les había sido adjudicada la casa calle Moreno números 623 y 
625y y acompañaba los títulos de propiedad de la misma y las 
diligencias judiciales de división y adjudicación que compro- 
baban lo enunciado. Agrega que sus representados se ven pri- 
vados de disponer libremente de la expresada finca, poique don 
Antonio Cosentino, invocando un contrato de arrendamiento ce- 
lebrado con el padre de aquellos, don Evaristo Nogueras, en la 
época de la menor edad de los mismos, había obtenido la pose- 
sión déla finca, cuyo desalojo pedían, fundándose en que ese 
contrato no era válido después de haber llegado los hijos á la 
mayor edad, y además porque tratándose de un contrato de loca- 
ción que debía durar más de un año, era necesaria su inscrip- 
ción para que fuera eficaz respecto de terceros. 

Por su parte, el demandado, contestando la demanda á foja 
101 , reconoce que efectivamente ocupó la casa de la calle More- 
no en virtud de contrato de arrendamiento celebrado con don 
Evaristo Nogueras, padre de los demandantes, en el año de 1884; 
que aprovechándose Nogueras déla falta de inscripción del con- 
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trato, arrendó de nuevo la misma finca á don Cúrjos Gaavara, 
por varios años, vencidos los cuales Cosentino demandó al pa- 
dre de los Nogueras, j después de un juicio prolongado, éste 
fué condenado á entregarle la casa, lo que se cumplió después de 
varios incidentes. 

Y considerando: Que tanto los demandantes como el deman- 
dado han reconocido la existencia del contrato de locación de la 
casa calle de Moreno números 623 y 625, celebrado entre don 
Evaristo Nogueras, padre de los demandantes, y Cosentino, 
quien hace derivar de él los fundamentos de su derecho á ocu- 
par dicha casa, siendo por lo tanto la validez ó subsistencia del 
mismo en el presente caso el punto que el Juzgado está llama- 
do á resolver. 

Que habiendo sido celebrado aquel contrato en la época de la 
menor edad de los hemanos Nogueras, á quienes la propiedad 
fué adjudicada en vir¿ud de resolución judicial firme y válida, 
según resulta de autos, es evidente que, como lo establece el ar- 
tículo 300 del Código Civil, lleva implícita la condición de ce- 
sar ala mayor edad de los mismos; mayor edad alcanzada ya 
por dichos dos hermanos. 

Que aún cuando, como lo dice el demandado don Antonio 
Cosentino, no sea ni haya sido propiamente inquilino de los se- 
ñores Nogueras hijos, sino del padre, quien arrendó la casa co- 
mo suya, ese arrendamiento debe reputarse como hecho á nom- 
bre de los menores, á quienes la finca les fué adjudicada poste- 
riormente, siendo como es la adjudicación simplemente declara- 
toria y no atributiva de la propiedad, y debiendo el adjudicata- 
rio ser considerado como propietario de la cosa desde el mo- 
mento de la apertura de la sucesión (artículos 3503 y 3504 del 
Código Civil). 

Que en el caso de que el padre y los hijos fueran considera- 
dos como condóminos, al tiempo de celebrado el contrato, en la 
finca que perteneció á la sonora Lezica de Nogueras, para que 
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«1 arrendamiento padiera subsistir^ sería necesario que en la 
adjudicación hubiera ella tocado al firmante del convenio^ lo 
que no ha ocurrido en el presente caso (artículos 2678^ 2682, 
2683, Código Civil). 

Que, en consecuencia, no subsistiendo el convenio sobre la 
finca adjudicada á los demandantes César y Héctor Nogueras, 
después de llegados estos á la mayor, edad, Cosentino debe ser 
mirado como inquilino sin término fijo, cuyo desalojamiento 
puede solicitarse en cualquier época por el propietario. 

Por estos fundamentos fallo: condenando á Cosentino á desa- 
lojar la casa objeto de la demanda dentro de iO días, sin expre- 
sa condenación en costas, por no encontrar mérito para impo- 
nerla. Notifíquese con el original y repóngase el papel. 

J. V. Lalanne. 



Vallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Octubre 10 de 1895. 

Vistos : Por sus fundamentos, se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja ciento cuarenta y tres. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGB. — JUAN E. TORREI^T. 
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CAUSA CCIí:C.1ÍIV 



Don Rudedndo Roca y don Ramón Arana contra Artigas her- 
manos, por cobro de pesos ; sobre competencia 



Sumario. — Nó corresponde á la justicia federal la causa de 
un argentino y de un extranjero contra otro extranjero, aunque 
los demandantes j demandado sean vecinos de distintas provin- 
cias. 



Caso. — Lo explica el 



Falle del iVues Federal 



Buenos Aires, Marzo 29 de 1895. 

Resultando del precedente escrito que Ramón Arana, uno de 
los demandantes, es extranjero, siendo también extranjeros los 
demandados, según se ha acreditado áfoja 1i, se declara que 
la presente causa no corresponde á la jurisdicción federal por 
razón de la distinta vecindad de las partes, por no ser éstos ciu- 
dadanos argentinos, ni por razón de la nacionalidad, por ser 



DE JUSTIGU NACIONAL 431 

uno de los demandantes extranjero y extranjeros igualmente 
los demandados. 

J. V. Lalanne. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



BueDOs Aires, Julio 16 de 1895. 

Suprema Corte: 

No siendo todos los demandantes argentinos, la acción inten- 
tada no corresponde ala jurisdicción nacional, según se deduce 
de la ^prescripción del articulo 10 de la ley sobre su jurisdic- 
ción y competenciar 

Sírvase Y. E. asi declararlo, conür mando por sus fundamen- 
tos el auto recurrido de foja 12 vuelta. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 12 de 1895. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja doce vuelta. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN . — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RREN?. 
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CAUSA CCXXXV 



Criminal contra Francisco Ciaburrij por falsificación de billetes 

de banco de cu7*so legal 



Sumario. — Es justa la pena de cinco años y medio de tra- 
bajos forzados y dos mil pesos de multa impuesta ai reo de fal- 
sificación de billetes de banco de curso legal. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Julio 4 de 1895. 

Y vistos : estos autos seguidos contra Francisco Ciaburri, ita- 
liano, de 49 años, casado^ sombrerero, domiciliado Solís 885, de 
los que resulta: que según el acta de foja 1, la comisaría de la 
sección 8*^ de Policía se constituyó en el domicilio del procesa- 
do, por denuncias que había recibido, de donde secuestró las 
planchas y billetes de banco falsos á que la misma acta se re- 
fiere. 



DE J13STICU NÁQONAL 433 

Que llamado Giaburri á declarar ante la comisaría, manifies- 
ta á foja 3 no tener en sn domicilio ningún billete falso, j des- 
pnes qne la policía hubo secuestrado los de la referencia, mani- 
festó que tanto estos como las planchas secuestradas se jos ha- 
bía dejado una persona á quien había efectuado unas compostu- 
ras 7 que era conocido con el nombre de Sicilianito ; declara- 
ción que ratifica ante este Juzgado á foja 7. Pasado en vista el 
proceso al procurador fiscal, éste se expide á foja 10 vuelta so- 
licitando se aplique á Giaburri la primera parte del artículo 285 
del Código Penal. 

Corrido traslado de la acusación fiscal, el defensor del pro- 
cesado se expide á foja 12 solicitando la libertad de su defen- 
dido, por no resultar mérito suficiente de las constancias de autos 
para su condenación. 

Abierta la causa aprueba á foja 13 vuelta, se produce la de 
testigos, corriente de foja 15 á foja 22 vuelta. 

A foja 30 vuelta y para mejor proveer se remiten los billetes 
secuestrados á la Caja de Conversión , la que los devuelve con 
nota de foja 31 inutilizados con el sello de falsos. 

Y considerando: Que consta de la diligencia de foja 1 á foja 
2 7 de la propia confesión del procesado, que éste tenía ocultos 
en su domicilio un gran número de billetes de Banco falsifica- 
dos de valor de 0,50 centavos moneda nacional, así como dos 
planchas de acero con el grabado de estos billetes 7 aptas por 
lo tanto para la falsificación é impresión de los mismos. 

Que la escusa alegada por el procesado de que las planchas y 
billetes de la referencia fueron dejados en depósito en su casa 
por un individuo CU70 nombre dice ignorar, ha debido ser justi- 
ficada por aquel 7 no lo ha hecho; siendo ineficaces á tal objeto 
las declaraciones de foja 19 [á foja 22 vuelta, pues ellas se refie- 
ren á dichos del mismo procesado 7 se encuentran además en 
lo susíancial (parte final de la pregunta 3* del interrogatorio de 
foja 18) en contradicción con lo expuesto por el procesado en su 

T. XI 28 
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declaración de foja 7^ donde confiesa que sabía que los billetes 
que dice se le dejaron en depósito, eran falsos y que los aceptó 
por instancias del depositante. 

Que habiéndose así hallado en poder del procesado los ins- 
trumentos principales de la falsificación^ como ser las planchas 
con el grabado y el producto de la falsificación, ó sea, los bille. 
tes falsificados, y debiendo presumirse la intención criminal en 
la ejecución de hechos considerados por la ley como delitos, el 
procesado Ciaburri debe reputarse como falsificador de los bi- 
lletes de 0,50 centavos secuestrados, é incnrso, por tanto, en la 
responsabilidad establecida por el artículo 62 de la ley penal 
de 14 de Setiembre de 1863. 

Por estos fundamentos, fallo: condenando á Francisco Ciaburri 
á 5 años y medio de trabajos forzados y al pago de una multa de 
2000 pesos^ más las costas del juicio, debiendo descontarse de la 
pena la tercera parte del tiempo de prisión preventiva que lleva 
sufrido. Notifíquese con el original y en oportunidad comuni- 
qúese al Director de la Penitenciaría . 

J. V. Lalanne. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 30 de 1895. 

Suprema Corte: 

La prueba ofrecida en la 2^ instancia, no sería procedente se- 
gún el artículo 530 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
ya porque no se refiere á un hecho nueVo en la causa ó poste- 
rior al término de prueba de la primera instancia, ya porque es- 
tablecida no alcanzaría á eliminar la responsabilidad penal del 
procesado. 
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Ella está manifiesta en la ocoltacion, no sólo de ceroa de 2000 
billetes falsificados del Banco de la Nación, no sólo en la 
ocultación de las planchas metálicas y de todos los accesorios 
empleados en la consumación de ese hecho delictuoso, sino tam- 
bién én^l hecho demostrado y confesado por el procesado mismo 
de haber entregado á Plegge 32 de esos billetes. 

No importa que el procesado cobrase 6 no el interés de 20 V« 
que aparece reconocido en la declaración de foja 5 y contradicho 
en la de foja 7 vuelta. Siempre resultando cierto el hecho de la 
entrega voluntaria de los billetes, aparece ejercitándose la cir- 
culación prohibida de billetes falsos. 

Y la intención dolosa se presume en todo delito y la responsa- 
bilidad del agente se impone ante la legislación y la doctrina. 
En el caso, no se ha alegado ni demostrado alguna perturbación 
de los sentidos ó de la inteligencia, capaz de eximir de pena, 
jsegun el articulo 81 del Código Penal. 

Se alega que aún en el caso de existir prueba acabada del de- 
lito, la pena del Código Penal le sería preferentemente aplicable. 

Y. E. ha resuelto lo contrario en repetidos fallos. Tratándose 
de nn banco con emisión de billetes garantidos por la Nación, es 
de aplicación preferente la ley especial sobre crímenes contra la 
Nación de 14 de Setiembre de 1863. Asi lo ha declarado el mismo 
Honorable Congreso en la ley sobre penalidad, de los falsifica- 
dores contra los bancos garantidos, transcripta al dorso de los 
billetes y así lo ha reconocido la jurisprudencia nacional. 

La ley, en su artículo 62, pena lo mismo á los que falsificaren 
los billetes que los que los introdujeren ó expendieren, con pres- 
cindencia del interés que pudieran tener en ello. Encuentro que 
es de rigurosa aplicación y pido por ello á Y. E. la confirmación 
por sus fundamentos, de la sentencia recurrida que corre á 
foja 32. 

Sabiniano Kier. 
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Vallo de la Suprema C?orte 



Buenos Aires, |Octubre 13 de 1895. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja treinta y dos. Deyuélranse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENl. 



CAUSA CCIiXXTl 



Don Lísandro Bübao, contra don Lorenzo Anzellotti^ por cobro 

ejecutivo de pesos; sobre recusación 



Sumario. '^'So es admisible la recusación deducida sin los 
requisitos establecidos en los artículos 26 y 27 de la ley de 
Procedimieiitos. 
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Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte y el 



IPalU del Jíaes IPederal 



San Juan, Marzo 20 de 1895. 

Vistos: Sin aceptar las cánsales en qne se funda la recnsa- 
cioQ, por ser completamente falsas; y no siendo admisibles en el 
juicio ejecutivo otras excepciones, sino únicamente las que ex- 
presa el articulo 270, ley de procedimientos, éntrelas cuales 
no está la de recusación, no ha lugar. En cuanto á la de inha- 
bilidad del título 6 violencia, traslado por tres días^ y autos. 

Eehegaray. 



WmUm de 1» Suprenuí Corte 



Buenos Aires, Octubre 12 de 1895. 

Vistos y considerando: Que el escrito de recusación no con- 
tiene los requisitos establecidos en los artículos veinte y seis y 
veinte y siete déla ley de procedimientos, en cuyo caso no pro- 
cedía recibir el incidente i prueba. 

Que, en consecuencia, ha podido rechazarse la recusación in- 
terpuesta (Fallos, serie segunda, tomo doce, página ciento 
ochenta; serie tercera, tomo séptimo, página doscientos seten- 
ta y dos). 

Por estos fundamentos: no se hace lugar á los recursos yiter- 
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puestos por el ejecutado, y se conñrma^ oon costas, el auto de 
foja veinte y siete vuelta en la parte apelada. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. --^LüIS V. VÁRELA. — 
ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JCAN E. TORRENT. 



[CAVSA CCIiXXVII 



El Ferrocarril Central Argentino, contra la mcesion de doña 
Eulalia Díaz de Miguens; sobre expropiación 



Sumario. — 1® En los juicios de expropiación debe resolver- 
se no solamente sobre el precio de la cosa expropiada, sino tam- 
bién sobre los perjuicios procedentes de la expropiación. 

2^ Siendo equitativa la fijación del precio y de la indemniza- 
ción hecha por el juez, debe confirmarse. 



Caso. — Lo explican los siguientes fallos : 
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Vallo del Jíuea Federal 



La Plata, Junio 17 de 1893. 

Y vistos: Estos autos seguidos por el Ferrocarril Central Ar- 
gentino contra la sucesión de D* Eulalia Díaz de Miguens, sobre 
expropiación, resulta: 

I"* Que áfoja 6 se presenta don Marcelo T. Bosch^ en repre- 
sentación de la empresa Ferrocarril Central Argentino, deman- 
dando á la SQcesion de D* Eulalia Díaz de Miguens por expro- 
piación de una superficie de veinte y dos mil ciento quince metros 
cuadrados, más ó menos; y reconocida por el actor la repre- 
sentación de don Pedro Patino Espin, por la parte demandada, 
en el acta de foja 8, en cuyo comparendo no pudiendo avenirse 
las partes, procedieron al nombramiento de peritos, los qae 
aceptando el cargo, como se ve á foja 9, procedieron á llenar su 
cometido como resulta á fojas 10 y 13. 

^ Que el de la parte del Ferrocarril, á foja 10. estima en 
400 pesos la hectárea de terreno, incluyendo en esta suma toda 
indemnización, haciendo un total de 884 pesos 60 centavos m/n. 
El perito de la parte demandada á su vez aprecia el valor del te- 
rreno á razón de 1500 pesos la hectárea, y en 6000 pesos la in- 
demnización que debe abonarse por la expropiación. 

3® Que reclamado este último informe por la parte expro- 
piante, á foja 17, se mandó tener presente, y llamado autos, el 
Juzgado para mejor proveer, mandó practicar una inspección ocu- 
lar por el secretario de la causa, por no serle posible al infrascrito 
hacerlo personalmente por las preferentes atenciones del despa- 
cho general. Esa vista ocular se verificó y de su resultado'da 
cuenta la diligencia de foja 19. 



440 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

Y considerando: i® Que en cnanto al valor venal del terrtao^ 
estudiados los dictámenes periciales, no dan punto de apoyo al 
Juzgado para poder fijar equitativamente el precio del terreno, 
pues lejos esos dictámenes de ilustrar al juez lo alejan del co- 
nocimiento exacto del valor real . 

2* Que dada la enorme diferencia de apreciaciones con que 
se han producido los peritos, seria del caso nombnir otros que 
procedieran á nuevo justiprecio; pero la poca importancia de 
la cosa expropiada, y la jurisprudencia que ya existe sobre el 
valor de terrenos contiguos y expropiados por la misma empre- 
sa, hacen innecesario tal nombramiento, y entonces se impone 
la obligación de adoptar los elementos que ofrecen esos juicios 
en igualdad de circunstancias. 

S*" Que en autos existe reconocidas las buenas condiciones 
del terreno que se le expropia á D* Eulalia Díaz de Miguens, 
circunstancia que debe tenerse en cuenta para establecerse su 
valor venal; y teniéndose presente que los precios que ha deter- 
minado 6 confirmado la Suprema Corte han variado entre 800 
pesos (la misma empresa contra Pedro Parra), 450 y 500 pesos 
hectárea (la misma contra Claudio Bourdet y Andrés Devaud), 
y por otra parte que el terreno que se trata en este juicio se 
halla en la misma calidad y condiciones que el de Parra, este 
Juzgado equiparándolo, estima justo y equitativo el precio de 
800 pesos m/n la hectráea. 

4* Quó en cuanto á los perjuicios que se niegan por el perito 
de la demanda y sostenidos por el de la demandada, resulta del 
acta de inspección ocular, que están muy lejos de tenerla 
importancia que el ultimóle atribuye. Empero, teniéndose en 
consideración que se pretende por la parte demandada que 
existe una fracción menor, que tiene mayor extensión que la 
que aparece de autos y que queda inservible é inutilizada, de- 
biendo precederse por lo tanto á una medición exacta en pre- 
sencia de los títulos de propiedad, lo que es materia de un jui- 
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cío aparte, el Juzgado estima que esos perjaicios deben acre- 
ditarse 7 apreciarse en jnicio por separado . 

Por todo ello, fallo : en definitiva, fijando en 800 pesos m/n la ' 
hectárea de terreno á expropiar en la presente cansa, que de- 
berá pagar el Ferrocarril Central Argentino dentro de i O días 
de ejecatoriada la sentencia presente, con sns intereses á estilo 
de Banco sobre la diferencia entre la suma que resulte por li- 
quidación y la que se consignó y las costas establecidas en casos 
análogos. 

En cnanto á los perjuicios que se alegan, dedúzcase la acción 
correspondiente por separado . Notifíquese con el original^ re- 
gístrese en el libro de sentencias y repónganse los sellos. 

Mariano S. de Aurreeoeehea. 



Fallo 4Lm la 9upr«HUi Corte 



' Buenos Aires, Febrero 24 de 1894. 

Yistos y considerando : Que según la ley de la materia el pro- 
eedimiento yerbal y sumario que debe observarse en los casos 
de expropiación, comprende lo relativo al precio de la cosa á 
expropiarse como lo concerniente á las demás indemnizaciones 
á que hnbiere lugar. 

Que, en consecuencia, el juez de la causa no ha podido dejar 
de pronunciarse sobre el capítulo cperjuicios», sometido á su 
decisión, haciendo materia de dos juicios de lo que debe resol- 
verse en uno. 

Por esto, devuélvanse los autos al inferior para que se pro- 
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nuncie sobre el capítulo omitido, con arreglo á derecho. Repón- 
gase el papel. 

BENlAMIIf PAZ. — LUIS Y. VÁRELA. — 
ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUNGE 
— JUANE. TORRENT. 



Fallo del Jíuea Federal 



La Plata, Junio 13 de 1894. 

• 

y vistos nuevamente: Considerando : 1® Que el reclamo por 
perjuicios hecho por la parte expropiada enelacta de inspección 
ocular de foja 19 y repetido en el acta de comparendo verbal de 
foja 20, consistente en la destrucción de sementeras de maíz en 
el terreno ocupado por la vía, j en una fracoion de terreno que 
afectando la figura de un triángulo, quedaba como sobrante, el 
que según el representante del expropiado es de 200 metros 
(véase foja 20). 

7 2^ Que esos dos reclamos han sido desestimados por la parte 
contraria en la misma inspección ocular y no resulta de autos 
comprobada ni la pretensión de una parte ni la negativa de 
la otra; por lo tanto, y respecto de dicho sobrante, sería el 
caso de una mensura, con los títulos ala vista, lo que no corres- 
ponde á la naturaleza de este juicio, así como para justificar, 
después de tanto tiempo, abrir la causa á prueba para acredi- 
tarse perjuicios que son tangibles y que no se han hecho va- 
ler en el comparendo verbal de foja 8, ocasión oportuna del 
juicio. 

3^ Que no obstante las anteriores consideraciones, el perito 
de la empresa, á foja 10, reconoce que existe el perjuicio por 
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cansa del fraooionamiento del terreno por la vía férrea, lo que 
demuestra qoe hay un sobrante, no obstante la negativa de la 
parte expropiante, pnede y debe fijarse una indemnización. 

No existiendo base para su estimación, es de determinarse 
una suma equitatira^ teniéndose en cuenta lo que en casos aná- 
logos ha fijado este Juzgado. 

Por ello, resuelvo fijar toda indemnización en la suma de 400 
pesos moneda nacional, que deberá pagar la empresa expropian- 
te en la forma determinada en la sentencia de foja . . . Notifí- 
quese con el original, regístrese 7 repóngase las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 



Baenos Aires, Octubre 15 de 1895. 

Vistos : Siendo equitativo el precio asignado al terreno j la 
indemnización por perjuicios, se confirman las sentencias ape- 
ladas defojas veinte 7 dos 7 cuarenta 7 una. Repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
ABEL BAZAN . — OCTAVIO BÜN- 
GE. — JCAN E. TORRENT. 
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CAUSA CCIiXXTIII 



El Procurador Fiscal contra don Adolfo Silva Garreton, y dgs- 
pues don Pedro Coala, por cobro ejecutivo de pesos ; sobre 
nulidad y falta de personería. 



Sumario. — i® Iniciado el juicio ejecntivo contra el firman- 
te de una letra, á quien se intimó el pago, el que se presenta 
y es aceptado como deudor de la misma, no puede pretender que 
se Yuelya á intimar el pago. 

2^ Los procuradores fiscales nombrados por decreto del P. E. 
no necesitan acreditar su personería con poder 6 escritura pú- 
blica. 



Caso. —Don Adolfo Silva Garreton firmante de una letra por 
impuestos internos á favor del fisco, reconoció la firma, y fué 
intimado para su pago dentro de tercero día . 

A su instancia, don Pedro Costa, dueño de la destilería deudo- 
ra, declaró ser y fué aceptado como responsable de la letra, 
despachándose contra él el mandamiento de embargo. 

Oitado de remate, opuso excepción de nulidad, por haberse des- 
pachado mandamiento sin dictarse antes el auto de solvendo, 
y excepción de falta de personería, por no haberse presentado 
por el procurador fiscal el poder en forma. 
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Fallo del Juea Federal 



Buenos Aires, Abril 80 de 1895. 

TTÍstos: Por los f andamentos aducidos en el precedente 
escrito» qne el Juzgado encuentra ajustados á derecho y á las 
constancias de autos, no ha lugar, con costas, á las excepciones 
opuestas de el escrito de foja... 

Juan del Campillo . 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Octubre 15 de 1895. 

Vistos y considerando : Que no existe la nulidad en el proce- 
dimiento que se alega por el ejecutado, como lo demuestra la 
diligencia de foja dieciocho. 

Que tampoco ha podido obserrar la personería del represen- 
tante del fisco, por hallarse ella suficientemente acreditada por 
los decretos de fojas tres y veinte y siete, que lo autorizaban 
para el cobro ejecutivo que persigue en los presentes autos, ex- 
pedidos de conformidad al articulo seis de la ley número tres mil 
cincuenta y siete. 

Por estos fundamentos: se confirma, con costas, la sentencia 
apelada de foja sesenta y siete vuelta. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OGTAVÍO BUNGB. *- 
JUAKE. TORBENT. 



1 
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CAUSA CCIiXAIX 



El escribano don Pedro Larrosa contra el escribano don Fran^ 
cisco Speratti; sobre restitución de registro. 



Sumario. — Debepiocedeise en el día y por la fuerza pública 
á restituirse á su regente el arcbiTo, protocolo y dependencia 
del registro, de que otro escribano se baya apoderado sin auto- 
rización. 



Caso. — Lo explican las siguientes piezas : 



PETICIÓN 



Buenos Aires, Setiembre 17 de 1895. 

Suprema Corte : 

Pedro Larrosa, Escribano Nacional de Marina, constituyendo 
domicilio en la calle Tucuman 551 altos^, ante Y. E . respetoo- 
sámente expongo: Que en primero de Setiembre próximo pasa- 
do, formulé un convenio privado con don Paulino B. Speratti, 
por el cual cedía á éste una parte de los derechos que la escri- 
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bania produce, en retribución de seryicíos que se comprometía 
en prestar. Speratti no cumplió el compromiso contraído, y se 
apoderado la oficina, usufructuándola escandalosamente^ hs^-- 
biendo pasado muchos meses sin que yo percibiera de lo que ella 
producía. Tuve que pedir á la secretaría de la Suprema Corte 
que no se sellara ningún cuaderno de registro si no lo llevara yo. 
De esta manera se cortó el abuso delictuoso. 

Pero ahora, Ezmo. señor, Speratti se niega á entregarme el 
archivo y demás útiles, y ha llevado su audacia hasta el extre- 
mo de ostentar recientemente al frente de la oficina el escudo y 
placas de mi escribanía. 

Pido á Y. E. que por medio del XJgier de la Suprema Corte, se 
intime á don Paulino R. Speratti, haga entrega en el acto del 
archivo, escudos, placas, sellos y demás útiles de la escribanía 
de marina á mi cargo, y para el caso de resistencia, autorización 
para que haga uso de la fuerza pública, sin perjuicio de quedar 
á salvo mis derechos, para deducir ulteriormente las acciones 
que correspondan. 

Hago constar, Exmo. señor, que hasta la fecha soy el único 
habilitado para regentear esa oficina, y que no tengo más ads- 
crito, que el que acabo de nombrar, que lo es el escribano don 
Bernardo Folkenand, cuyo nombramiento tramita en estos mo- 
mentos ante Y. E. 

Es justicia etc. 

Pedro O' Larrosa. 
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VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Octubre 16 de 1895. 

Suprema Corte : 

El escribano Larrosa es regente de la escribanía de marina» 
y único responsable por ello del servicio de la oficina y custodia 
de su archivo. Gnalquier convenio privado qne no se haya au- 
torizado por Y. E. es ineficaz para legalizar la personería qne, 
se asegura en el escrito precedente, pretende ejercer el escriba- 
no Speratti para servir el registro referido. 

Se ha de servir Y. E. por ello, disponer de conformidad con 
lo pedido por el escribano titular en aquel escrito, sin perjuicio 
de las acciones que el escribano Speratti pueda reservarse por 
contratos privados^ las que sólo podrá ejercitar en forma y ante 
quien haya lugar. 

Sabiniano Kier. 



RESOLUCIÓN DE LA SUPREMA CORTE 



Buenos Aires, Octubre 17 de 1895. 

De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor Procu- 
rador General, en su precedente vista, proceda el Ugier de esta 
Corte á intimar al escribano Speratti, caso de ser cierto el hecho 
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relacionado en la solicitud de foja primera del recurrente, escri- 
bano don Pedro Q. Larrosa^ haga entrega á éste, en el dia, del 
archivo, protocolos y dependencias del registro de marina, de 
que dice haberse apoderado aqnel, solicitando para ello el uso 
de la fuerza pública, si fuere necesario. 

LUIS y. TÁRELA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
REENT. 



T. ZI 2d 



APÉNDICE 



^birado aparecido cod errores, algunos suslan- 
cíales.. la disideDcia del sráor Ministro doctor don Luis 
Y. Várela, en la causa de don José V. Benitez con el 
Ferrocarril del Sud de la Provincia de Buenos Aires, 
sobre nulidad de un laudo^ inserta en la página 242, se 
ba considerado conveniente reproducirla en seguida : 



Vistos 7 eonsideraiido : Qae en el eonreiuo de fojm dentó se- 
senta 7 cinco (expediente principal), el Ferrocarril del Snd re- 
earrente j sn contrario Benitez, acordaron expresamente en la 
dinsnia octara, qne : c las partes renuncian en absoluto todos 
los recursos, incluso el de nulidad, y si alguno lo interpusiese, 
bajo cualquier pretexto, no será oída > . 

La parte del Ferrocarril pretende que esa cláusula del com- 
promiso no puede menoscabar su derecho para interponer los 
recursos que ha deducido c porque la nulidad, reducción y apela- 
ción tienen siempre lugar aunque las partes hiciesen renuncia 
del recurso, si la sentencia arbitral contiene injustieia mo- 
nipesta > . 

De estas palabra» textuales del perito en que se deducen los 
recursos de reducción y nulidad, así como del contexto mismo 
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venoiones entre partes, ni juzgado por resoluciones judiciales. 
Pero, cuando se ha constituido por las partes que litigan en un 
pleito, un tribunal voluntario declarando que esa jurisdicción 
arbitral es la que eligen para que resuelya el pleito en todo 
tiempo^ y agregan que c renuncian en absoluto á todos los recur- 
sos, incluso el de nulidad >, esta renuncia no afecta en lo 
mínimo al orden público, pues no altera ni afecta el orden 
de las jurisdicciones, y sólo mira al interés de las partes por 
la garantía que esos recursos ofrecen y pueden renunciarlos 
como cualesquiera otros derechos que las leyes les acuerden^ en 
tanto que no exista prohibición expresa al respecto. 

En nuestra legislación de forma, incluida la supletoria de 
la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tres, no existe disposición alguna que vicie de nulidad el hecho 
de que el 'tercero en discordia no se haya reunido con los 
arbitros en disidencia, para formar tribunal antes de laudar; 
porque aunque la ley veinte y nueve, título cuarto, partida ter- 
cera, dice que en caso de discordia : c deben los jueces ordina- 
rios apremiar también á las partes como á los avenidores que 
tomen un home bueno que sea comunal en querer el derecho 
para ambas las partes, é mandarles que se acuerden en uno pa^ 
ra librar aquel pleito*; esta ley no impone la nulidad del laudo 
si no se acordasen en uno los arbitros y el tercero, limitándose 
á decir que c si por aventura no se acordaran, lo que judgase la 
mayor parte, aquello deve valer». 

Es verdad que la ley treinta y dos del mismo título y par- 
tida dice : c que los avenidores deven y ser cuando ovieren á dar 
eljuyzio, y loque dixeren todos á aquella razón, 6 la mayor 
partida dellos, esso deve valer. E si entonces todos non fuesen 
y presentes, el joyzio que diessen non sería valedero»; pero 
esta ley no sólo se refiere expresamente al caso de disidencia en 
que interviene un tercero en discordia, sino que expresamente 
se refiere al caso en que se constituya un tribunal colectivo de 
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arbitros qne interviene desde el principio del juicio y no para 
dirimir contienda alguna. Así, en su principio, esa misma ley 
dice: c Otorgan poder las partes á todos los avenidores cuando 
meten su pleyto en mano dellos que maguer non se acertacen 
todos en uno cuando quisiesen dar juyzio, los que y fuesen lo 
pudiese facer. Entonces deeymos que en aquella manera que les 
fué otorgado de las partes el poder de librar el pleyto que assi 
deven ussardello, enon en otra manera». Estos términos son 
perfectamente claros y prueban que la ley treinta y dos, título 
cuarto, partida tercera, sólo se ha referido á los tribunales colec- 
tivos de arbitros en que deben estar todos presentes para laudar; 
pero si fuese otro el alcance, ella misma serviría para demostrar 
que las partes pueden eximir á los arbitros de la obligación de 
reunirse en tribunal, de conferenciar y aun de oírlos, porque los 
arbitros c deben librar el pjeyto en aquella manera que les fué 
otorgado por las partes e non en otra manera » . 

Siendo esta ley una de las supletorias de procedimientos vigen- 
te, citada con reiteración por el apelante, es oportuno recordarla 
para demostrar que la falta de reunión de los arbitros en el 
procedimiento arbitral, no afecta al orden público, puesto que 
es renunciable por las partes, y por tanto, cae dentro de lo que 
puede renunciarse como nulidad posible de un laudo. 

No existe tampoco en nuestro Código Civil disposición algu- 
na que prohiba semejante renuncia, hecha por personas 
hábiles para contratar, y que no tienen, para sus actos, nece- 
sidad de ninguna de las protecciones peculiares y especiales 
que la ley ha creado en favor de los menores é incapaces, ó 
con que ella ha querido amparar, para evitar actos civiles que 
afectan al orden social. Los recursos que las leyes acuerdan con- 
tra la sentencia de los tribunales, tanto en el orden ordinario de 
los juicios como en los juicios voluntarios, no son sino garantías 
que se ofrecen por la Bepública á los individuos para el mayor 
acierto de los fallos. No se ataca al orden público por el hecho 



456 FALLOS DE LA. SCPREHA GORTB 

de que una de las partes no apele una sentencia ó no diga de nu- 
lidad de un auto evidentemente nulo, j por tanto, tampoco se 
ataca al orden público si se se renuncia anticipadamente ]á los 
recursos á que puede dar lugar el laudo arbitral . 

Lo único que la ley ha exigido es que ese fallo, al que se llama 
laudo arbitral, revista los caracteres de tal, y para que tal se 
le considere y traiga en consecuencia aparejada ejecución, bas- 
ta que los arbitros hayan laudado dentro del término que se 
les acordó y sobre los puntos que se sometieron á su fallo. 

8on las mismas leyes supletorias de la ley de Setiembre de 
mil ochocientos sesenta y tres, las que han establecido termi- 
nantemente este procedimiento. La ley cuarta, título veinte 
y uno, libro cuarto, Recopilación Castellana (ley cuatro, tí- 
tulo diez y siete, libro once. Novísima Recopilación) ha con- 
signado que no debe atenderse recurso alguno contra el laudo 
arbitral que ae dictase por los jueces arbitros y arbitradores 
usando de la facultad que les fué dada, dentro del término que 
les fué dado y sobre aquellas cosas sobre que fué comprometido, 
y esta Suprema Corte en el caso que se registra en el tomo nue- 
ve, serie primera, página doscientos setenta y dos, aplicando 
esa ley, revocando una sentencia del inferior en que se limitaba 
á establecer que no se entendía renunciado el recurso de nulidad 
en la renuncia general de recursos, declaró que son laudos 
arbitrales con los requisitos de derecho, los que se han dictado 
con los enunciados en la ley cuarta, título veinte y uno, libro 
cuarto de la Recopilación Castellana; y que, por consiguiente, 
sólo la nulidad que se funda en la falta de alguna de esas condi- 
cionen esenciales, puede impedir la ejecución de las sentencias 
pronunciadas por arbitros. En el caso sub-judice no se ha invo- 
cado como causal de la nulidad aducida en el recurso, ni la falta 
de jurisdicción de los arbitros^ ni el que hayan laudado fuera 
del término acordado, ni sobre puntos no comprometidos. En 
cuanto á los arbitros, lo único que se les reprocha^ es el haber 
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laudado sin reunirse en tribunal, pretendiendo una de las partes 
que ésto fué expresamente convenido y la otra reclam&ndolo 
como un requisito esencial. Cualquiera que fuere la resolución 
que á ese respecto hubiese ,de darse en la oportunidad corres- 
pondiente, si ella se presentase, es indudable que no es éste el 
momento de discutirse esa cuestión, pues en el compromiso 
de foja ciento sesenta j cinco, las partes convienen que la nuli- 
dad, como recurso, no podrá interponerse, y que, c si alguna 
la íntei^iisiesQ bajo cualquier pretexto, no será oída». 

Estando esta cláusula incluida entre las convenciones del con- 
trato, ella obliga á las partes á someterse á sus términos como á 
la ley misma (Código Civil, artículo mil ciento noventa y siete); 
y habiéndose deducido la nulidad del laudo como recurso, por el 
Ferrocarril, él no debe ser oído, porque cualquiera que sea 
el pretexto que invoque para introducir ese recurso, él ha- 
bía renunciado anticipadamente á usarlo. 

Si la nulidad invocada fuese de aquellas que por la ley vician 
el fallo y le hacen nulo, no es por la vía del recurso que ella ha 
podido deducirse. 

La nulidad, en tal caso, puede ser otorgada, bien en la opor- 
tunidad que establece el artículo doscientos sesenta y ocho de 
la ley de Procedimientos» como razón que afecte la habilidad 
del título, 6 bien sea como una acción principal, después de 
la ejecución, para repetir lo que se suponga indebidamente pa- 
gado (Fallos, serie primera, tomo nueve, página doscientos se- 
tenta y cuatro). 

En los tribunales de la Capital de la Bepdblica, donde la 
ley de procedimientos dice expresamente que: c si en el compro- 
miso no se hubiese acordado la forma en que los arbitros han 
de conocer y fallar el asunto, b harán siempre formando tribu^ 
nal >, haciéndose extensiva á los amigables componedores esta 
disposición (Código de Procedimientos, artículo setecientos 
ochenta y tres y setecientos óchente y nueve), la Cámara de 
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Apelaciones ha resuelto en el único caso que se registra en sus 
fallos (serie primera, tomo quinto, página doscientos diez y 
seis) que el haber fallado los amigables componedores sin for- 
mar tribunal, no produce nulidad, y que esta causal no autori* 
2a semejante recurso, que sólo es admisible por el artículo 
ochocientos ocho, en los mismos casos de la ley cuarta, título 
cuarto, libro once. Recopilación Castellana. 

En la jurisprudencia extranjera de paises donde la nulidad 
de los laudos de amigables componedores que no se hubiesen 
reunido en tribunal es de ley expresa, se ha reconocido como 
válida la renuncia de los recursos de alzada, nulidad y cualquie* 
ra otro. Esto no importa que allí se haya desconocido el derecho 
de las partes para alegar esas nulidades que nacen de vicios 
sustanciales del procedimiento 6 de falta de jurisdicción en los 
arbitros 6 de exceso en el mandato conferido por el compro- 
miso. Es precisamente fundándose en el hecho de que en esos 
casos no hay sentencia, que se reconoce, que la renuncia de los 
recursos que pueden promoverse contra una sentencia, no im- 
porta la renuncia de las gestiones que puedan deducirse en la 
forma de acción principal, alegando la nulidad, 6 en la forma 
de oposición á la ejecución del laudn, alegando la excepción de 
inhabilidad del título. 

En el caso sub-judice, la nulidad alegada por vía de recurso 
es contraria al texto del convenio de foja ciento sesenta y cinco, 
que obliga á las partes como á la ley misma, y conforme á los 
términos empleados en ese acto jurídico, cualquiera que sea el 
pretexto que se invoque al interponer el recurso de nulidad, 
la parte que lo interponga no debe ser oída. 

Por estos funaamentos: se declara improcedente la interpo- 
sición de los recursos promovidos por la parte del Ferrocarril 
del Sud; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. 
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Contrabando. — La intervención del empleado denunciante^ conce- 
dida por la ley de aduana de 2 Enero de 1895, procede sólo 
en los juicios de contrabando, no en otros, aunque se trate 
de defraudación de rentas fiscales. Página 50. 

Contrato. — El que tiene por objeto una negociación promiscua para 
distribuir la utilidades una vez liquidada, es nulo y no pro- 
duce efecto, si el aporte de uno de los contratantes consi8te 
solamente en su influencia y crédito. Página 165. 
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Daños y per juicios . — El uso del agua de una fuente, hecho contra 
la vüluntad de su propietario, importa la violación de un de- 
recho y somete á su autor á la responsabilidad por los daños 
y perjuicios que fije el Juez. Página 98. 

Delito. — Cuando el mismo hecho puede constituir el delito de coac- 
ción, injuria y lesiones corporales, debe juzgarse y penane 
este último, como más grave. Página 113. 

Dirección de Ferrocarriles'. — Véase : Fianza. 

DoMes derechos. — Procede la imposición del pago de. ellos en lama- 
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nifeslacioQ de fardos bolsas de arpillera, en lugar de fardos 
arpillera^ al solicitar una guía de removido. Página 367. 



E 



Ejecución. — El auto de solvendo no es apelable; y las excepciones 
contra el título ejecutivo deben oponerse después de la ci- 
tación de remate. Página 5. 

Ejecución. — El perito tasador no puede cobrar su honorarios al eje- 
cutante antes de venderse los bieaes embargados; y deposi- 
tado su precio, es sobre éste que debe ser pagado con la 
debida preferencia que corresponda á las costas de la ejecu- 
ción, salvo la existencia de motivos especiales que funden la 
responsabilidad del ejecutante. Páginas 53 y 72. 

Ejecución. — No puede ejecutarse contra un socio una letra protestada 
contra la sociedad, sin haberse antes ejecutado á ésta. Pá- 
gina 238. 

Ejecución. — Iniciado el juicio ejecutivo contra el firmante de una 
letra, á quien se intimó el pago, el que se presente y es 
aceptado como deudor de la misma, no puede pretender que 
se vuelva á intimar el pago. Página 444. 

Ejecución. — Véase : Banco Nacional ; Provincias . 

Escrituración. — Ningún comprador de inmuebles puede ser corope- 
lido á escriturar, sin la previa exhibición de los instrumeatos 
que acrediten el derecho de propiedad del vendedor. Aun- 
que nada se haya dicho en el boleto, la exhibición previa ó 
la escrituración de dichos documentos, debe considerarse 
comprendida en la estipulación. Página 85. 

Evicdon. — Véase : Interdicto. 

Excusación. — No procede aquella respecto de la cual^ no se cita por 
el juez ni aparece existir en autos, hecho|alguno determina- 
do que la justifique con arreglo á la ley. Página 14. 

Expropiación, — En las causas traídas á la justicia federal por razón 
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de las personas, debe observarse el procedimiento estableci- 
do por las leyes {Provinciales. Página 16. 

Expropiación. —Debe asignarse el mismo precio á terrenos que se 
hallan inmediatos y en análogas condiciones, sin diferencia 
notable entre ellos. Página 122. 

Expropiación. — Debe resolverse no solamente sobre el precio de la 
cosa expropiada, sino también sobre los perjuicios proce- 
dentes de- la expropiación. Página 438. 

Expropiación. — Siendo equitativa la Gjación del precio y de la in- 
demnización hecha por el juez, debe confirmarse. Pági- 
na 438. 

Extradición. — Todas las causas de esla naturaleza, son de compe- 
tencia federal. Página 35. 

Extradición . — Los recaudos necesarios para que proceda, son : el 
mandato de prisión expedido por juez competente, la desig- 
nación y fecha del delito, los datos precisos para estable- 
cer la identidad del requerido y la copia de las disposicio- 
nes aplicables según las leyes del pafs requirente. Página 129. 
Extradición. — Una vez presentados los recaudos necesarios para 
que proceda, y no resultando que el delito sea de los excep- 
tuados por la ley de la materia, no puede impedirse la extra- 
dición, poniendo en cuestión el delito mismo, extensión, y 
las probabilidades ó justificación de su existencia. Pá- 
gina 129. 



F 



Falsificación de billetes, — Es justa la pena de cinco años y medio de 
trabajos forzados y dos mil pesos de multa^ impuesta al reo 
de falsificación de billetes de banco de curso legal. Página 
432. 

Fianza. — Con arreglo á la ley especial de la materia, la Dirección 
General de Ferrocarriles no está obligada á afianzar las resul- 
tas del juicio ordinario, para recibir el importe de multas co- 
brado por la vía de apremio. Página 222. 
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Fianza. — Véase : Locación . 

Fuero. — Para determinarlo en una acción personal, es el domicilio 
personal del demandado el que debe tenerse en vista y no el 
fijado á la empresa que explota. Página 291. 



Impuestos internos. — No puede considerarse como falsa la manifesta- 
ción hecha por el propietario de una fábrica, de que iba i 
suspender los trabajos de elaboración, por razón de obras de 
mejoramiento, si resulta que la elaboración hecha durante el 
término de la suspensión, ha procedido de los ensayos de di- 
chas obras, máxime cuando después de haber cesado el es- 
tado de ensayo en que se encontraba la fábrica, ba manifes- 
tado el alcohol elaborado y vendido, y ofrecido pagar el im- 
puesto correspondiente . Página 295. 

Impuestos provinciales. — El pago de ellos debe'ser previo á la cues- 
tión sobre constitucionalidad de los mismos; y mientras no 
se verifique, no debe concederse el recurso del articulo 14 
de la ley sobre jurisdicción y competencia de los tribunales 
federales. Página 308. 

Incompetencia. — Es correcto el rechazo de la excepción de incompe- 
tencia de los tribunales locales, si se ha dictado por no ha- 
berse probado los hechos en que se fundó. Página 349. 

Inhibición. — La posterior á la hipoteca, debe levantarse^ si se vende 
el inmueble para satisfacer el crédito hipotecario. Si el 
acreedor favorecido por la inhibición, cree que la hipoteca 
es nula ó fraudulenta, debe hacer saber su oposición ante el 
juez que conoce de la ejecución hipotecaria. Página 76. 

'Interdicto, — Comprobada la posesión, y los actos perturba torios, pro- 
cede la acción posesoria de retener y el interdicto de obra 
nueva. Página 92. 

hl$erdicto. — El que se funde en hechos personales del demandado, no 
le da derecho para citar deevicion al dueño del inmueble del 
cual es locatario. Página 288. 
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Interdicto. — La apertura de una puerta en el tapial existente hecha 
por el demandado con la intención de poseer terreno situado 
dentro de la cerca, importa un acto perturbatorio que el po- 
seedor tiene derecho á hacer cesar por medio de la corres- 
pondiente acción posesoria. Página 319. 

Interdicto. -^Néiase: Posesión; Restitución. ^ 



Jurisdicción. — La remisión del preso y de la causa al juez, que en sa 
mérito procede á dictar providencia, importa la prevención 
que, en el caso del articulo 36 del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal, determina la jurisdicción. Página 106. 

Justicia federal. — No es competente para juzgar el delito de abuso y 
usurpación dü autoridad atribuido á empleados provinciales. 
Página 112. 

Justicia federal. — No corresponde á ella, el conocimiento de recursos 
contra las resoluciones del Consejo de Higiene de la Capital. 
Página 236. 

Justicia federal. — Véase : Fuero . 

Justicia federal. — No puede invocar la jurisdicción de ella por inhibi- 
toria, el extranjero que ha contestado la demanda ante el Juez 
local. Página 327 . 

Justicia federal. — No corresponde á ella, la causa de un argentino y 
un extranjero, contra otro extranjero, aunque los demandan- 
tes y el demandado sean vecinos de distintas provincias. Pá- 
gina 430. 



Laudo. — Véase: Nulidad. 

Ijsyde Capital. — El artículo 3» de ella, importa que la Provincia de 
Buenps Aires en su capacidad política, tendrá las facultades 
que le acuerda la Constitución; no ha creado á su favor un 
derecho especial referente á la legislación y gobierno de su 
Banco. Página 133. 
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Liquidación. — Mandada escriturar una venta por sentencia ejecuto- 
riada, la liquidación que se pide y ordene, del precio, no per< 
tenece al procedimiento de apremio y es apelable. Pági- 
na 343. 

Liquidación, — No siendo observada, en sí misma, sino en cuanto á su 
oportunidad^ debe ser aprobada. Página 343. 

Locación» — El locatario, una vez concluido el término de la locación, 
no puede retener el inmueble locado por razón de mejoras, 
si el locador afianza el pago de éstas á su liquidación. Pági- 
na 233. 

Locación. — Probada la calidad de locatario del ejecutado, no procede 
la excepción de inhabilidad del titulo, fundado en el desco- 
nocimiento del derecho de propiedad en los locadores. Pá- 
gina 420. 

Locación . — La que haga el padre de las cosas de sus hijos menores 
y en el interés de ellos, cesa al llegar éstos á la mayor edad. 
Página 426. 

M 

Marca de fábrica. — Lsi locución pasada al uso general para designar 
cierta clase de cigarros, no puede considerarse por si sola 
como marca de fábrica; y el que la emplea en el exf^endio de 
cigarros de esa clase, no comete falsificación de marca. Pá- 
gina 80. 

Marca de fábrica. — Sin la prueba de ser falsificados los articules em- 
bargados al demandado y los que él hubiere vendido, y de 
ser el mismo el autor de la falsificación, ó de haberlos ven- 
dido con conocimiento de su falsedad, debe rechazarse la 
acusación. Páginas i93 y 206. 

Marca de fábrica, — Cuando se considera que no es posible la confu- 
sión de los productos, no procede la acción por imitación ó 
falsificación de marca de fábrica. Página 330, 
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Nulidad, — Es nulo el laudo dictado en juicio arbitral voluntario, 
sin haber los arbitros formado tribunal^ no teniendo por el 
compromiso facultad para dictarlo en esa forma. Página 242. 

Nulidad. — Véase : Contrato, 



Personas jurídicas, — Véase: Posiciones. 

Personería, — No procede oponer esta excepción contra la persona 
capaz que entabla una acción á nombre propio. Página 288. 

Posesión. — Cuando la* posesión y uso de una acequia resulta ser 
común para el servicio de dos predios, no puede reconocerse 
á ninguno de los dueños de estos^ el derecho de atribuirse 
su uso exclusivo, y procede reciprocamente la acción y la ex- 
cepción posesorias para que se restablezcan y mantengan las 
cosas en el estado anterior á los actos de perturbación. Pá- 
gina 312. 

Posiciones, — Las personas jurídicas están en el deber de absolver 
posiciones por el órgano de sus representantes, sobre hechos 
que éstos conozcan ó deban conocer. Página 204. 

Prisión, — No puede dictarse la del procesado, cuando se trata de 
una intraccion que sólo tiene pena pecuniaria en primer tér- 
mino, y no resulta la semiplena prueba requerida por el Có- 
digo de Procedimientos. Página 336. 

Primlegios. — La cuestión referente á la aplicación de las leyes sobre 
privilegios, con relación á los actos anteriores á la sanción 
de la ley federalizando el territorio de la Capital, es regida 
por el derecho común, y no es susceptible del recurso auto- 
rizado por el artículo 14 de la ley sobre jurisdicción y com- 
tencia de los tribunales federales. Página 133. 
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Procuradores fiscales, — Los nombrados por decreto del Poder Ejeca- 
tivo, no necesitan acreditar su personería con poder ó escri- 
tura pública. Página 441. 

Provincias. — Pueden ser ejecutadas por el cumplimiento de sus obli- 
gaciones. Páginas 19 y 409. 

Provincias. — La parte final del artículo 31 y el 104 de la Constitu- 
ción, no pueden interpretarse hasta extender los poderes de 
Provincia más allá de sus limites territoriales. Página 133. 



R 



Recusación. — No es admisible la deducida sin los requisitos estable- 
cidos en los artículos 26 y 27 de la ley de procedimientos. 
Página 436. 

Registro público . — Debe precederse en el dia y por la fuerza pública 
á restituirse á su regente el archivo, protocolo y dependen- 
cias del registro de que otro escribano se haya apoderado sin 
autorización . Página 446. 

Reivindicación. — No procede, sin la prueba del dominio actual en el 
demandante. Página 209. 

Rescisión. — La cláusula rescisoria que, por falta de pago de alguna 
de las cuotas correspondientes, la ley de tierras públicas de 
Corrientes impone á las ventas de terrenos fiscales, debe 
entenderse subordinada al vencimiento de los plazos segua 
los fija la misma ley, y no al de los que resulten de las letras 
otorgadas por el comprador; de manera que si el pago de la 
cuota adeudada fué ofrecida antes de vencer el plazo, contado 
según las disposiciones de la ley, no procede la rescícion de 
la venta y debe admitirse el pago ofrecido. Página 400. 

Restitución. — Esta acción concedida al tenedor de una cosa de laque 
ha sido despojado violentamente, tiene por objeto suprimir 
los objetos de la violencia, y restablecer las cosas al estado 
anterior, sin dar al despojado mayores derechos de los que 
tenia entonces, y sin quitar los que tenia el despojante. Pá- 
gina 388. 
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Sentencia. — Es nula la que en causa seguida contra varios, dicta el 
sobreseimiento provisorio respecto de uno de ellos. Pági- 
na 352. 

Sentencia. — Véase : Sobreseimiento provisorio. 

Sobreseimiento definitivo . — Procede, no resultando pruebas del delito. 
Página 21. 

Sobreseimiento provisorio. — Entrada la causa á plenario, y tramitado 
hasta llamarse autos para sentencia, debe dictarse ésta con- 
denando ó absolviendo; el sobreseimiento provisorio, no im- 
porta más que la absolución de la instancia, que es absolu- 
tamente prohibida. Página 352. 

Sobreseimiento provisorio. — Véase : Sentencia. 

Suprema Corte. — No está encargada deevacuai; consultas. Página 97. 

Suprema Corte. — No puede apreciar en segunda instancia la causa de 
nulidad fundada en la inconstitucionalidad de la ley aplicada 
por la sentencia recurrida, cuando en primera instancia no 
se ha suscitado ni resuelto esa cuestión. Página 295. 

Suprema Corte. — Procede el recurso ante ella^ contra las sentencias 
de los tribunales locales que no hacen lugar al fuero federal 
. invocado. Página 349. 



Término extraordinario. — No procede la concesión de él, para la 
prueba de testigos, si no se ha cumplido con lo dispuesto por 
el inciso 3^, articulo 95 de la ley de procedimientos. Página 
324. 

Testigos. — El reconocimiento de peritos sobre facturas ú objetos, no 
puede considerarse como una mera declaración testifical, y 
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puede ser pedido después de los primeros diez días del tér- 
mino probatorio, .en las causas criminales. Página 47. 

Testigos. — VéBse: Término extraordinario . 

Testigos. — Hecha la presentación de ellos en causa criminal, dentro 

de los primeros diez dias del término probatorio, y éonsen- 
tí do el auto que mandó acompañar el interrogatorio, no pue- 
de negarse la prueba testimonial por haberse acompañado el 
interrogatorio después de ese término. Página 334. 
Transacción. — El acto por el cual durante un juicio ejecutivo, las par- 
tes convienen en arreglar todas las cuentas pendieiftes, de- 
biendo el actor desistir de la ejecución^ no es una transacción 
sino un arreglo de cuentas, sin que altere su naturaleza, el 
haber renunciado el actor á la mitad de las costas procesales. 
Ese aqto debe ser observado, aunque el documento que lo 
contiene, no haya sido presentado al juez de la causa. Pági- 
na 383. 



Vapores paquetes . — Los vapores con privilegio de paquetes, pueden 
formalizar su entrada con sólo el manifiesto de carga, y no 
están obligados á presentar la relación del rancho. Página 
360. 
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